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Presentación

Es indudable que la denominada “Parapolítica”, esto es, la infiltra-
ción del poderío paramilitar en los diversos estamentos de represen-
tación popular como proyecto político para “refundar” el Estado, 

se ha erigido en uno de los más graves flagelos para nuestra democracia 
contemporánea en Colombia.

También es claro que en la labor de desarticular tal fenómeno ilegal ha ju-
gado especial importancia la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, pues con ocasión de su competencia para investigar y juzgar 
congresistas, así como para adelantar juicios contra gobernadores, amén de 
conocer en segunda instancia de las decisiones adoptadas en el marco de 
los procesos disciplinados por la Ley de Justicia y Paz, ha estado llamada 
a sentar jurisprudencia sobre temas que no habían sido abordados en el pa-
sado, o en otras ocasiones, a afinar los precedentes sobre algunos institutos 
jurídicos conforme a esta nueva forma de criminalidad.

El trabajo que hoy publica el ICTJ corresponde precisamente a una com-
pilación de providencias proferidas por la Corte; su valor e importancia 
no únicamente se advierten en el mundo jurídico en cuanto divulga las 
posiciones jurisprudenciales, así como su evolución, sino que también se 
erige en obligada referencia histórica sobre uno de los momentos más difí-
ciles por los que ha transitado nuestra patria y cuyos efectos devastadores 
de la legitimidad de ciertas instituciones resulta incuestionable, y aún hoy, 
incuantificable.

Acogiendo los postulados de Hegel al señalar que la pena tiene la función 
de negar la negación que del ordenamiento jurídico efectuó unilateralmen-
te el delincuente, todo ello en procura de asegurar a la comunidad la vi-
gencia de la norma, considero evidente que trabajos como el que aquí se 
ofrece, tienen la virtud de cumplir esa importante misión del derecho penal 
orientada a la prevención general, en el sentido de asegurar a la sociedad 
que quienes vuelvan a realizar tan execrables actos, serán también investi-
gados, acusados y sancionados.

Invito entonces a los estudiosos del derecho, y en general a quienes pre-
tendan adentrarse en las vicisitudes propias de esa funesta alianza entre 
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paramilitarismo y política, para que con denuedo y paciencia descubran la 
tozuda realidad que nos envuelve, así como la incesante labor de la Sala 
de Casación Penal en procura de investigar tan graves comportamientos 
violatorios, no únicamente de la normativa interna sino del Derecho Inter-
nacional Humanitario, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
y los preceptos del Estatuto de Roma para la Corte Penal Internacional, 
además de asegurar los estándares internacionales de protección a las víc-
timas, todo ello, como consecuencia ineludible de la globalización y del 
principio pro homine, tan caro a nuestra Carta Política.

Maria del Rosario González de Lemos 
Presidenta de la Sala de Casación Penal 

Corte Suprema de Justicia



Introducción

En 2005, cuando se iniciaron públicamente los debates y las denun-
cias sobre la posible vinculación de parlamentarios con grupos ar-
mados al margen de la ley, no se vislumbraba el grado de penetra-

ción que habían logrado las estructuras ilegales al interior del Estado. Hoy, 
cinco años después – gracias, en parte, a la labor de la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia – podemos afirmar con certeza que 
los grupos paramilitares incursionaron en los poderes del Estado y que al-
gunos congresistas, gobernadores y otros funcionarios formaron parte del 
aparato criminal. 

Magistrados titulares y auxiliares de la Sala de Casación Penal, demostran-
do un compromiso con el alcance de la verdad y un rechazo a la impunidad 
imperante en el país, adelantan investigaciones en contra de 44 Represen-
tantes a la Cámara y 72 Senadores. A la fecha, encontraron que 18 de ellos 
son responsables por delitos como concierto para delinquir agravado, frau-
de electoral y constreñimiento al elector. En dos casos la responsabilidad 
se deriva de conductas como homicidio agravado y desaparición forzada. 
Por lo menos 95 investigaciones más siguen en curso.

El alcance de estos resultados significó para los operadores de justicia una 
exposición a riesgos extraordinarios sobre sus vidas e integridad personal, 
así como invasiones frente a su intimidad. Esta estrategia de amedrenta-
miento, que se originó desde las estructuras ilegales y desde el poder públi-
co, no ha logrado vencer los esfuerzos de la Corte que ante la adversidad, 
continua valientemente con el cumplimiento de la labor judicial.

En sus sentencias, la Corte evidencia que el proyecto paramilitar de “re-
fundar la patria” no sólo concertó a servidores públicos para que pusieran 
a disposición su cargo y sus funciones, sino que se valió también de la 
ejecución de prácticas atroces para conseguir sus fines. 

En el caso de Salvador Arana Sus la Corte logró demostrar que, con el fin 
de promover la permanencia y el dominio de los paramilitares en su juris-
dicción territorial, el ex gobernador de Sucre determinó la desaparición 
forzada y el homicidio agravado de Edualdo León Díaz, quien con sus de-
nuncias públicas ponía en riesgo el proyecto político acordado entre Arana 
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y el Bloque Norte del grupo ilegal. Recientemente, la Corte encontró que 
el ex Senador Álvaro García Romero, en calidad de autor mediato, ordenó 
la masacre de Macayepo ocurrida entre el 9 y el 16 de octubre de 2000. La 
condena demuestra cómo, en su calidad de parlamentario, García Romero 
se encontraba en la cúpula de la estructura paramilitar y desde allí ordena-
ba la ejecución de hechos delictivos y utilizaba su investidura para lograr 
que el Ejército Nacional despejara las zonas por las que incursionaban las 
tropas paramilitares. 

Como es natural, los procesos de la llamada “parapolítica” han sido objeto 
de fuertes críticas que condensan argumentos jurídicos y políticos. Una vez 
la Corte inició sus actuaciones los servidores públicos, con fundamento en 
presuntas violaciones al debido proceso, decidieron renunciar a sus cargos 
y, en consecuencia, pretendían extinguir el fuero que otorgaba competen-
cia a la Sala de Casación Penal. En septiembre de 2009 la Corte aclaró 
que, según el mandato constitucional del artículo 235, el fuero se mantiene 
“para las conductas punibles que tengan relación con las funciones desem-
peñadas”, resaltando la relación del delito con la función pública. La Corté 
aclaró que esta relación tiene lugar cuando: la conducta punible se origina 
en la actividad parlamentaria, es su necesaria consecuencia, o el ejercicio 
de la función propia del congresista se constituye en medio y oportunidad 
propicia para la ejecución del punible. Lo anterior permitió que la mayo-
ría de las investigaciones y los juicios se retomaran por parte de la Corte, 
como correspondía en derecho. Sin embargo, existen aún contradictores 
que consideran que el fundamento de la decisión es político y no alcanzan 
a ver el contenido jurídico y el fundamento analítico sobresaliente que rea-
liza la Corporación sobre la utilización e infiltración del aparato criminal 
en la rama legislativa del poder público.  

Indudablemente estos son grandes pasos en el proceso de lucha contra la 
impunidad y en la comprensión de dinámicas que explican los fenómenos 
de la violencia que se presentan en distintas regiones del país. Sin embargo, 
existen retos que demandan de los operadores de justicia, y de la comuni-
dad jurídica en general, estudio y reflexión con el fin de que, como produc-
to de las investigaciones y sentencias, se fortalezca el Estado de derecho.
Argumentos que no son menores, esbozados por abogados defensores y 
por críticos políticos dejan ver que es necesario trabajar para mejorar la 
solidez de los trámites y las decisiones. En primer lugar, es claro que el 
derecho al recurso es un presupuesto básico del derecho a la defensa y del 
debido proceso que debe ser garantizado en los casos en los cuales se deba-
te la responsabilidad penal, aún cuando quien la determina es el órgano de 
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cierre de la jurisdicción. Así lo manifiesta el Comité de Derechos Humanos 
al decir que cuando el tribunal más alto de un país actúa como primera 
y única instancia, la ausencia de todo derecho a revisión por un tribunal 
superior no queda compensada por el hecho de haber sido juzgado por el 
tribunal de mayor jerarquía (Observación General No. 32, 23 de agosto de 
2007, párr. 47). Se encuentra entonces una contradicción entre la práctica 
internacional y el derecho nacional colombiano. 

La incorporación del derecho internacional permite acompasar las deci-
siones con los estándares más garantistas que protegen los derechos de 
los afectados y de la sociedad en general. Sin embargo, esta debe hacerse 
conservando la técnica adecuada para no desestabilizar el sistema jurídico. 
Si bien categorías internacionales como los crímenes de lesa humanidad 
reflejan el consenso de las naciones frente al reproche de las conductas 
cometidas, estas tienen una serie de requisitos que deben ser establecidos y 
verificados plenamente en el proceso para llegar a la conclusión judicial de 
que han sido cometidos. Por atroces que sean los crímenes es necesaria la 
comprobación y análisis riguroso de los elementos objetivos y subjetivos 
de las conductas con el fin de que el contenido de la sentencia se mantenga 
incólume frente a argumentos jurídicos en contra y que resista con fortale-
za los embates políticos. Igual cuidado y atención requieren las cuestiones 
probatorias en el proceso de toma de decisión y argumentación jurídica 
de las sentencias, particularmente cuando se recurre, por el tipo de caso, a 
prueba indiciaria y testimonial. 

Las investigaciones de la parapolítica no pueden leerse de manera aislada 
en el contexto colombiano. Sus resultados están llevando también a abrir 
procesos de investigación más amplios que permitirían llegar más a fondo 
en los vínculos de los servidores públicos con estructuras paramilitares y 
conocer más sobre los crímenes de sistema que en conjunto cometieron. 
De esta manera, en la parte resolutiva de por lo menos nueve decisiones, se 
ordena la investigación sobre los eventuales delitos de lesa humanidad co-
metidos por los condenados. Además, en una suerte de retroalimentación, 
se presenta también un fenómeno particular. La información surgida en los 
procesos de parapolítica está haciendo que se cuestione el cumplimiento 
de las obligaciones de los postulados sometidos a Justicia y Paz, al punto 
que se compulsaron copias para que se estudie la posible exclusión de alias 
“Ernesto Báez” en decisión contra Dixon Ferney Tapasco. 

La reflexión a la que lleva el estudio de estos procesos, más allá de acier-
tos y dificultades jurídicas, es a un profundo cuestionamiento sobre la 
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utilización de la violencia como forma de consolidación de espacios políti-
cos y método para aplacar la oposición y la contradicción. La consecuencia 
natural es la destrucción del régimen democrático en el que pretendemos 
fundamentar nuestro Estado y la comprobación de que, lejos de garantizar 
derechos y libertades, este reproduce los fenómenos de violencia que su-
puestamente debe contener. 

Para el Centro Internacional para la Justicia Transicional es importante 
compilar y difundir estas 23 decisiones, trascendentales para la vida po-
lítica del país, con el fin de que se conozcan y se debatan ampliamente. 
Este volumen hace parte de una serie de publicaciones que tienen como fin 
divulgar las decisiones de la Sala de Casación Penal en diversas materias. 
A la fecha hay otras tres publicaciones disponibles: un tomo anterior que 
recoge la jurisprudencia del alto tribunal en materia de derechos humanos 
(2008); y dos tomos en materia de Justicia y Paz, el primero publicado en 
2009 y un tomo complementario publicado a finales de 2010. Esperamos 
en el futuro cercano continuar con este ejercicio de difusión. 

Esta publicación hace parte de los esfuerzos de fortalecimiento a las ins-
tituciones nacionales que realiza el ICTJ en Colombia desde 2007 con el 
apoyo de la Agencia Sueca de Cooperación Internacional para el Desarro-
llo (ASDI). A ellos les extendemos nuestra gratitud. Igualmente, queremos 
extender nuestro reconocimiento a todos los magistrados titulares y auxi-
liares de la Corte Suprema de Justicia que han recibido el apoyo del ICTJ 
de manera crítica y constructiva. A todos, nuestro agradecimiento. 

Michael Reed Hurtado
Director ICTJ-Programa Colombia

Camilo Bernal Sarmiento 
Director adjunto y coordinador del área de justicia, 

ICTJ-Programa Colombia
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1. Procedimiento para investigar y juzgar 
aforados constitucionales 

1.1.	 El juzgamiento de los congresistas se sigue por 
un procedimiento de tendencia inquisitiva 

Extracto No. 1

Radicado 26118 – 19 de diciembre de 2007
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Éric Julio Morris Taboada por el delito de concierto 

para delinquir agravado

Por el contrario, señalando el numeral 3° del artículo 235 de la Carta Po-
lítica, que la función de la Corte determina “investigar y juzgar”, en tra-
tándose de los congresistas, de forma ninguna puede hablarse de esa ten-
dencia “mixta” a que remite la Ley 600 de 2000, sino de un proceso de 
claro corte inquisitivo, en el cual es el mismo funcionario el que investiga, 
acusa y juzga, a más de que sigue plenamente vigente la facultad oficiosa 
en la práctica probatoria dado que no es posible plantear alguna forma de 
adversarialidad común al proceso de “partes”, porque una de ellas lo sería 
precisamente el ente encargado de fallar.

Resulta, por ello, bastante complejo que los delitos cometidos en vigencia 
de la Ley 906 de 2004, puedan tramitarse, respecto de los miembros del 
Congreso, dentro de la sistemática acusatoria, precisamente porque la nota 
característica de ella, vale decir, que sea uno el funcionario que acusa y 
otro el que decida, de ninguna forma puede transplantarse a lo ordenado 
por la norma constitucional antes citada y, desde luego, los conceptos de 
“adversarial” y “partes”, también inmanentes al sistema, serán ajenos a la 
labor encomendada a la Corte.

(…)

Y si bien, el artículo 32-7, de la Ley 906 de 2004, siguiendo la norma 
constitucional, establece que compete a la Corte “la investigación y juzga-
miento de los Senadores y Representantes a la Cámara”, no es posible que 
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de verdad ello pueda llevarse a la práctica dentro de los postulados de la 
sistemática acusatoria.

(…) 

Y si a lo anotado se suma que el legislador determinó una única instan-
cia para la tramitación del proceso penal en cuestión –norma que ha sido 
declarada exequible por la Corte Constitucional—, debe significarse que, 
por fuera de la sistemática penal vigente el trámite adelantado por la Corte 
comporta singularidades ineludibles, de clara estirpe inquisitiva.

Este carácter excepcional, debe acotarse, no opera gratuito, sino que obe-
dece a la necesidad de ofrecer a los altos dignatarios del Estado, y en 
particular, para lo que se discute, a los miembros del poder legislativo, 
la seguridad de que es la máxima cabeza de la jurisdicción ordinaria, con 
los correlatos de imparcialidad y competencia jurídica, la encargada de 
procesarlos. 
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Extracto No. 2

Radicado 26470A – 01 de agosto de 2008
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Luis Eduardo 
Vives Lacouture por los delitos de concierto para delinquir 

agravado y alteración de resultados electorales

De manera que el procedimiento que ha venido aplicando la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia corresponde a una estructura en la cual es 
a partir de las reglas constitucionales en que se funda su legitimidad, la que no se 
puede poner en tela de juicio por pronunciamientos posteriores que incluso dejan a 
salvo las actuaciones de la Sala, en el entendido de que las nuevas reglas que muy 
posiblemente se habrán de proferir, no pueden afectar la validez de las actuaciones 
iniciadas por conductas cometidas con anterioridad al 29 de mayo de 2008. 

A pesar de no conocer los fundamentos de la sentencia C-545 del 28 de 
mayo de 2008, en el comunicado de prensa número 25 de la misma fecha 
suscrito por el Presidente de esa Corporación, se expresó claramente que 
los efectos de la decisión de inexequibilidad se diferían para el caso de 
investigaciones por conductas punibles que sucedieran a partir del 29 de 
mayo de 2008, dejando intangible el sistema hasta ahora empleado por la 
Corte, que corresponde justamente al que preveía la Ley.

Quiere decir lo anterior que atendiendo el principio general consignado en 
el artículo 45 de la Ley 270 de 19961 en torno a que los fallos de constitu-
cionalidad proferidos por la Corte Constitucional generan consecuencias 
hacia el futuro, a menos que la propia Corte resuelva darles efectos retro-
activos, por expresa mención del Tribunal Constitucional la declaratoria de 
inexequibilidad no afecta la validez del presente juicio.

Por lo mismo, la petición del defensor del senador VIVES LACOUTURE 
en el sentido de que se le reconozcan los efectos favorables de la sentencia 
de constitucionalidad C-545 de 2008, según la cual en el caso del proce-
dimiento de los aforados se debe escindir las funciones de investigación y 
juzgamiento, no puede admitirse.

1	 “Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su 
control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tienen efectos 
hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario” (resalta la Sala).
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1.2.	 El procedimiento de única instancia para 
investigar y juzgar aforados no es violatorio 
del debido proceso ni del derecho de defensa. 
Marco jurídico internacional y recuento 
jurisprudencial constitucional

Extracto No. 3

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

En Sentencia C-934 de 2006, con ponencia del Magistrado MANUEL 
JOSÉ CEPEDA ESPINOSA, indicó la Corte Constitucional:

(…) 

¿Vulnera los derechos al debido proceso y a la defensa, así como 
el principio de la doble instancia consagrados en el artículo 29 de 
la Carta y en tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia que hacen parte del bloque de consti-
tucionalidad, el que los numerales 5, 6,7 y 9 del artículo 32 de 
la Ley 906 de 2004 establezcan que los procesos penales que se 
sigan contra altos funcionarios del Estado enunciados en tales 
disposiciones son de competencia de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia?

(…)

El juzgamiento de altos funcionarios por la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional

La constitucionalidad de que los altos funcionarios del Estado 
sean juzgados penalmente ante la Corte Suprema de Justicia en 
un procedimiento de única instancia, ha sido estudiada por esta 
Corporación en cuatro ocasiones.
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El primero de esos pronunciamientos es la sentencia C-142 de 
1993, MP: Jorge Arango Mejía, en donde la Corte Constitucio-
nal decidió lo siguiente: 

(…)

En esa oportunidad, la Corte Constitucional examinó si las dis-
posiciones que permitían el juzgamiento de altos funcionarios 
en un procedimiento de única instancia ante la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia contenidas en los Códigos 
de Procedimiento Penal, Penal Militar y Penal vigentes en la 
época, eran compatibles con las disposiciones constitucionales 
que establecían el principio de la doble instancia. Luego de re-
ferirse de manera general a los principios que regulan el debido 
proceso en materia penal y citar las disposiciones legales que 
regulan todos los recursos y acciones posibles para impugnar 
una sentencia condenatoria,2 la Corte Constitucional hizo las si-
guientes consideraciones: 

“Dentro de todos los derechos que conforman el debido proceso, 
en materia penal, importa destacar este: el de impugnar la sen-
tencia condenatoria. Pues la prosperidad de la demanda depende 
de la inexistencia de tal derecho en la legislación colombiana. 
(…) [El] artículo 29 de la Constitución establece que quien sea 
sindicado tiene, entre otros derechos, el de "impugnar la sen-
tencia condenatoria". (…). Lo anterior nos lleva a definir qué se 
entiende por " impugnar la sentencia". 

Impugnar, según el Diccionario de la Lengua Española, publi-
cado por la Real Academia Española, es: "Combatir, contrade-
cir, refutar. (…) Der. Interponer un recurso contra una decisión 
judicial". Puede, en consecuencia, afirmarse que impugnar una 
sentencia es oponerse con razones a lo resuelto en ella, en ge-
neral interponer un recurso. Si la sentencia es condenatoria, el 
condenado la impugnará para ser absuelto o, al menos, dismi-
nuir la pena.

Desde ahora conviene no olvidar que el artículo 29 utiliza el ver-
bo impugnar, que es genérico, y no se refiere a una forma de im-
pugnar en particular. Como tampoco menciona recurso alguno. 
Hay que decir esto porque, como se verá, en el procedimiento 

2	 En las secciones B y C de los considerando de la sentencia C-142 de 1993, la Corte 
Constitucional describe las posibles acciones y recursos que proceden contra las 
sentencias condenatorias: 1). Acción de Revisión. 2). Recurso de apelación. 3). Re-
curso extraordinario de casación. 4). La nulidad de los actos procesales
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penal colombiano existen diversos medios de impugnación de 
las sentencias. En efecto, veamos.

1)  Acción de Revisión. (…) Esta procede, al decir del artículo 232 
del Código de Procedimiento Penal, contra las sentencias ejecutoria-
das (…). La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
conoce "De la acción de revisión cuando la sentencia ejecutoriada 
haya sido proferida en única o segunda instancia por esta Corpora-
ción", como expresamente lo prevé el numeral 2 del artículo 68, del 
decreto 2700 de 1991. Como también conoce de la misma acción 
contra las sentencias ejecutoriadas dictadas por el Tribunal Nacio-
nal o por los Tribunales Superiores. Estos últimos, por su parte, co-
nocen de la acción de revisión "contra las sentencias ejecutoriadas 
proferidas por los jueces del respectivo distrito". Como se ve, no hay 
sentencia ejecutoriada que no sea impugnable mediante la acción de 
revisión. Puede, en consecuencia, concluirse que con la acción de 
revisión se cumple la exigencia de la Constitución relativa a la posi-
bilidad de impugnar las sentencias condenatorias. Según la legisla-
ción anterior, la acción de revisión era un verdadero recurso, pues se 
denominaba "recurso extraordinario de revisión". Y, no tenía, como 
no tiene hoy, límite de tiempo para su interposición. (…) Pero, sea 
recurso o acción, para los efectos de este fallo lo mismo da, pues 
el resultado es igual, ya que indudablemente es un mecanismo de 
impugnación de la sentencia.

2) Recurso de apelación. El recurso de apelación procede contra 
todas las sentencias, "salvo disposición en contrario" (artículo 
202, decreto 2700 de 1991). Si se analizan las normas sobre 
competencia, en especial los artículos 68, 69, 70, 71, 72, 73 y 
76 del decreto 2700, no aparecen procesos de única instancia, 
fuera de los atribuidos a la Sala de Casación Penal de la Corte 
en relación con los altos dignatarios del Estado. Lo cual permite 
concluir que, con las excepciones mencionadas, todas las sen-
tencias dictadas en procesos penales son apelables.

3) Recurso extraordinario de casación. El recurso extraordina-
rio de casación está contemplado en el artículo 218 del Código 
de Procedimiento Penal (…). El inciso tercero del artículo 218, 
permite a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, discre-
cionalmente, aceptar un recurso de casación cuando lo considere 
necesario para la "garantía de los derechos fundamentales". Y 
si se interpreta este inciso en concordancia con el inciso 3 del 
artículo 220 citado, y a la luz del artículo 29 de la Carta, hay 
que concluir que en materia penal el recurso de casación se ha 
convertido en una manera, casi ilimitada, de corregir errores ju-
diciales que vulneren derechos fundamentales. 
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4) La nulidad de los actos procesales. Otro medio de impugnar 
las sentencias condenatorias, consiste en la nulidad. Las causa-
les de nulidad establecidas por el artículo 304, (…) cobijan todo 
lo que podría invocar en su favor el condenado, con base en el 
debido proceso y en la violación del derecho de defensa. (…) 

El legislador ha consagrado el principio de la intangibilidad de 
los fallos definitivos del máximo tribunal, en esta materia la Cor-
te Suprema de Justicia definida por el artículo 234 de la Consti-
tución como el "máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria". 
(…) Pues bien: si la Corte Suprema de Justicia, es el "más alto 
tribunal de la jurisdicción ordinaria", la mayor aspiración de 
todo sindicado es ser juzgado por ella. En general, esto se logra 
por el recurso de apelación, por el extraordinario de casación, o 
por la acción de revisión.

(…)

La tercera oportunidad en la que la Corte Constitucional se re-
firió al juzgamiento de altos funcionarios se plasmó en la sen-
tencia C-411 de 1997, MP: José Gregorio Hernández Galindo,3 
en donde se declaró la constitucionalidad de la palabra "única", 
contenida en el artículo 68-2 del Decreto 2700 de 1991 (Código 
de Procedimiento Penal),4 y se estuvo a lo resuelto en la senten-
cia C-142 de 1993, en relación con el artículo 68-6 del Decreto 
2700 de 1991.5 Dijo entonces lo siguiente:

“Entiende la Corte que la censura propuesta por el demandan-
te en cuanto al carácter único de la aludida instancia guarda 
relación específica con los juicios que la Corte Suprema debe 

3	 Corte Constitucional, Sentencia C-411 de 1997, MP: José Gregorio Hernández Ga-
lindo. La parte resolutiva de la sentencia dice: “Primero. Declárese EXEQUIBLE, 
en los términos de esta Sentencia, la palabra “única” del artículo 68, numeral 2, del 
Código de Procedimiento Penal, adoptado mediante Decreto 2700 de 1991. Segun-
do.- ESTESE A LO RESUELTO por la Corte en Sentencia C-142 del 20 de abril de 
1993, acerca de la constitucionalidad del numeral 6 del artículo 68 del Código de 
Procedimiento Penal.”

4	 Decreto 2700 de 1991, Artículo 68. Competencia de la Corte Suprema de Justicia. 
La sala de casación penal de la Corte Suprema de Justicia conoce: (…). 2. De la 
acción de revisión cuando la sentencia ejecutoriada haya sido proferida en única o 
segunda instancia por ésta corporación, por el Tribunal Nacional o por los Tribuna-
les Superiores de Distrito. (texto demandado resaltado en negrilla)

5	 Decreto 2700 de 1991, Artículo 68. Competencia de la Corte Suprema de Justicia. 
La sala de casación penal de la Corte Suprema de Justicia conoce: (…) 6. Del juz-
gamiento de los funcionarios a que se refieren los numerales 2, 3, y 4 del artículo 
235 de la Constitución Nacional.
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adelantar contra los congresistas, según lo dispuesto en el nu-
meral tercero del artículo 235 de la Constitución Política, pues 
afirma que se los ha excluido de todo recurso y garantía judicial 
posterior a la sentencia.

En primer lugar debe destacarse que la norma, entendida en su 
conjunto, lejos de constituir un límite al derecho de defensa de 
quien haya sido condenado, lo que consagra es una posibilidad 
de revisión extraordinaria de lo actuado, inclusive y con mayor 
razón cuando, según el ordenamiento jurídico, el trámite proce-
sal no ha sufrido dos instancias.

Ello significa que, si la Corte accediera a declarar la inconstitu-
cionalidad de la palabra mencionada, el efecto no sería otro que 
el de suprimir -contra lo que el demandante dice defender- la 
acción de revisión y la consiguiente competencia de la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, cuando la sen-
tencia ejecutoriada hubiese sido proferida en única instancia.

Ahora bien, si lo que busca el impugnante es que allí donde la 
norma acusada contempla como de única instancia los proce-
sos que se adelantan contra los congresistas esta Corporación 
introduzca la doble instancia, dando así posibilidad de apelar 
las decisiones de la Corte Suprema de Justicia en esa clase de 
procesos, su pretensión está llamada al fracaso, por cuanto la 
función de definir las instancias procesales en las distintas mate-
rias corresponde al legislador (artículos 31 y 150-2 C.P.).

Debe observarse, además, que la disposición demandada no está 
circunscrita al caso único de los miembros del Congreso, pues 
otros procesos, como los originados en la acusación del Fiscal 
General de la Nación contra los ministros del Despacho, el Pro-
curador General, el Defensor del Pueblo, los agentes del Minis-
terio Público ante la Corte Suprema, ante el Consejo de Estado 
y ante los tribunales, los directores de departamentos adminis-
trativos, el Contralor General de la República, los embajadores 
y jefes de misión diplomática o consular, los gobernadores, los 
magistrados de Tribunal y los generales y almirantes de la fuerza 
pública, por los hechos punibles que se les imputen, también se 
tramitan en única instancia ante la Corte Suprema de Justicia, 
por razón del fuero constitucional que para dichos funcionarios 
ha sido señalado.

Al efectuar el análisis de constitucionalidad solicitado, esta Cor-
te ha de reiterar que el principio de la doble instancia, con todo 
y ser uno de los principales dentro del conjunto de garantías que 
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estructuran el debido proceso, no tiene un carácter absoluto, 
como resulta del precepto constitucional que lo consagra (ar-
tículo 31 C.P.), a cuyo tenor "toda sentencia judicial podrá ser 
apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley" 
(subraya la Corte).

Luego está autorizado el legislador para indicar en qué casos no 
hay segunda instancia en cualquier tipo de proceso, sin perjuicio 
de los recursos extraordinarios que, como el de revisión, tam-
bién él puede consagrar, y sobre la base de que, para la defensa 
de los derechos constitucionales fundamentales afectados por 
vías de hecho, quepa extraordinariamente, la acción de tutela, 
como lo ha sostenido la jurisprudencia de esta Corte a partir de 
la Sentencia C-543 del 1 de octubre de 1992.

Pero, por otra parte, la misma Constitución Política se ha ocupa-
do en definir ciertos juicios como de única instancia, pues los ha 
confiado a las corporaciones que tienen la mayor jerarquía dentro 
de la respectiva jurisdicción. Sin ir más lejos, los artículos 174, 
175 y 178 de la Carta, que desarrollan las reglas aplicables a los 
procesos iniciados contra el Presidente de la República o quien 
haga sus veces, contra los magistrados de la Corte Constitucio-
nal, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, del 
Consejo Superior de la Judicatura, o contra el Fiscal General de 
la Nación, plasman la única instancia, tanto ante el Senado, en lo 
que a él corresponde, como ante la Corte Suprema de Justicia en 
lo relativo a la responsabilidad penal si los hechos ameritan una 
pena adicional a las de destitución del empleo, privación tem-
poral o pérdida absoluta de los derechos políticos (Fuero cons-
titucional especial). A los congresistas y a otros altos servidores 
del Estado la Constitución ha reservado un fuero, previsto en el 
artículo 235, en cuya virtud, en única instancia, han de ser juz-
gados por la Corte Suprema de Justicia. La pérdida de la investi-
dura, contemplada en los artículos 183 y 184 de la Constitución, 
carece también de segunda instancia y está reservada de manera 
exclusiva al Consejo de Estado, como lo destacó la Corte en las 
sentencias C-319 del 14 de julio de 1994, C-247 del 1 de junio 
de 1995 y C-037 del 5 de febrero de 1996. 

(…)

Según la línea jurisprudencial recordada, (i) el juzgamiento de 
altos funcionarios por la Corte Suprema de Justicia no descono-
ce el debido proceso, porque obedece a las previsiones estable-
cidas por el legislador en desarrollo de lo estatuido en la propia 
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Carta6; y (ii) el Legislador goza de potestad de configuración 
(a) para definir los cargos de los funcionarios que habrán de ser 
juzgados por la Corte Suprema de Justicia,7 como quiera que 
el texto constitucional autorizó expresamente al legislador para 
atribuir funciones a la Corte Suprema de Justicia;8 (b) para dis-
tribuir competencias entre los órganos judiciales (artículo 234, 
CP);9 (c) para establecer si los juicios penales seguidos ante la 
Corte Suprema de Justicia serán de única o doble instancia, dado 
que el principio de la doble instancia no tiene un carácter absolu-
to, y el legislador puede definir excepciones a ese principio;10 y 
(d) para definir los mecanismos a través de los cuales se pueden 
corregir eventuales errores judiciales, como quiera que el legis-
lador puede establecer las acciones o recursos disponibles para 
impugnar decisiones adversas o contrarias a derecho. 

Adicionalmente, cabe destacar que el juzgamiento de altos fun-
cionarios por parte de la Corte Suprema de Justicia constituye 
la máxima garantía del debido proceso visto integralmente por 
las siguientes razones: (i) porque asegura el adelantamiento de 

6	 Ver las sentencias C-142 de 1993, C-561 de 1996, C-411 de 1997.
7	 El legislador, en ejercicio de la potestad de configuración ha modificado la lista 

de cargos cobijados por este fuero especial ante la Corte Suprema de Justicia, sin 
embargo, desde el año 2000 el legislador ha determinado la inclusión de los si-
guientes funcionarios: (i) los mencionados en los artículos 174 y 235, numerales 2, 
3, y 4 de la Carta, (ii) el viceprocurador, (iii) el vicefiscal, (iv) los magistrados de 
los consejos seccionales de la judicatura, (v) del Tribunal Superior Militar, (vi) del 
Consejo Nacional Electoral, (vii) los fiscales delegados ante la Corte Suprema de 
Justicia y (viii) los tribunales superiores de distrito, (ix) los procuradores delegados, 
(x) el Registrador Nacional del Estado Civil, (xi) el Director Nacional de Fiscalía 
y (xii) los directores seccionales de fiscalía. La Corte declaró la exequibilidad de 
dichas inclusiones en las sentencias C-142 de 1993, C-561 de 1996, C-411 de 1997 
y C-873 de 2003. 

8	 Ver la sentencia C-873 de 2003, precitada.
9	 Ver la sentencia C-561 de 1996. No obstante, la Corte Constitucional (C-037 de 

1996) declaró inconstitucional que la Ley Estatutaria de la Administración de Justi-
cia atribuyera a la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia el conocimiento de las 
apelaciones de algunos de estos procesos. El artículo juzgado decía: “Articulo 17. 
De la Sala Plena. La Sala Plena cumplirá las siguientes funciones: (…) 6. Resolver 
las impugnaciones y los recursos de apelación contra las sentencias, medidas cau-
telares, providencias y autos interlocutorios que profiera la Sala de Casación Penal 
en los procesos que trámite contra los funcionarios y servidores públicos con fuero 
constitucional de juzgamiento por los hechos punibles que se les imputen (Proyecto 
de ley número 58/94 Senado y 264/95 Cámara, “Estatutaria de la Administración de 
Justicia”) La Corte resolvió lo siguiente: “DECIMOTERCERO.- Declarar INEXE-
QUIBLES (…) el numeral 6o del artículo 17 (…)”

10	 Ver las sentencias C-142 de 1993 y C-411 de 1997.
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un juicio que corresponde a la jerarquía del funcionario, en ra-
zón a la importancia de la institución a la cual éste pertenece, 
de sus responsabilidades y de la trascendencia de su investidu-
ra. Por eso, la propia Carta en el artículo 235 Superior indicó 
cuáles debían ser los altos funcionarios del Estado que gozarían 
de este fuero; (ii) porque ese juicio se adelanta ante un órgano 
plural, con conocimiento especializado en la materia, integrado 
por profesionales que reúnen los requisitos para ser magistrados 
del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria; y (iii) porque 
ese juicio se realiza ante el órgano de cierre de la jurisdicción 
ordinaria, quien tiene a su cargo la interpretación de la ley pe-
nal y asegurar el respeto de la misma a través del recurso de 
casación. 

La Corte se refirió ampliamente a la constitucionalidad de pro-
cesos de única instancia en la sentencia C-040 de 2002, MP: 
Eduardo Montealegre Lynett,11 cuyas consideraciones se citan 
in extenso dada su pertinencia para el asunto bajo revisión, así 
dicho fallo se haya producido en un contexto diferente:

La doble instancia y su relación con el debido proceso.

(…)

4- La consagración de la doble instancia tiene entonces un vín-
culo estrecho con el debido proceso y el derecho de defensa, 
ya que busca la protección de los derechos de quienes acuden 
al aparato estatal en busca de justicia. Sin embargo, la posibi-
lidad de apelar una sentencia adversa no hace parte del conte-
nido esencial del debido proceso ni del derecho de defensa en 
todos los campos, pues la propia Constitución, en su artículo 
31, establece que el Legislador podrá consagrar excepciones al 
principio general, según el cual toda sentencia es apelable o con-
sultable. (…)

(…)

11	 Corte Constitucional, sentencia C-040 de 2002, MP: Eduardo Montealegre Lynett, 
en donde la Corte decidió: “Declarar exequibles, por el cargo estudiado en esta 
sentencia, las expresiones acusadas del artículo 39 de la Ley 446 de 1998, que lite-
ralmente dicen “en única instancia” y “privativamente y en única instancia”.” Ver 
también la sentencia C-103 de 2005, MP: Manuel José Cepeda Espinosa, en donde 
la Corte recordó “los criterios que deben ser respetados por el Legislador para que 
su decisión de someter un procedimiento o acto procesal determinado a trámite de 
única instancia no riña con la Constitución”. 
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5- (…) En estos fueros especiales, la garantía del debido proceso 
es lograda por el hecho mismo de que esos funcionarios son in-
vestigados penalmente por la más alta corporación judicial de la 
justicia ordinaria. Así, en relación con el fuero penal de los altos 
dignatarios, esta Corporación ya había señalado: 

"Pues bien: si la Corte Suprema de Justicia, es el 'más alto tri-
bunal de la jurisdicción ordinaria´, la mayor aspiración de todo 
sindicado es ser juzgado por ella. En general, esto se logra por 
el recurso de apelación, por el extraordinario de casación, o por 
la acción de revisión.

Pero cuando la Corte Suprema conoce en única instancia del 
proceso, como ocurre en tratándose de los altos funcionarios, el 
sindicado tiene a su favor dos ventajas: la primera, la economía 
procesal; la segunda, el escapar a la posibilidad de los errores 
cometidos por los jueces o tribunales inferiores. A las cuales se 
suma la posibilidad de ejercer la acción de revisión, una vez 
ejecutoriada la sentencia.

No es pues, acertado afirmar que el fuero consagrado en la Cons-
titución perjudica a sus beneficiarios.12"

6- Sin embargo, el hecho de que la doble instancia sólo haga par-
te del contenido esencial del debido proceso en las acciones de 
tutela y en materia penal, no significa que la ley pueda establecer 
excepciones a la doble instancia en cualquier tipo de proceso, 
por las siguientes tres razones: De un lado, el principio general 
establecido por el artículo 31 superior es que todos los procesos 
judiciales son de doble instancia. Por consiguiente, como los 
procesos de única instancia son una excepción a ese principio 
constitucional, es obvio que debe existir algún elemento que jus-
tifique esa limitación. Otra interpretación conduciría a convertir 
la regla (doble instancia) en excepción (única instancia).

De otro lado, la Constitución y los tratados de derechos huma-
nos garantizan a toda persona el derecho al debido proceso, que 
tiene como componente esencial el derecho de defensa. Ahora 
bien, como ya se vio, la posibilidad de apelar tiene vínculos es-
trechos con el derecho de defensa. Por consiguiente, aunque el 
Legislador puede establecer excepciones a la doble instancia y 
tiene una amplia libertad de configuración para establecer los 
distintos procesos y recursos, sin embargo es claro que debe ga-
rantizar en todos los casos el derecho de defensa y la plenitud de 

12	 Sentencia C-142/93. MP Jorge Arango Mejía.
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las formas de cada juicio. Por ende, al consagrar un proceso de 
única instancia, el Legislador debe establecer suficientes opor-
tunidades de controversia, que aseguren un adecuado derecho 
de defensa, según la naturaleza del caso. Esto significa que un 
proceso de única instancia no viola el debido proceso, siempre y 
cuando, a pesar de la eliminación de la posibilidad de impugnar 
la sentencia adversa, las partes cuenten con una regulación que 
les asegure un adecuado y oportuno derecho de defensa13. Así, 
en reciente oportunidad, esta Corte reiteró que “no es forzosa y 
obligatoria la garantía de la doble instancia en todos los asuntos 
que son materia de decisión judicial, puesto que la ley está habi-
litada para introducir excepciones, siempre y cuando se respeten 
las garantías del debido proceso, el derecho de defensa, la jus-
ticia, la equidad y no se niegue el acceso a la administración de 
justicia14”.

Finalmente, la Carta establece el principio de igualdad (CP art. 
13), que obviamente se proyecta sobre la regulación de los pro-
cesos y recursos. 

Por ende, aunque el legislativo cuenta con una amplia facultad 
discrecional para instituir las formas con base en las cuales se 
ventilarán las diferentes controversias jurídicas que surjan entre 
las personas15, de acuerdo con el artículo 150, numerales 1o. y 
2o., de la Constitución, es obvio que las excepciones a la doble 
instancia no pueden ser discriminatorias. 

7- Por todo lo anterior, aunque la ley puede consagrar excepcio-
nes a la doble instancia (CP art. 31), sin embargo ello no significa 
que cualquier exclusión sea constitucional, y por ello, esta Corte 
ha declarado la inconstitucionalidad de algunas limitaciones a 
la posibilidad de apelar sentencias adversas, incluso en campos 
distintos al penal y a las acciones de tutela. Así, por no citar sino 
algunos ejemplos, la sentencia C-345 de 1994 declaró inexequi-
ble el artículo 2º del Decreto 597 de 1988, que excluía la ape-
lación en ciertos procesos laborales administrativos en razón de 
la asignación mensual correspondiente al cargo, pues consideró 
que se trataba de un criterio irrazonable e injusto, que por ende 
violaba el principio de igualdad. Igualmente, la sentencia C-005 
de 1996 declaró inexequible el inciso 2º del artículo 6º de la Ley 

13	 Sobre los criterios que puede usar el legislador para el establecimiento de las formas 
propias de cada juicio pueden consultarse las sentencias C-1512 de 2000, T-323 de 
1999 y C-502 de 1997.

14	 Sentencia C-650 de 2001. MP Clara Inés Vargas Hernández. 
15	 Ver la Sentencia C-680 de 1998.
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14 de 1988, que excluía del recurso de súplica las sentencias de 
la Sección Quinta del Consejo de Estado, mientras que en los 
procesos ante las otras secciones sí se prevé tal recurso. La Cor-
te no encontró ninguna razón objetiva que justificara ese trato 
diferente pues, a pesar de su especialidad, los asuntos tratados 
por las distintas secciones del Consejo de Estado son en esencia 
idénticos, pues "mediante ellos se procura la preservación de la 
constitucionalidad y legalidad de las actuaciones del Estado". 

De tal manera que la doble instancia no es la única forma de 
garantizar el debido proceso y el derecho a la defensa, si bien es 
una de las vías para asegurar el goce efectivo de tales derechos. 
De ahí que en la sentencia C-040 de 2002 antes citada se haya 
subrayado que el fuero ante la Corte Suprema de Justicia es la 
manera de garantizar el debido proceso de los altos funcionarios 
del Estado. En efecto, visto el debido proceso de manera inte-
gral, es decir, sin tomar aisladamente cada uno de sus compo-
nentes, el juzgamiento por el órgano de cierre de la jurisdicción 
penal es la forma como en los casos de fuero se garantiza el 
debido proceso de los altos funcionarios del Estado aforados por 
la Constitución y la ley.

Lo anterior no implica que se trate de un órgano colegiado infa-
lible. Por ello la Constitución le otorgó al legislador una potestad 
de configuración para determinar los mecanismos a través de los 
cuales pueden ser corregidos eventuales errores judiciales, siem-
pre que se respete la arquitectura constitucional en la materia.16 

16	 Corte Constitucional, sentencia C-037 de 1996, MP: Vladimiro Naranjo Mesa, en 
donde la Corte dijo lo siguiente: “Esta norma señala que la Corte Suprema será di-
vidida por la ley en salas, las cuales conocerán de sus asuntos en forma “separada”, 
salvo que se determine que en algunas oportunidades se estudiarán materias por la 
Corporación en pleno. En ese orden de ideas, las atribuciones que el artículo 235 de 
la Carta le atribuye a la Corte, en particular la de actuar como tribunal de casación 
y la de juzgar a los funcionarios con fuero constitucional, deben entenderse que 
serán ejercidas en forma independiente por cada una de sus salas, en este caso, por 
la Sala de Casación Penal. De lo anterior se infieren, pues, varias conclusiones: en 
primer lugar, que cada sala de casación -penal, civil o laboral- actúa, dentro del 
ámbito de su competencia, como máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria; en 
segundo lugar, que cada una de ellas es autónoma para la toma de las decisiones y, 
por lo mismo, no puede inferirse en momento alguno que la Constitución definió 
una jerarquización entre las salas; en tercer lugar, que el hecho de que la Carta 
Política hubiese facultado al legislador para señalar los asuntos que deba conocer 
la Corte en pleno, no significa que las salas de casación pierdan su competencia o 
que la Sala Plena sea superior jerárquico de alguna de ellas. En otras palabras, la 
redacción del artículo 234 constitucional lleva a la conclusión evidente de que bajo 
ningún aspecto puede señalarse que exista una jerarquía superior, ni dentro ni fuera, 
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Si bien en el pasado la Corte describió algunos de los mecanis-
mos disponibles para los altos funcionarios aforados que fueran 
afectados por una sentencia condenatoria,17 en el asunto bajo 
revisión, no se referirá a ellos ni examinará si son suficientes, 
como quiera que este asunto no fue objeto de demanda.

El principio de la doble instancia en el derecho internacional de 
los derechos humanos y el sentido y alcance de los de los dere-
chos a recurrir el fallo condenatorio ante “tribunal superior”.

El principio de la doble instancia se encuentra consagrado tanto 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 
de San José) como en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos.

En materia penal, el artículo 8 de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos (Pacto de San José), dispone que: 

“Garantías judiciales. (...) 2. Toda persona inculpada de delito 
tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se esta-
blezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso toda per-
sona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas: (...) h) Derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal 
superior”. 

A su vez, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos establece que: 

de lo que la misma Carta ha calificado como “máximo tribunal de la jurisdicción 
ordinaria”. En igual sentido, esta Corporación comparte los argumentos expuestos 
por el señor presidente de la Corte Suprema de Justicia, cuando, a propósito del aná-
lisis de constitucionalidad del numeral que se revisa, y en particular respecto de los 
fundamentos para determinar como de única instancia los procesos de juzgamiento 
a funcionarios con fuero constitucional, señaló: “De igual forma, si se acude al fun-
damento de la doble instancia como sistema concebido para disminuir los riesgos 
que consigo lleva la falibilidad humana, se aprecia que ésta es ineluctable, pero que 
precisamente se procura que la segunda instancia esté a cargo de un órgano más 
versado, docto y especializado en la ciencia específica, lo cual resulta francamente 
inconsecuente cuando la decisión de quienes han sido escogidos como expertos 
en la matera, pasa a ser revisada por funcionarios cuya versación y entrenamiento 
no son los mismos”. Así las cosas, al suponerse que el recurso de apelación contra 
sentencias, medidas cautelares, providencias y autos interlocutorios que profiera un 
funcionario judicial, implica que un juez de mayor grado revisará esas decisiones, 
y al haberse establecido que la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia no es 
superior jerárquico de la Sala Casación Penal, se hace entonces necesario declarar 
la inexequibilidad del numeral 6o del artículo 17.”

17	 Corte Constitucional, sentencia C-142 de 1993, precitada.
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“(...)5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá dere-
cho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto 
sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito 
por la ley (...)”.

Luego, la misma Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, de manera genérica y en relación con todo tipo de procedi-
mientos, determina que: 

“Artículo 25. Protección judicial. 1. Toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución, la ley o la presente convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de 
sus funciones oficiales.

1. Los Estados partes se comprometen:

a)	 A garantizar que la autoridad competente prevista por el sis-
tema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda per-
sona que interponga el recurso; 

b)	 A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
c)	 A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de 

toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.

Sobre el alcance y sentido del principio de la doble instancia, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha pro-
nunciado en varias oportunidades,18 pero ninguna de ellas ha 

18	 Ver Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-17/2002, 
de 28 de agosto de 2002, solicitada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y en relación con la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, 
párrafos 121-123, en donde se señaló lo siguiente: “b) Doble instancia y recurso 
efectivo” 121. La garantía procesal anterior se complementa con la posibilidad de 
que exista un tribunal superior que pueda revisar las actuaciones del inferior. Esta 
facultad ha quedado plasmada en el artículo 8.2.h) de la Convención Americana 
y en el artículo 40.b inciso v) de la Convención sobre los Derechos del Niño que 
manifiesta: v) Si se considerare que [el niño] ha infringido, en efecto, las leyes 
penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán 
sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente 
e imparcial, conforme a la ley […].” En el año 2004, en el caso Herrera Ulloa v. 
Costa Rica, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se pronunció sobre la 
conformidad de los juicios penales por difamación, por la condena penal impues-
ta a un periodista por cuatro publicaciones supuestamente difamatorias, en donde 
dijo lo siguiente: “161. De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, 
cual es la eficaz protección de los derechos humanos (…), se debe entender que 
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versado sobre el juzgamiento de altos funcionarios con fuero 
constitucional.

En el mismo sentido, el Comité del Pacto concluyó, en un caso 
que no versó sobre un alto funcionario aforado19, que la ausencia 

el recurso que contempla el artículo 8.2.h. de dicho tratado debe ser un recurso 
ordinario eficaz mediante el cual un juez o tribunal superior procure la corrección 
de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien los Estados tienen un 
margen de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer 
restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del 
fallo. Al respecto, la Corte ha establecido que “no basta con la existencia formal 
de los recursos sino que éstos deben ser eficaces”, es decir, deben dar resultados o 
respuestas al fin para el cual fueron concebidos (…). 162. Con base en lo expuesto 
en los párrafos anteriores, la Corte pasa a resolver si el recurso de casación al que 
tuvo acceso el señor Mauricio Herrera Ulloa cumplió con los parámetros anterior-
mente establecidos y, por ende, si se trató de un recurso regulado y aplicado de 
conformidad con lo estipulado en el artículo 8.2.h. de la Convención Americana. 
163. El juez o tribunal superior encargado de resolver el recurso interpuesto contra 
la sentencia penal tiene el deber especial de protección de las garantías judicia-
les y el debido proceso a todas las partes que intervienen en el proceso penal de 
conformidad con los principios que lo rigen. 164. La posibilidad de “recurrir del 
fallo” debe ser accesible, sin requerir mayores complejidades que tornen ilusorio 
este derecho. 165. Independientemente de la denominación que se le de al recurso 
existente para recurrir un fallo, lo importante es que dicho recurso garantice una 
examen integral de la decisión recurrida. (…) 167. En el presente caso, los recursos 
de casación presentados contra la sentencia condenatoria de 12 de noviembre de 
1999 no satisficieron el requisito de ser un recurso amplio de manera tal que permi-
tiera que el tribunal superior realizara un análisis o examen comprensivo e integral 
de todas las cuestiones debatidas y analizadas en el tribunal inferior. Esta situación 
conlleva a que los recursos de casación interpuestos por los señores Fernán Vargas 
Rohrmoser y Mauricio Herrera Ulloa, y por el defensor de éste último y apoderado 
especial del periódico “La Nación”, respectivamente (supra párr. 95. w), contra la 
sentencia condenatoria, no satisficieron los requisitos del artículo 8.2 h. de la Con-
vención Americana en cuanto no permitieron un examen integral sino limitado. ║ 
168. Por todo lo expuesto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2.h. de 
la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en 
perjuicio del señor Mauricio Herrera Ulloa.”

19	 Comité de Derechos Humanos, caso Gomariz c. España, dictamen de 22 de julio de 
2005, párr. 9.2 – en un juicio penal por apropiación indebida en el cual se condenó 
a un promotor de ventas que había firmado un documento de reconocimiento de 
deuda a la empresa que posteriormente lo denunció. El Comité dijo lo siguiente 
“(…) El Comité observa que en los sistemas legales de muchos países los tribuna-
les de apelación pueden rebajar, confirmar o aumentar las penas impuestas por los 
tribunales inferiores. Aunque el Tribunal Supremo, en el presente caso, adoptó una 
opinión diferente respecto a los hechos considerados probados por el tribunal infe-
rior, en el sentido de concluir que el Sr. Pérez Escolar era autor y no simplemente 
cómplice del delito de apropiación indebida, el Comité considera que la sentencia 
del Tribunal Supremo no modificó de manera esencial la caracterización del delito, 
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del derecho a revisión por un tribunal superior de la condena 
impuesta por un tribunal de apelación, después de que la persona 
hubiera sido declarada inocente por un tribunal inferior, consti-
tuía una violación del artículo 14, párrafo 5 del Pacto.

De lo anterior encuentra la Corte que la interpretación del art. 
14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
art. 8.2 del Pacto de San José que han efectuado los órganos 
internacionales competentes, resulta armónica con la interpre-
tación que se ha hecho de los artículos 29 y 31 Carta Política 
en materia de juzgamiento de los altos funcionarios del Estado, 
en la medida en que de dichos pronunciamientos no se deriva 
una regla según la cual en los juzgamientos de altos funciona-
rios con fuero penal ante el órgano de cierre de la jurisdicción 
penal, deba establecerse una segunda instancia semejante a la 
que existe para otros juicios penales. Es decir, cada Estado goza 
de un amplio margen para configurar los procedimientos y para 
diseñar los mecanismos eficaces de protección de los derechos, 
sin que esté ordenado, según la jurisprudencia vigente, que en 
los casos de altos funcionarios aforados se prevea siempre la 
segunda instancia.

La constitucionalidad de los numerales 5, 6, 7 y 9 del artículo 32 
de la Ley 906 de 2004

Las demandantes consideran que los numerales 5, 6, 7 y 9 del 
artículo 32 de la Ley 906 de 2004 contravienen los artículos 29 
y 93 de la Constitución Política y el literal h del numeral 2 del 
artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
así como el numeral 5 del artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, al consagrar procesos penales de 

sino que reflejó meramente que la valoración por parte del Tribunal de la gravedad 
de las circunstancias del delito conllevaba la imposición de una pena mayor. Por 
consiguiente, no existe fundamento para afirmar que se haya producido, en el caso 
presente, una violación del artículo 14, párrafo 5 del Pacto. 9.3 Respecto del resto 
de las alegaciones del autor relacionadas con el artículo 14, párrafo 5, del Pacto, 
el Comité observa que varios de los motivos de casación que el autor planteó ante 
el Tribunal Supremo se referían a presuntos errores de hecho en la apreciación de 
las pruebas y vulneración del principio de presunción de inocencia. Del fallo del 
Tribunal Supremo se desprende que éste examinó con detenimiento las alegaciones 
del autor, analizó los elementos de prueba existentes en el proceso y aquellos a los 
que el autor se refirió en su recurso y consideró que existía amplia prueba de cargo 
incriminatorio como para descartar la existencia de errores en la apreciación de la 
prueba y contrarrestar la presunción de inocencia del autor (3). El Comité concluye 
que esta parte de la queja relativa a la presunta violación al párrafo 5 del artículo 14 
no ha sido fundamentada suficientemente por el autor. 
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única instancia que niegan la posibilidad de apelar una senten-
cia condenatoria. Sin embargo, la Corte Constitucional concluye 
que a la luz de la jurisprudencia constitucional en la materia y en 
armonía con la Convención Americana de Derechos Humanos y 
el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, el juzgamiento de altos 
funcionarios por parte de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, resulta ajustado a la Carta. 

Como se señaló en el apartado 4 de esta sentencia, el juzgamien-
to por el órgano de cierre de la jurisdicción penal es en sí misma 
una forma de garantizar de manera integral el debido proceso 
en los procesos que versen sobre conductas cometidas por altos 
funcionarios aforados. Además, de los tratados no se deduce un 
mandato a establecer la doble instancia en los procesos penales 
relativos a altos funcionarios aforados, si bien cada estado dis-
pone de un margen de configuración en la materia. 

En el presente caso, las normas acusadas versan sobre altos 
funcionarios aforados. Unos tienen fuero constitucional, como 
sucede con los Senadores y Representantes a la Cámara y los 
demás funcionarios a que se refieren los artículos 174, y 235 
numerales 2 y 4 de la Constitución Política. Otros tiene fuero en 
virtud de la ley, como ocurre con el viceprocurador, el vicefiscal, 
los magistrados de los consejos seccionales de la judicatura, del 
Tribunal Superior Militar, y del Consejo Nacional Electoral, los 
fiscales delegados ante la Corte Suprema de Justicia y Tribuna-
les, los procuradores judiciales II, el Registrador Nacional del 
Estado Civil, el Director Nacional de Fiscalía y los directores 
seccionales de Fiscalía. Ninguna de las normas acusadas se re-
fiere a procesos que no versen sobre conductas cometidas por 
altos funcionarios estatales.

Respecto de tales funcionarios, como se anotó anteriormente, la 
garantía del debido proceso, visto de manera integral, reside en 
el fuero mismo - acompañado de la configuración del procedi-
miento penal establecido por el legislador - puesto que en virtud 
del fuero su juzgamiento ha sido atribuido por la Constitución, 
o por el legislador autorizado por ella, al órgano de cierre de la 
justicia penal de conformidad con las normas que desarrollan los 
derechos, el cual es un órgano plural integrado por abogados que 
reúnen los requisitos establecidos en la Constitución para acce-
der a la más alta investidura dentro de la jurisdicción ordinaria. 
(se destaca).
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Extracto No. 4

Radicado 26118 – 19 de diciembre de 2007
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Éric Julio Morris Taboada por el delito de concierto 

para delinquir agravado

No puede alegarse que la imposibilidad de recurrir en segunda instancia el 
fallo, consagrado en el literal h) del numeral 2°, del artículo 8° del Pacto 
de San José de Costa Rica, atente contra el bloque de constitucionalidad, 
como quiera que ya la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el tó-
pico, en tratándose de los procesos seguidos en única instancia por la Corte 
Suprema de Justicia.

(…)

Como colofón, sólo basta remitir a lo señalado por la Corte Constitucional, 
precisamente analizando el artículo 32 de la Ley 906 de 2004, numerales 
5°, 6°, 7° y 9°, que habilitan el juzgamiento en única instancia de la Corte 
Suprema de Justicia, en punto del debido proceso:

“Según la línea jurisprudencial recordada, (i) el juzgamiento de 
altos funcionarios por la Corte Suprema de Justicia no descono-
ce el debido proceso, porque obedece a las previsiones estable-
cidas por el legislador en desarrollo de lo estatuido en la propia 
Carta20; y (ii) el Legislador goza de potestad de configuración 
(a) para definir los cargos de los funcionarios que habrán de ser 
juzgados por la Corte Suprema de Justicia21, como quiera que 

20	 Ver las sentencias C-142 de 1993, C-561 de 1996, C-411 de 1997.
21	 El legislador, en ejercicio de la potestad de configuración ha modificado la lista 

de cargos cobijados por este fuero especial ante la Corte Suprema de Justicia, sin 
embargo, desde el año 2000 el legislador ha determinado la inclusión de los si-
guientes funcionarios: (i) los mencionados en los artículos 174 y 235, numerales 2, 
3, y 4 de la Carta, (ii) el viceprocurador, (iii) el vicefiscal, (iv) los magistrados de 
los consejos seccionales de la judicatura, (v) del Tribunal Superior Militar, (vi) del 
Consejo Nacional Electoral, (vii) los fiscales delegados ante la Corte Suprema de 
Justicia y (viii) los tribunales superiores de distrito, (ix) los procuradores delegados, 
(x) el Registrador Nacional del Estado Civil, (xi) el Director Nacional de Fiscalía 
y (xii) los directores seccionales de fiscalía. La Corte declaró la exequibilidad de 
dichas inclusiones en las sentencias C-142 de 1993, C-561 de 1996, C-411 de 1997 
y C-873 de 2003.
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el texto constitucional autorizó expresamente al legislador para 
atribuir funciones a la Corte Suprema de Justicia22; (b) para dis-
tribuir competencias entre los órganos judiciales (artículo 234, 
CP)23; (c) para establecer si los juicios penales seguidos ante la 
Corte Suprema de Justicia serán de única o doble instancia, dado 
que el principio de la doble instancia no tiene un carácter absolu-
to, y el legislador puede definir excepciones a ese principio24; y 
(d) para definir los mecanismos a través de los cuales se pueden 
corregir eventuales errores judiciales, como quiera que el legis-
lador puede establecer las acciones o recursos disponibles para 
impugnar decisiones adversas o contrarias a derecho. 

Adicionalmente, cabe destacar que el juzgamiento de altos fun-
cionarios por parte de la Corte Suprema de Justicia constituye 
la máxima garantía del debido proceso visto integralmente por 
las siguientes razones: (i) porque asegura el adelantamiento de 
un juicio que corresponde a la jerarquía del funcionario, en ra-
zón a la importancia de la institución a la cual éste pertenece, 
de sus responsabilidades y de la trascendencia de su investidu-
ra. Por eso, la propia Carta en el artículo 235 Superior indicó 
cuáles debían ser los altos funcionarios del Estado que gozarían 
de este fuero; (ii) porque ese juicio se adelanta ante un órgano 
plural, con conocimiento especializado en la materia, integrado 
por profesionales que reúnen los requisitos para ser magistrados 
del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria; y (iii) porque 
ese juicio se realiza ante el órgano de cierre de la jurisdicción 
ordinaria, quien tiene a su cargo la interpretación de la ley pe-
nal y asegurar el respeto de la misma a través del recurso de 
casación.”

22	 Ver la sentencia C-873 de 2003, precitada.
23	 Ver la sentencia C-561 de 1996. No obstante, la Corte Constitucional (C-037 de 

1996) declaró inconstitucional que la Ley Estatutaria del a Administración de Justi-
cia atribuyera a la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia el conocimiento de las 
apelaciones de algunos de estos procesos. El artículo juzgado decía: “Articulo 17. 
De la Sala Plena. La Sala Plena cumplirá las siguientes funciones: (…) 6. Resolver 
las impugnaciones y los recursos de apelación contra las sentencias, medidas cau-
telares, providencias y autos interlocutorios que profiera la Sala de Casación Penal 
en los procesos que trámite contra los funcionarios y servidores públicos con fuero 
constitucional de juzgamiento por los hechos punibles que se les imputen (Proyecto 
de ley número 58/94 Senado y 264/95 Cámara, “Estatutaria de la Administración de 
Justicia”) La Corte resolvió lo siguiente: “DECIMOTERCERO.- Declarar INEXE-
QUIBLES (…) el numeral 6o del artículo 17 (…)”

24	 Ver las sentencias C-142 de 1993 y C-411 de 1997.





CAPÍTULO II
Competencia de la Corte Suprema 
de Justicia para juzgar e investigar 
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2. Competencia de la Sala de Casación Penal 
para juzgar aforados constitucionales

2.1.	 Los altos dignatarios deben ser juzgados por 
la Sala de Casación Penal y no por la Corte 
Suprema en pleno. Libertad de configuración 
del legislador

Extracto No. 5

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

Declarar EXEQUIBLE el numeral 7° del artículo 68 del decreto 2700 de 1991 
o Código de Procedimiento Penal.25 

En ese caso, la Corte examinó si resultaba inconstitucional que el legislador 
asignara a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y no a la 
Corte Suprema en pleno, la función de juzgar penalmente a determinados altos 
funcionarios. Sobre el punto, la Corte hizo las siguientes consideraciones:

El principio de especialidad y el fuero penal de los altos dignatarios. 

5- A diferencia de lo sostenido por la demandante, la Corte considera que el 
numeral 7° del artículo 68 de la legislación procesal penal no viola los artícu-
los 234 y 235 de la Carta Política, sino que constituye un desarrollo legítimo 
de los mismos. En primer término, la Corte ha sido clara en señalar que, como 
regla general, la distribución de competencias es una materia en donde el Le-
gislador cuenta con una amplia libertad de configuración, pues "la facultad 
de atribuir competencia a las distintas autoridades judiciales para conocer de 

25	 Decreto 2700 de 1991, Artículo 68 Competencia de la Corte Suprema de Justicia. 
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia conoce: (…) 7. Del 
juzgamiento de los funcionarios a que se refiere el artículo 174 de la Constitución 
Nacional, cuando hubiere lugar.(…) 
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los asuntos que con fundamento en una determinada y preconcebida política 
criminal se les asigne, es tarea propia y exclusiva del legislador26". 

6- Lo anterior no significa, obviamente, que el Legislador pueda alterar 
la distribución de competencias cuando ésta ha sido directamente asigna-
da por la Constitución, por lo cual debe esta Corporación examinar si la 
norma impugnada respeta el fuero especial establecido por la Carta para 
determinados funcionarios.

(…)

Como se observa (…) el artículo 175 de la Carta define, en su numeral 3°, 
el marco general penal para las personas amparadas por el fuero especial 
de ser juzgados previamente por el Congreso, el cual implica una actuación 
previa en las Cámaras, como elemento necesario para que pueda llevarse a 
cabo el proceso penal en sentido estricto ante el juez penal natural de esos 
funcionarios, esto es, ante la Corte Suprema27. 

7- La norma hace entonces una remisión genérica a la Corte Suprema, sin 
entrar a distinguir en qué Sala ocurre aquel seguimiento de causa del que 
habla el artículo 175 superior. ¿Significa lo anterior que la competencia es 
exclusiva de la Sala Plena, como lo sostiene el actor? La respuesta es clara-
mente negativa, pues el artículo 234 dispone de manera general la división 
funcional de la Corte Suprema de Justicia y establece que la ley la dividirá 
"en Salas, señalará a cada una de ellas los asuntos que deba conocer separa-
damente y determinará aquellos en que deba intervenir la Corte en pleno". 

(…) 

8. Así entonces, y para sintetizar, de una remisión funcional general, como lo 
hace el artículo 175 en sus numerales 2° y 3°, que se refieren a la Corte Su-
prema de Justicia, se sigue lógicamente el señalamiento también general que 
hace el artículo 234, y la definición de atribuciones que a ella le corresponden 
y que las reseña el artículo 235. Por su parte, y ya siendo ello una conse-
cuencia del coherente desarrollo legislativo, el artículo 68 de la legislación 
procesal penal, concreta las funciones específicas de la Sala Penal dentro de 
esas atribuciones generales señaladas por las normas constitucionales.

26	  Sentencia No. C-076 de 1993. MP. Jaime Sanín Greiffenstein. 
27	 Sobre la naturaleza de estos juicios ver, entre otras, las sentencia C-222 de 1996 y 

C-386 de 1996.
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2.2.	 Competencia para juzgar congresistas

2.2.1.	 Naturaleza: el fuero es una garantía y no un privilegio

Extracto No. 6

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

3. Antecedentes en la jurisprudencia constitucional

En la sentencia C-025 de 1993, con ponencia del Magistrado Eduardo Ci-
fuentes Muñoz, la Corte Constitucional señaló:

(…)

31. El fuero especial consagrado en la norma citada no tiene el ca-
rácter de privilegio. No se otorga competencia alguna al Congreso 
para autorizar o rechazar la investigación o juzgamiento de uno de 
sus miembros. El origen popular del poder y la alta misión que la 
Constitución confía a las autoridades públicas - con mayor razón 
si se trata de sus representantes - de proteger y hacer cumplir los 
derechos y las libertades, no se concilia con la creación de prerro-
gativas que vulneran el principio democrático de la igualdad de 
todos ante la ley. El estatuto de los servidores públicos debe guiar-
se por el principio de la responsabilidad y no de su exoneración.

32. De la siguiente manera explicó el Constituyente la aboli-
ción del anacrónico privilegio de la inmunidad: "En épocas en 
las que era posible detener a un Congresista sin que la opinión 
pública se enterara se justificaba la figura de la inmunidad. Hoy 
día, cuando los medios de comunicación masiva pueden hacer 
pública inmediatamente cualquier actuación de la justicia que 
parezca maniobra política, no parece necesaria la inmunidad 
para proteger al Congresista de las arbitrariedades. En cambio, 
es una figura que se presta a la impunidad del Congresista que 
delinque". (Informe - Ponencia "Estatuto del Congresista", Ga-
ceta Constitucional No. 51, pág. 27).
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33. En razón de lo anterior, se decidió "recomendar a la Asam-
blea la supresión de la inmunidad y su sustitución por un fuero 
especial, igual al de los altos funcionarios del Estado, para que 
los miembros del Congreso solamente puedan ser detenidos por 
orden de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y juzga-
dos por este mismo Tribunal" (Informe - Ponencia para primer 
debate en plenaria "Rama Legislativa del Poder Público", Gace-
ta Constitucional No. 79, pág. 16-17).

34. El estatuto del Congresista, particularmente la determinación 
de sus deberes y derechos, es un asunto que en modo alguno 
puede ser ajeno a la materia propia del Reglamento. La actividad 
y el funcionamiento del Congreso, se origina y proyecta en la ac-
tuación de sus miembros. De ahí que la ley, por la cual se expide 
su reglamento no pueda ser objeto de censura constitucional, por 
este concepto. De otra parte, las garantías institucionales previs-
tas en la Constitución, enderezadas a velar por la independencia 
del Congreso y la existencia de un proceso político abierto, li-
bre y democrático, se expresan en algunos casos tomando como 
destinatarios directos a los Congresistas individualmente consi-
derados. En estos eventos, la naturaleza institucional - no mera-
mente personal - de la garantía, se colige de su otorgamiento a la 
persona en cuanto miembro del Congreso.

35. Sin embargo, no puede el Congreso, a través de ley instituir 
privilegios o prerrogativas, cuya concesión sólo podría remitirse 
al momento constituyente. Más tarde, un poder constituido, sólo 
a riesgo de abusar de sus propios instrumentos y quebrantar el 
principio de igualdad (CP art. 13), podría rodearse de tales exen-
ciones. Remplazado el antiguo sistema de la inmunidad, por el 
de un fuero especial, el único papel que puede asumir el Legis-
lador al dictar su reglamento se contrae a hacer compatible su 
normal funcionamiento con la existencia y plena operancia de 
dicho fuero.

En este sentido, la precisión que se introduce en la ley acusada 
desconoce la independencia (CP art. 228) y la competencia fun-
cional de la Corte Suprema de Justicia para ordenar la detención 
del Congresista (CP art. 186) y configura en favor de este último 
la consagración de un privilegio - adicional a su fuero - no pre-
visto por el Constituyente y, por tanto, de imposible concesión 
unilateral por parte del mismo poder constituido beneficiario del 
mismo. 
De otra parte, la reserva expresa y absoluta de competencia para 
ordenar la privación de la libertad de un Congresista que la Cons-
titución atribuye única y exclusivamente a la Corte Suprema de 
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Justicia - máximo Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria -, inde-
pendientemente de la etapa de investigación o juzgamiento y de 
la época de la comisión del delito, constituye suficiente garantía 
para el Congreso como institución y para cada uno de sus miem-
bros, que no se interferirá de manera arbitraria e inconveniente 
en su correcto funcionamiento y en el ejercicio de sus deberes 
y derechos.

(…)

Por medio de sentencia T-1.320 de 2001, con ponencia del Magistrado AL-
FREDO BELTRÁN SIERRA, precisó la Corte Constitucional:

(…)

En apoyo de la aserción anterior, en relación con el fuero otorga-
do a los congresistas para ser juzgados por la Corte Suprema de 
Justicia, ha de tenerse en cuenta que dicho fuero no se instituye 
como un privilegio de carácter personal, sino en razón de la in-
vestidura y con una finalidad protectora de la integridad y la au-
tonomía del Congreso de la República. Por eso no puede admi-
tirse que sólo tenga operancia respecto de hechos presuntamente 
delictuosos que sean cometidos por el sindicado cuando ostente 
la calidad de miembro del Congreso, pues, aun cuando en este 
caso tiene fuero, también este se extiende a hechos anteriores a 
su posesión como Senadores de la República o Representantes a 
la Cámara si el proceso penal se adelanta cuando se encuentran 
en ejercicio de sus funciones. Es decir, si el hecho se cometió an-
tes de que el sindicado ostentara la calidad de miembro del Con-
greso pero el proceso penal respectivo se inicia después de que 
adquiera dicha calidad, el fuero ha de aplicarse necesariamente 
para cumplir con la finalidad constitucional que se le asigna que, 
se repite, no es de carácter individual ni en beneficio personal 
sino institucional.
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2.2.2.	 El fuero constitucional no perjudica a sus beneficiarios

Extracto No. 7

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

Y en la sentencia C-142 de 1993, con ponencia del Magistrado Jorge 
Arango Mejía, dijo la misma Corporación:

(…)

Pues bien: si la Corte Suprema de Justicia, es el "más alto tri-
bunal de la jurisdicción ordinaria", la mayor aspiración de todo 
sindicado es ser juzgado por ella. En general, esto se logra por 
el recurso de apelación, por el extraordinario de casación, o por 
la acción de revisión.

Pero cuando la Corte Suprema conoce en única instancia del 
proceso, como ocurre en tratándose de los altos funcionarios, el 
sindicado tiene a su favor dos ventajas: la primera, la economía 
procesal; la segunda, el escapar a la posibilidad de los errores 
cometidos por los jueces o tribunales inferiores. A las cuales se 
suma la posibilidad de ejercer la acción de revisión, una vez 
ejecutoriada la sentencia.

No es pues, acertado afirmar que el fuero consagrado en la Cons-
titución perjudica a sus beneficiarios.
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2.2.3.	 La competencia de la Corte respeta el debido proceso

Extracto No. 8

Radicado 26942 – 25 de noviembre de 2008
Sentencia condenatoria en contra de los senadores Juan Manuel 
López Cabrales y Reginaldo Montes Álvarez por el delito de 

concierto para delinquir agravado

En efecto, el debido proceso penal se puede definir como un método dia-
léctico que busca el respeto a las garantías de los sujetos procesales, la 
aproximación racional a la verdad y la efectividad del derecho sustancial. 
Por lo tanto, el derecho al debido proceso supone en el marco del principio 
de legalidad, que el juez competente decida materialmente la situación ju-
rídica del sindicado dentro del respeto a las formas previamente definidas 
en el ordenamiento superior. 

Para el caso de aforados constitucionales, las garantías están concebidas 
sobre la base de entregar a un solo órgano del más elevado nivel las funcio-
nes de investigación y juzgamiento, con inmediación y controversia en la 
práctica de la prueba, que es al fin y al cabo como se materializa el derecho 
de defensa. No por otra razón, al referirse a este tipo de procedimientos, la 
misma Corte Constitucional, en la sentencia C 934 de 2006, expresó:

“Constituye la máxima garantía del debido proceso visto 
integralmente por las siguientes razones: (i) porque asegura el 
adelantamiento de un juicio que corresponde a la jerarquía del 
funcionario, en razón a la importancia de la institución a la cual 
éste pertenece, de sus responsabilidades y de la trascendencia de 
su investidura. Por eso, la propia Carta en el artículo 235 Superior 
indicó cuáles debían ser los altos funcionarios del Estado que 
gozarían de este fuero; (ii) porque ese juicio se adelanta ante 
un órgano plural, con conocimiento especializado en la materia, 
integrado por profesionales que reúnen los requisitos para ser 
magistrados del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria; 
(iii) porque ese juicio se realiza ante el órgano de cierre de la 
jurisdicción ordinaria, quien tiene a su cargo la interpretación 
de la ley penal y asegurar el respeto de la misma a través del 
recurso de casación.”
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De manera que el procedimiento que ha venido aplicando la Sala de Ca-
sación Penal corresponde a una estructura que funda su legitimidad en 
reglas constitucionales, la cual no se puede colocar en tela de juicio por 
pronunciamientos del Juez Constitucional que incluso dejan a salvo las 
actuaciones de la Sala, en el entendido de que las nuevas reglas que muy 
posiblemente se habrán de dictar, no pueden afectar la validez de las actua-
ciones iniciadas por conductas cometidas con anterioridad al 29 de mayo 
de 2008.
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2.2.4.	 La determinación sobre la competencia por parte de 
la Corte no implica un juicio sobre la responsabilidad 
penal del procesado

Extracto No. 9

Radicado 28779 – 9 de diciembre de 2009
Sentencia absolutoria a favor del ex representante a la cámara 

Pompilio de Jesús Avendaño Lopera

La línea jurisprudencial, hasta el primero de septiembre del presente año, 
señalaba con fundamento en los artículos 180 y 235 de la Constitución 
Política, que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
conoce de las investigaciones y juicios penales contra congresistas, salvo 
que dejen de serlo, a condición de que la conducta imputada no tenga re-
lación con la función. Sin embargo, a partir de las mismas premisas y de 
una concepción distinta de la relación entre función y delito, la Sala ha 
modificado ese criterio: 

“Como viene de verse, en el auto del 18 de abril de 2007, radi-
cado 26.942, se exige para mantener el fuero a los congresistas 
después de haber cesado en el desempeño de sus labores, que se 
proceda por un delito de los denominados ‘propios’, cuando lo 
cierto es que el parágrafo del artículo 235 de la normativa funda-
mental establece que el fuero se mantendrá ‘para las conductas 
punibles que tengan relación con las funciones desempeñadas’, 
sin aludir en manera alguna a la exigencia asumida antes por la 
Sala, que se convertía en un requisito adicional a los previstos en 
la Constitución Política.” 28

En ese orden, concretando el punto, en la misma decisión se expresó: 

“La relación del delito con la función pública tiene lugar cuando 
se realiza por causa del servicio, con ocasión del mismo o en 
ejercicio de funciones inherentes al cargo; esto es, que la con-
ducta tenga origen en la actividad congresional, o sea su necesa-
ria consecuencia, o que el ejercicio de las funciones propias del 
congresista se constituya en medio y oportunidad propicia para 

28	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de sustanciación del 1 de 
septiembre de 2009, radicado 31.653.
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la ejecución del punible, o que represente un desviado o abusivo 
ejercicio de sus funciones.

“Tal es el caso de los Congresistas a quienes se les imputa la con-
ducta de concierto para delinquir agravado por sus eventuales 
vínculos con miembros de las autodefensas cuando ya ocupaba 
un curul en el Congreso de la república, proceder que si bien no 
es propio de sus funciones, en cuanto reunirse con delincuentes 
para orquestar la comisión de delitos no es ni podrá ser inherente 
al ámbito funcional de dicha corporación, si pone de presente, 
de un lado, que posiblemente hacía parte de dicha organización 
criminal y, de otro, que de conformidad con la forma en que 
operaba la misma, se trataba presuntamente de un miembro ca-
lificado de la misma a quien correspondía aportar dentro de su 
ámbito funcional.”

Después de reflexionar sobre los aportes que se manifiestan en organizacio-
nes ilegales, para afinar la relación entre función y conducta, señaló:

“A su vez, el papel de un Congresista en las citadas organizacio-
nes armadas al margen de la ley, cuyo objetivo era el de acceder 
al poder por medios no ortodoxos e ilegales ajenos a los cana-
les democráticos, no podía ser diverso al de poner al servicio 
del grupo ilegal el andamiaje de sus funciones como senador 
de la república; entonces, ingenuo resulta pensar solamente en 
asistencias aleatorias a las reuniones, o en calidad de simple y 
llano espectador o bien porque los delincuentes lo consideraba 
‘importante’ para la sociedad.” (Resaltado fuera de texto) 29.

Teniendo en cuenta ese punto de vista, la Sala asumió de nuevo la compe-
tencia, considerando que el núcleo de la acusación gira sobre la posibilidad 
de que el doctor Avendaño Lopera, con tal de conservar su investidura, 
pudiese haber ofrecido recursos del Estado – lo que está por definirse –, o 
entregado los suyos – lo que también se discute – para apoyar la organiza-
ción armada ilegal, a cambio de la ayuda electoral de las autodefensas.
	
Si se asume, como se dijo en la trascendental decisión del primero de sep-
tiembre, que tratándose de Congresistas, el aporte no puede ser diverso “al 
de poner al servicio del grupo ilegal el andamiaje de sus funciones como 
Senador de la República”, la probabilidad de que, en este caso, ello hubie-
se ocurrido, se ofrecía admisible para asumir la competencia, pues se juzga 
el eventual compromiso por parte del político de influir en el Congreso 

29	 Corte Suprema de Justicia, Sala penal, providencia citada.
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para lograr inversión social en las zonas de dominio de las autodefensas, 
tema sobre el cual se hablará en detalle en su oportunidad. 

Al menos, entonces, en lo que a la competencia se refiere, la Sala considera 
que la prueba permitía aproximarse a un juicio en el que la posibilidad 
de la relación entre conducta y función no era imposible, pues algunos 
integrantes del Bloque Tolima, pero sobre todo José Albeiro García, se re-
firieron al compromiso del político de dirigir la inversión social hacia mu-
nicipios en los que las autodefensas habían sentado sus dominios, lo cual 
incrementaría el riesgo contra la seguridad pública, pues no es lo mismo la 
contribución del particular que la del político con posibilidad de influir en 
el entorno donde opera el grupo ilegal.

Por supuesto que ese juicio sobre la competencia, aclara la Corte, no re-
quiere certeza en sus premisas y conclusiones, sino la probabilidad de que 
se ofrezca admisible la relación entre función y delito a la cual se refiere 
la Carta Política, sin que ello implique que la Sala asuma inexorablemente 
que el procesado es por eso responsable de la conducta que se le imputa.
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2.2.5.	 El fuero abarca los delitos cometidos por los congresistas 
como ciudadanos corrientes y se extiende a crímenes 
ligados al ejercicio de sus funciones

Extracto No. 10

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

En Sentencia SU-047 de 1999, indicó el Tribunal Constitucional:

“Competencia de la Sala de Casación Penal para investigar 
los delitos cometidos por los congresistas en ejercicio de sus 
funciones. 

(…)

Una primera conclusión se impone: la Sala de Casación Penal es 
sin lugar a dudas competente para conocer de los delitos cometi-
dos por los congresistas, y puede adelantar esas investigaciones en 
todo momento, sin necesidad de ninguna autorización especial. 

5- De otro lado, razones elementales de sentido común y claras 
prescripciones constitucionales indican que esa competencia de la 
Sala de Casación Penal no cubre únicamente los delitos cometidos 
por los congresistas como ciudadanos corrientes sino que se extien-
de a aquellos hechos punibles ligados al ejercicio de sus funciones 
como parlamentarios. En efecto, el parágrafo del artículo 235, que 
señala las competencias de la Corte Suprema, precisa que, una vez 
que la persona ha cesado en el ejercicio del cargo, el fuero “sólo 
se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con 
las funciones desempeñadas.” Esto significa que la Carta distingue 
dos hipótesis: mientras una persona sea congresista, será investi-
gada por la Corte Suprema por cualquier delito; sin embargo, si 
la persona ha cesado en su cargo, entonces sólo será juzgada por 
esa alta corporación judicial si se trata de delitos relacionados con 
el cargo. La Constitución admite entonces que los congresistas 
pueden cometer ciertos delitos en relación con sus funciones, que 
corresponde investigar a la Corte Suprema de Justicia”. 
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2.3.	 Pérdida de competencia de la Corte por 
renuncia del aforado a su cargo

Extracto No. 11

Radicado 26585 – 17 de septiembre de 2008
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex senador Humberto 

Builes

De acuerdo con la documentación allegada al expediente ha quedado acre-
ditada la renuncia y su aceptación a la representación popular que ocupa en 
el Senado de la República. En consecuencia, como es claro que la conducta 
que se le imputa, consistente en concierto para delinquir agravado previs-
to en el artículo 340.2 del Código Penal y cometido cuando hizo campaña 
política como integrante de una lista al Senado para el período 2002-2006, 
no guarda relación con las funciones desempeñadas como congresista y 
que en esa medida decae el fuero constitucional, se dispone remitir el ex-
pediente con destino a la Fiscalía General de la Nación.

Lo anterior en reiteración de la tesis sostenida por la Corte y expresada en 
el siguiente sentido:

“De ahí resulta claro que cuando los congresistas hubieren 
cesado en el ejercicio de su cargo, la competencia para conocer 
de los delitos que no guardan nexo alguno con las funciones 
oficiales cometidos mientras eran miembros del Congreso o 
con anterioridad a su vinculación al órgano legislativo, deja de 
corresponder a la Corte y se determinará por los factores que 
señala el Código de Procedimiento Penal, ya que sólo si los hechos 
imputados tienen relación con las funciones desempeñadas, el 
fuero del congresista se mantiene una vez ha hecho dejación del 
cargo , pues la garantía de ser investigado y juzgado por un Juez 
Colegiado constitucionalmente pretedeterminado por hechos 
vinculados funcionalmente a su condición de servidor oficial se 
conserva”30.

30	 Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, auto de única instancia de 10 de agosto de 
2006, radicado 24.162.
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• 	Salvamento de voto del Magistrado Sigifredo Espinosa 
Pérez. La Corte debe mantener su competencia a pesar 
de la renuncia del aforado a su cargo, de lo contrario se 
afecta el derecho al debido proceso, el principio del juez 
natural y la naturaleza del fuero constitucional

En este sentido, no puedo dejar de recabar como siempre, desde que el 
asunto ha sido examinado por la Sala, he expresado mis reservas respecto a 
esa posibilidad sobreviniente de que la Corte se aparte de una investigación 
adecuadamente deferida a ella conforme la normatividad constitucional, 
sólo en razón a que el aforado renuncie a su condición de Representante o 
Senador.

Y si bien, esas reservas únicamente se tradujeron en las respectivas cons-
tancias dentro de los debates, que no ahondaban en la materia, en tanto, se 
seguía la tradición de la Sala sobre ese aspecto, ahora, cuando se examina 
más a fondo el asunto y se observan, en el momento histórico concreto de 
la nación, los perversos efectos que sobre la juridicidad ello ha producido, 
advierto necesario salvar el voto, con la esperanza de que, a futuro, ello 
tenga eco una vez se verifique con mayor presteza como la decisión de la 
mayoría afecta no solo la característica constitucional de Estado social y 
democrático de derecho que signa la nación de acuerdo con lo consagrado 
en el artículo 1° de la Carta Política de 1991, sino caros principios del de-
recho penal tales como el debido proceso y el juez natural. 

No se trata, debo aclarar, de que la Corte cambie su jurisprudencia, sino de 
afinar los conceptos de cara a hechos concretos, para evitar que se evalúen 
como delitos comunes conductas claramente vinculadas con la función 
congresional, o que se permita del aforado, por su sola decisión, determi-
nar cuál ha de ser su juez o el procedimiento que habrá de determinar la 
responsabilidad atribuida.

Es, entonces, en defensa de esa postura uniforme de la Sala, que entiendo 
necesario cerrar esas fisuras, para que ellas no se tornen, finalmente, grietas 
por las cuales se socave su esencia.

En primer lugar, para que la crítica se contextualice adecuadamente, es 
necesario recabar en la naturaleza del fuero constitucional que, respecto 
de las investigaciones y el juzgamiento penal, ampara a los miembros del 
Congreso de la República.
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En este sentido, considero que la Sala ha definido adecuadamente el punto, 
en pronunciamiento de fecha 29 de noviembre de 2000, dentro del proceso 
de única instancia radicado con el número 11507 seguido contra el ex Re-
presentante a la Cámara JAIRO CHAVARRIAGA WILKIN, cuya reseña, 
para los fines que aquí interesa tratar, es la siguiente:

“3.- Los artículos 186 y 235 de la Carta Política establecen a 
favor del órgano legislativo y en garantía de la independencia y 
continuidad de sus funciones constitucionales, un fuero especial 
para sus miembros, según el cual, los delitos que éstos come-
tan serán conocidos “en forma privativa” por la Corte Suprema 
de Justicia, autoridad que tiene como una de sus atribuciones 
constitucionales propias, “investigar y juzgar a los miembros 
del Congreso” pudiendo adelantar dichas actuaciones en todo 
momento.

De la preceptiva constitucional se establece que la garantía de 
que se viene hablando, es plena mientras los funcionarios co-
bijados con ella permanezcan en el cargo, ya que compete a la 
Corte conocer de las conductas punibles en que hayan incurrido 
antes de posesionarse como congresistas, y por los eventuales 
delitos que éstos cometan durante el período de su desempeño; 
de donde se deriva, entonces, que durante el ejercicio del cargo 
la competencia del órgano límite de la jurisdicción ordinaria no 
cubre únicamente los hechos punibles vinculados al ejercicio de 
sus funciones como parlamentarios, sino también los realizados 
como ciudadanos comunes.

“Pero si los miembros del Congreso han cesado en el cargo, la 
Constitución establece que el fuero se limita a las conductas pu-
nibles “que tengan relación con las funciones desempeñadas” 
cuando ejercieron la actividad oficial, de acuerdo con lo estable-
cido por el artículo 235 de la Carta Política.

“Pero si los miembros del Congreso han cesado en el cargo, la 
Constitución establece que el fuero se limita a las conductas pu-
nibles “que tengan relación con las funciones desempeñadas” 
cuando ejercieron la actividad oficial, de acuerdo con lo estable-
cido por el artículo 235 de la Carta Política.

(…)

“En el nuevo esquema constitucional, dicha garantía, fuero, 
o privilegio de jurisdicción, ha sido establecida a favor de los 
miembros del Congreso de la República por razón de su cargo, 
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durante el desempeño de sus funciones o con ocasión de ellas, 
con la finalidad de garantizar la independencia y autonomía del 
órgano a que pertenecen y el pleno ejercicio de sus funciones 
constitucionales, de manera que en particular muestra de respeto 
por la dignidad que la investidura representa, la investigación y 
juzgamiento por las conductas punibles que se les imputen se 
lleve a cabo por autoridades diferentes de aquellas a quien se 
atribuye competencia por razón de la naturaleza del hecho, sin 
que para el ejercicio de la jurisdicción deba mediar, permiso, 
autorización o trámite previo o especial.

“Son entonces el cargo, o las funciones discernidas, los facto-
res que determinan la aplicación del fuero constitucional y el 
rango del tribunal al que le compete conocer del asunto, inde-
pendientemente de la persona individualmente considerada o de 
la existencia en contra suya de otras investigaciones o procesos 
penales; por ello se le caracteriza como funcional e imperso-
nal y, su origen se radica en la conveniencia de sustraer a éstas 
específicas dignidades de las reglas generales que gobiernan la 
competencia judicial, para garantizar, como ha sido visto, de una 
parte la dignidad del cargo y de las instituciones que represen-
tan, y, de otra, la independencia y autonomía de algunos órga-
nos del poder público a fin de que sus actuaciones no se vean 
entorpecidas por el ejercicio abusivo del derecho de acceso a la 
justicia o la injerencia de otras autoridades”.

Aunque extensa considero necesaria la transcripción jurisprudencial antes 
efectuada, como quiera que en ella se sientan los pilares fundamentales 
del instituto del fuero, su naturaleza y alcances, permitiendo advertir cómo 
algunas de las manifestaciones que hoy se hacen por los investigados que 
renuncian a su calidad parlamentaria, no obedecen a la realidad o, cuando 
menos, se apartan ostensiblemente de lo que la Constitución Política co-
lombiana contempla.

(…)

Es la Corte, y así expresamente lo consagró ese Constituyente Primario, el 
Juez natural de los miembros del Congreso de la República.

A su turno, es claro que el procedimiento y la intervención misma de 
la Corte, en la investigación de esos funcionarios con calidades espe-
ciales, no constituye violación o cercenamiento de garantías para el 
investigado.
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Todo lo contrario, a pesar de la impresión que algunos pretendan causar en 
los medios de comunicación, es lo cierto que la competencia de la Corte se 
erige en garantía de los derechos del congresista, pues, así se faculta que 
sea el máximo órgano de la justicia ordinaria, con sus excelsas calidades, 
quien adelante el trámite, de manera colegiada y con pleno respeto del de-
bido proceso y derecho de defensa.

Y, como lo dijo la Corte Constitucional en uno de los pronunciamientos 
arriba citados, el hecho de que no exista la posibilidad de acudir a otra 
instancia, no viola preceptos constitucionales, ni mucho menos cercena 
garantías básicas, pues, se repite, a cambio de ello se obtiene que sea ese 
organismo especializado, con depurados conocimientos y amplias posibi-
lidades de contradicción en el seno mismo del proceso, quien adelante la 
investigación y el juzgamiento.

De otro lado, fundamental es aceptar que el instituto del fuero no ha sido 
erigido a favor de la persona del congresista, sino de su función y, más espe-
cíficamente, del cuerpo congresional como tal, por manera que no es dado 
al funcionario, motu proprio, definir por su sola voluntad o particulares 
intereses, si es dable o no que la Corte asuma el conocimiento del proceso 
que lo involucra o continúe con el mismo una vez avocado conocimiento.

Es claro que dentro de la postura tradicional de la Corte se le ha dado una 
connotación particular al parágrafo del artículo 235 de la Carta, según el 
cual “cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el 
ejercicio de su cargo, el fuero sólo se mantendrá para las conductas puni-
bles que tengan relación con las funciones desempeñadas”.

En tal sentido, en la providencia párrafos arriba mencionada, dijo entonces 
la Corte:

(…)

“De ahí resulta claro que cuando los congresistas hubieren ce-
sado en el ejercicio de su cargo, la competencia para conocer 
de los delitos que no guardan nexo alguno con las funciones 
oficiales cometidos mientras eran miembros del Congreso o con 
anterioridad a su vinculación al órgano legislativo, deja de co-
rresponder a la Corte y se determinará por los factores que seña-
la el Código de Procedimiento Penal, ya que sólo si los hechos 
imputados tienen relación con las funciones desempeñadas, el 
fuero del congresista se mantiene una vez ha hecho dejación del 
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cargo, pues la garantía de ser investigado y juzgado por un Juez 
Colegiado constitucionalmente predeterminado por hechos vin-
culados funcionalmente a su condición de servidor oficial, se 
conserva”.

(…)

La Magistrada MARINA PULIDO DE BARÓN, salvó su voto, en postura 
que hoy, creemos, recobra vigencia, en el entendido que la facticidad del 
específico caso, daba lugar a retener la competencia de la Sala:

“Más aún, a partir de esta clara y explícita previsión de rango 
constitucional, también admito que la prórroga del fuero en es-
tos eventos depende de la concurrencia de un requisito de ca-
rácter funcional u objetivo, consistente en la relación directa y 
próxima que debe tener la conducta punible con las funciones 
desempeñadas, que tratándose de los miembros del Congreso 
de la República, se encuentran previstas en los artículos 150 y 
siguientes de la Carta Política.

“Mi discrepancia surge, entonces, en la conexión que reali-
za la mayoría de los integrantes de la Sala, de esta exigen-
cia puramente objetiva o funcional, reitero, con el elemento 
subjetivo de ciertas infracciones a la ley penal para colegir, 
por esta vía, en contra de la comprensión que surge del texto 
superior, que el fuero ante la dejación del cargo se mantiene 
exclusivamente respecto de los llamados delitos propios, que 
por definición presuponen la calidad de servidor público, para 
el caso de los congresistas. Pero, además, no una relación di-
recta e inmediata de la conducta punible con la función pú-
blica, sino el abuso funcional o del cargo, que es un aspecto 
asaz diferente.

“En otras palabras, esta interpretación, en mi criterio, pierde 
de vista la posible realización de delitos no propios o ‘co-
munes’ que bien pueden tener un nexo de tales característi-
cas en el ejercicio de la función pública, sólo susceptible de 
ser discernido frente a las particularidades fácticas de cada 
caso, es decir, estudiando tal aspecto frente a una situación 
concreta con la necesaria y debida ponderación de sus es-
pecíficas circunstancias de comisión, única forma de poder 
concluir si, atendiendo el mandato constitucional en cita, 
debe mantenerse el fuero para su investigación y eventual 
juzgamiento”.
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(…)

Esas manifestaciones destacadas en precedencia, obligaban de la Corte 
abordar más profundamente el examen de la cuestión asumiendo, como 
corresponde al momento histórico de coyuntura político institucional por 
el que atraviesa la nación, una visión jurídica acorde con el contenido y 
alcances contextualizados del artículo 235 de la Carta Política.

Para el efecto, bastaba con acudir a un principio basilar en un Estado Social 
y Democrático de Derecho, en proceso de construcción en Colombia, inhe-
rente a la función jurisdiccional que realizan las instituciones de justicia y, 
en este caso concreto, la Corte: el juez natural.

Respecto de ello, expresamente el artículo 29 de la Constitución Política 
colombiana, prevé: “El debido proceso se aplicará a toda clase de ac-
tuaciones judiciales o administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino con-
forme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 
competente y con observancia de la plenitud de las forma propias de cada 
juicio”.

(…)

Y, en salvamento de voto que tiene plena vigencia, en tanto se refiere a 
aspectos generales y universales del derecho, un magistrado de la Corte 
Constitucional precisó (Sentencia C-1064 de 2002):

“El concepto de juez natural ordinario prohíbe modificar, aun 
por medio de la ley la competencia del juez competente precons-
tituido a otro juez también preconstituido (y aunque sea otro 
juez ordinario, pero incompetente al momento de la comisión 
del hecho que se juzga)

(…)

El concepto de juez ordinario natural busca proteger el mismo 
tiempo una pluralidad de valores; dentro de esos valores están: 
La imparcialidad del juez; la independencia del juez; el principio 
de legalidad; el debido proceso, y todas ellas apuntan a prote-
ger la libertad de los ciudadanos. El concepto de juez natural ha 
evolucionado en el sentido de garantizar la determinación del 
juez (antes de que cometa el hecho), no sólo en abstracto, sino 
también en concreto, de tal manera que la garantía cobija no 
sólo la determinación del órgano que juzga sino que además la 
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composición del órgano que juzga; con el fin de que la determi-
nación del juez en concreto se haga por el legislador y además 
con reglas objetivas que eviten que se designen jueces a dedo.

El principio del juez natural es una garantía de la libertad de los 
ciudadanos. Con fundamento en tal principio, ninguna persona 
puede ser juzgada si no es por el juez preconstituido por la ley, 
esto es, el juez establecido con anterioridad a aquel particular 
juzgamiento y, lógicamente, se requiere que ese juez sea compe-
tente para juzgar ese hecho, competencia que le ha sido dada por 
una ley anterior al juicio mismo. 

El principio del juez natural, entendido como norma sustancial, 
implica no sólo la preconstitución del órgano competente para 
juzgar sino también la preconstitución de su composición. Por 
esta razón, en ciertos sistemas jurídicos, como el alemán, la ga-
rantía del juez natural cobija también la determinación previa 
del procedimiento interno con que se juzga; por ejemplo, que 
esté establecido claramente cómo se hace el reparto a los diver-
sos jueces o el reparto interno de los tribunales; cómo se deter-
mina en estos últimos el orden del día de los casos que van a ser 
fallados, etc.”

Como se aprecia, el principio del juez natural tiene honda raigambre cons-
titucional y representa un derecho inalienable que solo en determinados y 
expresos eventos, con criterio restrictivo, dada su excepcionalidad, faculta 
que se matice.

(…)

De esta manera, si se pretende hacer respetar en su esencia el principio, 
cuando se tiene claro que constitucional y legalmente se ha establecido 
previamente el organismo judicial encargado de adelantar la investigación 
y juzgamiento de los aforados, a esas norma generales, impersonales y 
abstractas, no se puede, a no ser que la pretensión sea abjurar de las bases 
objetivas mínimas sobre las cuales se asienta el Estado Social y Democrá-
tico de derecho, o convertir la definición en una mera entelequia, permitir 
que la simple voluntad del investigado de renunciar a su curul, cuando con 
ello se pretende evadir la competencia de la Corte, sirva de sustento sufi-
ciente para el efecto.

(…)
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En este sentido, la interpretación que hasta el presente ha realizado la Cor-
te, y que hoy prolonga, si bien atiende a una visión concreta de lo consig-
nado en el parágrafo del artículo 235 de la Constitución Política, debe re-
conocerse, ha pasado por alto la verificación contextualizada del programa 
constitucional diseñado por el constituyente primario y, especialmente, la 
armonización necesaria de los valores y principios que lo inspiraron.

Ahora, sin que esa interpretación válida del parágrafo en cuestión varíe, 
estimo necesario, bajo la lente del principio del juez natural y tomando en 
consideración el contexto histórico social del momento, matizar la solución 
del problema, para que se cierre la puerta al cambio de las reglas de juego 
operado con ocasión de la sola voluntad del aforado, incluso expresamente 
manifestada por él cuando dice renunciar a la investidura con el ánimo es-
pecífico de que se le siga investigando y juzgando en sede diferente.

No puede pensarse que el querer del legislador primario, en punto del 
contenido del parágrafo del artículo 235 de la Carta, haya sido facultar 
que el solo interés personal del aforado delimite posible el cambio de juez 
natural.

De esta manera, si la sola lectura literal de la norma en cuestión, emergiera 
criterio válido y único de interpretación (por fuera del sistemático, teleoló-
gico e histórico), habría que significar la existencia palpable de antinomia 
constitucional que, resuelta adecuadamente en un plano de proporcionali-
dad, debe hacer valer, por su significado y alcances concretos, los valores 
y principios fundantes de juez natural, independencia y autonomía de la 
justicia.

Ello, trasladado al asunto que nos ocupa, implica significar que si la Corte 
ya ha asumido la investigación en contra del aforado, atendida su condi-
ción congresional, y éste posteriormente, antes de que culmine el proceso, 
renuncia a su investidura con el único fin de evadir la intervención de su 
juez natural, ello no afecta la competencia de la Sala para llevar hasta su 
culminación el asunto, independientemente de si el delito guarda o no rela-
ción con esa función oficial que se pierde.  

A su vez, si la persona realiza, antes de adquirir la investidura de congre-
sista, un delito que pueda estimarse relacionado con las funciones, en el 
entendido que sus efectos se prolongan hasta el efectivo desempeño del 
cargo, con compromiso de este, de la investidura o las funciones oficiales 
constitucional y legalmente asignadas, no cabe duda que la Corte siempre 
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será competente, de manera exclusiva y excluyente, para adelantar la in-
vestigación y, de ser el caso, iniciar y culminar el juicio con decisión de 
fondo, aún si el funcionario pierde la investidura por cualquier motivo.

Por último, debe reiterarse, por su importancia para lo que se debate, que si 
la intención de renunciar a la investidura y obtener por esa vía el cambio de 
juez natural, se funda en una pretendida búsqueda de garantías, entre ellas 
hacer actuante el principio de la doble instancia, esa postulación carece de 
soporte constitucional adecuado, pues, como ya es suficientemente conoci-
do, el Tribunal Constitucional tiene establecido que en los juicios de única 
instancia a cargo de la Corte Suprema, se privilegian principios constitu-
cionales igualmente valiosos, que no menoscaban las garantías procesales 
del aforado, entre otras razones, porque su función congresional demanda 
que sea juzgado por la máxima autoridad judicial en materia penal, que de-
cide colegiadamente, conforme lo quiso el constituyente primario, al punto 
que ni siquiera por reforma constitucional podría modificarse ese concepto 
de juez natural.

Por lo demás, una tal pretensión pasa por alto que el fuero no ha sido insti-
tuido en garantía de la persona, sino de la institución a la cual sirve –razón 
adicional para extrañar que motu proprio el aforado pueda, con la sola re-
nuncia a la investidura, afectar a la institucionalidad que la garantía busca 
proteger-, y que, así mismo, por manifestación del constituyente primario, 
debe entenderse que es precisamente la competencia de la Corte la que ma-
yores garantías ofrece en la tramitación de la investigación y el juicio. 

(…)

En suma, la renuncia del procesado a su investidura cumple plenos efectos 
administrativos, respecto de su vinculación al cuerpo legislativo, pero si 
esa renuncia, como así lo anunciaron los congresistas investigados por la 
Corte dentro del llamado proceso de la “parapolítica”, se encamina a variar 
el organismo y tipo de procedimiento dirigidos a verificar su responsabili-
dad penal, ninguna consecuencia tiene para obligar de la Sala el envío de 
lo actuado a otra autoridad. 

(…)

Aquí, entonces, por dos vías, conforme a lo analizado líneas atrás, la Sala 
debió conservar su competencia, o dicho de otro modo, hubo de significar-
se que el fuero para la investigación y el juzgamiento no se perdió.
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El primer camino atiende a la interpretación contextualizada y de cara a 
los valores y principios constitucionales que debe primar en la interpreta-
ción de lo consagrado en el parágrafo del artículo 235 de la Carta Política, 
en consecuencia de lo cual, incontrastable que la Sala abrió investigación 
penal en contra del aforado, cuando éste desempeñaba su función congre-
sional, no importa cuál sea el tipo de delito que se le enrostra (funcional 
o común), es necesario que se siga el trámite hasta su culminación con 
decisión de fondo, tarea en la cual ninguna incidencia tiene la renuncia que 
recientemente hizo el parlamentario a su investidura, pues, claro asoma 
que esa dejación del cargo tuvo como norte evadir la competencia de la 
Corte para investigarlo, con palpable desmedro del debido proceso y el 
principio del juez natural.

La segunda vía atiende a la naturaleza del delito por el cual se vincula pe-
nalmente al sindicado y su evidente relación con el cargo, o mejor, con la 
condición de aforado consecuencial al mismo.

Si claramente el parágrafo del artículo 235 Constitucional, advierte perma-
nente el fuero, independientemente de la pérdida de la investidura “para las 
conductas punibles que tengan relación con las funciones desempeñadas”, 
una cabal interpretación de lo atribuido al procesado, permite concluir 
que, en efecto, ese delito a él atribuido tiene relación “con las funciones 
desempeñadas”. 

A este respecto, debe destacarse cómo el precepto constitucional no esta-
blece que las conductas a través de las cuales se dota de competencia a la 
Corte, fuesen realizadas “durante” el desempeño como congresista, sino 
simplemente que “tengan relación con las funciones desempeñadas”, de 
tal suerte que resulta factible que el comportamiento o iter criminal pueda 
iniciarse antes de acceder a la curul y consumarse o agotarse con poste-
rioridad a la dejación del cargo, sin que por ello se pierda la condición de 
aforado para efectos penales.

Se precisa, así, que en algunas ocasiones ideales, para lo que al fuero com-
pete, el delito es ejecutado durante la labor congresional del procesado, o 
de otro modo dicho, durante el ejercicio del cargo, y deriva inconcuso de 
ese ejercicio.

Pero también ocurre que durante el desempeño del cargo, el aforado ejecuta 
conductas delictivas, no propias de la función, pero sí íntimamente ligadas 
con ella, como podría suceder, a título de ejemplo, con el congresista que 
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bajo el pretexto de hacer proselitismo político, se reúne con jefes de grupos 
armados al margen de la ley, en aras de asegurar apoyo logístico que le per-
mita conservar la curul en las elecciones venideras, a cambio de prebendas 
tales como otorgar –de inmediato y dada la condición de Senador o Repre-
sentante que para ese momento se ostenta- contratos a esos grupos.

Pero también puede ocurrir que un aspirante a una curul en el Congreso 
recibe dineros para adelantar su campaña, con el compromiso de que una 
vez alcanzado el propósito, se erigirá representante o emisario en el seno 
congresional de quienes favorecieron ilícitamente la elección.

Apenas para citar dos casos paradigmáticos, en esta última hipótesis, de 
asuntos relacionados con la llamada “Parapolítica”, mírese lo ocurrido con 
el jefe paramilitar Ernesto Báez, quien expresamente refirió cómo su grupo 
fletó, por utilizar un término adecuado, a un candidato al Congreso de la 
República, haciendo el despliegue logístico necesario para que, como efec-
tivamente ocurrió, éste asumiera su curul, bajo el compromiso expreso de 
instituirse representante de las autodefensas en ese cuerpo político.

¿Podrá, con correcta sindéresis y en un plano material ajeno a la simple 
argumentación retórica, sostenerse adecuadamente que esa investidura y la 
tarea desarrollada en el Congreso por el aforado, resulta ajena a ese hecho 
fundacional concreto?, o, en otras palabras ¿Será factible sostener que ese 
manejo proselitista previo no tiene relación con las funciones desempeña-
das, cuando no se duda que las dichas funciones representan cumplimiento 
de lo pactado previamente?.

Algo similar cabe predicar del llamado “Pacto de Ralito”, en tanto, si pre-
viamente a las elecciones, se firma un documento entre paramilitares y 
políticos, encaminado a “refundar la patria”, inconcuso asoma que dentro 
de esa perspectiva futura se hallan no solo los actos proselitistas y de inti-
midación financiados por esos grupos al margen de la ley, sino la actividad 
que como congresistas adelantan los elegidos que voluntariamente signa-
ron esa especie de contrato simoníaco.  

Cuando menos ingenuo resulta significar que la labor congresional, en los 
eventos destacados, no se halla imbuida necesariamente de eso con antela-
ción ejecutado, como si pudiera hacerse abstracción de lo que los hechos 
tozudamente informan, para analizar apenas formalmente el fenómeno 
dentro de una concepción pétrea que ignora la teleología y contextualiza-
ción de las normas examinadas.
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Y, si se tratase de ser exhaustivos, tampoco puede pasarse por alto que la 
obtención de la curul de manera ilícita, gracias a la intervención de los 
grupos armados al margen de la ley, produce nefastos efectos en la com-
posición política del cuerpo congresional, en tanto, si se dejasen de lado 
esos votos, necesariamente las fuerzas y grupos en disputa cambiarían su 
representatividad al interior del mismo, demostrando evidente el efecto 
funcional de lo realizado previamente.
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2.4.	 La Corte conserva su competencia a pesar de 
la renuncia del aforado a su cargo. Cambio de 
jurisprudencia

2.4.1.	 La competencia se mantiene siempre que los delitos 
tengan relación con la función. Diferencia con los 
delitos “propios” de la función

Extracto No. 12

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

Efectuadas las anteriores consideraciones, al realizar un rastreo en la juris-
prudencia de esta Sala respecto del fuero congresional con posterioridad 
a la expedición de la Carta Política de 1991, se encuentran los siguientes 
planteamientos:

Auto del 18 de marzo de 1992. Rad. 7.092:

“Cuando hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, la compe-
tencia para conocer de los delitos que cometieron mientras eran 
miembros del Congreso y que no tienen nexo alguno con sus 
funciones oficiales, deja de corresponder a la Corte y de deter-
minará por los factores que señala el Código de Procedimiento 
Penal” (subrayas fuera de texto).

Auto del 15 de febrero de 1995. Rad. 9675.

“Dentro de los parámetros de la aplicación del artículo 235.3 
de la Constitución Nacional, la Sala ha entendido que el fuero 
integral de investigación y juzgamiento allí consagrado para los 
Senadores y Representantes a la Cámara cobra vigencia frente a 
cualquier ciudadano que ostente una de esas dos calidades, sea 
cual fuere la índole del hecho punible que se le atribuya, y se 
mantiene, aún cuando el imputado o procesado se haya separado 
del ejercicio de ese cargo de elección popular, a condición de 
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que la conducta que se le imputa ‘tengan relación con las funcio-
nes desempeñadas’” (subrayas fuera de texto).

Auto del 18 de febrero de 1997. Rad. 10684:

“El fuero constitucional creado por la Carta Política de 1991, en 
contraposición a la inmunidad que garantizaba la de 1886, debe 
entenderse entonces desde un doble punto de vista: Desde la óp-
tica de protección de la actividad parlamentaria como función, 
caso en el cual la competencia de la Corte, en el supuesto de la 
desvinculación del sujeto pasivo de la acción penal, se mantiene 
para todos aquellos ilícitos cometidos por razón o con ocasión 
de la función congresional; y, desde la perspectiva de la protec-
ción personal de sus miembros, pues en tanto estén vinculados a 
la actividad legislativa solo pueden ser investigados y juzgados 
por el máximo Tribunal de la Jurisdicción ordinaria, cualquiera 
que sea la época en que se haya cometido la infracción que ori-
gina la actuación judicial”.

Auto del 23 de mayo de 2001. Rad. 17.657:

“El fuero de investigación y juzgamiento reservado a la Corte 
Suprema de Justicia y consagrado para los Senadores y Repre-
sentantes a la Cámara en el numeral tercero del artículo 235 de 
la C.N., por ser un factor de competencia y por ende de orden 
público, cobra vigencia frente a cualquier ciudadano que ostente 
una de esas dos calidades, sin importar la índole del hecho puni-
ble que se le atribuya, ni la época de la comisión del reato, dado 
que el fuero persistirá mientras se desempeñe el cargo, y se man-
tendrá aún ante la cesación en el ejercicio de aquél, la renuncia 
a la investidura de Congresista o la pérdida de ella, si el hecho 
imputado guarda relación con las funciones parlamentarias ejer-
cidas” (subrayas fuera de texto).

Sentencia del 2 de junio de 2004. Rad. 9.121:

“La Corte Constitucional ha dicho que ‘razones elementales de 
sentido común y claras prescripciones constitucionales indican 
que esa competencia de la Sala de Casación Penal no cubre úni-
camente los delitos cometidos por los congresistas como ciuda-
danos corrientes sino que se extiende a aquellos hechos punibles 
ligados al ejercicio de sus funciones como parlamentarios. En 
efecto, el parágrafo del artículo 235, que señala las competen-
cias de la Corte Suprema, precisa que, una vez que la persona 
ha cesado en el ejercicio del cargo, el fuero ‘sólo se mantendrá 
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para las conductas punibles que tengan relación con las funcio-
nes desempeñadas’. Esto significa que la Carta distingue dos hi-
pótesis: mientras una persona sea congresista, será investigada 
por la Corte Suprema por cualquier delito; sin embargo, si la 
persona ha cesado en su cargo, entonces sólo será juzgada por 
esa alta corporación judicial si se trata de delitos relacionados 
con el cargo’31” (subrayas fuera de texto).

Auto del 3 de agosto de 2005. Rad. 23254:

“De conformidad con lo dispuesto por el numeral 3º del artículo 
235 de la Constitución Política, en armonía con el artículo 186 
ibídem, es atribución exclusiva de la Corte Suprema de Justicia 
investigar y juzgar a los miembros del Congreso por los deli-
tos que se les imputan. Esa tutela foral que la Constitución le 
brinda a los Congresistas, ha precisado la jurisprudencia de la 
Sala, ‘significa, desde la perspectiva de la protección personal 
de sus miembros, que en tanto estén vinculados a la actividad 
legislativa sólo pueden ser investigados y juzgados por esta Cor-
poración, cualquiera que sea la época en que se haya cometido 
la infracción que origina el proceso judicial’ -Auto del 29 de 
septiembre de 1999, Radicado 15608-”.

“Cuando tales funcionarios ‘hubieren cesado en el ejercicio de su 
cargo, el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que 
tengan relación con las funciones desempeñadas’, reza a renglón 
seguido el Parágrafo del precepto citado en primer lugar”.

“Como las conductas atribuidas al ex-parlamentario en mención 
no guardan relación alguna con la función de congresista, es cla-
ro que la cesación en el ejercicio del cargo ha hecho desaparecer 
el factor personal generador de la competencia de la Corte para 
seguir conociendo de este asunto, conforme al citado Parágrafo 
del artículo 235 de la Constitución Política”.

(…)

Como se aprecia, desde la entrada en vigencia de la Carta Política de 1991, 
la jurisprudencia de la Sala fue pacífica en punto de mantener el fuero 
congresional respecto de “conductas punibles que tengan relación con las 
funciones desempeñadas”, como en efecto lo dispone el parágrafo del artí-
culo 235 de la Constitución.

31	 Sentencia SU-047 del 29 de enero de 1999.
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No obstante, la variación jurisprudencial se introdujo en el auto del 18 de 
abril de 2007, radicado 26.942, pues allí se expresó:

“Para que el fuero se mantenga en la segunda hipótesis – cuando 
se ha perdido la calidad congresional – no basta con cualquier 
relación entre la conducta atribuida y la condición de parlamen-
tario, sino que se precisa que ese vínculo sea directo e inmediato 
en términos de estar frente a lo que la doctrina denomina ‘delitos 
propios’, entendiendo por tales los que sólo puede cometer el 
servidor público en relación con las funciones que le han sido 
deferidas por mandato de la Constitución o de la Ley y los que 
le sean conexos”.

“Bajo la anterior premisa (‘los cabecillas de esa especie de agru-
paciones ilegales promovieron tal tipo de pactos con personas 
con cierto grado de representatividad’, se aclara), la calidad de 
congresista u otras similares resultan aleatorias, como también 
la relación que pudiera predicarse entre dicha calidad y la po-
sible conducta prohibida, máxime si se entiende que lo que es 
objeto de eventual reproche hace relación a la posible asociación 
ilegal para la promoción de la organización armada, conducta 
que como también es natural entender, mal puede concebirse 
como una de aquellas que de manera exclusiva y excluyente 
pueda cometer un parlamentario por razón de las funciones que 
desempeña” (subrayas fuera de texto).

(…)

6. Conservación de competencia cuando el delito tiene relación con la 
función.

Como viene de verse, en el auto del 18 de abril de 2007, radicado 26.942, 
se exige para mantener el fuero a los congresistas después de haber cesado 
en el desempeño de sus labores, que se proceda por un delito de los deno-
minados “propios”, cuando lo cierto es que el parágrafo del artículo 235 de 
la Normativa fundamental establece que el fuero se mantendrá “para las 
conductas punibles que tengan relación con las funciones desempeñadas”, 
sin aludir de manera alguna a la exigencia asumida antes por la Sala, que 
se convertiría por consiguiente en un requisito adicional a los previstos en 
la Constitución Política.

Ciertamente, respecto de “delitos propios” el fuero congresional se man-
tiene en cuanto se trate de conductas inherentes al ejercicio de la función 
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pública que corresponde a Senadores y Representantes (artículos 150 y ss. 
de la Carta Política), pero a la par de ello se debe acudir al referido parágra-
fo del artículo 235 de la Constitución cuando no se trata específicamente de 
“delitos propios”, sino de punibles “que tengan relación con las funciones 
desempeñadas” por los congresistas, siempre que de su contexto se advier-
ta el vínculo con la función pública propia del Congreso.

La relación del delito con la función pública tiene lugar cuando se realiza 
por causa del servicio, con ocasión del mismo o en ejercicio de funciones 
inherentes al cargo; esto es, que la conducta tenga origen en la actividad 
congresional, o sea su necesaria consecuencia, o que el ejercicio de las 
funciones propias del congresista se constituya en medio y oportunidad 
propicia para la ejecución del punible, o que represente un desviado o abu-
sivo ejercicio de funciones.

Tal es el caso de los congresistas a quienes se les imputa la conducta de 
concierto para delinquir agravado por sus eventuales vínculos con miem-
bros de las autodefensas cuando ya ocupaba una curul en el Congreso de la 
República, proceder que si bien no es propio de sus funciones, en cuanto 
reunirse con delincuentes para orquestar la comisión de delitos no es ni 
podrá ser inherente al ámbito funcional de dicha Corporación, sí pone de 
presente, de un lado, que posiblemente hacía parte de dicha organización 
criminal y, de otro, que de conformidad con la forma en que operaba la 
misma, se trataba presuntamente de un miembro calificado de la misma a 
quien correspondía aportar dentro de su ámbito funcional.

El anterior aserto cobra especial valía si se tiene en cuenta que de confor-
midad con las reglas de la experiencia, en una empresa delictiva cada quien 
aporta aquello de lo que tiene. Así pues, el sicario contribuirá con la muerte 
material de personas; el experto en explosivos colocará y activará artefac-
tos de acuerdo a los planes de la organización; los ideólogos y directores 
trazarán las directrices para conseguir los objetivos del grupo; los infiltra-
dos en la fuerza pública y en la administración de justicia advertirán sobre 
futuros operativos y trámites o procurarán la impunidad de las conductas 
que lleguen a su conocimiento en los estrados judiciales.

A su vez, el papel de un congresista en las citadas organizaciones armadas 
al margen de la ley, cuyo objetivo era el de acceder al poder por medios no 
ortodoxos e ilegales ajenos a los canales democráticos, no podía ser diver-
so al de poner al servicio del grupo ilegal el andamiaje de sus funciones 
como Senador de la república; entonces, ingenuo resulta pensar solamente 
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en asistencias aleatorias a las reuniones, o en calidad de simple y llano 
espectador o bien porque los delincuentes lo consideraban “importante” 
para la sociedad.

En este sentido, no hay duda que el vínculo de congresistas con los miem-
bros de las autodefensas unidas de Colombia, no contaba con pretensión 
diversa a la de aportar cada uno lo que le correspondía para trabajar con-
juntamente en el propósito común. Unos a partir de sus destrezas, otros con 
su capacidad económica o delincuencial; algunos, desde el ejercicio de su 
condición de servidores públicos dada su representación del pueblo y den-
tro del ámbito de sus competencias regladas, específicamente su función 
legislativa. Y, esto último, en cuanto constituía propósito medular de los 
cabecillas de la organización infiltrar todas las instancias del Estado, según 
fue ampliamente divulgado en los medios de comunicación, circunstancia 
que excluye la posibilidad de tildar la conducta de los congresistas involu-
crados en las reuniones ilegales como meramente accidental o aleatoria.

Y si en desarrollo de la concertación de voluntades para cometer delitos un 
congresista utiliza alguna de sus funciones públicas para sacar avante los 
propósitos de la organización criminal, incurrirá en un concurso de con-
ducta punibles toda vez que el delito de concierto para delinquir se confi-
gura de manera autónoma e independiente por el simple hecho de acordar 
la comisión de comportamientos ilícitos.

Debe reiterarse que el parágrafo del artículo 235 constitucional no esta-
blece que las conductas a través de las cuales se dota de competencia a 
la Corte sean realizadas “durante” el desempeño como congresista sino 
simplemente que “tengan relación con las funciones desempeñadas”, de 
tal suerte que resulta factible que el comportamiento o iter criminal pueda 
iniciarse antes de acceder a la curul y consumarse o agotarse con poste-
rioridad a la dejación del cargo, sin que por ello se pierda la condición de 
aforado para efectos penales.

Pero también ocurre que durante el desempeño del cargo, el aforado ejecuta 
conductas delictivas, no propias de la función, pero sí íntimamente ligadas 
con ella, como podría suceder, a título de ejemplo, con el congresista que 
bajo el pretexto de hacer proselitismo político, se reúne con jefes de grupos 
armados al margen de la ley, en aras de asegurar apoyo logístico que le per-
mita conservar la curul en las elecciones venideras, a cambio de prebendas 
tales como otorgar –de inmediato y dada la condición de senador o repre-
sentante que para ese momento se ostenta- contratos a esos grupos.
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Igualmente, puede suceder que un aspirante a una curul en el Congreso 
reciba dineros para adelantar su campaña, con el compromiso de que una 
vez alcanzado el propósito se erigirá representante o emisario en el seno 
congresional de quienes favorecieron ilícitamente la elección. 

En tal caso, la investidura y la tarea desarrollada en el Congreso por el 
aforado no resultan ajenas a ese hecho fundacional concreto o, en otras 
palabras, no se puede sostener que ese manejo proselitista previo no tiene 
relación con las funciones desempeñadas, cuando no se duda que las dichas 
funciones representan cumplimiento de lo pactado previamente.
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Extracto No. 13

Radicado 32805 – 23 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 
agravado, homicidio agravado, homicidio simple y peculado por 

apropiación

De conformidad con lo previsto por el ordinal 3° del artículo 235 de la Cons-
titución Política, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia es 
el juez competente para investigar y juzgar al sindicado ÁLVARO ALFON-
SO GARCÍA ROMERO, como quiera que para la fecha de la comisión de 
los hechos materia de investigación ostentaba la condición de congresista y 
se infiere la presunta ejecución de las conductas punibles objeto de valo-
ración, relacionadas con la función oficial desempeñada por el procesado, 
según precisó esta Corporación en el auto del pasado 15 de septiembre32, 
por cuyo medio varió su inicial postura en torno a ese tema.

En el presente caso, ÁLVARO GARCÍA ROMERO fue llamado a respon-
der en juicio criminal como probable autor de los delitos de concierto para 
delinquir agravado, homicidios agravados y simple y peculado por apro-
piación, los que pese a su evidente heterogeneidad no pueden observarse 
como hechos aislados sino como eslabones de una cadena causal propia de 
estructuras criminales organizadas y concertadas de modo previo.

En tal dirección, véase cómo cada delito reprochado al procesado se en-
cuentra seriamente vinculado con su apoyo y compromiso para con las 
autodefensas ilegales, organización armada ilegal que como hoy se sabe se 
procuró por espacio de casi dos lustros el apoyo y la militancia ideológica 
en su estructura de un buen número de congresistas, quienes al amparo 
de su investidura, abogando también por su permanencia en la dirigencia 
política y prevalidos de sus influencias como legisladores, patrocinaron 
la expansión, facilitaron la permanencia en el tiempo, auspiciaron la inje-
rencia en diversos escenarios sociales y económicos, y coadyuvaron en la 
operatividad de esta organización criminal.

32	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto radicado 27032.
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2.4.2.	 La competencia se mantiene después del cese en 
el cargo: necesidad de determinar la naturaleza 
de la infracción y su vinculación con la función 
desempeñada

Extracto No. 14

Radicado 31943 – 9 de septiembre de 2009
Sentencia anticipada en contra del ex gobernador Jorge Eliecer 
Anaya Hernández por el delito de concierto para delinquir 

agravado

De conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, artículo 
235-4, la Sala es competente para adoptar la respectiva decisión, así el 
señor JORGE ELIÉCER ANAYA HERNÁNDEZ no ostente actualmente 
la calidad de Gobernador, por cuanto la conducta investigada, esto es, el 
delito de concierto para delinquir agravado, guarda relación directa con el 
ejercicio de sus funciones.

(…)

Si para ese primigenio momento procesal, el Fiscal General fundamentó la 
competencia en las pruebas sumarias que le indicaban el presunto vínculo en-
tre el mandatario departamental y los miembros de las autodefensas unidas 
de Colombia, en el estado actual no queda duda, con la prueba luego aducida 
y valorada en la resolución de acusación, que la actuación del ex mandatario 
ANAYA HERNÁNDEZ, a partir de su elección y posesión, se encaminó al 
favorecimiento y promoción de las autodefensas unidas de Colombia, a través 
del nombramiento en las Secretarías de Educación y Hacienda, de personas de 
reconocida relación con dichas organizaciones, hecho que se constituye en la 
continuidad de la conducta delictiva descrita en el inciso segundo del artículo 
340 de la Ley 599 de 2000, modificado por la Ley 733 de 2002, en lo relacio-
nado con la promoción y financiación de grupos armados al margen de la ley.

(…)

Como lo disponen los numerales 2° y 4° del artículo 235 de la Carta Polí-
tica, el juzgamiento por parte de la Corte Suprema de Justicia de los altos 
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funcionarios del Estado, entre ellos los gobernadores, cuando hayan cesado 
en el ejercicio de sus funciones, sólo se mantiene para las conductas pu-
nibles que tengan relación con las funciones desempeñadas, en voces del 
parágrafo del citado artículo.

(…)

Se trata entonces de poder determinar, si la conducta punible, descrita en 
el delito de Concierto para delinquir agravado, tiene relación con las fun-
ciones que la Constitución Política le atribuye al Gobernador, en el artículo 
305 de norma superior.

La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha mantenido una posición 
mayoritaria33 respecto de la interpretación del Parágrafo del artículo 235 
de la Constitución Política, para estimar que el fuero se conserva para las 
conductas punibles que tengan relación con las funciones desempeñadas, 
siempre y cuando el hecho punible, a pesar de no ser de los denominados 
“delitos propios”, constituye una manifestación clara de la pertenencia a la 
organización a través de la competencia constitucional que le correspondía 
desarrollar, como en este caso, al ex gobernador ANAYA HERNÁNDEZ.

En otros términos, no es la simple pertenencia al grupo al margen de la 
ley, lo cual de por sí no es un delito propio sino un delito común, por or-
ganización o de dominio, lo que genera la competencia para la Corte, sino 
la permanencia en la organización una vez elegido como Gobernador y la 
puesta al servicio de la organización criminal de la función constitucional, 
como en los eventos que fueron precisados anteriormente.

33	 Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Auto de 18 de abril de 
2007. Rad: 26.942.
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Extracto No. 15

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de concierto para delinquir 
agravado, desaparición forzada agravada y homicidio agravado
 

Ha venido sosteniendo esta Corporación que la función cumplida por los 
servidores públicos se torna fundamental para efecto de determinar la com-
petencia de la Corte Suprema de Justicia como juez cuando los mismos ce-
san en su cargo, como lo prevé el parágrafo del artículo 235 de la Constitu-
ción Política, pues solamente habrá lugar a prorrogarla cuando la conducta 
punible tenga relación con las funciones desempeñadas.

Relación que según se ha dicho no es en abstracto, sino establecida de la 
vinculación directa y natural con la función oficial del investigado para 
concluir que la garantía de un procesamiento por parte de la Corte Supre-
ma de Justicia se explica en procura de una concreta y real protección a la 
dignidad del cargo y la institución representada, razón que justifica que la 
Constitución y la ley hayan entregado una especial consideración a quienes 
desempeñan o ejercieron preponderante labor pública.

Al respecto, ha señalado la Corte:

Son entonces el cargo, o las funciones discernidas, los factores 
que determinan la aplicación del fuero constitucional y el ran-
go del tribunal al que le compete conocer del asunto, indepen-
dientemente de la persona individualmente considerada o de la 
existencia en contra suya de otras investigaciones o procesos 
penales; por ello se le caracteriza como funcional e imperso-
nal y, su origen se radica en la conveniencia de sustraer a éstas 
específicas dignidades de las reglas generales que gobiernan la 
competencia judicial, para garantizar, como ha sido visto, de una 
parte la dignidad del cargo y de las instituciones que represen-
tan, y, de otra, la independencia y autonomía de algunos órga-
nos del poder público a fin de que sus actuaciones no se vean 
entorpecidas por el ejercicio abusivo del derecho de acceso a la 
justicia o la injerencia de otras autoridades34.

34	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto del 29 de noviembre de 
2000. radicación 11507.
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Ahora, la naturaleza de la infracción es determinante para establecer la pró-
rroga de competencia privativa y especial de la Corte Suprema de Justicia, 
como quiera que la verificación y comprobación de que la conducta punible 
se vincula a la función desempeñada, tal como expresamente lo señala el 
parágrafo del artículo 235 de la Carta Política, es lo que determina procesal-
mente la especial y privativa competencia de esta Corporación.

Desde esta óptica, queda claro que el fuero constitucional o legal para el 
juzgamiento de quienes así les fue atribuido, corresponde a la Sala de Ca-
sación Penal como decisión política que busca preservar no la inmunidad 
de aquel servidor público desde una visión personal, sino desde la función, 
lo cual explica que la Corte pueda asumir o retener la competencia sólo en 
aquellos casos en que se estime que se ejecutó una conducta que tiene una 
relación de imputación concreta con la función realizada, pese a que esa 
condición en la actualidad no se ostente.

Esta relación de imputación, además, resulta indispensable para garantizar 
la independencia de los poderes públicos, que es la idea original sobre la 
cual descansa la institución del fuero especial reconocido constitucional-
mente, por razón del cargo, durante el desempeño de las funciones o con 
ocasión de ellas. 

Verificada la presente actuación se debate la posible vinculación de Sal-
vador Arana Sus con grupos al margen de la ley, cuando oficiaba como 
Gobernador del Departamento de Sucre, colocando su cargo al servicio 
de los mismos, en el lapso comprendido entre el 1º de enero de 2001 y 
el 31 de diciembre de 2003, en cuya calidad intervino en la desaparición 
forzada y posterior homicidio de Eudaldo León Díaz Salgado, Alcalde de 
El Roble35.

En otras palabras: la Corte es competente en el presente asunto porque la 
conducta atribuida a Arana Sus se materializó en unos entornos de co-
nexión, enlace, correspondencia o efectos reflejos con las funciones públi-
cas desempeñadas. La finalidad paramilitar de “refundar la patria” fue un 
proyecto criminal al que se concertaron servidores públicos que pusieron al 
servicio el cargo que ostentaban y lo funcional del mismo. 

35	 Fiscalía 29 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derechos Internacional 
Humanitario, resolución acusatoria de 5 de febrero de 2008 proferida contra Salva-
dor Arana Sus.
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1.2. La elección de Salvador Arana Sus como Gobernador de Sucre y el 
ejercicio de sus funciones se encuentra inescindiblemente ligada a las fun-
ciones propias de la alta investidura a la cual accedió, y ello irradia el delito 
a él atribuido, en cuanto el pacto que realizó con los grupos paramilitares, 
en su caso, no tuvo apenas como elemento relevante su condición de candi-
dato, sino la de mandatario seccional, gracias a lo cual pudo comprometer 
la gestión con los dirigentes de esos grupos y prometer hacia futuro seguir 
actuando a favor de éstos.

Cuando el delito que se le atribuye al procesado fue cometido al momento 
de desempeñarse como gobernador y revela una incuestionable vinculación 
con esa labor, no existe solución de continuidad ni mucho menos referencia 
a un delito común, razones suficientes para que se entienda necesario que la 
Corte adelante el juicio y emita la sentencia, a pesar de que el acusado ya 
concluyó el ejercicio de la función para la cual fue elegido36.

1.3. Por último, ha de afirmarse que la jurisprudencia de la Corte aplicable 
al presente proceso no posibilita afirmar que se esté ante el fenómeno de 
tránsito de leyes en el tiempo ni en el espacio, ni de la coexistencia de 
legislaciones que se ocupen de regular el mismo supuesto de hecho y en 
relación con normas instrumentales de efectos sustanciales. 

Tampoco se trata de la aplicación in malam partem del postulado de ana-
logía pues esto ocurre ante la ausencia de normativa que regule el tema de 
que se trate. En igual sentido, no puede hablarse de menoscabo al principio 
de retroactividad favorable de una norma procesal de efectos sustanciales. 
De lo que aquí se trata es de una variación de jurisprudencia mediante la 
cual se superó y corrigió una interpretación referida a los alcances de la 
competencia derivados del parágrafo en cita37.

36	 Se sigue lo dicho por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en el 
auto de 1 de septiembre de 2009, radicación 31653. 

37	 Repárese con provecho, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de 
única instancia de 18 de noviembre de 2009, radicación 28540.
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Extracto No. 16

Radicado 29632 – 29 de septiembre de 2010
Sentencia absolutoria a favor del ex senador Carlos García 

Orjuela por el delito de concierto para delinquir agravado

1. La Competencia
 
Aunque el tema se encuentra suficientemente dilucidado en este asunto, se 
reitera que con fundamento en los artículos 180 y 235 de la Constitución 
Política y 75, numeral 7 de la Ley 600 de 2000, la Sala de Casación Penal 
conoce de los procesos penales que se adelanten contra congresistas, tanto 
de la fase de la investigación como la del juicio, siempre que la conducta 
punible que se les atribuya tenga relación con su función.
 
En este sentido, la Sala en decisión de 1º de septiembre de 2009, varió su 
posición jurisprudencial conforme con la cual sostenía que perdía competen-
cia para investigar y juzgar cuando el congresista abandonaba su curul por 
renuncia o vencimiento del período constitucional, en tal sentido precisó:

 
(…)
 
La relación del delito con la función pública tiene lugar cuando 
se realiza por cuenta del servicio, con ocasión del mismo o en 
ejercicio de funciones inherentes al cargo; esto es, que la conduc-
ta tenga origen en la actividad congresional, o que sea necesa-
ria consecuencia, o que el ejercicio de las funciones propias del 
congresista se constituya en medio y oportunidad propicia para   
la ejecución del punible, o que represente un desviado o abusivo 
ejercicio de funciones.
 
Tal es el caso de los congresista a quienes se les imputa la conducta 
de concierto para delinquir agravado por sus eventuales vínculos 
con miembros de las autodefensas cuando ya ocupaban una curul 
en el Congreso de la República, proceder que si bien no es propio 
de sus funciones, en cuanto reunirse con delincuentes para orques-
tar la comisión de delitos no es ni podrá ser inherente al ámbito 
funcional de dicha Corporación, sí pone de presente, de un lado, 
que posiblemente hacía parte de dicha organización criminal, y de 
otro, que de conformidad con la forma en que operaba la misma, 
se trataba presuntamente de un miembro calificado  de la misma a 
quien correspondía aportar dentro de su ámbito funcional.
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 El anterior aserto cobra especial valía si se tiene en cuenta que 
de conformidad con las reglas de la experiencia, en una empresa 
delictiva dada cada quien aporta aquello de lo que tiene. Así pues, 
el sicario contribuirá con la muerte material de personas; el exper-
to en explosivos colocará y activará artefactos de acuerdo con los 
planes de la organización; los ideólogos y directores trazarán las 
directrices para conseguir los objetivos del grupo; los infiltrados en 
la fuerza pública y en la administración de justicia advertirán sobre 
futuros operativos y trámites o procurarán la impunidad de las con-
ductas que lleguen a su conocimiento en los estrados judiciales.
 
(…)

 
En consecuencia, la Corte el 1º de octubre de 2009, reasumió la competencia 
en este proceso adelantado contra Carlos Armando García Orjuela y aun-
que la decisión no fue recurrida por vía del recurso horizontal, ulteriormente 
ratificó su posición al resolver sendas solicitudes de nulidad38 presentadas 
por el Ministerio Público y el defensor dentro del término señalado en el 
artículo 400 de la Ley 600 de 2000, determinando:
 

Dicho escenario permite evaluar el nexo exigido por el mandato 
constitucional, entre los delitos imputados y su relación con las 
funciones desempeñadas por el congresista, permitiendo ello, de 
acuerdo con la posición jurisprudencial referida, que se manten-
ga la competencia de la Sala para conocer de la actuación, no 
obstante, García Orjuela, hubiese cesado en sus funciones.
 
En otras palabras, lo que para el caso debe evaluarse como en 
efecto se ha hecho es que la conducta atribuida a él  tenga re-
lación, vale decir, se hubiese materializado en unos entornos 
de conexión, enlace, correspondencia o efectos reflejos con las 
funciones públicas desempeñadas. La finalidad paramilitar de 
refundar la patria fue un proyecto político- criminal al que se 
concertaron servidores públicos que pusieron al servicio el car-
go que ostentaban y la funcionalidad del mismo.
 
Por tanto, para el caso no se trata de una mirada restrictiva en la que 
tan solo tenga cabida de manera exclusiva y excluyente de los deli-
tos denominados propios funcionales con sujeto activo cualificado 
como requerimiento esencial e indispensable porque esa no es la 
lectura que resulta del parágrafo constitucional del artículo 235.

38	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de 18 de noviembre de 
2009, radicación 29.632, el cual recurrido por vía de reposición fue mantenido por 
la Sala mediante providencia de 18 de diciembre de 2009.
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Extracto No. 17

Radicado 23802 – 26 de enero de 2010
Sentencia condenatoria contra del ex senador Vicente Blel Saad 

por el delito de concierto para delinquir agravado

Mediante auto del pasado primero de septiembre dictado dentro del proce-
so de única instancia No. 31653, la Corte varió la tesis anterior sostenida 
desde el 18 de abril de 2007 en el radicado 26942 y volvió nuevamente a 
acoger el precedente que mantuvo desde mucho antes de esta decisión39. Es 
así como, por mayoría, sostuvo que pese a la renuncia del congresista allí 
investigado Édgar Eulises Torres Murillo, aún así éste proseguía cobijado 
por el fuero y en consecuencia mantenía la Corte la competencia para juz-
garlo, pues el delito a él imputado, a pesar de no ser de los denominados 
propios, tenía relación con las funciones desempeñadas.

Esta posición jurisprudencial fue confirmada también por mayoría de la 
Sala, en providencia del pasado 15 de septiembre40, en la cual se plasmaron 
una serie de eventos en los que debía proseguirse bien la indagación, ora 
la investigación o el juzgamiento según el caso, siempre que la conducta 
endilgada al congresista estuviese relacionada con su función.

Naturalmente, luego de regresar este expediente a la Corte proveniente del 
Juzgado Sexto Penal del Circuito Especializado de Bogotá, en donde se 
adelantó la etapa del juicio, por mayoría se dispuso reasumir el conoci-
miento para proseguir la actuación, dictándose la correspondiente senten-
cia. En esa oportunidad se esbozaron algunas razones para fundamentar 
la decisión, señalándose que en la providencia de fondo se expondría más 
en detalle al respecto, como de todas maneras se hizo al dar respuesta a la 

39	 Respecto del precedente según el cual: “el fuero se mantiene pese a la renuncia del 
congresista, a condición de que la conducta que se le imputa tenga relación con las 
funciones desempeñadas”, fue la constante y el fundamento para determinar en ca-
sos similares la competencia de esta Corporación. Para ello bien pueden tenerse en 
cuenta, entre otras, las siguientes decisiones: Auto 15 de febrero de 1995. Radicado 
9675/ Auto del 18 de febrero de 1997. Radicado 10684/ Auto del 23 de mayo de 
2001. Radicado 17.657/ Sentencia del 2 de junio de 2004. Radicado 9.121/ Auto 3 
de agosto de 2005. Radicado 23254. 

40	 Proceso de única instancia No.27.032, aprobado mediante Acta No.291 del 15 de 
septiembre de 2009, seguido en contra del congresista Álvaro Araujo Castro, en 
donde, por mayoría, se resolvió REASUMIR el conocimiento del mismo.
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solicitud de nulidad y a la reposición de la misma, impetradas por el agente 
del Ministerio Público y como se hace ahora en esta sentencia.

Efectivamente, sólo desde el 18 de abril de 2007 dentro del radicado 26942 
y hasta el 1º de septiembre de esta anualidad fue criterio mayoritario reite-
rado de la Sala apartarse del conocimiento y enviar los procesos de única 
instancia contra aforados, a la Fiscalía General de la Nación para que allí 
se prosiguiera la actuación, cuando éstos cesaban en el ejercicio de sus car-
gos, bajo la novedosa óptica allí plasmada conforme a la cual tan sólo los 
delitos denominados “propios” correspondían a lo señalado en el parágrafo 
del artículo 235 de la Carta, es decir, bajo el entendido que éstos eran los 
únicos que tenían relación con la función.

Pero a partir de la fecha mencionada (1º de septiembre de 2009), retoman-
do la tesis anterior al 18 de abril de 2007, nuevamente constituye criterio 
mayoritario de la Sala que una vez cesa el aforado en el ejercicio de su 
cargo, no deviene en forma automática el desprendimiento de la compe-
tencia respecto de los delitos comunes, pues eventualmente cualquiera que 
éste sea, aún así puede tener nexo o relación con las funciones que el cargo 
antes ocupado le permitían ejercer al aforado. 
  
Precisamente, es la misma norma constitucional (parágrafo del art. 235) 
la que permite arribar a tal conclusión, pues si bien se venían consideran-
do como relacionados con la función tan sólo los delitos propios, no son 
éstos los únicos con esa característica. Se trata entonces, y así lo hace la 
norma en cuestión, de determinar si la conducta propia o no, tiene relación 
con la función, lo cual no puede resultar de una interpretación meramente 
exegética, sino por el contrario, de una teleológica y sistemática, pues se 
insiste, lo que constitucionalmente permite prorrogar la competencia, pese 
a la cesación en el cargo, es que la conducta punible “tenga relación” -co-
nexión, enlace o correspondencia- con las funciones desempeñadas y no 
exclusivamente el delito cometido en cumplimiento de las mismas, pues 
ello no fue lo que el constituyente primario plasmó; máxime cuando las 
funciones de los congresistas no se limitan solamente a lo descrito en el 
artículo 6º de la Ley 5ª de 1992, en tanto éstas deben visualizarse a través 
de lo dispuesto por el artículo 133 de la Carta, en el entendido de que son 
quienes “representan al pueblo, y deberán actuar consultando la justicia 
y el bien común”.

Así lo señaló esta Corporación en precedencia al referirse al delito de con-
cierto para delinquir y sus características:
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“…Es que no solamente propicia un ambiente de inseguridad 
pública quien atenta materialmente contra la comunidad, o quien 
destruye su patrimonio físico, sino que hace tanto o mayor daño 
quien promueve acciones que de suyo, aunque sin violencia in-
mediata, tienen la capacidad para generar alarma social y des-
estabilizar las principales instituciones, ante la pérdida de cre-
dibilidad y la quiebra de esenciales principios que informan al 
Estado social, democrático y de derecho.

(…)

Como el ser humano dirige su comportamiento hacia la conquis-
ta de las metas o fines que se propone, en casi todos los casos 
habrá un propósito final identificable; sin embargo, porque el 
fin último sea individualizable no se desvirtúa la existencia del 
concierto para delinquir, siempre que, como ocurrió en la Cá-
mara de Representantes, para llegar a ese cometido se acepte la 
comisión de cuantos ilícitos indeterminados fuesen necesarios. 
En este evento, el concierto para delinquir no se predica a juzgar 
por la finalidad, pues, se insiste, es un delito de mero peligro, 
sino en consideración a los medios para conseguirla”41.

Y es que esa asociación criminal (inciso 2º artículo 340 C.P.) no es vacía 
de contenido, sino que siempre persigue unos fines que en este específi-
co caso estuvieron orientados a “PROMOVER” esas agrupaciones arma-
das ilegales, por ello la Sala, acogiendo en ese preciso aspecto lo que dijo 
la defensa42, siempre ha señalado que no basta una simple reunión con 
agrupaciones o personas como éstas para que automáticamente aparezca 
comprometido el bien jurídico de la seguridad pública, sino que resulta 
importante también analizar el contexto en el cual tal situación ocurre, que 
como en el actual caso, se desarrolló con el único propósito de llevar a la 
Gobernación de Bolívar para el período 2004-2007 al candidato de la pre-
dilección de Blel Saad y no para hacer una simple solicitud -de permitir el 
proselitismo en la zona- al comandante Mancuso, como lo ha pretendido 
hacer creer la defensa.

Es precisamente por lo anterior que la Sala varió el precedente en este 
aspecto, pues no resulta lógico ni acorde con el mandato constitucional se-
guir considerando que solamente los delitos propios pueden tener relación 

41	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 23 Sep. 2003. Rad.17.089.
42	 La defensa en sus alegaciones finales, en juicio, mencionó el caso del congresista 

José de Los Santos Negrete Florez. Rad. No.26.942.
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con la función, cuando hay otros denominados comunes, como el concierto 
para delinquir, en cuyos eventos el cargo de congresista y las funciones a él 
inherentes, en ciertos casos, compromete con su conducta. 
 	
Vale la pena detenerse un instante para analizar algunas de las funciones 
del acusado en su calidad de congresista; así, perfectamente y sin dudar, 
colige la Sala que sí están íntimamente relacionadas con la conducta por la 
cual fue llamado a juicio, pues acudir a las mencionadas reuniones con co-
mandantes paramilitares, para obtener aval o apoyo para su candidato a la 
Gobernación del Departamento de Bolívar, a más de promocionar con ese 
comportamiento la agrupación armada ilegal, por el estatus que para estos 
delincuentes implicaba ver rendido y sometido ante ellos a un legislador 
y por esa vía fácilmente al Congreso de la República, también se com-
prometía desde allí la función congresional que, se recuerda, primordial-
mente consiste en “representar al pueblo, y actuar consultando la justicia 
y el bien común”, lo que evidentemente se entorpece con la promoción 
paramilitar. 

Además, si se tienen en cuenta en general las funciones del Congreso, que 
se ejercen mediante la expedición de leyes43 y también mediante activi-
dades administrativas y otras, se puede con mayor facilidad explicar por 
qué razón Blel Saad estando investido con esa alta dignidad, tenía un gran 
interés en que, a como diera lugar, resultara elegida para el cargo de Go-
bernador una persona de sus afectos (Simancas) y no un oponente suyo 
(López Cossio).

Efectivamente, para ello bastaría con observar algunas de estas funciones, 
tales como las señaladas en los numerales tercero, cuarto, quinto, sexto 
y séptimo del artículo 150 y otras de la Carta, entre ellas las siguientes: 
aprobar el plan nacional de desarrollo, definir la división general del terri-
torio, fijar las bases y condiciones para crear, eliminar, modificar o fusionar 
entidades territoriales y establecer sus competencias, conferir atribuciones 
especiales a las asambleas departamentales, reglamentar la creación y fun-
cionamiento de las corporaciones autónomas regionales, crear o autorizar 
la constitución de empresas industriales y comerciales del Estado y socie-
dades de economía mixta, etc.

Todas las antes mencionadas, de una u otra manera, tienen íntima relación 
con una autoridad regional como el Gobernador, pues éste, entre otras, 

43	 Constitución Política. Artículo 150. También el artículo 6º de la Ley 5ª de 1992.
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maneja e influye directamente en el presupuesto departamental, en las em-
presas industriales y comerciales como las licoreras, en las empresas del 
chance, loterías, juegos de azar, hospitales, contratación, así como en la 
nómina respectiva y en otras varias actividades generadoras de grandes 
recursos económicos y de gran poder como el manejo y la distribución de 
las regalías por la producción aurífera del sur de Bolívar, que sin mucho es-
fuerzo permiten colegir cuál podría llegar a ser eventualmente la verdadera 
razón por la que un congresista como el acusado pretendiera imponer, por 
vías ilegales, su candidato para el aludido cargo, afianzándose para ello en 
los grupos de autodefensa dominantes en la región, pretensión ésta por la 
cual la Sala concluye bajo un sano criterio lógico, se vio impulsado el en-
tonces Senador Vicente Blel, conforme se afirma en el proceso, a solicitarle 
a la congresista Eleonora Pineda -reconocida por sus fuertes vínculos con 
las autodefensas- sus buenos oficios a fin de lograr una reunión entre varios 
líderes políticos y el comandante paramilitar Salvatore Mancuso. 
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2.4.3.	 Reasumir la competencia no representa un doble 
juzgamiento

Extracto No. 18

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araujo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

Ahora bien, sobre la competencia de la Sala, desde cuando se reasumió 
el conocimiento de la causa se anunció que, debido a la relación, nexo o 
vinculación entre las funciones desempeñadas por el ex congresista con las 
conductas imputadas, de conformidad con los artículos 235 ordinal 3º de 
la Constitución Política y 75 numeral 7º de la Ley 600 de 2000, la Corte es 
competente para investigar y juzgar al doctor Araújo Castro.

Ciertamente, esa posición recogió la sostenida en auto del dieciocho (18) 
de abril de 200744 cuando se consideró que la mencionada relación no se 
advertía, acorde con la para entonces tesis mayoritaria de la Sala, según la 
cual solamente en los delitos propios y no en los comunes podía advertirse 
la relación entre delito y función reclamada por el parágrafo del artículo 
235 superior, para que la competencia de la Corte se mantuviera, pues al 
reexaminar el asunto pudo observar que también cuando se atribuye un de-
lito común se conservaba la competencia, siempre que pudiera establecerse 
el nexo entre la conducta ilícita y las funciones, que fue justamente lo que 
pudo ocurrir en este caso, en el que se le imputa al procesado haberse con-
certado con las autodefensas cuando se desempeñaba como representante 
a la Cámara para acceder al cargo de Senador, tal y como se indicó en la 
providencia del pasado 15 de septiembre de 2009.

Tal postura ha sido ampliamente debatida pues, como se conoce, tanto el 
Ministerio Público como la Defensa han cuestionado la legalidad de aque-
lla decisión mediante sendas solicitudes de nulidad y recursos interpuestos 
contra la negativa de la Corte a decretarla, y aún recientemente cuando el 
acusado allega la decisión adoptada el 21 de enero de 2010 por el Comité 

44	 Fl. 166 y 167 c. o. 24
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de Derechos Humanos de la Unión Interparlamentaria, a la cual habría que 
contestar lo siguiente, haciendo hincapié en que el Código de Procedimien-
to Penal aplicable es la Ley 600 de 2000, porque así lo decidieron, precisa-
mente, nuestros legisladores45:

(i) No es cierto que esta investigación se haya iniciado sorpresivamente 
en contra del acusado y se haya tratado su caso junto al de otras personas 
contra las cuales existían “pruebas claras”, negándose la Corte a separar el 
tratamiento del enjuiciado perjudicando su defensa, porque en la misma fe-
cha en que se ordenó la apertura de la instrucción, debidamente informada, 
el imputado otorgó poder a su abogado46 y desde entonces se ha ejercido la 
defensa material y técnica; de otro lado, atendido el fuero de las personas 
contra las cuales se procedía, incluido el acusado, todos debían ser investi-
gados por la misma cuerda procesal, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 91 de la Ley 600 de 2000.
 
(ii) En manera alguna representa para el procesado un doble juzgamiento 
el que la Sala haya resuelto reasumir el conocimiento de la causa, pues 
precisamente en las decisiones relacionadas con el tema – 147 y 15 de sep-
tiembre, 1 y 28 de octubre, y 3 de diciembre 2009 -, se determinó clara-
mente el momento oportuno para hacerlo, sin contratiempos, siendo que en 
el caso concreto, por virtud de la renuncia a la curul, como ya se indicó, el 
proceso fue remitido a la Fiscalía, según decisión del 18 de abril de 2008, 
la cual cerró la investigación y profirió resolución de acusación el veintidós 
de agosto de 2007, la cual fue confirmada por el Vicefiscal General de la 
Nación, dada la apelación interpuesta, en lo que corresponde a los delitos 
de concierto para delinquir agravado y constreñimiento al sufragante, con 
resolución del 18 de enero de 2008 y, siguiendo las etapas procesales co-
rrespondientes, luego de un cambio de radicación, la causa fue proseguida 
por el Juzgado Quinto Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, 
donde se surtieron las audiencia preparatoria y de juzgamiento correspon-
dientes, culminando la última el 22 de julio de 2009.

El 2 de septiembre siguiente, atendiendo una decisión de la Sala expedida 
el día anterior en otro proceso, el juzgado remitió por competencia el juicio 
que fue reasumido el 15 de septiembre siguiente, comenzando entonces el 
debate sobre este tema, ya referido, que razonablemente ha permitido a la 

45	 Cfr. Art. 533 Ley 096 de 2004 y sentencia C-545 de 2008 de la Corte Constitucional.
46	 Fls. 218-222 y 287-288 c. o. 12. 
47	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, radicado 31.653.



104

fecha producir la sentencia que legalmente corresponde, evidenciado todo 
ello que los hechos por los que se procede contra el doctor Araújo Castro 
no han sido objeto de investigación en diferente actuación penal y, por 
tanto, ningún doble juzgamiento se aprecia.

(iii) En el auto del 15 de septiembre de 2009 de lo único que la Corte se 
ocupó fue de discernir acerca de la competencia que le asigna el artículo 
235 de la Constitución Política y su parágrafo para conocer de la causa, 
nunca sobre la responsabilidad del acusado, como para que se aduzca un 
eventual desconocimiento de la presunción de inocencia, no obstante que 
para cuando tal decisión se adopta, la resolución de acusación está en fir-
me, conforme con las reglas del procedimiento penal colombiano.

(iv) El proceso, una vez culminada la audiencia pública y reasumido por la 
Sala, es conocido por ésta en pleno y no por uno solo de sus integrantes, lo 
cual garantiza además del derecho a la defensa, el mandato constitucional 
según el cual el órgano límite de la jurisdicción penal es quien debe ocupar-
se del juzgamiento de un ex congresista en este caso, como quiera que se 
trata de quien fuera representante máximo del poder legislativo, tratamien-
to especial determinado por el fuero que lo cobija.
 
(v) La sentencia se dicta teniendo en cuenta toda la investigación cumplida 
y las diligencias realizadas, dentro de las que se cuenta la audiencia pú-
blica en la que los sujetos procesales, incluidos el procesado y la defensa, 
tuvieron la ocasión de manifestar todas sus inquietudes en relación con el 
desarrollo del proceso, las conducta punibles imputadas y la responsabili-
dad cuestionada, como en efecto lo hicieron el doctor Araújo Castro y su 
defensor – por lo que repetir ante la Sala o cualquiera de sus Magistrados 
deviene innecesario, pues, se insiste, ello es materia del análisis que debe 
cumplirse para proferir el fallo de rigor; y si éste no es susceptible de re-
cursos, es porque así lo consagró precisamente el legislador, teniendo en 
cuenta que se trata de una actuación que se adelanta en única instancia por 
la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en el entendido 
de ser el órgano de cierre de esta jurisdicción, cuyos integrantes tienen la 
suficiente preparación y conocimiento para no ir en contravía de las garan-
tías procesales, cuya decisión no puede ser debatida ante otro ente de la 
jurisdicción penal.
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2.4.4.	 El cambio de jurisprudencia no es violatoria del debido 
proceso

Extracto No. 19

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

Si bien la Corte sostuvo en ocasión anterior que esas conductas objeto de 
investigación no guardaban relación con las funciones desempeñadas, lo 
cierto es que puede cambiar su postura sin que con ello vulnere derecho 
alguno ni atente contra el debido proceso.

Ahora bien, el respeto por el precedente jurisprudencial es una garantía 
propia del Estado de Derecho, en cuanto hace efectiva la seguridad jurídica, 
máxime cuando se ha mantenido durante un tiempo significativo. Sin em-
bargo, ello no implica que sea inmodificable. Los jueces y las corporacio-
nes judiciales pueden cambiar su posición frente a un determinado asunto 
siempre que ello se verifique abiertamente, de manera suficientemente mo-
tivada y con expresa exposición de los motivos -fácticos y jurídicos- que 
conducen a la variación. De manera que, por ejemplo, si se evidencia que 
la hermenéutica anterior puede superarse por una visión diferente que realice 
los postulados constitucionales, debe desecharse o sencillamente sustituirse. 

En punto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional,48 sostiene:

“Las eventuales equivocaciones del pasado no tienen por qué ser 
la justificación de inaceptables equivocaciones en el presente y 
en el futuro. Se debe entonces aceptar que todo sistema jurídico 
se estructura en torno a una tensión permanente entre la búsque-
da de la seguridad jurídica -que implica unos jueces respetuosos 
de los precedentes- y la realización de la justicia material del 
caso concreto -que implica que los jueces tengan capacidad de 
actualizar las normas a las situaciones nuevas-. En ese orden de 

48	 Corte Constitucional. Sentencia 400 del 10 de agosto de 1998. M.P. Alejandro Mar-
tínez Caballero.
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ideas, un tribunal puede apartarse de un precedente cuando con-
sidere necesario hacerlo, pero en tal evento tiene la carga de ar-
gumentación, esto es, tiene que aportar las razones que justifican 
el apartamiento de las decisiones anteriores y la estructuración 
de una nueva respuesta al problema planteado. Además, para 
justificar un cambio jurisprudencial no basta que el tribunal con-
sidere que la interpretación actual es un poco mejor que la ante-
rior, puesto que el precedente, por el solo hecho de serlo, goza ya 
de un plus, pues ha orientado el sistema jurídico de determinada 
manera. Por ello, para que un cambio jurisprudencial no sea ar-
bitrario es necesario que el tribunal aporte razones que sean de 
un peso y una fuerza tales que, en el caso concreto, primen no 
sólo sobre los criterios que sirvieron de base a la decisión en 
el pasado sino, además, sobre las consideraciones de seguridad 
jurídica e igualdad que fundamentan el principio esencial del 
respeto del precedente en un Estado de derecho”.
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2.4.5.	 Competencia de la Corte para investigar el concierto 
del funcionario orientado a la promoción ideológico–
política de grupos armados ilegales

Extracto No. 20

Radicado 33118 – 13 de mayo de 2010
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

César Pérez García

En las citadas decisiones, la Sala fijó los derroteros de interpretación del 
citado parágrafo del artículo 235 de la norma superior al igual que la inter-
pretación de la Ley 153 de 1887, así como la valoración en cada caso en 
particular, para determinar si es competente o -por el contrario- devolver la 
actuación al funcionario judicial para que retome la competencia y conti-
núe el proceso su curso hasta su culminación.

En el segundo auto en mención, el del quince de septiembre de 2009, la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia dispuso mantener la competen-
cia, no obstante el congresista haya dejado de pertenecer a la respectiva 
corporación legislativa, sin dubitación alguna, cuando el delito atribuido es 
de los llamados propios o de responsabilidad.

Pero cuando la infracción imputada es de aquellas que de alguna manera 
pudieran dar cabida a una conclusión diversa o dubitativa, como fruto de 
la valoración de la prueba, del desarrollo de la función, de las actividades 
desplegadas en el ejercicio del cargo, como en los procesos fundados en el 
concierto para delinquir agravado, la fijación definitiva de la competencia, 
reglamentada en la Constitución, la realiza la Corte Suprema de Justicia, 
como órgano máximo de la Jurisdicción Ordinaria.

Con fundamento en lo expuesto en la citada providencia, se procede a ana-
lizar en este caso particular el nexo entre el delito atribuido y la imputación 
efectuada.

Los hechos que motivaron la apertura de instrucción, tal como queda-
ron referidos en la resolución de situación jurídica, se relacionan con los 
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señalamientos hechos en contra del ex Representante a la Cámara, cuando 
el 11 de noviembre de 1988 un grupo de miembros de las autodefensas 
unidas en connivencia con miembros de la Fuerza Pública, irrumpieron en 
la población de Segovia (Antioquia) y dieron muerte a un número de perso-
nas, hecho que marcó la historia de nuestro país y fue tristemente conocido 
como la masacre de Segovia.

Para esa fecha, como ya se ha referido esta providencia, el doctor CÉ-
SAR PÉREZ GARCÍA ostentaba la calidad de miembro del Congreso de 
la República y en razón a ello, las incipientes diligencias fueron remitidas 
a la Corte Suprema con fundamento en el artículo 235 de la Constitución 
Política de 1991.

Para ese momento, la Sala, al analizar la competencia, expuso:

Adelantadas innumerables diligencias y llegado el momento procesal de ca-
lificar el mérito del sumario, la Fiscalía delegada ante el Juzgado Regional 
mediante providencia del quince (15) de junio de mil novecientos noventa 
y tres dispuso, entre otras decisiones, compulsar copias con destino a esta 
Corporación para que se investigue lo relacionado con el Doctor CÉSAR 
PÉREZ GARCÍA en su calidad de Presidente de la Cámara de Represen-
tantes y la existencia de un posible nexo con el grupo paramilitar MRN 
(MUERTE A REVOLUCIONARIOS DEL NORDESTE) o REALISTAS. 

Por su parte, esta Corporación, con el fin de comprobar si la con-
ducta atribuida al acusado se encuentra dentro de las situaciones 
contempladas en nuestra Carta Política, respecto del fuero consti-
tucional previsto para los Congresistas, dispuso acreditar tal cali-
dad, motivo por el cual obtuvo certificación de la Secretaría Gene-
ral de la Cámara de Representantes relativa a los períodos durante 
los cuales el Doctor CÉSAR PÉREZ GARCÍA se ha desempaña-
do como Parlamentario, pudiéndose constatar, para lo que interesa 
a este investigativo, que había sido elegido para el período cons-
titucional comprendido entre 1991 y 1994 (sic) [el último período 
para el cual fue elegido corresponde a los años1986-1990]49, y 
que actuó ininterrumpidamente hasta el diez (10) de marzo de mil 
novecientos noventa y cuatro (1994), fecha en la cual el Consejo 
de Estado le decretó la pérdida de investidura.

Como se ha reiterado en innumerables oportunidades, el fuero 
constitucional de los congresistas surge de dos posibilidades: 

49	 Folio 173 del cuaderno original número 12.1.
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que el imputado o sindicado de una infracción a la ley penal se 
desempeñe como congresista, lo que exige la actualidad de la 
investidura; o que después de haber cesado en sus funciones, 
la conducta que se le imputa tenga relación con las funciones 
desempeñadas.

En el caso sub examen, la primera posibilidad queda descartada 
pues, conforme a la certificación expedida por el Subsecreta-
rio general de la Cámara de Representantes, el día 10 de marzo 
de1994 el Consejo de Estado le decretó la pérdida de investidura 
al doctor PÉREZ GARCÍA.

En cuanto al evento de que la conducta atribuida al excongre-
sista tenga relación con las funciones desempeñadas, segundo 
supuesto en el cual la Corte guardaría la competencia para seguir 
conociendo del asunto, es aspecto que también quedaría exclui-
do, habida cuenta que el hecho investigado hace referencia al 
genocidio ocurrido en la población de Segovia el pasado once 
(11) de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho (1998) 
y/o su pertenencia o participación en la constitución de un grupo 
paramilitar, actividades completamente ajenas al desempeño de 
las funciones parlamentarias”50 (negrillas fuera de texto)

La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia considera que la interpreta-
ción que en su momento realizó en el año 1995 dista diametralmente de la 
que hoy en día rige a partir del primero de septiembre del año anterior, la 
que debe estar precedida del análisis de la concreta situación para poste-
riormente definir si efectivamente se trata de actividades ―completamente 
ajenas al desempeño de las funciones parlamentarias, como en esa oportu-
nidad lo sostuvo la Corporación.

Recientemente la Corte Constitucional, en la revisión de las sentencias pro-
feridas por el Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria y Consejo Superior de la Judicatura, Sala Ju-
risdiccional Disciplinaria, se refirió a que la situación de los Senadores y 
Representantes a la Cámara no es equiparable a la de ningún otro servidor 
público, ni a la de un procesado común, habida cuenta que: tienen una es-
pecial jerarquía puesto que son los máximos dignatarios de la rama legisla-
tiva, por lo cual su situación procesal debe ser comparada no con lo que la 
ley establece para el resto de los servidores públicos sino con la regulación 

50	 Corte Suprema de Justicia. Auto de 27 de abril de 1995. Radicación 10.263. Folios 
17 a 22 del cuaderno original de la Corte Suprema.
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que la Carta consagra para quienes ocupan la cúpula de las otras Ramas 
del poder51.

La prueba allegada a la investigación motivó en su momento la compul-
sación de copias con destino a la Corte Suprema de Justicia, pruebas que 
analizadas hoy, bajo la reciente y consolidada jurisprudencia de la Sala 
Penal, permite estimar que los hechos ocurridos en Segovia, el 11 de no-
viembre de 1988, sí tuvieron relación con las funciones que desempeñaba 
el entonces representante a la cámara CÉSAR PÉREZ GARCÍA, porque de 
los testimonios e indagatorias se desprende que presuntamente existió un 
interés político con la finalidad de mantener en dicho territorio la hegemo-
nía de quien para esa época representaba el liderazgo del partido liberal.

A lo anterior se sumaba el factor detonante de la masacre, como lo refieren 
los declarantes que más adelante se cita, y fue el triunfo de la UP como par-
tido político, al alcanzar la mayoría de escaños en el Concejo y la alcaldía 
de la municipalidad.

(…)

En el auto de 1° de septiembre del año pasado, la Corte Suprema de Jus-
ticia determinó que: “La relación del delito con la función pública tiene 
lugar cuando se realiza por causa del servicio, con ocasión del mismo o en 
ejercicio de funciones inherentes al cargo; esto es, que la conducta tenga 
origen en la actividad congresional, o sea su necesaria consecuencia, o que 
el ejercicio de las funciones propias del congresista se constituya en medio 
y oportunidad propicia para la ejecución del punible, o que represente un 
desviado o abusivo ejercicio de funciones”.

Y agregó: “Tal es el caso de los congresistas a quienes se les imputa la 
conducta de concierto para delinquir agravado por sus eventuales vínculos 
con miembros de las autodefensas cuando ya ocupaba una curul en el Con-
greso de la República, proceder que si bien no es propio de sus funciones, 
en cuanto reunirse con delincuentes para orquestar la comisión de delitos 
no es ni podrá ser inherente al ámbito funcional de dicha Corporación, sí 
pone de presente, de un lado, que posiblemente hacía parte de dicha organi-
zación criminal y, de otro, que de conformidad con la forma en que operaba 
la misma, se trataba presuntamente de un miembro calificado de la misma a 
quien correspondía aportar dentro de su ámbito funcional”.

51	 Corte Constitucional. Sentencia T-965 de 2009.
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En este orden de ideas, analizadas las conductas que motivaron en su mo-
mento la apertura de instrucción producto de la orden de investigar al ex 
congresista CÉSAR PÉREZ GARCÍA, como lo dispuso la Fiscalía Regio-
nal en la calificación del sumario, estima la Sala que se encuentran reunidas 
las premisas que facultan a la Corporación para reasumir la competencia y 
continuar el trámite en única instancia en la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia al hallar que para la fecha de los hechos el procesado se encon-
traba en ejercicio de sus funciones y presuntamente la pérdida del caudal 
electoral en la población de Segovia, considerado un “fortín del partido 
Liberal”, provocó la alianza cuyo fin era la recuperación de dicha zona, 
hecho que se encuentra inescindiblemente relacionado con las elecciones 
y el ejercicio del derecho al voto, a la elección popular, único medio esta-
blecido en la Constitución Política para acceder a una curul en el Congreso 
de la República.

En el auto del primero de septiembre de 2009, como en la providencia com-
plementaria del 15 del mismo mes y año, la Corte resolvió asumir una pos-
tura que parte del mantenimiento del fuero congresional en cuanto se trate 
de conductas inherentes al ejercicio de la función pública que corresponde 
a Senadores y Representantes (artículos 150 y ss. de la Carta Política), pero 
a la par de ello se debe acudir al referido parágrafo del artículo 235 de la 
Constitución cuando no se trata específicamente de ―delitos propios, sino 
de punibles ―que tengan relación con las funciones desempeñadas por 
los congresistas, siempre que de su contexto se advierta el vínculo con la 
función pública propia del Congreso.

La relación del delito con la función pública tiene lugar cuando se realiza 
por causa del servicio, con ocasión del mismo o en ejercicio de funciones 
inherentes al cargo; esto es, que la conducta tenga origen en la actividad 
congresional, o sea su necesaria consecuencia, o que el ejercicio de las 
funciones propias del congresista se constituya en medio y oportunidad 
propicios para la ejecución del punible, o que represente un desviado o 
abusivo ejercicio de funciones.

En reciente pronunciamiento, la Sala al ocuparse de la competencia para 
conocer del proceso contra el señor ex Brigadier General de la República 
RITO ALEJO DEL RÍO ROJAS52, consideró que la asociación ilícita para 
cometer homicidios no tiene relación alguna con los fines del Estado, ó con 

52	 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Auto de 15 de marzo de 2010. 
Radicado 33.719
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la función pública; aunque fuera cierto que el oficial hubiere ―abusado 
de la función y que el delito (homicidio) tiene ―íntima conexión con el 
ejercicio de su función castrense, tal comportamiento dista mucho de los 
deberes del cargo que un día juró cumplir de conformidad con la Constitu-
ción y la ley, por tanto, conductas de tal género excluyen la aplicación del 
privilegio de juzgamiento.

Además, en la providencia citada, se agregó a la anterior reflexión, que: 
―sólo da lugar a la aplicación del mencionado fuero constitucional el he-
cho de que el concierto del funcionario se oriente a la promoción ideológi-
ca-política (…), decisión que respalda el caso en estudio del ex represen-
tante a la cámara CÉSAR PÉREZ GARCÍA.

La inclusión de este párrafo tuvo como finalidad facilitar el ejercicio de 
contraste entre el delito de concierto para delinquir y aquellas conductas 
orientadas a facilitar la comisión de crímenes generalizados contra la po-
blación civil, pero es preciso aclarar que la decisión tomada por la Sala 
contra el ex miembro de la Fuerza Pública se circunscribía al homicidio 
del señor MARINO LÓPEZ MENA, ocurrido el 27 de febrero de 1997 en 
el departamento del Chocó, por lo que la referencia a la orientación exclu-
siva y excluyente del concierto para delinquir con la finalidad de llevar a 
cabo promoción ideológica-política, debe ser entendida como una de las 
modalidades delictivas por las cuales la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia es competente para investigar y acusar a los funcionarios que 
gozan de fuero constitucional, pero no la única, cuando el núcleo esencial 
es la ilícita asociación que puede presentarse en variadas manifestaciones, 
de conformidad con la jurisprudencia de la Sala en torno a la interpretación 
del parágrafo del artículo 235 de la Constitución Política.
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2.4.6.	 Interpretación del artículo 235 de la Constitución 
Política de conformidad con el principio del juez natural, 
el debido proceso y la perpetuatio jurisdictionis 

Extracto No. 21

Radicado 31.653 – 1 de septiembre de 2009
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

Edgar Eulises Torres Murillo 

Esas manifestaciones destacadas en precedencia, obligan a la Corte a abor-
dar más profundamente el examen de la cuestión asumiendo, como corres-
ponde al momento histórico de coyuntura político institucional por el que 
atraviesa la nación, una visión jurídica acorde con el contenido y alcances 
contextualizados del artículo 235 de la Carta Política.

Para el efecto, basta acudir a un principio basilar en un Estado social y de-
mocrático de derecho, en proceso de construcción en Colombia, inherente 
a la función jurisdiccional que realizan las instituciones de justicia y, en 
este caso concreto, la Corte: el juez natural.
  
Respecto de ello, expresamente el artículo 29 de la Constitución Polí-
tica prevé: “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales o administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme 
a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 
competente y con observancia de la plenitud de las forma propias de 
cada juicio”.

La Corte Suprema de Justicia ha precisado53:

“No puede desconocerse que la competencia para juzgar es uno 
de los principios basilares del debido proceso que atañe con el 
principio del juez natural y la organización judicial, expresa-
mente consagrado en el artículo 29 constitucional cuando re-
fiere al juzgamiento ante el “juez o tribunal competente”, y esa 

53	 Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 17 de abril de 1995, radicado 8954.
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especial connotación impide al funcionamiento judicial pasar 
por alto o desconocer tal requisito al asumir el conocimiento 
de los procesos, o adoptar en ellos decisiones, defecto que de 
ocurrir, tampoco puede subsanarse sino mediante la declaratoria 
de nulidad por incompetencia que se advierte en los artículos 
304-1 y 305 del Código de Procedimiento Penal (hoy regulados 
de manera similar, en los artículos 306-1 y 307, de la Ley 600 de 
2000, acota la Sala).

(…)

“El derecho a ser juzgado “conforme a las leyes preexistentes al 
acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con ob-
servancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”, es 
además una garantía de rango superior que no accidentalmente 
se consagra en la Carta sino de modo coherente con compromi-
sos suscritos por Colombia en el ámbito internacional, sin que 
pueda válidamente sostenerse que haya dentro de la Constitu-
ción Política preceptos de mayor jerarquía (en este caso por vía 
de ejemplo el de la efectividad del derecho sustancial que se 
consagra en el artículo 228 superior) frente a otros, pues ello 
implicaría el desconocimiento de la naturaleza armónica de esas 
normas supremas y de la doctrina constitucional de invariable 
arraigo en nuestro derecho, según la cual todos los preceptos 
de la Carta se integran, complementan y sirven recíprocamente 
para su interpretación más adecuada y certera.

“Así, entonces, mal puede sostenerse que so pretexto de la ope-
rancia del derecho sustancial sobre las formas puedan sacrificar-
se principios como el de legalidad, o el del juez natural, pues no 
resulta difícil comprender que la operancia de aquel imperativo 
práctico de eficacia sólo puede realizarse al interior de un proce-
so debido y no mediante la adopción de decisiones arbitrarias de 
cualquier funcionario incompetente.

“En otros términos, valga apuntar que lo importante para un Es-
tado de derecho no es el que se emitan muchos fallos de condena, 
sino que éstos se produzcan con respeto pleno de los principios y 
las garantías constitucionales que son el presupuesto de legitimi-
dad de las decisiones judiciales, y cuyo extrañamiento, así fuese 
por motivos de conveniencia o pragmatismo, tornarían el ejerci-
cio del poder del juez en prototipo de arbitrariedad y tiranía.

Y, en salvamento de voto que tiene plena vigencia, en tanto se refiere a 
aspectos generales y universales del derecho, un magistrado de la Corte 
Constitucional precisó (Sentencia C-1064 de 2002):
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“El concepto de juez natural ordinario prohíbe modificar, aun 
por medio de la ley la competencia del juez competente precons-
tituido a otro juez también preconstituido (y aunque sea otro 
juez ordinario, pero incompetente al momento de la comisión 
del hecho que se juzga).

(…)

El concepto de juez ordinario natural busca proteger el mismo 
tiempo una pluralidad de valores; dentro de esos valores están: 
La imparcialidad del juez; la independencia del juez; el princi-
pio de legalidad; el debido proceso, y todas ellas apuntan a pro-
teger la libertad de los ciudadanos. El concepto de juez natural 
ha evolucionado en el sentido de garantizar la determinación 
del juez (antes de que cometa el hecho), no sólo en abstracto, 
sino también en concreto, de tal manera que la garantía cobija 
no sólo la determinación del órgano que juzga sino que ade-
más la composición del órgano que juzga; con el fin de que la 
determinación del juez en concreto se haga por el legislador y 
además con reglas objetivas que eviten que se designen jueces 
a dedo.

El principio del juez natural es una garantía de la libertad de los 
ciudadanos. Con fundamento en tal principio, ninguna persona 
puede ser juzgada si no es por el juez preconstituido por la ley, 
esto es, el juez establecido con anterioridad a aquel particular 
juzgamiento y, lógicamente, se requiere que ese juez sea compe-
tente para juzgar ese hecho, competencia que le ha sido dada por 
una ley anterior al juicio mismo. 

El principio del juez natural, entendido como norma sustancial, 
implica no sólo la preconstitución del órgano competente para 
juzgar sino también la preconstitución de su composición. Por 
esta razón, en ciertos sistemas jurídicos, como el alemán, la ga-
rantía del juez natural cobija también la determinación previa 
del procedimiento interno con que se juzga; por ejemplo, que 
esté establecido claramente cómo se hace el reparto a los diver-
sos jueces o el reparto interno de los tribunales; cómo se deter-
mina en estos últimos el orden del día de los casos que van a ser 
fallados, etc.” 

Como se aprecia, el principio del juez natural tiene honda raigambre cons-
titucional y representa un derecho inalienable que sólo en determinados y 
expresos eventos, con criterio restrictivo, dada su excepcionalidad, faculta 
que se matice.
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En concreto, los institutos referidos al impedimento, la recusación y el 
cambio de radicación, se han entendido por antonomasia limitaciones jurí-
dicas, dada su condición, del principio en mención, dejando claro que para 
ese efecto el legislador ha instituido causales taxativas de inhibición del 
juzgador, sin posibilidad de extensión o aplicación analógica.

De esta manera, si se pretende hacer respetar en su esencia el principio, 
cuando se tiene claro que constitucional y legalmente se ha establecido 
previamente el organismo judicial encargado de adelantar la investigación 
y juzgamiento de los aforados, a esas norma generales, impersonales y 
abstractas, no se puede, a no ser que la pretensión sea abjurar de las bases 
objetivas mínimas sobre las cuales se asienta el Estado social y democrá-
tico de derecho, o convertir la definición en una mera entelequia, permitir 
que la simple voluntad del investigado de renunciar a su curul, cuando con 
ello se pretende evadir la competencia de la Corte, sirva de sustento sufi-
ciente para el efecto. 

Desde otra perspectiva, obsérvese que, como criterio básico de competen-
cia y de prolongación de la misma, a fin de evitar que el proceso discurra 
por senderos de indeterminación en la materia, desde antaño, aunque con 
mayor cobertura en el campo civil, se ha institucionalizado el concepto de 
la perpetuatio jurisdictionis, entendido, según el criterio elemental con-
signado en el diccionario de derecho (Vigésimo cuarta Edición, Editorial 
Porrúa, 1997), como: “Efecto producido por el emplazamiento del deman-
dado consistente en sujetarlo a seguir el juicio ante el juez que lo emplazó, 
siendo competente al tiempo de la citación, aunque después deje de serlo 
en relación con el mismo, porque éste cambió de domicilio o por otro mo-
tivo legal”.

A su turno, la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte, 
ha señalado sobre el particular (auto del 17 de abril de 1998, radicado 
7102-98):

“En efecto, las circunstancias de hecho respecto de la cuantía del 
asunto, del factor territorial, del domicilio de las partes y de su ca-
lidad, existentes en el momento de admitirse una demanda civil, 
son las determinantes de la competencia, prácticamente para todo 
el curso del negocio y atendiendo el principio llamado de la “per-
petuatio jurisdictionis”, las modificaciones que posteriormente 
puedan darse en relación con tales factores, con muy contadas 
excepciones (…), no pueden determinar variación alguna en la 
competencia, pues la ley procesal no les reconoce esa virtud”.
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Y no es, la materia del principio de perpetuatio jurisdictionis, ajena al 
derecho procesal penal. Para el efecto, véase cómo en la Ley 600 de 2000, 
el inciso final del artículo 78, precisa que la competencia por la cuantía se 
fijará definitivamente teniendo en cuenta el valor de los salarios mínimos 
legales mensuales vigentes al momento de la comisión de la conducta 
punible.

Así mismo, el artículo 278 ibídem, establece que en los delitos contra el pa-
trimonio económico, para determinar la competencia, la cuantía y el monto 
de la indemnización podrá ser la que fije el perjudicado bajo la gravedad 
del juramento.
  
Ello, sin tomar en consideración la fijación de la competencia en los pro-
cesos penales por el delito de inasistencia alimentaria, atendiendo al domi-
cilio del afectado. 

No puede, entonces, la Corte, sin correr el riesgo de violar el principio del 
juez natural, acudir a interpretaciones que prohíjen el cambio de compe-
tencia atendiendo tan sólo a la voluntad del implicado de sustraerse al juez 
constitucionalmente preestablecido para investigar y juzgar su conducta.

Ello, no cabe duda, repugna a la idea de jurisdicción en un Estado social 
y democrático de derecho que, entre otros factores de distinción, respeta 
también principios caros a la naturaleza de esa función, entre otros, los de 
autonomía e independencia judiciales.

En este sentido, la interpretación que hasta el presente había realizado la 
Corte, si bien atiende a una visión concreta de lo consignado en el pará-
grafo del artículo 235 de la Constitución Política, debe reconocerse, había 
pasado por alto la verificación contextualizada del programa constitucional 
diseñado por el constituyente primario y, especialmente, la armonización 
necesaria de los valores y principios que lo inspiraron.

Ahora, sin que esa interpretación válida del parágrafo en cuestión va-
ríe, bajo la lente del principio del juez natural y tomando en conside-
ración el contexto histórico social del momento, se debe matizar la 
solución del problema para que se cierre la puerta al cambio de las 
reglas de juego operado con ocasión de la sola voluntad del aforado, 
incluso expresamente manifestada por él cuando dice renunciar a la 
investidura con el ánimo específico de que se le siga investigando y 
juzgando en sede diferente.
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No puede pensarse que el querer del legislador primario, en punto del 
contenido del parágrafo del artículo 235 de la Carta, haya sido facultar 
que el solo interés personal del aforado delimite posible el cambio de juez 
natural.

De esta manera, si la sola lectura literal de la norma en cuestión, emergiera 
criterio válido y único de interpretación (por fuera del sistemático, teleoló-
gico e histórico), habría que significar la existencia palpable de antinomia 
constitucional que, resuelta adecuadamente en un plano de proporcionali-
dad, debe hacer valer, por su significado y alcances concretos, los valores 
y principios fundantes de juez natural, independencia y autonomía de la 
justicia.
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2.5.	 Reglas para reasumir la competencia 

Extracto No. 22

Auto 27032 -15 de septiembre de 2009
Decide la Corte reasumir la competencia del proceso adelantado 
en contra el ex senador Álvaro Araújo Castro por los delitos de 
concierto para delinquir agravado y constreñimiento al elector

Así las cosas, atendidas las diferentes hipótesis de momentos procesales 
dentro de los cuales se desarrollan los plurales procesos adelantados ac-
tualmente por fiscales y jueces, la Corte concreta su pensamiento y solu-
ción así:

1.- PROCESOS EN INVESTIGACIÓN

2.6. Si el trámite que actualmente adelanta la Fiscalía está en fase de inves-
tigación previa, deberá ser remitida inmediatamente a la Corte, que es la 
competente para adoptar las decisiones que pongan fin a la misma, esto es, 
profiriendo auto inhibitorio o emitiendo auto de apertura de investigación 
formal.

2.7. Las diligencias que cuenten con apertura formal de investigación (RAI) 
se enviarán inmediatamente a la Corte, siempre y cuando no se haya de-
cretado aún el cierre de la misma. Desde luego, si en alguna de ellas existe 
persona detenida deberá ser puesta a disposición de la Sala, asumiendo ésta 
los términos que efectivamente estén corriendo para efectos de una libertad 
provisional como resultado de su eventual vencimiento.

2.8. Si ya se ha proferido cierre de investigación y está en firme esa deci-
sión, se impone la remisión inmediata a la Corte, salvo que se esté surtien-
do al traslado para presentar alegatos precalificatorios conforme al inciso 
2 del artículo 393 de la Ley 600 de 2000, caso en el cual, en el mismo 
despacho fiscal se deberá agotar el traslado y la recepción de los alegatos 
pertinentes, bajo el entendido que es ése uno de los ‘términos’ a que hace 
referencia y tiene aplicación la trascrita Ley 153/887.

2.9. Si ya se agotó el término para presentar alegatos (allegados o no), 



120

estando así el proceso en disposición de ser calificado, deberá enviarse a la 
Corte para que ésta proceda a la evaluación del mérito sumarial.

2.10. Si se produjo calificación por parte de la Fiscalía y se están surtiendo 
las notificaciones correspondientes, allí se continuará y agotará no sólo ese 
trámite sino también el de ejecutoria conforme el artículo 186 de la Ley 
600 de 2000, para luego sí ser remitido el expediente a la Corte, quien lo 
recibirá con la acusación en firme o impugnada, dándosele en este último 
evento el trámite correspondiente de acuerdo con su jurisprudencia actual, 
esto es, conociendo del recurso. (cfr auto de 18 de noviembre de 2008 radi-
cado 29990; auto de mayo 13 de 2009 radicado 31119, entre otros)

2.11. Si en la etapa instructiva se ha proferido por la Fiscalía una resolución 
interlocutoria (distinta de la calificación), y en ese estado está la actuación, 
las notificaciones y ejecutoria se surtirán en ese escenario, siendo aplica-
bles para esa situación las consideraciones consignadas anteriormente, vale 
decir, la Corte -de acuerdo con su jurisprudencia- conocería del recurso, 
una vez reciba el expediente.

2.12. Si se estuviere llevando a cabo la recepción de indagatoria o de ver-
sión libre, la diligencia deberá ser agotada en la Fiscalía, pues ya se en-
cuentra iniciada (art. 40 Ley 153 de 1887), debiéndose enviar el expediente 
a la Corte una vez finalizada la respectiva actuación.

2.- PROCESOS EN ETAPA DE JUZGAMIENTO

De conformidad con la ya citada Ley 153 de 1887, si la actuación que se 
adelanta es i) el traslado previsto en el artículo 400, inc 2 de la Ley 600 de 
2000, o ii) la audiencia preparatoria del artículo 401 id., o iii) la audien-
cia de juzgamiento del artículo 403 ib., el correspondiente juzgado deberá 
agotar en su totalidad el término o la diligencia -según el caso- y luego sí 
remitir inmediatamente el expediente a la Corte para que ésta señale fecha 
para la preparatoria, o para la de juzgamiento o se disponga a emitir el 
fallo, ya que la sentencia -en todo caso- corresponde dictarla a la Corpo-
ración- aclarándose obviamente que si el juzgado aún no ha dado inicio al 
traslado del artículo 400, éste se deberá surtir íntegramente en la Sala de 
Casación Penal.
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2.6.	 Inoperancia del principio de inmediación de 
carácter acusatorio en el procedimiento de la 
Ley 600: posibilidad de dictar sentencia por 
un juez diferente al reasumir la competencia 

Extracto No. 23

Radicado 34653 – 27 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Rubén Darío 

Quintero por el delito de concierto para delinquir agravado

1. La no afectación al principio de inmediación cuando varía el juez que 
debe proferir sentencia 

(…)

Como complemento de lo anterior, la Sala ha dispuesto que en el nuevo sis-
tema, según lo consagra el artículo 16, norma rectora que contiene el prin-
cipio de inmediación, "en el juicio únicamente se estimará como prueba la 
que haya sido producida o incorporada en forma pública, oral, concentrada 
y sujeta a confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento. En 
ningún caso podrá comisionarse para la práctica de pruebas. Sin embargo, 
en las circunstancias excepcionalmente previstas en este Código podrá te-
nerse como prueba la producida o incorporada de forma anticipada durante 
la audiencia ante el Juez de control de garantías".

“…forma parte del principio de inmediación en materia proba-
toria que el contenido de la declaración se circunscriba a lo vis-
to o escuchado en forma personal y sin intermediarios, para no 
romper la conexión directa que debe existir entre el sujeto que 
percibe y el objeto de la percepción. 

“En virtud de aquel principio, en el juicio oral únicamente se 
estimarán los contenidos probatorios que se hubiesen producido 
e incorporado en forma pública, oral y ante el juez de conoci-
miento, con excepción de los eventos en que se admite la prueba 
anticipada y la prueba de referencia”54.

54	 Corte Suprema de Justicia, sentencia de casación de 2 de septiembre de 2008, radi-
cación 24.920.
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A diferencia del sistema procesal preexistente, la etapa del juicio en el nue-
vo procedimiento se constituye en el centro de gravedad del proceso penal. 
Como ha de recordarse, en el esquema de la Ley 600 de 2000, al comenzar 
el juicio ya existe un recaudo probatorio importante con vocación de per-
manencia, pues es durante la etapa de la investigación a cargo exclusivo 
de la Fiscalía donde se practican por lo general la mayoría de las pruebas 
que luego sirven en el juicio para sustentar el fallo respectivo. En el nuevo 
régimen, la construcción probatoria cambia de escenario, se abandona el 
principio de permanencia y en su lugar se activan con rigor los de oralidad, 
publicidad, inmediación, contradicción y concentración. En este contexto, 
prueba es la que se practica en el juicio oral ante el juez de conocimiento, 
y sólo ella puede suministrar el fundamento de la sentencia sea absolutoria 
o condenatoria55. 

La entrada en vigencia del sistema penal con tendencia acusatoria le ha 
permitido a la jurisprudencia hacer un paralelo, basado en la legislación, 
entre la prueba “con vocación de permanencia”, propia de la Ley 600 de 
2000, y la solicitada o presentada en la audiencia preparatoria, la que debe-
rá practicarse, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 357 ibídem, 
en el momento correspondiente del juicio oral y público.

Esa “vocación de permanencia” es lo que la Sala ha estimado como el 
punto de partida del análisis de la prueba practicada en la audiencia públi-
ca, bajo las disposiciones de la Ley 600 de 2000, porque en la Ley 906 de 
2004, la exposición y valoración se diseñan como una actividad transitiva 
de las partes al juez y no como una actitud reflexiva del funcionario56, ra-
zón por la cual el Código de Procedimiento Penal señala que "la prueba 
tiene por fin llevar al conocimiento del juez, más allá de duda razonable, 
los hechos y circunstancias materia del juicio y los de la responsabilidad 
penal del acusado como coautor o partícipe".

Así entonces, de acuerdo con esta concepción, probar significa convencer 
al juez por medio de un acto completamente externo a él, en relación con 
la certeza de la existencia de un hecho delictivo y la responsabilidad del 
acusado, a diferencia del sistema de la Ley 600, en el cual, el juez debe 
contrastar, reflexionar y valorar la prueba “con vocación de permanencia”, 
con la prueba practicada en el debate oral y público en la búsqueda de la 

55	 Corte Suprema de Justicia, sentencia de casación de 17 de septiembre de 2007, 
radicación 27.336.

56	 Cfr. http://www.monografias.com/trabajos41/la-prueba/la-prueba2.shtml
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verdad material, además de que podrá decretar pruebas de oficio para evitar 
la impunidad, el error judicial o aclarar aspectos que estima son de impor-
tancia para proferir la sentencia.

De lo expuesto, se llega a varias conclusiones:

•	 La inmediación es un principio rector característico del sistema procesal 
penal implementado a través de la Ley 906 de 2004; es decir, de tenden-
cia acusatoria.

• 	 Solamente puede entenderse como prueba aquella que fuere practicada 
en atención al principio de inmediación, salvo las excepciones legal-
mente establecidas, como es el caso de la prueba anticipada.

• 	 La etapa de juicio adquiere especial preponderancia sobre las demás 
etapas procesales, por ser aquella en la cual se materializa el principio 
de inmediación a través de la práctica probatoria.

• 	 En el anterior sistema de procedimiento penal, esto es, el desarrollado 
bajo la égida de la Ley 600 de 2000, no se hablaba del principio de 
inmediación –el cual es característico del actual sistema- por estar ope-
rando el principio de la permanencia de la prueba, el cual consistía en 
que la prueba era practicada por la Fiscalía en el desarrollo de la etapa 
investigativa y su fuerza demostrativa perduraba hasta el momento en el 
que se profiriera sentencia, sin ser necesario el conocimiento directo por 
parte del Juzgador.

La línea jurisprudencial indica con claridad que el principio de inmediación 
obtiene protagonismo con la implementación del sistema penal colombia-
no con tendencia acusatoria, a través de la Ley 906 de 2004, de donde se 
desprende con razonable inferencia que bajo la égida del procedimiento 
penal adelantado con fundamento en la Ley 600 de 2000, dicho principio 
no contaba con el valor que ahora se le otorga, en contraposición al que allí 
tenía relevancia, cual era, el de la “permanencia de la prueba”.

En este orden de ideas y, en atención a la inoperancia del principio de inme-
diación característico del sistema de tendencia acusatoria dentro del proce-
dimiento penal reglado en la Ley 600 de 2000, es aceptable que, al existir 
un principio diametralmente opuesto, se pueda proferir una sentencia por 
un Juez distinto a aquel ante el cual se adelantó la audiencia pública de 
juzgamiento (en el sistema anterior) o ante quien se practicó la prueba, sin 
vulnerar el debido proceso o alguna garantía fundamental del procesado.





CAPÍTULO III
Aspectos probatorios
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3. Aspectos probatorios

3.1.	 Consideraciones generales 

3.1.1.	 Diferencias de estándar probatorio de acuerdo con la 
etapa procesal

Extracto No. 24

Radicado 29632 – 29 de septiembre de 2010
Sentencia absolutoria a favor del ex senador Carlos García 

Orjuela por el delito de concierto para delinquir agravado

En consecuencia, a pesar de que en el caso bajo examen la presencia en el 
Departamento del Tolima del Bloque de autodefensas que llevó el mismo 
nombre, es un hecho incontrastable, confirmado en la audiencia por Fer-
nando Antonio Vargas Quemba, quien, aseguró que en una oportunidad, 
por solicitud de Elías, fue llevado a una finca en donde éste se encontraba 
acompañado de personal civil y uniformado, la participación del procesa-
do en las reuniones del Rancho JC y la vereda La Chamba, mencionadas 
por los testigos de cargo, es un hecho dudoso en cuanto sus versiones no 
coinciden en el detalle de las circunstancias que permitirían establecer su 
presencia, además, no dan noticia sobre el supuesto acuerdo de doble vía 
efectuado entre el líder paramilitar y el político porque solamente, a partir 
de las supuestas reuniones, ellos infieren existió.

4. Como se ha indicado, el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal, 
exige que esté probado, en primer lugar y con certeza, la conducta punible, es 
decir, un comportamiento valorado como injusto por el derecho, y la respon-
sabilidad del procesado, pero en el caso bajo examen la prueba no conduce a 
la certeza de la celebración de las susodichas reuniones entre el ex congresis-
ta y las autodefensas y por consiguiente de un acuerdo con fines electorales, 
que es lo que concretamente constituye el núcleo de la acusación.
 
En fin: de acuerdo con la teoría del conocimiento y los grados de aproxima-
ción racional a la verdad que cada momento procesal exige, la acusación, 
como lo advirtió el delegado de la Procuraduría en su exposición, se ofrecía 
como una opción plausible, sobre todo porque su fundamento radicaba en la 
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probabilidad, más no así existe mérito probatorio para emitir una sentencia 
de condena, en la cual al definirse la tensión entre la necesidad de justicia y 
los derechos del procesado, exige certeza de la responsabilidad, la cual no 
se encuentra demostrada en el sub examine por las dudas que ofrecen los 
testimonios de cargo como atrás se puso en evidencia. 
 
Lo anterior compele a dar aplicación el apotegma in dubio pro reo, resol-
viendo la duda a favor del procesado, como expresamente lo ordena el 
inciso 2º del artículo 7º de la Ley 600 de 2000.
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Extracto No. 25

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de concierto para delinquir 
agravado, desaparición forzada agravada y homicidio agravado

Téngase en cuenta, por ser pertinente, que bajo la égida del sistema proce-
sal que rige la presente actuación (Ley 600 de 2000), como se comprende, 
desde el punto de vista de la teoría del conocimiento la sentencia requiere 
un grado de persuasión que más allá de toda duda permita suponer funda-
damente que el sindicado es autor de una conducta delictual, mientras la 
acusación, que probablemente la cometió a partir de al menos dos indicios 
graves de responsabilidad.

Al respecto ha dicho la Corte que

las decisiones jurisdiccionales responden a particulares objetivos 
y a finalidades específicas, que dependen de la escala probatoria 
que se exige según la importancia e intensidad de la determina-
ción a tomar. Por lo tanto, es comprensible que en ciertos actos 
la privación de la libertad resulte impostergable, mas no así la 
acusación, pues la una además de las finalidades intrínsecas de 
la medida privativa de la libertad, requiere afirmar que el proce-
sado probablemente incurrió en la comisión del delito que se le 
imputa. En cambio, en un grado mucho más avanzado, las exi-
gencias probatorias reclaman un mayor nivel de aproximación 
a la verdad en torno a la posible autoría del sindicado y de su 
responsabilidad, teniendo en cuenta que la acusación define los 
términos de la concreta imputación sobre la cual habrá de girar 
el debate en el juicio57.

Teniendo en cuenta esos elementos normativos, la Fiscalía consideró en 
la acusación que en grado de probabilidad se podía sostener que el doctor 
Arana Sus debía responder como autor del delito de concierto para delin-
quir, porque:

57	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto del 4 de noviembre de 
2007, radicación 26942.
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el señor Salvador Arana desde tiempo atrás a los hechos aquí 
investigados colaboró en el sentido de garantizar la permanencia 
y consolidación del grupo al margen de la ley denominado Auto-
defensas Unidas de Colombia58.

Todo ello desde luego, sobre la idea de que la evidencia permitía concluir 
que las autodefensas se habían concertado con el doctor Salvador Arana 
Sus con el objetivo de desaparecer u ocultar para posteriormente dar muer-
te a Eudaldo León Díaz Salgado. Al mismo tiempo ratificó:

Vínculo con los paramilitares, que continuó el entonces Gober-
nador de Sucre hasta la fecha de los hechos aquí investigados, 
toda vez que fue quien le dio dinero a Rodrigo Mercado Pelufo 
para que dos de sus sicarios acabaran con la vida del extinto 
alcalde59.

Señaló además que:

Entonces una vez más, se confirma la relación que tenía el señor 
Salvador Arana Sus con el grupo de autodefensas de Sucre, su 
relación con Rodrigo Mercado Pelufo y su querer dar muerte al 
Alcalde de El Roble Eudaldo León Díaz Salgado hasta el punto 
de dar una suma de dinero para perpetrar su homicidio60.

Eso significaba, para ese momento procesal, que el eje temático de la acusa-
ción giraba en torno a las reuniones que en forma consuetudinaria mantenía 
el procesado Arana Sus con el grupo ilegal liderado por alias “Cadena”, 
en donde, además, se impartió la orden de privar de su libertad al Alcalde 
Municipal, sustrayéndolo de su entorno bajo el pretexto de cumplir una 
cita en procura de solucionarle sus inconvenientes laborales mantenién-
dolo oculto, negando a dar información sobre su paradero, sustrayéndole 
en consecuencia del amparo de la ley para posteriormente ultimarlo, pues 
con ello se beneficiaba no sólo a quien determinaba dicho proceder sino a 
quienes lo ejecutaron.

58	 Cfr. folio 34 de la resolución de acusación.
59	 Ibídem.
60	 Idem, folio 36.
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3.1.2.	 La captación lícita e incidental de comunicaciones por 
parte de la inteligencia estatal no afecta la legalidad de 
la prueba

Extracto No. 26

Radicado 32805 – 23de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

Partiendo del anterior marco de referencia, debe precisarse que la graba-
ción de la cual se desprendió el llamamiento a juicio de GARCÍA ROME-
RO por los homicidios acaecidos en la incursión paramilitar ya relatada, 
constituye un elemento de juicio concreto que permite entender su previo 
conocimiento de la incursión y de qué manera, en su condición de organi-
zador del grupo, convino con su ejecución61.

Sobre tal grabación, varios fueron los reparos planteados por la defensa, 
con miras a atacar su legalidad y autenticidad, argumentándose que esa 
conversación fue producto de una ilícita interceptación, como también que 
es técnicamente imposible haberla captado accidentalmente a través de la 
frecuencia 843,910 MHz, como lo sostuvo el Comandante del departamen-
to de Policía de Sucre.

Asimismo, la defensa dirigió sus esfuerzos argumentativos a demostrar, 
mediante prueba pericial practicada en el juicio, la falta de autenticidad 
del casete que contenía el diálogo, como también, a demostrar que la con-
versación presentada en un mismo contexto temporal, en realidad contenía 

61	 En este sentido, ya en la sentencia del 16 de mayo de 2008, radicado 26470, proferi-
da contra otro congresista por efectuar alianzas con grupos paramilitares de carácter 
electoral, la Corte precisó cómo a raíz de tales acuerdos éste ingresó en la esfera 
de un aparato de poder que requería consolidar su política de penetración de lo 
público, siéndole entonces imputables las conductas ligadas a ese propósito, no así 
los excesos del grupo armado posteriores a las elecciones y reflejadas en varios ho-
micidios, ya que para eso se tendría que demostrar que el plan de autor comprendía 
otras manifestaciones de violencia que no se le atribuyeron por ausencia de prueba 
que lo vinculara a las mismas.
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distintos diálogos entre sus interlocutores acaecidos en diferentes fechas, 
para sostener con base en ello que ésta fue editada.  

(…)

En esa dirección, lo primero que debe destacarse desde el punto de vista 
eminentemente conceptual, es que la legalidad de la grabación no se halla 
en entredicho, pues como lo explicó con suficiencia la Sala en la resolución 
de acusación, la policía nacional por intermedio de su Sipol, en desarrollo 
de las labores rutinarias de rastreos del llamado espectro electromagné-
tico que lleva a cabo como organismo de inteligencia, estaba autorizada 
para captar aquella conversación. Así las cosas, se mantiene inalterado el 
razonamiento que frente al tema se expresó en esa decisión, cuando se 
sostuvo: 

“…Si las captaciones incidentales de comunicaciones en las que 
se revelen circunstancias que signifiquen un riesgo para la segu-
ridad ciudadana es una actividad lícita de la inteligencia estatal, 
el resultado de ella, esto es, el medio físico que contenga la in-
formación y su análisis, no puede considerarse ilícito desde el 
punto de vista judicial”62

62	 Acusación del 10 de julio de 2007 de esta Corporación en el radicado 32805. 
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3.1.3.	 La autenticidad de la prueba se obtiene mediante 
reconocimiento de sus intervinientes 

Extracto No. 27

Radicado 32805 – 23de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

Por lo que hace a los hipotéticos problemas de autenticidad del casete 
contentivo del diálogo entre el ex senador ALVARO GARCÍA ROMERO 
y el ganadero Joaquín García, que ocuparon buena parte de los esfuerzos 
probatorios impulsados por la defensa en el juicio y, posteriormente, en 
sus alegaciones finales, baste mencionar que su autenticidad la refren-
dó el propio acusado, no sólo ante los medios de comunicación63, sino 
también en las versiones por él ofrecidas en las investigaciones penal64 
y disciplinaria65 seguidas en su contra, cuando reconoció haber sosteni-
do dicha charla. Igualmente, el otro interlocutor, Joaquín García, hizo lo 
propio ante la Procuraduría66, admitiendo su intervención en el diálogo 
telefónico. Incluso, cada uno explicó las frases usadas, el motivo de la 
llamada y los favores que en ella se mencionan, versiones desde luego 
matizadas en cuanto al sentido de sus expresiones y los temas a los cuales 
se referían. 
 
Tal conducta procesal le otorga carácter auténtico a la conversación conte-
nida en el casete pues ésta, a la postre, no es más que un documento privado 
cuya autenticidad se logra mediante reconocimiento de sus intervinientes 

63	 En artículo periodístico de la revista Semana, ÁLVARO GARCÍA manifestó haber 
sostenido la charla con JOAQUÍN GARCÍA donde éste último le solicitó ayuda 
para recuperar un ganado hurtado por la guerrilla, hechos que ciertamente venían 
sucediendo de años atrás; incluso se conoció que en desarrollo de esa práctica sub-
versiva, se dinamitó una de las fincas de propiedad de MIGUEL NULE AMÍN, 
luego de propiedad de la esposa de JOAQUÍN GARCÍA. Asimismo, explicó el ex 
Congresista que en relación con los hechos posteriores conocidos como la masacre 
de Macayepo los términos de la conversación fueron “simples coincidencias”. 

64	 Folios 130 y 132, anexo 32.
65	 Folios 175, 176 y 180, anexo 32.
66	 Folios 166 a 174, anexo 32.
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al tenor de lo prescrito por el artículo 262 de la Ley 600 de 2000, en armo-
nía con el artículo 426 del Código de Procedimiento Civil - aplicable por 
virtud del principio de integración- 67. 

67	 Ultimo que señala entre varios métodos para establecer la autenticidad e 
identificación del documento, el “… Reconocimiento de la persona que lo 
ha elaborado, manuscrito, mecanografiado, impreso, firmado o producido”.
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3.1.4.	 La racionalidad probatoria no debe interpretarse 
como violación al principio de investigación integral

Extracto No. 28

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

5.6. No es cierto tampoco el argumento, según el cual, se investigó “más 
las pruebas de cargo que las de descargo” (sic), es decir, sin mencionarlo 
expresamente, el defensor sostiene que se violó el principio de “investiga-
ción integral” consagrado en el artículo 20 de la ley 600 de 2000, lo cual no 
se ajusta ni a la realidad ni a la actividad procesal, pues fueron suficientes 
y abundantes los medios de prueba allegados al proceso, en mayor número 
la prueba ofrecida como de refutación o de descargo.

Pese a la gran cantidad de material probatorio recopilado, conviene re-
saltar, como reiteradamente lo ha expresado la Corte68, el principio de 
investigación integral se encuentra ligado especialmente con el de la 
racionalidad que debe perentoriamente guiar al funcionario judicial en 
el acopio de pruebas, a efectos de que la averiguación no se convierta en 
una tarea interminable, pues lo que corresponde al Estado como respon-
sable de la carga de la prueba en materia penal es allegar toda aquella 
información que le permita de la manera más puntual posible reproducir 
la verdad real de los hechos investigados y demostrar la responsabilidad 
de la persona a la que se le atribuye la realización u omisión de la con-
ducta punible.

Así las cosas, no hay razón para compartir ni justificar el planteamien-
to de la defensa, pues ciertamente el recaudo probatorio estuvo guiado 
por la búsqueda permanente de la verdad material, incluso en las mismas 

68	 Entre otras, en las siguientes sentencias: radicado 15.053 del 25 de abril de 2002; 
radicado 14.167 del 1º de agosto de 2002; radicado 14.243 del 8 de noviembre de 
2002; radicado 17.395 del 15 abril de 2004.



136

declaraciones se cuestionó a los testigos sobre aspectos contradictorios, 
precisamente con la finalidad de sacar avante esa verdad que ahora emerge 
suficiente para la decisión condenatoria que aquí se dispone.
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3.2.	 Prueba indiciaria

3.2.1.	 La dificultad para obtener prueba directa del concierto 
para delinquir no impide que por vía de inferencia se 
dé por demostrada su existencia

Extracto No. 29

Radicado 32712 – 05 de mayo de de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador Hernando 
Molina Araújo por el delito de concierto para delinquir agravado

Finalmente, por regla general los acuerdos con los grupos ilegales son 
ocultos y resulta difícil por no decir imposible obtener prueba que los pue-
da documentar, pues quienes hacen parte de los mismos buscan que se 
mantengan clandestinos y la opinión pública no conozca de ellos, pero esa 
dificultad en obtener prueba directa derivada de la naturaleza del concierto 
no impide que por vía de inferencia se dé por demostrada su existencia.

Sin equivocación, la candidatura “única” del doctor MOLINA ARAÚJO 
y su posterior elección a la Gobernación del Cesar no fue el resultado de 
consensos partidistas o de una expresión democrática, sino una decisión 
originada en los acuerdos y compromisos con el bloque Norte de las auto-
defensas liderado por “Jorge Cuarenta”, que se evidencia con el obligado 
retiro de la aspiración de Cristian Moreno a ese cargo de elección popular 
y los hechos de Chimichagua, cuya importancia probatoria niega la defensa 
a partir de sus propios intereses.
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3.2.2.	 El otorgamiento de Unidades de Trabajo Legislativo 
(UTL) a familiares de miembros de grupos armados 
al margen de la ley es un indicio grave de la 
responsabilidad penal

Extracto No. 30

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

La Sala considera que si bien no se probó plenamente que el nombramiento 
de la mencionada Duque Gaviria haya sido fruto de un acuerdo determi-
nado entre Miguel Rangel y las autodefensas, menos aún que ella se haya 
prestado para cualquier entuerto, aún así, dicho nombramiento constituye 
un indicio grave de su connivencia con tales armados ilegales, pues no 
resulta verosímil, como lo planteó el agente del Ministerio Público, que 
personas de la región en donde campeaban las autodefensas del Bloque 
Central Bolívar, y quienes, como se probó en el proceso, acudieron no a 
una sino a varias reuniones con comandantes paramilitares, como ‘Ernesto 
Báez’, especialmente en Barranco de Loba, en donde la figura de dicho 
comandante paramilitar fue de suma importancia por su discurso y el plan-
teamiento de la creación de la “Comisión Reguladora del Sur de Bolívar”, 
del 9 de agosto de 2003, aún así se desconozca su identidad, como si la 
misma estuviera en la más absoluta reserva.

Aún haciendo este análisis ubicados cronológicamente en aquella época, 
y no en esta, como lo pide la defensa, la Sala no encuentra lógico el plan-
teamiento esbozado, pues para esas fechas, ‘Ernesto Báez’ ya era una fi-
gura pública, de bastante notoriedad y, aunque ese era el “alias” con el 
que figuraba en sus actividades al margen de la ley, no era difícil, menos 
imposible, saber cuál era su verdadero nombre, pues, como se sabe, todos 
los integrantes de dichos grupos se identificaban de esa manera, motivo 
por el cual, era obvio que ese no era su verdadero nombre. Además no fue 
una persona que apareció o se vinculó a las autodefensas de un momento 
a otro, por el contrario, su trasegar en dicha agrupación fue desde muchos 
años antes del nombramiento de su hermana en la UTL del congresista, por 
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lo que no resulta nada creíble que por lo menos él y su asistente Mario de 
León, no supieran de quién se trataba la señora Blanca Dilia, después de 
todo figuraba con los mismos apellidos del comandante mencionado. 

Así mismo, pretendiendo justificar su ajenidad en el nombramiento de la 
citada Blanca Dilia Duque Gaviria, el acusado sostuvo que dicha elección 
de su personal se la dejó a Mario de León Salas, asistente a quien se refiere 
como un joven no muy cercano a él, lo cual resulta extraño a las reglas de la 
experiencia, como lo advierte el Procurador Delegado, pues no es posible 
que un congresista seleccione a su personal de confianza con quienes ha 
de integrar su UTL, con personas para él desconocidas, menos aún deján-
dole tan importante tarea a un asistente con quien supuestamente tampoco 
lo une vínculo fuerte alguno. Por el contrario, la experiencia enseña que 
para estos cargos siempre se designan personas vinculadas al congresista, 
especialmente por nexos políticos, entre otras, para cumplir sus cuotas, 
pues los electores también esperan de su elegido alguna contraprestación, 
así ha funcionado y funciona nuestro sistema electoral, razón que explica 
que la selección de la UTL de los congresistas no se haga por concurso de 
méritos, lo cual no implica que Blanca Dilia Duque Gaviria no los tuviera, 
pero ella no fue seleccionada de esta manera. 

Además, conforme a las pruebas obrantes en el proceso, se sabe que en la 
UTL del acusado, laboraron con exclusividad personas con ciertos grados 
de parentesco con Alfonso López Cossio, entre otros69: Celis Alfonso y 
Rocío del Pilar López Amaris (hijos); Geny María Pastrana de Amaris, Jai-
me Amaris Ramírez, Lilia Rosa López de Larios (hermana); Felix Ricardo 
Cossio Lozano, Mario de León Salas (sobrino de Danilo de León Sayas). 
Luego se infiere que la designación de una persona quien como Blanca 
Dilia Duque Gaviria quien no tenía parentesco ni amistad con Miguel Ran-
gel, resulta a todas luces, ajeno a la experiencia e incluso al sentido común, 
por tal motivo es válido concluir que dicho nombramiento obedeció a las 
relaciones del procesado con las autodefensas.

(…)

Ahora bien, no resulta admisible, como lo sostiene el procesado, que él 
en calidad de congresista “dimitiera” y adjudicara la posibilidad de selec-
ción de su propio personal de trabajo en un asistente, quien lo controvierte 

69	 Según informe de la Unidad de Personal del Congreso, relacionado en audiencia 
pública por la investigadora y testigo Clara Azucena López (min.01:02:00…).
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asegurando que únicamente propuso la hoja de vida de Blanca Dilia Duque 
Gaviria, pero no las de los demás integrantes de la UTL, motivo por el cual, 
también desde esta perspectiva resulta inverosímil el argumento expuesto 
en ejercicio de su defensa material.

Así las cosas y dando por probada la tesis antes referida, que entre otras, 
fue expuesta elocuentemente por el testigo ‘Ernesto Báez’ en audiencia pú-
blica, tal como se mencionó en precedencia, es obvio que deviene insulso 
entonces el argumento defensivo, según el cual, no hay razón para creer 
que la hermana de un comandante tan poderoso como ‘Ernesto Báez’ ocu-
pe un cargo de tan bajo perfil, cuando pudo haberla ubicado en el mejor. Lo 
anterior, por cuanto no se probó, que en dicho nombramiento haya influi-
do de manera directa este comandante paramilitar, pues como se explicó, 
su participación fue colateral, no fue producto de acuerdos con él, como 
lo anunciaron los denunciantes, pero ante la evidencia de haberse surtido 
efectivamente dicho nombramiento en la UTL del acusado, en coherencia 
con las otras actividades realizadas por el procesado, la tesis más acorde 
a la verdad es precisamente ésta, en la que se planteó una intención de 
parte de Rangel Sosa al hacer dicho nombramiento, de “congraciarse” con 
‘Báez’, precaviendo así cualquier situación que impidiera la prosperidad 
de las aspiraciones de López Cossio a la Gobernación de Bolívar.
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3.2.3.	 Probadas las reuniones con grupos armados al margen 
y los beneficios obtenidos se puede inferir el concierto 
para delinquir 

Extracto No. 31

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada agravada, 

homicidio agravado y concierto para delinquir agravado

Por eso, al calificar la investigación las reuniones de Arana Sus con los jefes 
paramilitares se consideraron suficientes para deducir el concierto ilegal, en 
el entendido que las decisiones adoptadas, y fundamentalmente la de retirar 
del espacio político como eliminar a quien de manera vehemente denunciaba 
irregularidades en su contra, lo beneficiaban. Si se quiere, siguiendo pautas 
de la teoría indiciaria, de ese hecho probado -las reuniones y el beneficio 
como unidad- se infirió que el doctor Arana Sus se concertó para auspiciar el 
salto cualitativo hacia lo político y la continuación de una organización ilegal 
hasta entonces con un accionar permanente y esencialmente militar. 

4.13. En los términos de la acusación el análisis se debe circunscribir a 
definir si las reuniones suscitadas entre Arana Sus y los líderes del grupo 
irregular, como hecho indicador, al lado de la voluntaria asistencia a las 
mismas, son suficientes para inferir que en ellas se concertó la finalidad de 
ejecutar diversas conductas delictuales, necesarias en su momento no sólo 
para beneficio individual de quien ejercía la autoridad oficial sino para los 
mismos líderes paramilitares y así promover al grupo ilegal, teniendo en 
cuenta siempre que la gravedad del indicio depende de su seriedad, eficacia 
y de su capacidad para inferir una deducción acertada a partir de hechos 
debidamente probados70.

Pues bien, desde el comienzo de la investigación los declarantes ya men-
cionados fueron claros en manifestar que no sólo el procesado se limitó a 
coadyuvar en la formación del grupo ilegal, sino que participó activamente 

70	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 13 de septiembre 
de 2006, radicación 23251.
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en la actividad ilícita que desarrollaba pues valiéndose de su influencia 
como autoridad regional hizo causa y procuró el fomento y la estabilidad 
del grupo paramilitar. 

En suma, los resultados de la reunión fueron de respaldo a los propó-
sitos del Gobernador, pues no de otro modo se debe entender que el 
mismo dispusiera no controvertir ante los organismos de control asun-
tos departamentales como municipales y que días más tarde, “Cadena” 
ordenara cerrar filas en torno a la directriz ilícita del doctor Arana 
Sus.

Desde luego que la orden de desaparecer o eliminar a los factores políticos 
opositores, como lo ha entendido la Corte, tiene la mayor importancia en 
el plano jurídico como en el político, y sobre todo en el entorno colectivo 
donde se manifiesta una decisión según la cual todos quedaban notificados 
que no podía haber oposición a ese tipo de gestión. 

4.14. Si se trata de obtener conclusiones parciales, se puede decir que a la 
asistencia voluntaria a las reuniones por parte del doctor Salvador Arana 
Sus con los grupos paramilitares se agregan los beneficios de las mismas, 
pues la oposición en términos políticos había dejado de tener razón de ser, 
en la medida en que su ejercicio se avocaba a la limitación que represen-
taba no sólo la presencia de grupos armados ilegales relevantes sino la 
participación y colaboración en sus actividades de quienes ejercían mando 
y autoridad político-administrativa.

4.15. Como se ha dicho, la eficacia del indicio depende que haya sido des-
cartada la posibilidad de que la conexión entre el hecho indicador y el 
indicado sea aparente. 

En ese sentido, en principio habría que admitir desde ese punto de vista la 
posibilidad de que el entonces Gobernador no hubiese tenido razones para 
solucionar los temas político-administrativos con mediación de las autode-
fensas, pero si hubiese sido a partir de un acuerdo previo entre el mismo y 
éstas, como lo da a entender la evidencia señalada, lo menos que se podía 
esperar, según lo indican las reglas de la experiencia, es que las decisiones 
se sujetarían al acuerdo de quienes fueron a buscar la mediación del grupo 
ilegal, del cual participaron inclusive en su formación, en lugar de terminar 
con cualquier atisbo de oposición a los actos por los mismos planeados y 
ejecutados, como al final ocurrió.



143

A semejantes conclusiones que surgen de hechos probados no se les puede 
oponer, a título de contra indicio, la falta de consenso acerca de cómo se 
efectuaron las susodichas reuniones con los grupos paramilitares, lo que 
en modo alguno oculta la gravedad de una concurrencia voluntaria y los 
efectos políticos de una reunión de la cual vino a saberse tiempo después 
de manera abierta y pública a raíz de las denuncias que advertían de los 
nexos entre el paramilitarismo y el hoy ex Gobernador.

4.16. De modo que apreciadas las pruebas en conjunto, como una visión 
holística lo impone, se puede concluir con certeza que el doctor Salvador 
Arana Sus se concertó con el Bloque Norte de las autodefensas en un es-
cenario en donde, como ha quedado demostrado, esa fuerza ilegal había 
irrumpido militarmente y requería de espacios políticos para garantizar su 
expansión. De no ser así resultaría inexplicable la intervención a favor de 
su gestión pública, en sesiones en las que como se ha dicho, el doctor Ara-
na Sus no solo asistió voluntariamente, pudiendo no hacerlo, y frente a las 
cuales guardó silencio, como evidente señal de la clandestinidad de actos 
que bien pudo dar a conocer a la fuerza pública.
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3.3.	 Prueba testimonial

3.3.1.	 La confrontación de los testimonios con la evidencia 
obtenida permite determinar la responsabilidad penal 
del procesado

Extracto No. 32

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araujo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

En síntesis, la prueba recogida, que ha quedado ampliamente reseñada en 
esta providencia, sustenta:

1. 	Que desde 1999 aproximadamente, el Bloque Norte de las autodefensas 
comandado por Rodrigo Tovar Pupo, alias “Jorge 40”, empezó a incidir 
en la administración pública y a intervenir en los procesos electorales 
para llevar a personas afines a cargos de representación popular, inicial-
mente en el nivel territorial y luego en el ámbito nacional.

2. 	Que desde antes del año 2002, ese mismo bloque asumió el control casi 
total del departamento del Cesar, incluida la región del sur.

3. 	Que en las elecciones para Congreso de la República en el año 2002 
el Bloque Norte, con influencia en los departamentos de Magdale-
na y Cesar, asignó grupos de municipios para que apoyaran las aspi-
raciones de algunos candidatos, creando los denominados “distritos 
electorales”. 

4. 	Que en ejecución de ese proyecto electoral, en el departamento del 
Magdalena fueron elegidos para el Congreso de la República, con am-
plísimos porcentajes de votación, los señores Dieb Maloff Cuse, Al-
fonso Campo Escobar, Jorge Luis Caballero Caballero y Luis Eduardo 
Vives Lacouture, todos ellos finalmente condenados – los tres primeros 
por jueces penales del circuito especializado y el último por esta Sala - 
por delitos cuya base fue concierto para delinquir agravado.
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5. 	Así, dos zonas del departamento del Cesar – noroccidental y sur - fue-
ron asignadas por las autodefensas a los candidatos al Senado de la 
República Mauricio Pimiento Barrera y Álvaro Araújo Castro, en su 
orden, distribución que los paramilitares pretendieron garantizar aún 
mediante las amenazas y el homicidio contra líderes que se oponían o 
que desatendieron esa orden.

Esa repartición territorial fue la que permitió, entonces, que las votaciones 
de uno y otro se concentraran en cada “distrito” tal como había sido de-
terminado por la organización armada, única explicación lógica, además, 
para que el grupo de municipios aledaños que conformaban cada “distrito” 
registrara altas votaciones por el candidato correspondiente y bajas por el 
otro. Recuérdese, en este sentido, que mientras en el noroccidente el doctor 
Pimiento Barrera obtuvo 21.012 votos el doctor Araújo Castro logró 2.260 
y en el sur éste consiguió 19.766 en tanto que aquél alcanzó apenas 3.002 
sufragios.

Confrontados los testimonios reseñados en precedencia con la fuerza de 
convicción que tiene esta evidencia, debe concluirse que ciertamente, como 
fue dicho por Palacio Niño y Moreno Panezo, el departamento fue dividi-
do territorialmente para “racionalizar” el apoyo paramilitar que habría de 
brindárseles a los doctores Pimiento y Araújo; que tal como lo expusieron 
César Gaviria Trujillo, Horacio Serpa Uribe, de Ana Emilce Jaimes Ardila, 
Javier Enrique Guevara Monsalve, Sadith Armenta Rodríguez, José Ali-
des Quintero Romero y Luis Alberto Monsalvo Gnecco, las autodefensas 
intervinieron directamente en el proceso electoral del 2002; que como lo 
señalan Orfilia y Janeth Arias Angarita, Luis Camilo Laborde Navarro, Al-
fonso Palacio Niño y Yenis Edith Gullo Peña, por lo menos en La Jagua 
de Ibirico, El Copey y Astrea la decisión fue impuesta violentamente o se 
tomaron represalias porque no fue atendida la orden de votar por Mauricio 
Pimiento a quien se le habían asignado esos municipios, lo que explica 
además, como ya se había dicho, que las acciones violentas se hubieran 
dirigido justamente contra seguidores de Álvaro Araújo.

Lo anterior permite comprender que quienes desconocieron esa realidad pal-
maria declararan por temor – aún observable en la región - a represalias o a 
verse comprometidos, porque habría que optar entre justificar sus mentiras 
u ordenar investigarlos por falso testimonio; sin embargo, Rodrigo Tovar 
Pupo alias “Jorge 40” al referirse a la forma como podría la historia juzgar 
a los “acumulados de solidaridad comunitaria” creados por el “estado de 
autodefensa” implantado en las zonas del país que dominaron, sostuvo:“yo 
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creo que la historia los juzgará mal, pues después de haber hecho un acu-
mulado de solidaridad comunitaria importantísimo en donde pudieron ha-
ber construido una historia diferente, terminaron amangualándose (sic) o 
haciendo componendas o alianzas con la misma clase política que no le 
había traído ningún tipo de desarrollo a esas regiones”.71(Negrillas de la 
Corte).

En ese orden de ideas, las declaraciones de los testigos de cargo merecen 
credibilidad, pues además de su confluencia con la prueba allegada, nada 
les impedía percibir los hechos acaecidos en aquella época en cada uno de 
sus municipios, conforme con lo que surge del contenido de sus manifes-
taciones acerca de los asesinatos, amenazas y presiones ejercidas por el 
grupo armado ilegal y de la relación del acusado con él.

71	 Fl. 28 c. o. 23.
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3.3.2.	 Ante dos corrientes testimoniales, una que afirma y 
otra que niega, el principio lógico de no contradicción 
establece que una de las dos es falsa

Extracto No. 33

Radicado 26585 – 17 de agosto de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Humberto de Jesús 
Builes Correa por el delito de concierto para delinquir agravado

58. En esas condiciones, como la controversia gira en torno de la conexión 
entre la dirigencia política del Estado y grupos armados ilegales, con res-
pecto a lo cual el dossier presenta dos corrientes testimoniales, ambas con 
punto de inicio en la presunción de veracidad, una que la afirma y otra que 
la niega, por fuerza del principio lógico de no contradicción se establece 
que por lo menos una es falsa, tornándose necesario determinar, además, 
cuál ha sufrido ruptura y convertido en embuste y cuál se mantiene intacta, 
si es que así lo es, conforme a la tendencia natural del hombre a decir la 
verdad. 

59. En ese sentido, de un lado están los múltiples testigos referidos por 
la defensa, que haciendo parte del movimiento político “Por una Urabá 
Grande, Unida y en Paz”, bajo diferentes matices confluyen en que las au-
todefensas no intervinieron en su proyecto político y que sus logros fueron 
“a voto limpio”; y de otro los “comandantes” paramilitares Fredy Rendón 
Herrera (a. Alemán), Éver Veloza García (a. H.H.) y Raúl Emilio Hasbún 
(a. Pedro Bonito), al igual que personas como Dagoberto Tordecilla Ban-
quet y otras tantas, que desde sus distintos puntos de vista coinciden en lo 
contrario, es decir, en que las autodefensas sí se inmiscuyeron y de lleno 
en los asuntos políticos del Urabá antioqueño, aliándose con líderes regio-
nales y locales. 

60. El problema por resolver es, ¿cuál de las dos corrientes probatorias 
contiene la verdad? Para aprehender la realidad de lo sucedido deviene 
imprescindible tener presente que los hechos investigados se dieron por los 
años 2001-2002, dentro del marco de un conflicto armado, en pleno apogeo 
del accionar paramilitar y su ferocidad, mientras que la investigación y el 
juzgamiento sucedió en medio de un proceso reglado de desmovilización 
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y reconciliación avenido tiempo después, amparado en el propósito cons-
titucional de pacificación nacional, trascendente en todas las esferas de la 
sociedad. 

61. Bajo esa perspectiva, no es lo mismo probar delitos cometidos en me-
dio de una comprehensiva armonía social, por razones aisladas, coyuntu-
rales, asidos a pasiones momentáneas y domésticas, inclusive si se trata 
de bandas criminales locales, que los que tienen lugar entre escenas de 
conflicto armado, inmiscuidos ejércitos ilegales, que por sí mismos supo-
nen ámbitos de criminalidad sistemática, permanente, dura u organizada, 
donde se plantea una complejidad tal que frente al propósito de descubrir 
la verdad, se precisan parámetros igualmente especiales. 
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3.3.3.	 Al testigo no le corresponde realizar juicios de valor

Extracto No. 34

Radicado 28779 – 9 de diciembre de 2009
Sentencia absolutoria a favor del ex representante a la cámara 

Pompilio de Jesús Avendaño Lopera

En este punto la Sala resalta en ejercicio de la valoración del testimonio de 
éste deponente, que cuando la fiabilidad depende no de la percepción del 
testigo,72 sino de deducciones o apreciaciones subjetivas del declarante que 
implican verdaderos juicios de valor, se debe considerar, como en reciente 
ocasión lo señaló, que “si en materia de razonamiento práctico, parecería 
inadmisible atribuir verdad o corrección a los juicios valorativos,”73 con 
mayor veras será inaceptable que sea el testigo quien supla esos juicios 
que le corresponde asumir al juez o que la sana crítica como método de 
apreciación racional de las pruebas se confíe a la ciencia del testigo y no 
al administrador de justicia74 .

72	 El artículo 277 de la ley 600 de 2000, al definir los criterios para la apreciación del 
testimonio, entre otros elementos, menciona la naturaleza del objeto percibido, la 
sanidad de los sentidos por los cuales se tuvo la percepción, las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar de la percepción. 

73	 Cita de Kant, en Arango Rodolfo, Hay respuestas correctas en el derecho? Siglo del 
Hombre editores. Bogotá. De igual manera, Ferrajoli: ““Verificabilidad y verifica-
ción de las motivaciones, como he demostrado en la primera parte, son, por otro 
lado, las condiciones constitutivas de la estricta legalidad y la estricta jurisdiccio-
nalidad de las decisiones judiciales.” Derecho y razón. El Juicio, cómo y cuándo 
juzgar. Pags., 543 y 544.

74	 Corte Suprema de Justicia, sentencia de única instancia del 1 de octubre de 2009, 
radicado 29.110. 
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Extracto No. 35

Radicado 29110 – 1 de octubre de 2009
Sentencia absolutoria a favor del senador Luis Fernando Velasco 

Chaves

Como se observa, por los juicios de valor que hace, la declaración de la 
testigo tiene una alta carga de subjetividad. En ese sentido, observa la Sala 
que la aproximación racional a la verdad no puede quedar al albur de los 
testigos o de sus particulares juicios de valor. Si desde Kant, tratándose 
de decisiones judiciales, “en materia de razonamiento práctico, parecería 
inadmisible atribuir verdad o corrección a los juicios valorativos”75, con 
mayor veras será inaceptable que sea el testigo quien supla esos juicios 
que le corresponde asumir al juez o que la sana crítica como método de 
apreciación racional de las pruebas se confíe a la ciencia del testigo y no al 
administrador de justicia.

Pero si es la testigo quien dice que el doctor Velasco Chaves debía presumir 
el origen de los fondos con los cuales se pagaron los tiquetes, es porque de 
otro modo no se puede verificar ese supuesto, indispensable para realizar 
el juicio de imputación que exige el tipo de injusto de cohecho. Claro, por-
que si Iván Roberto Duque (Ernesto Báez), Rodrigo Pérez Alzate (Julián 
Bolívar) y Diego Fernando Murillo Bejarano (Don Berna), declararon que 
nunca más, después de Caucasia y Río Negro, volvieron a tener conversa-
ción alguna con el senador Velasco Chaves; y si como lo dijo Pérez Alzate, 
jamás pidió que le financiaran sus viajes76, entonces es porque probable-
mente sólo Rocío Arias lo hizo meses después, como lo indicó alias Julián 
Bolívar en su declaración:

(…)

Pues bien, si se asume que la reglas de la sana crítica son el presupuesto de 
la racionalidad de la argumentación judicial, entonces la Sala debe convenir 
en que la declaración de Rocío Arias es insuficiente para acreditar más allá 
de toda duda razonable, que el doctor Velasco Chaves incurrió en el delito 

75	 Arango Rodolfo, Hay respuestas correctas en el derecho? Sigo del Hombre editores. 
Bogotá.

76	 Minuto 8:12 declaración del 7 de marzo de 2008, “..no, no, jamás. El si habló en tér-
minos generales de que era costoso ese viaje, pero jamás dijo colaboren con eso.”.
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imputado en la resolución acusatoria, porque aparte de sus contradicciones 
internas, las fuentes de donde deriva el conocimiento de otros supuestos 
de hecho la demeritan, con lo cual su vocación de testigo de “referencia”, 
como se estila decir ahora al de oídas, decae su poder de persuasión. 
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3.3.4.	 Valor probatorio de testimonios contradictorios

3.3.4.1.	Para dar por probado un hecho no deben existir contra-
dicciones de carácter sustancial 

Extracto No. 36

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Así como se vale la defensa de las retractaciones para controvertir la serie-
dad y credibilidad de los testigos, también apuntala sus esfuerzos a desvir-
tuar los dichos de aquellos, fundamentada en algunas contradicciones que 
pudieron presentarse en sus relatos.

La Corte es consciente de esta situación, y no ignora que en ciertos aspec-
tos los testigos no coinciden, solo que encuentra explicables tales eventos 
discordantes, pues aquellos no evocan acontecimientos recientes, sino os-
tensiblemente distantes en el tiempo, y todos ellos ocurridos bajo circuns-
tancias algo extremas, relacionadas con grupos al margen de la ley y en 
situaciones que directa o indirectamente podían influir en la recordación 
total de los hechos y sus circunstancias, prueba de ello, es que ‘Ernesto 
Báez’, entre otros, en varias ocasiones aseveró que le era tan difícil recor-
dar todas sus actividades que fue necesario recurrir a uno de sus comisarios 
mayores del Bloque Central Bolívar, alias ‘Mario Cuellar’, a fin de poder 
aclarar muchos episodios que por el paso de los años tenía bastante confu-
sos, en igual sentido se pronunció Salvatore Mancuso cuando afirmó que el 
nombre de Miguel Rangel le parecía conocido, sólo que requeriría observar 
una fotografía suya para tratar de recordar.

Sumado a lo anterior, no existe en los testigos de cargo contradicción algu-
na de carácter esencial, a lo sumo accesoria, es decir, a manera de ejemplo, 
no ocurrió aquí que mientras uno dijera que si hubo reunión en el Nudo de 
Paramillo, otro asegurara que jamás existieron reuniones en ese lugar. Por 
el contrario, en esos aspectos principales todos fueron contestes y unifor-
mes, solo que mientras para Gabino Mora la de Paramillo fue la primera 
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reunión y seguidamente la de Tierralta, Alejandro Escobar sostiene que 
primero acudieron a Tierralta y después a la otra.

Así mismo, el ataque que se hace respecto de las manifestaciones de Ale-
jandro Escobar, quien afirmó que no sabía cuál era el tema de dichas re-
uniones -por lo cual concluye el acusado que esas manifestaciones iniciales 
del testigo evidencian que no estuvo en reuniones-; aún así, Escobar sos-
tuvo que escuchó a Mancuso decir que estaban haciendo limpieza general 
y debían centrarse para llegar al poder (sic), contradicción insalvable e 
inadmisible según concreta el procesado.

En igual sentido, todos fueron enfáticos al advertir sobre la presencia en 
dichos encuentros de líderes de las autodefensas, especialmente de alias 
‘Jorge 40’, Salvatore Mancuso y Carlos Castaño, aunque se diga en una 
primera oportunidad por el denunciante Alejandro Escobar que los recibió 
Mancuso, y posteriormente señale que los recibió ‘Jorge 40’, todo lo cual, 
si bien constituye una imprecisión, no es esta de tal significación, para po-
der concluir, a partir de la misma, que jamás existió dicha reunión.

Es decir, tanto el defensor como el procesado, han incurrido en un yerro 
de apreciación sustancial, pues son del criterio, según el cual, las contra-
dicciones, incongruencias o discordancias llevan a la inexistencia de los 
hechos. Razonar de esa manera, eventualmente conllevaría a conclusiones 
absurdas -a las que ha llegado la defensa- tales como, a manera de ejemplo, 
negar la muerte de una persona, porque un testigo dice que falleció en el 
mes de febrero y otro dice que fue en marzo; en ese orden, dicha incon-
gruencia, en opinión de la defensa, evidenciaría que el hecho no ocurrió. 
 
En ninguna contradicción sustancial, como lo expresó el Ministerio Públi-
co, han incurrido los denunciantes, pues la mención que hace Gabino Mora 
y Alejandro Escobar, entre otros, de fechas, lugares y circunstancias moda-
les, no coincidentes puede deberse a malos recuerdos, pero jamás a la falta 
de veracidad. Además, no resulta lógico pensar que quieran comprometerse 
ellos mismos en hechos delictivos, sólo con el propósito de atacar a Miguel 
Rangel, pues no fueron esas primeras reuniones los únicos acontecimientos 
en los cuales se vio comprometido el procesado, solo los primeros de los 
que se ha tenido noticia, pero de allí en adelante prosiguieron una serie de 
actividades relacionadas y en pro de las autodefensas, que permiten a la 
Sala sin ambages colegir la promoción de dichos grupos ilegales. 

(…)
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Para la Sala resulta creíble la razón por la cual, según explicó el testigo, 
varió, entre una y otra, su versión, pues consideraba que estando ad-portas 
de ser admitido en Justicia y Paz no podría faltar a la verdad, lo cual le 
implica ajustarse a lo realmente ocurrido.

Al respecto, ha de tenerse en cuenta que en criterio del testigo el deber de 
decir la verdad lo ha impulsado a su segunda declaración, pues sólo así 
puede hacerse merecedor de ingresar al programa de Justicia y Paz, lo que 
indudablemente le traería beneficios jurídicos. Pero no al revés, es decir, 
como cree la defensa fue el motivo de Guerrero Gil, esto es, que el ingreso 
a Justicia y Paz es un premio al cual sólo acceden quienes más denuncien 
hechos delictivos, sin importar si son o no ciertos, y por ello decidió pre-
sentar esta falsa denuncia contra su cliente. 

(…)

Analizadas las contradicciones en que incurrieron los testigos de cargo, 
ninguna de estas reviste carácter esencial, no son sustanciales, versan ape-
nas sobre aspectos secundarios y por ello no debilitan su credibilidad, y 
aunque en esos aspectos puntuales la aminoran ello no se traduce en la 
quiebra de su verosimilitud.

Al respecto, se insiste, bien puede observarse que estas divergencias recaen 
sobre aspectos circunstanciales, veamos: la hora de reunión; si uno escuchó 
más que el otro; si Escobar estaba cerca o distante de los principales con-
tertulios; si los recibió Mancuso o ‘Jorge 40’; si primero fue la de Paramillo 
o la de Tierralta; si el camino era pavimentado o de trocha; si fueron pocos 
o varios asistentes; si recuerda el nombre de todos o sólo el de algunos; si 
estaban vestidos de una forma u otra; si llevaron dos vehículos o sólo uno; 
si uno de los automotores era de propiedad de Miguel Rangel; si después 
de la primera reunión todos se regresaron a Magangué o si Miguel Rangel 
se hospedó en casa de sus suegros en Cienaga de Oro; si Gabino Mora 
acudió a las reuniones por citación, amenaza o por otra razón; todo ello, en 
nada desvirtúa la ocurrencia de dichos encuentros, aún así el procesado y 
su defensor, concluyen que no existieron.

En el mismo sentido, si recordaron los nombres de los 15 alcaldes que acu-
dieron a la reunión del Nudo de Paramillo o los olvidaron; si Rangel Sosa 
tenía casa en Magangué o no; si para la época de los hechos tenía vehículo 
o sólo se transportaba en servicio público; si Alejandro Escobar no conocía 
a ‘Ernesto Báez’ o si en realidad lo vio en la reunión de Miguel Rangel con 
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Salvatore Mancuso y ‘Jorge 40’; si las reuniones iniciales se realizaron en 
1997 o 1998 (recuérdese que su narrativa se hizo en noviembre de 2007, 
casi 11 años después); en realidad no constituyen, per se, aspectos neu-
rálgicos del tema de prueba, sólo accesorios, motivo por el cual no puede 
bajo un razonamiento lógico, llegarse a la conclusión consistente en que 
las reuniones aludidas no se efectuaron, pues esos aspectos sólo alteran de 
manera superflua el desarrollo de las mismas, pero no su esencialidad. 

Igualmente, saber si los facinerosos que quemaron la alcaldía de Pinillos 
el 29 de septiembre de 1999 -hecho que se encuentra probado con diversos 
medios de prueba-, tenían distintivos o no; si todos cubrían sus rostros o 
solo uno de ellos, si saquearon y hurtaron los bienes de la alcaldía o los 
quemaron, si entraron a las instalaciones abriendo la puerta con llave o 
tumbaron la misma; si había documentación adentro o no; en realidad se 
contraen a aspectos tangenciales que no alteran o afectan el hecho princi-
pal, como fue la quema de las instalaciones. 

Ahora, la autoría material de esos hechos recae en las autodefensas; así 
mismo, con fundamento en las pruebas allegadas, puede considerarse a Mi-
guel Rangel como el probable autor-determinador (conforme al art.23 del 
decreto 100 de 1980) de esta conducta criminal, motivo por el cual dicha 
quema de la alcaldía de Pinillos constituye un indicio grave en su contra 
respecto de su connivencia y permanente relación con las autodefensas y 
en consecuencia del delito de promoción de estos grupos al margen de la 
ley. Naturalmente, como lo manifestó el defensor, este tema debe ser inves-
tigado por la autoridad competente, para lo cual se compulsarán las copias 
correspondientes, especialmente de quienes han testificado en ese sentido.

Acerca de la contradicción del testigo o de este frente a otros, la Sala ha 
reiterado lo atinente al principio lógico de “no contradicción” y el “in du-
bio pro reo”, entre otras en la sentencia de casación del 17 de septiembre 
de 2008, radicado 26.055:
 

“…2.3.- El libelista en las conclusiones de éste primer cargo 
subsidiario, enunció que si el Tribunal hubiera aplicado de ma-
nera correcta las reglas de la sana crítica, había concluido que 
su defendido fue víctima de un montaje “direccionado” por el 
DAS, por lo que solicitó declarar la falta de certeza y aplicar 
a favor de Mendoza Barraza el principio de in dubio pro reo, 
petición que de igual formuló de manera enunciativa, sin dete-
nerse en su demostración jurídico sustancial como corresponde 
hacerlo en esta sede extraordinaria.
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Al respecto debe recordarse que este apotegma es un estadio 
cognoscitivo en el que en la aprehensión de la realidad obje-
tiva concurren circunstancias que afirman y a la vez niegan la 
existencia del objeto de conocimiento de que se trate. En esa 
medida en los supuestos de duda se plantea una relación proba-
toria de contradicciones en la que concurren pruebas a favor y 
en contra, de cargo y descargo, de afirmaciones y negaciones las 
cuales como fenómenos proyectan sus efectos de incertidumbre 
respecto de alguna o algunas categorías jurídico-sustanciales en 
discusión dentro del singular proceso penal objeto de examen.

En igual sentido se integran aspectos objetivos y subjetivos, 
desde los cuales se puede inferir que el in dubio pro reo no se 
materializa por los simples efectos unilaterales de los dilemas 
relacionados con lo subjetivo o con lo objetivo dados en los fe-
nómenos en contradicción.

Con lo anterior se significa que en orden a la consolidación de 
este instituto y su correlativa aplicación, la labor fundamental 
no está dada ni puede quedarse simplemente en identificar las 
circunstancias de perplejidad o para el caso de lo acusado en 
la denotación de las contradicciones secundarias mas no princi-
pales dadas en los testimonios censurados de haberse valorado 
con menoscabo de postulados de la sana crítica, sino que por el 
contrario se debe proceder a discernir hacia dónde se inclina la 
balanza de exclusiones, es decir, se deberá formular la pregun-
ta y resolverla determinando si los contenidos probatorios de 
cargo tienen la capacidad de excluir de manera total o parcial 
a los descargos o a la inversa, bajo el entendido que el in dubio 
pro reo se consolida cuando las dudas surgidas de los elementos 
fácticos divergentes no se pueden disolver, en cuyo evento por 
principio universal corresponde por imperativo legal y constitu-
cional resolverlas en todo evento a favor rei en salvaguarda de 
la presunción de inocencia, aspectos de los cuales no se ocupó el 
impugnante, en orden a demostrar dudas respecto de la materia-
lidad de la conducta de concusión atribuida, es decir, acerca de 
la inexistencia del comportamiento de constreñimiento o induc-
ción a los denunciantes para que le dieran dineros a cambio de 
devolverles unas armas, de “bajarles unas órdenes de captura” y 
de no involucrarlos con unos homicidios ocurridos en esa ciu-
dad, ni desde la prevalencia del derecho de lo debido sustancial 
se observan lagunas en orden a su aplicación oficiosa respecto 
del delito objeto del presente control legal y constitucional.

(…)
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Tratándose del principio lógico de “no contradicción”, postula-
do que rige los ejercicios de verificabilidad de la sana crítica en 
orden a la valoración de la credibilidad o su ausencia que debe 
darse a la prueba testimonial, se comprende por la lógica ma-
terial, para el caso referida a los aspectos jurídico sustanciales 
en discusión, que los juzgadores, como es de suyo, no pueden 
valorar de manera positiva contenidos testimoniales que en sus 
expresiones fácticas se nieguen, se contradigan en sus aspectos 
principales o que por virtud de las contradicciones excluyan o 
terminen haciendo invisible o inexistente la conducta punible 
objeto de atribución.

Para que el referido principio sea aplicable como ley de la lógica 
en la valoración de los testimonios y otros medios de convic-
ción, debe tratarse de contradicciones principales más no acce-
sorias o secundarias, ni que se trate de matices o variaciones que 
antes que excluir el aspecto o aspectos esenciales de la conducta 
material objeto de investigación, lo que en últimas hacen es re-
afirmarla en sus variantes.

(…)

Lo que destruye el valor y la credibilidad de los testimonios vis-
tos en su unidad o en relación con otros es la verdadera contra-
dicción sobre aspectos esenciales relevantes y esa depreciación 
será mayor cuando sea menos explicable la contradicción. En 
esa medida cuando aquella recae sobre el hecho principal o as-
pectos esenciales en los cuales exista un cambio de visión de ex-
tremos como pueden ser por ejemplo de afirmación o negación, 
de existencia o inexistencia, etc., deberá entenderse y valorarse 
que esos giros por decirlo así de ciento ochenta grados y que el 
error casual por desatención o por olvido no puede sostenerse.

Es cierto que uno de los presupuestos para la eficacia probatoria 
del testimonio es su claridad, precisión y conformidad, es decir, 
que no comporten contradicciones internas en sus propias expre-
siones, ni externas en relación a otros medios de convicción.

Puede afirmarse que el testimonio en general incluido el testi-
monio del ofendido, se puede ver afectado en su credibilidad 
por ser contradictorio, excluyente (en lo interno o externo) en 
sus referencias fácticas a los aspectos principales, esenciales de 
la conducta punible materia de investigación o juzgamiento, por 
obstáculos o minusvalías en su capacidad intelectiva, sensorial, 
visual o auditiva, o por la imposibilidad de registros, o en cir-
cunstancias en que hubiese tenido motivos que le generaran una 
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intención de engañar, aspectos que en manera alguna se reportan 
ni evidencian en los testimonios objeto de cuestionamiento, pero 
lo menos y que en manera alguna puede argumentarse en orden 
a unos errores derivados de falso raciocinio, es demandar su in-
visibilidad como medios de prueba.

Ahora bien, las exigencias de claridad, precisión y uniformidad 
no pueden elevarse a los extremos absolutos de la milimétrica. 
Pueden darse como en efecto ocurrió en los testimonios cuestio-
nados por el censor, cambios en sus contenidos fácticos, los que 
antes que contradicciones insístase principales excluyentes de lo 
esencial investigado, se proyectan es como variaciones, es decir, 
como “contradicciones relativas” sin que al interior de esas ver-
siones pueda afirmarse o concluirse la inexistencia material de 
la conducta de concusión atribuida. Por el contrario, todas esas 
expresiones fácticas testimoniales de Jorge Palacio Salas, Ruby 
Esther Geraldino y Jhon Freddy Rojas, incluidos sus matices, 
antes que aminorar la credibilidad o verosimilitud de sus asertos, 
lo único que hacen es reafirmar que ese comportamiento puni-
ble consistente en exigencias de dinero se materializó en plura-
les ocasiones y, desde la prevalencia del derecho sustancial, ni 
de las facultades oficiosas, se deducen razones suficientes para 
proferir una sentencia sustitutiva de absolución por inexistencia 
del punible deducido, ni para inferir que se trató de un monta-
je “direccionado” por el DAS en contra del aquí procesado, en 
los términos planteados por el censor (negrillas fuera del texto 
original).
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3.4.4.2.	  Inexactitudes sobre cuestiones accesorias y no sustanciales 
en los testimonios de desmovilizados no restan credibilidad 
a los relatos

Extracto No. 37

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

En tratándose de remembranzas como las aquí referidas, la Sala considera 
que si bien, no se concreta el año exacto de tales encuentros y reuniones, 
ello, per se, no es óbice para darles credibilidad a los denunciantes, pues 
evocan situaciones cronológicas bastante alejadas, y ni siquiera se refieren a 
hechos de esta década, sino de la anterior, lo que indudablemente ha deterio-
rado su capacidad de recordación; pero el relato en sí, no resulta incoherente 
o inverosímil, pues se encuentra probado en el plenario que efectivamente 
las autodefensas sí hicieron presencia física en la región desde 1997 aproxi-
madamente, año para el cual se inició la escalada paramilitar encaminada 
a derrotar a los grupos guerrilleros que antes ocupaban la zona, es decir, 
primero se dio la incursión militar y, en consecuencia, para el año siguiente, 
esto es, 1998 ya se produjo entonces el posicionamiento político. 

(…)

Si bien existe cierta contradicción entre uno y otro, pues mientras Gabino 
Mora señaló como la primera reunión la del Nudo de Paramillo, Escobar 
dejó entrever que esa fue la segunda, no debe olvidarse que su capacidad de 
evocación se encuentra irremediablemente supeditada al paso del tiempo, 
que hasta la fecha casi supera la docena de años, motivo por el cual resulta 
perfectamente viable que cada uno relate los hechos de los cuales fueron 
testigos de excepción en circunstancias de tiempo y espacio algo diversas, 
sin que ello constituya falsedad alguna, como lo asegura la defensa y el 
acusado, toda vez que el aspecto neurálgico de todo este asunto, como lo 
expresó el agente de la Procuraduría en sus alegatos finales, no está en la 
forma o en la secuencia y desarrollo de cada una de las reuniones, sino en 
lo sustancial, esto es, en determinar con precisión si estas tuvieron ocurren-
cia o no, lo cual ha sido plenamente probado en el investigativo.
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(…)

Prueba de lo anterior, es que el propio ‘Ernesto Báez’, según lo aseveró 
bajo juramento, debió acudir a uno de sus comisarios políticos en la re-
gión del sur de Bolívar para efectuar su proceso de recordación, es decir, 
para que junto con él pudiera “hacer memoria” de una serie de situaciones 
fácticas que no tenía presentes, pero que sí ocurrieron, precisamente por el 
inexorable paso del tiempo que puede borrar cualquier huella o recuerdo, 
y como aquí se relataron, en parte, hechos ocurridos hace casi 12 años, es 
obvio concluir la existencia de un olvido al referir acontecimientos, que si 
bien fueron vividos por el personaje en cuestión, aún así, la falta de regis-
tro fílmico o escrito impidieron una perfecta evocación, por ello, dichas 
manifestaciones de los comandantes paramilitares mencionados, en nada 
desvirtúan los serios señalamientos de los denunciantes.

Ciertamente, ese es otro aspecto mediante el cual la Sala observa que no se 
trata de ningún “complot” en contra del acusado, tal como lo sostuvieron en 
sus alegatos defensor y procesado, pues si la intención de los testigos de cargo, 
entre otros, Gabino Mora, Alejandro Escobar, Alberto Carvajal, Faber Guerre-
ro, Nicolaza Tuirán, Pedro Alí, Nestor Viana y otros, fuera la de complotarse 
para desacreditar o sindicar a Miguel Rangel de hechos delictivos, no se ve la 
razón por la cual sus señalamientos no sean coincidentes en todo, pues resulta 
obvio y acorde al sentido común que todo “complot” requiere ponderación y 
preparación, y por lo menos acuerdo mutuo, pero aquí ha ocurrido lo contra-
rio, esto es, pese a ser absolutamente consistentes en admitir la asistencia a 
dichas reuniones, aún así, no han coincidido en ciertos detalles, que la defensa 
pretende convertir en motivos de falsedad y de desconfianza, cuando en reali-
dad son la prueba fehaciente que nada protervo urdían contra Rangel. 

(…)

Independientemente de cuál fue el motivo que los impulsó a acudir ante 
la autoridad a denunciar, aún así, esa circunstancia particular en nada in-
cide en la verdad de la narrativa, pues no sería la primera vez que alguna 
inconformidad entre antiguos socios, sea lo que impulsa a uno de ellos 
para denunciar las fechorías en las que pudieron incurrir, incluso todos, 
motivo por el cual, a la par con el Ministerio Público, la Sala considera 
que la credibilidad de estos testigos deriva precisamente de su íntima rela-
ción e incluso “compadrazgo” con Miguel Rangel, pues las denuncias las 
hicieron aún a riesgo de su propio compromiso penal, como lo enfatizó el 
mencionado sujeto procesal. 
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Extracto No. 38

Radicado 32805 – 23 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

Es cierto, como lo precisó el defensor del ex Senador que en 2001 Castillo 
refirió que de manera personal GARCÍA ROMERO dio la orden de muerte 
en presencia de Salvador Arana, Joaquín García y el mismo testigo, mien-
tras que en su declaración de Canadá, al volver sobre el tema señaló que 
telefónicamente GARCÍA ROMERO le hizo el pedido de aquél hecho de 
sangre al ganadero. 

No comparte la Sala, sin embargo, que esa variación en el relato acredite 
que el declarante es mentiroso. Cuando algo así pasa, no se discute, es 
mayor la cautela en la crítica sobre el medio de prueba, lo cual no lleva a 
tacharlo de mendaz de entrada por la presencia de aquellas divergencias 
circunstanciales de los relatos. En este caso, ha de tenerse en cuenta que 
Castillo Peralta rindió alrededor de cincuenta o más declaraciones sobre 
diferentes temas y ante variadas autoridades, unidas estas circunstancias al 
transcurso del tiempo -hechos de 1997 se retomaron en el 2007-.

Por el contrario, puede suceder que cuando se inventa una historia para 
implicar a una persona en un delito, la espontaneidad desaparezca para 
darle paso al cálculo propio de la maquinación, y que en esa medida los 
ejes del relato los mantenga fijos el testigo entre una narración y otra para 
no generar suspicacias o incredulidades. En la situación contraria, es decir, 
de quien cuenta sus percepciones con honradez, es posible -y lo constata 
la experiencia- que precisamente como producto de su espontaneidad y de 
la vivencia misma, que de suyo implica sentimientos y valores, introduzca 
modificaciones de un relato a otro conservando indemne el hecho central 
de su dicho, que es lo que a juicio de la Corte aconteció en el evento objeto 
de examen.

Castillo Peralta, si bien posee el rasgo evidente de ser un testigo con men-
talidad dispersa, eso no lo hace menos confiable. Desde su posición de per-
sona cercana al paramilitarismo en Sucre durante años, tuvo la oportunidad 
de interactuar con muchos individuos, de estar en diferentes lugares y de 
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acceder a información considerable que fue entregando a las autoridades 
paulatinamente. 

Hay que inferir que precisamente por el despliegue de acciones ilegales casi 
diarias, en donde se halla además de por medio la tensión natural de estar 
actuando desde la ilegalidad y bajo el inminente accionar de la autoridad, la 
actividad delictiva en estos casos se encuentra acompañada ordinariamente 
de una diversidad de situaciones, órdenes, informaciones, comunicacio-
nes, contraórdenes, desplazamientos, seguimientos, vigilancias, custodias, 
prevenciones, etc., que hacen que unos sucesos que en otras condiciones 
o para un ciudadano normal serían extraordinarios o inusuales, para los 
miembros del grupo ilegal sean tan rutinarios y por su número fácilmente 
puedan llegar a confundirse, olvidarse o mezclarse. Esas razones hacen 
que, sin perjuicio de tomar las previsiones del caso, la crítica del testimonio 
sea benevolente con tales diferencias no sustanciales de aquellos relatos.

(…)

Analizada en conjunto toda la historia personal de Castillo Peralta y lo que 
significó volverse informante de las autoridades, queda claro que no es 
un mitómano, como lo quiere hacer aparecer la defensa. Suministró densa 
información, de la cual se derivaron operaciones exitosas de la Policía y 
de la Fiscalía contra el paramilitarismo; es más, varios miembros de esas 
instituciones que declararon en el proceso –como Julián Crisóstomo Ca-
ballero– lo calificaron de buen colaborador, y nunca ha surgido razón de 
ninguna especie que lleve a pensar que de manera gratuita o arbitraria ha 
involucrado a personas en crímenes que no cometieron. Por tanto, que no 
haya incluido a determinados protagonistas o hechos desde un comienzo, 
o que hubiera modificado circunstancias en sus distintos relatos, como el 
escenario existente cuando escuchó al senador ÁLVARO GARCÍA RO-
MERO ordenar la muerte de Georgina Narváez, no son motivos suficientes 
para su descalificación.

La Corte entiende además, porque lo percibió directamente, que se trata de 
una persona que no responde puntualmente, como lo haría un matemático, 
sino que va de un tema a otro con la misma facilidad que abandona una 
narración al ser interrumpido para pedirle la aclaración de un detalle, y 
todo eso con una rapidez que no le deja tiempo para reflexionar sobre las 
preguntas y sistematizar sus respuestas. Es, por todo eso, un testigo expre-
sivo, franco y directo; no cerebral y artificioso.
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(…)

Es un hecho, que la Corte viene aceptando pacíficamente, que el testimonio 
de un miembro o exmiembro de un grupo irregular sirve para aclararle a 
la justicia los hechos ocurridos en el interior del grupo que haya podido 
evidenciar o conocer.

Castillo es un hombre sencillo, con pasado delictivo en las autodefensas de 
Sucre; desde que se decidió a denunciar el tema del paramilitarismo en ese 
departamento adquirió el hábito de hacer que su mujer –quien obra como 
su amanuense porque él es iletrado- le escribiera cada cosa importante 
relacionada con ese particular actuar, documentando en lo posible cada he-
cho para que se le crea, como también para ayudarle a la memoria. Gracias 
a esa precaución, pero básicamente a que su dicho cuenta con el respaldo 
de otros medios probatorios y circunstancias, es por lo que se le ha otorga-
do credibilidad en general, no exenta por ello de verificaciones.
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Extracto No. 39

Radicado 34653 – 27 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Rubén Darío 

Quintero por el delito de concierto para delinquir agravado

Critican los sujetos procesales las dos versiones expuestas, las que en cri-
terio de la Corte tienen respaldo en un análisis razonable porque surge de 
la experiencia que los grupos al margen de la ley, en los que todo apoyo 
sea político, militar o financiero a quienes pretendían acceder a un cargo de 
representación popular con su concurso, se llevaba a cabo en la más estricta 
clandestinidad, sin que quedara registro alguno. Esa es la razón por la cual 
una orden impartida por el comandante paramilitar, como a los financieros 
del Bloque (Dairo y Carlos Correa), luego de emitida, se presumía su 
cumplimiento, pero sin existir seguridad de qué forma se hacía, quién o 
quiénes eran los emisarios, lo mismo que la cantidad exacta y el lugar en 
el que se llevaba a cabo.

(…)

En la sentencia que profirió la Sala Penal de la Corte Suprema de Jus-
ticia contra el ex senador Humberto de Jesús Builes Correa, la decla-
ración del comandante del Bloque Élmer Cárdenas es prueba funda-
mental, y en la que también se presentaron las diferentes versiones, se 
dijo: 

“La reconstrucción de la verdad respecto de un estado perma-
nente de delincuencia, que se extendió por muchos años, cubrió 
vastos territorios y en el que tomó parte un ejército de perso-
nas, no se logra a través de un único testigo y menos en un solo 
tiempo, porque es imposible que alguien, por mucha jerarquía 
que tuviera en la organización, lo haya sabido todo y además lo 
recuerde. Es un proceso progresivo de retroalimentación colec-
tiva, que tiene por insumo un saber fraccionado y disperso, con-
forme diversas particularidades de sus múltiples actores; unos 
saben más y otros menos; unos recuerdan mucho, otros poco, 
y habrá quienes lo olvidaron todo; unos están seguros y otros 
dubitativos; a unos les parece así y a otros de otra manera, etc. Y 
esos matices o diferencias, en sí mismos, no significan “querer 
engañar” o faltar a la verdad. 
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68. Entre la dispersión, es el tiempo, la retroalimentación, el 
contraste y la razón critica frente a cada hecho y sus particulares 
circunstancias, lo que en torno al mismo decanta las ideas y fija 
los recuerdos; por eso se entiende que cuando a testigos desmo-
vilizados de grupos armados se les cuestiona por primera vez y 
de modo general, en ese universo de información que tienen por 
aportar sobre años de asidua delincuencia, son ligeros, gaseo-
sos e imprecisos con respecto a algunas situaciones puntuales; 
pero después, ya habiendo reposado las ideas, interiorizado, re-
cordado con otras personas que tuvieron las mismas o análogas 
vivencias y en ocasiones documentado, interrogados puntual-
mente son más detallados en circunstancias temporo-espaciales; 
y en cada nueva declaración van afinando en particularidades 
y corrigiendo imprecisiones, que de ese modo paulatino, si se 
mantienen en el núcleo fundamental del hecho, fijan en él un 
carácter sólido y definido. Y es bajo ese contexto de la cons-
trucción paulatina y mancomunada de la verdad, como hay que 
valorar sus declaraciones. 

69. La Corte Suprema de Justicia, recogiendo experiencias y 
estándares internacionales, ha fijado parámetros encaminados a 
establecer la verdad, bajo particularidades del proceso de des-
movilización y reconciliación. Respecto del tema de la verdad 
y las pruebas que la sustentan en el decurso de la Ley de Jus-
ticia y Paz, dijo que “en el proceso de justicia transicional no 
solo se construye a partir de lo confesado por el postulado en 
la diligencia de versión libre, sino también de las actividades 
investigativas adelantadas por la Fiscalía General de la Nación 
y el aporte de las víctimas (…) En este evento, debe hacerse una 
interpretación flexible sobre el concepto de verdad, a partir de 
lo aportado por el desmovilizado en su versión libre, dado que, 
como lo sostuvo la Corte Constitucional en la citada Sentencia 
C-370 de 2006 (apartado 6.2.2.1.7.20), no puede perderse de 
vista que la Ley 975 está diseñada para ser aplicada a personas 
que han cometido múltiples y graves delitos, en desarrollo de los 
cuales apelaron a toda clase de maniobras para esconder su real 
dimensión y las pruebas de los mismos, lo cual necesariamente 
dificulta la labor investigativa”77.

(…)

77	 Providencia del 21 de septiembre de 2009, radicado 32022, Caso Gian Carlo Gu-
tiérrez. 
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71. Es así como las pruebas judiciales, especialmente los 
testimonios, y con más precisión los de desmovilizados 
de grupos armados ilegales, no se valoran al tenor de las 
matemáticas o ciencias exactas, sino bajo la axiología de las 
ciencias sociales donde anida la razón crítica intersubjetiva, 
por lo que deviene equivocado pretender, desconociéndose 
que cada persona es producto de la interacción con las demás 
y su particular entorno, que sólo son creíbles en cuanto 
coincidan linealmente, como si pudieran salir en serie de 
moldes o plantillas antes que de coyunturales vivencias, 
asidas a sus connaturales divergencias.

(…)

La falta de seguridad del “Alemán”, contrario a lo afirmado por la defensa y 
el Ministerio Público, lo que muestra es un testigo espontáneo, que no tiene 
muy claras las cosas porque el hecho sucedió a través de otros, pero que se 
esfuerza por saber y recordar, contrastándose y cuestionándose él mismo, 
afanado por la verdad. No estaba seguro si fue Builes Correa o Quintero 
Villada quien materialmente gestionó el aval, pero sí que fue uno de los 
dos; en todo caso ambos representaban políticamente al partido Cambio 
Radical, quien formalmente lo concedió. Y no estaba tan equivocado. 

Si tan sólo se tuviera como único testimonio el del comandante paramilitar, 
no habría forma de confrontar lo afirmado por él, pero en el proceso se en-
cuentran las declaraciones de Dagoberto Tordecillas Banquet y Norman 
Harold Cardona, por referirse la Corte tan solo a dos de ellos, los que 
trataron de ser desvirtuados por todos los medios.
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3.3.5.	 El cuestionamiento sobre la personalidad de un testigo 
resulta insuficiente para negarle valor probatorio a su 
testimonio

Extracto No. 40

Radicado 32712 – 05 de mayo de de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador del Cesar 

Hernando Molina Araújo por el delito de concierto para 
delinquir agravado

En cuanto a las críticas que se hacen a la versión de Alfonso Palacio Niño, 
de quien Javier Ernesto Ochoa Quiñones dijo era amigo de alias “Tolemai-
da” y cercano al ELN78, se pasa por alto que en materia de apreciación de la 
prueba testimonial y con observancia de las reglas de la sana crítica, además 
de la personalidad deben tenerse en cuenta el contenido de la declaración, 
la naturaleza del objeto percibido y las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar en que percibió los hechos, de modo tal que el cuestionamiento por 
ese sólo hecho resulta insuficiente para negarle valor probatorio.

De otro lado, el testigo se ha referido al hecho probado de la intervención 
de las autodefensas en la política del departamento, mostrando una impar-
cialidad frente al momento político y lo declarado, pues frente a la insisten-
cia de la defensa porque concretara si el doctor MOLINA ARAÚJO incidió 
directamente en la renuncia de Moreno Panezo se limitó a responder que:

“he dicho que los paramilitares actuaban y actuaron presionan-
do de manera directa ellos como grupo delincuencial armado, a 
electores y habitantes, si bien es cierto y es claro que el accio-
nar de estos grupos beneficia a alguien políticamente, no puedo 
decir o afirmar que candidato alguno lo haya hecho de manera 
directa”79.

Y si bien es cierto, que a la Dirección Liberal Nacional no llegó en su 
oportunidad ninguna denuncia de vínculos del doctor MOLINA ARAÚ-
JO con organizaciones armadas ilegales, esta circunstancia no revela su 

78	 Declaración de agosto 23 de 2007; folio 40, cdno 7.
79	 Alfonso Palacio Niño, mayo 15 de 2007; fl. 116 cdno 3.
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ajenidad con los hechos, como tampoco el aval otorgado por el partido 
constituía un blindaje80 para una alianza ilegal como la que se cuestiona en 
este proceso.

80	 Ramón Ballesteros Prieto, declaración de octubre 29 de 2003, cd 3
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3.3.6.	 El dicho de un desmovilizado no está condicionado 
por su estatus y es un testigo idóneo para relatar los 
crímenes cometidos

Extracto No.41

Radicado 26585 – 17 de agosto de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Humberto de 
Jesús Builes Correa por el delito de concierto para delinquir 

agravado

100. Con respecto a la financiación de la campaña política al Congreso 
de la República de 2002 en Urabá, ciertamente el señor FREDY REN-
DÓN HERRERA (a. Alemán) al comienzo negó aportes económicos de 
grupos paramilitares, contrastado su dicho con el del testigo DAGO-
BERTO TORDECILLAS, y después a cuenta gotas fue revelando que 
sí hizo tales contribuciones, lo que significa que ciertamente su refe-
rencia al tema fue mutando paulatinamente, al pasar de un no a un sí, 
con el que con toda determinación recabó durante la audiencia pública. 
Igual sucedió refiriendo el tema de encuentros y diálogos con los doc-
tores RUBÉN DARÍO QUINTERO y HUMBERTO BUILES, porque 
inició negándolos y concluyó aceptándolos y describiendo algunos de 
sus pormenores. 

101. FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán) en varias declaraciones, 
confrontado con las citadas contradicciones, sostuvo que por instrucción 
del comandante SALVATORE MANCUSO, en el sentido que “era mejor 
no hablar de políticos y militares”, al comienzo del proceso omitió esas re-
ferencias y negó vínculo con ellos, por lo cual se disculpó y se comprome-
tió con la verdad, insistiendo en que a las cosas había que agregarles esos 
nuevos matices y componentes, como a la postre las contó; es decir, que si 
después habló de ellos y les atribuyó algún papel en el entorno paramilitar 
fue porque estuvieron comprometidos, siendo ahí cuando la historia cobra 
coherencia, pues materialmente, un despliegue político y militar de esas 
dimensiones jamás pudo pasar sin participación, por acción u omisión, de 
las autoridades civiles y militares de la zona; como muchos otros testigos 
también lo dijeron, por solo citar a DAGOBERTO TORDECILLA BAN-
QUET y JOAQUÍN GONZÁLEZ. 
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102. Durante la audiencia pública, cuando el Procurador confrontó con sus 
imprecisiones al testigo FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán), a pro-
pósito de declaraciones como la del 22 de mayo de 2008, éste las reconoció 
y recabó en que la última dada en el curso del mismo acto era la más com-
pleta y fidedigna, sosteniendo que había hecho averiguaciones y “compi-
lado información” que le permitieron corregir aspectos sin que nadie se lo 
pidiera, ofreciendo razones plausibles a tal efecto, en lo que se ha dado en 
llamar la reconstrucción mancomunada y progresiva de la verdad, en cuanto 
que él, por mucho y que fuera el comandante del Bloque “Élmer Cárdenas” 
de las AUC, tratándose de hechos cometidos por una masa de personas, 
cumpliendo multiplicidad de roles, sólo pudo manejar de cuenta propia un 
conocimiento fraccionado, que se ha esforzado en complementar. 

103. Es el caso del tema relativo con la finca “Las Camelias”, del que dijo 
que desconocía porque no estaba bajo su “jurisdicción”, pero ya que se en-
teró a través de la prensa que HUMBERTO BUILES le atribuyó habérsela 
“robado” se dio a la tarea de investigar, contando unos hechos que se aco-
modan a lo que en el expediente ya se conocía, a través de testigos como 
RAÚL EMILIO HASBÚN (a. Pedro Bonito), ROSA AMÉRICA PALA-
CIO y GUILLERMO GÓMEZ MESA, al punto que la defensa le ofreció 
la razón cuando sostuvo que fue equivocado de HUMBERTO BUILES ha-
cerle tal atribución; y no puede decirse que como averigua e investiga cada 
vez que surgen preguntas que no logra responder, y en la siguiente ocasión 
a veces corrige y en otras precisa, entonces es que tiene interés malsano.  

104. Contrario a lo sostenido por el vocero, no puede presumirse que 
FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán) tiene mala voluntad o inte-
rés en mentir, sobre la prédica de que por estar sometido a un proceso 
de justicia transicional podría esperar daño o beneficio de su deposición. 
Por el contrario, ese hecho refuerza su compromiso con la verdad, como 
también lo hace la institución del juramento. Lo conmina a ser sincero, no 
a declarar algo en particular, de lo que pudiera salir beneficiado o perju-
dicado, o en contra o a favor de alguien. Por eso es equivocado sostener, 
con connotación peyorativa, “que su dicho está condicionado por su es-
tatus de desmovilizado”. Sería tanto como decir que la Ley de Justicia y 
Paz contiene “móviles impulsores del mentir”, de los que trata PIETRO 
ELLERO81, conforme la doctrina invocada; esa condición es positiva para 
con la verdad. 
81	 Pietro Ellero. De la Certidumbre en los Juicios Criminales o Tratado de las Pruebas 

en Materia Penal, traducción de Adolfo Posada, Sexta Edición Española, Reus S.A. 
Madrid 1968, p. 128.



171

(…)

108. En ese puntual aspecto materia de la controversia, no hay como dejar 
de creer en lo que declaró ÉVER VELOZA GARCÍA (a. H. H.), que pa-
labras más palabras menos, enfatizado por su especial conocimiento, es lo 
mismo que relató FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán). Ya se dijo 
que ser desmovilizado paramilitar no es impedimento para decir la verdad, 
porque en sí mismo eso no significa que se tenga tendencia a engañar; que 
los rasgos de sospecha anejos a su flexible sentido moral y antecedentes 
criminales, se disipan a través de una doble condición jurídica que refuer-
zan su veracidad; que disonancias en aspectos de contorno entre el dicho 
de varios testigos no son muestra fatal de falsedad; que nadie más idóneo 
que los propios paramilitares, más aún sus dirigentes o comandantes, para 
saber qué crímenes cometieron, con quién lo hicieron, o quiénes los pro-
mocionaron y apoyaron; y no existe motivo distinto a la realidad, para que 
los citados comandantes paramilitares hayan declarado como lo hicieron. 
Razones todas que enfatizan su presunción de veracidad.
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3.3.7.	 La sospecha sobre el testimonio de un postulado no 
inhibe su valor probatorio, sólo impone un análisis 
más riguroso 

Extracto No. 42

Radicado 26585 – 17 de agosto de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Humberto de 
Jesús Builes Correa por el delito de concierto para delinquir 

agravado

84. Que FREDY RENDÓN HERRERA es un “sociópata”, “mitómano”, 
“eufemista”, “incapaz de remordimiento”, etc., no está probado en este 
proceso; eso se lo inventó el Procurador. Será un delincuente, pues por algo 
está dedicado a declarar y confesar crímenes propios y ajenos, cometidos 
sistemáticamente por años, dentro de un proceso de justicia transicional; 
pero eso no lo hace un ser irredimible frente al estado natural del hombre, 
fundado en la verdad. Si alguien pensó que pudiera ser enfermo psicológi-
co o débil de mente, debió haber propiciado oportunamente su experticia 
para que se diera un concepto autorizado, sustentado científicamente; pero 
lo que la Corte no puede aceptar es que se supla la ciencia por la simple 
autoridad, para arribar a semejantes imperfecciones intelectuales. Un con-
cepto así, sacado de la nada, raya con lo ilegal. 
 
85. Pero además, si sólo fuera por el recelo de mentira, que finalmente 
no se disipa del todo dados comportamientos precedentes del testigo in-
compatibles con el sentido moral, se llegaría al extremo del escepticismo 
judicial, y de nuevo con MALATESTA, “muy pocos serían los procesos 
que llegarían a término, y esos pocos no inspirarían confianza en su verdad 
y en su justicia”82; la sospecha en un testigo sólo es una señal de alerta, que 
conmina a extremar el rigor en el análisis del testimonio. Por sí misma, 
por muy acentuada que aparezca, no es significativa de falacia; descon-
fianza no es igual a mentira. Y los sospechosos, dada su conducta actual, 
bien pueden ser rehabilitados en su sentido moral; por tanto, también en la 
credibilidad. 

82	  Ibídem. p. 68
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86. De algún modo eso sucede con FREDY RENDÓN HERRERA (a. 
Alemán); su desmovilización voluntaria en medio de compromisos con la 
verdad, justicia y reparación, es reflejo de un querer reencauzar su vida 
por el sendero de la ley y la moral. Y como se explicó previamente, a eso 
está conminado desde una doble dimensión: si miente o calla, no sólo está 
avocado a una condena adicional, sino a perder irreparablemente las pre-
rrogativas jurídicas, que por una sola vez le ofrece la Ley de Justicia y Paz; 
y de eso está advertido. Y es en serio. 

87. Tampoco está demostrado que el “Alemán” esté motivado a mentir, 
poseído por “odio inexplicable” hacia el acusado. El mismo Procurador 
dijo que ese “rencor” no se sustenta en nada, luego si por principio todo 
consecuente tiene una causa, como ésta no se avizora en ningún rasgo, el 
argumento se desvanece. El odio es un sentimiento reactivo que al igual 
que la mentira, pero contrario a la verdad y el amor –afecto-, bases estruc-
turales del ser social, no es un estado nato que pueda derivarse de sí mismo; 
no hay personas privadas en lo absoluto de bondad. Así que el dicho del 
Procurador no deja de ser una aventura más, carente de altura y seriedad, 
en el proceso argumentativo. 

88. Del hecho que en algún momento de su atestación FREDY RENDÓN 
HERRERA haya calificado al procesado de “bandido”, respondiendo a una 
atribución ilícita injusta que aquél le hizo, por sí mismo no refleja un sen-
timiento negativo y adverso como el “odio”, en medida depravada, sufi-
ciente para que dentro de un proceso de reconciliación, comprometido con 
la reconstrucción de la verdad, a su propia riesgo amén de sus efectos ju-
rídicos, haya declarado mentiras sólo afanado por dañar; análoga reflexión 
tendría que hacerse con respecto al universo de personas, algunas de sus 
entrañables afectos, que tras ese proceso de rehacer la verdad fueron salpi-
cadas con juicios de ilegalidad. 

89. Tampoco puede quitarse mérito al testimonio de FREDY RENDÓN 
HERRERA con el argumento que su dicho es inconstante, incoherente, con-
tradictorio e inverosímil en aspectos como la “concesión del aval”, la “fi-
nanciación de la campaña” y “las reuniones con RUBÉN DARÍO QUINTE-
RO y HUMBERTO BUILES”, porque aunque no es una declaración lineal, 
repetida en la exacta dimensión de sus expresiones lingüísticas, tampoco 
contradice la naturaleza de las cosas ni refiere imposibles para llegar a ser 
increíble, y sus paulatinas mutaciones se explican dentro de ella misma y su 
contexto, en el curso progresivo de reconstruir colectivamente un ejercicio 
permanente y sistemático de criminalidad, donde se rodea de coherencia.
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3.3.8.	 Valor probatorio de las confesiones de los postulados en 
Justicia y Paz: obligación de decir la verdad a cargo de 
los desmovilizados y valoración de la declaración bajo el 
contexto de la construcción paulatina y mancomunada 
de la verdad. No se debe presumir la falsedad en su 
testimonio debido a su carrera delictiva

Extracto No. 43

Radicado 26585 – 17 de agosto de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Humberto de 
Jesús Builes Correa por el delito de concierto para delinquir 

agravado

62. Esto conlleva el análisis probatorio a un estadio muy particular, que es 
el valor suasorio de las versiones de desmovilizados a propósito de proce-
sos de justicia transicional, sea porque se trate de verificar sus propias ac-
ciones, o de atestiguar respecto de otros, dentro o fuera de la organización, 
en esa tarea mancomunada, difícil por demás, que es reconstruir la verdad 
respecto de un estado permanente de criminalidad, dado entre una multipli-
cidad de momentos, actores y factores, de los más inusitados órdenes, en el 
transcurso de muchos años. 

63. En tal sentido, téngase presente que fue decisión de Estado, al afán de 
hacer realidad el derecho constitucional a la paz, ofrecer “alternativas” y 
“beneficios” jurídicos a los combatientes irregulares a cambio de la de-
jación de las armas y su desmovilización, no bajo égida de impunidad, 
“perdón y olvido”, sino de verdad, justicia y reparación. Esclarecimiento 
de la verdad, para realizar derechos inalienables de víctimas directas de 
crímenes aberrantes, pero además de toda la hermandad colombiana im-
pactada en su conjunto; realización de una justicia retraída conforme a su 
especial teleología; y reparación en su más amplio entendimiento aunada 
a la garantía de no repetición, desmovilización y desmantelamiento de la 
organización. Todos esos propósitos anclados en el deber de recordar y 
preservar del olvido a la memoria colectiva. 

64. En el marco del proceso de justicia transicional que regula la Ley 
975 de 2005, la verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición se 
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canalizan fundamentalmente a través de ejercicios de “colaboración”, que 
para los postulados incluye el imperativo de contar de manera plena y fide-
digna todos los hechos relevantes sucedidos en ese tiempo de violaciones 
generalizadas de derechos humanos, a efecto que se realice la justicia en 
la particularidad de cada caso y también surta sus efectos en la memoria 
colectiva, pues de otro modo no se reconoce a las víctimas en su dignidad 
y mucho menos se promueven iniciativas de reconciliación, para que aque-
llas y la sociedad sanen sus heridas, lo que conllevaría a la pérdida de los 
beneficio de la alternatividad83. 
 
65. En esas condiciones, los paramilitares desmovilizados insertos en pro-
cesos de justicia transicional bajo las reglas de la Ley de Justicia y Paz, se 
hallan en el imperativo de esclarecer los delitos cometidos en el marco del 
conflicto armado y sus contornos, como también de no volver a delinquir, 
significándose que están obligados a decir la verdad confesando sus propios 
crímenes, pero además como testigos de excepción delatando a sus partí-
cipes, colaboradores o promotores, porque si mienten en sus declaraciones 
serán privados de las penas alternativas avenidas del proceso de transición, 
y penados por falso testimonio amén de responsabilidad sobreviniente. 

66. Como la disyuntiva gira en derredor del conocimiento, es preciso tener 
presente que la reconstrucción de la verdad con génesis en criminalidad 
sistemática, sobre la base de desmovilización de grupos armados, es una 
tarea compleja que se desarrolla progresivamente en varios tiempos y de-
manda compromisos mancomunados. En ella participan los desmoviliza-
dos en primer lugar, porque saben de los crímenes que cometieron y sus 
pormenores; las víctimas en su medida, que conocen las agresiones que 
vivieron; y los organismos del Estado que tienen la carga de desarrollar sus 
propias tareas de investigación, amén de canalizar y sistematizar la infor-
mación conforme al método dispensado por las leyes del procesamiento. 

83	 Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia C-370/2006, a través de 
la cual declaró exequible le Ley 975 de 2005, examinando lo relativo con el dere-
cho a la verdad, concluyó: “En suma, en virtud de las decisiones adoptadas y en 
aplicación estricta de la Constitución, los beneficios penales que la Ley demandada 
permite que se conceda a quienes han cometido delitos de suma gravedad, sólo pue-
den conferirse a quienes han satisfecho de manera plena el derecho de las víctimas a 
la verdad, de lo cual depende, también, la satisfacción del interés de la sociedad en 
construir memoria colectiva sobre lo acontecido durante el conflicto armado. Para 
eso deben haber confesado, de manera completa y veraz, todos los hechos crimina-
les en los cuales han participado como integrantes de tales grupos”.
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67. La reconstrucción de la verdad respecto de un estado permanente de de-
lincuencia, que se extendió por muchos años, cubrió vastos territorios y en 
el que tomó parte un ejército de personas, no se logra a través de un único 
testigo y menos en un solo tiempo, porque es imposible que alguien, por 
mucha jerarquía que tuviera en la organización, lo haya sabido todo y ade-
más lo recuerde. Es un proceso progresivo de retroalimentación colectiva, 
que tiene por insumo un saber fraccionado y disperso, conforme diversas 
particularidades de sus múltiples actores; unos saben más y otros menos; 
unos recuerdan mucho, otros poco, y habrá quienes lo olvidaron todo; unos 
están seguros y otros dubitativos; a unos les parece así y a otros de otra ma-
nera, etc. Y esos matices o diferencias, en sí mismos, no significan “querer 
engañar” o faltar a la verdad. 

68. Entre la dispersión, es el tiempo, la retroalimentación, el contraste y la 
razón critica frente a cada hecho y sus particulares circunstancias, lo que 
en torno al mismo decanta las ideas y fija los recuerdos; por eso se entiende 
que cuando a testigos desmovilizados de grupos armados se les cuestiona 
por primera vez y de modo general, en ese universo de información que 
tienen por aportar sobre años de asidua delincuencia, son ligeros, gaseosos 
e imprecisos con respecto a algunas situaciones puntuales; pero después, 
ya habiendo reposado las ideas, interiorizado, recordado con otras personas 
que tuvieron las mismas o análogas vivencias y en ocasiones documentado, 
interrogados puntualmente son más detallados en circunstancias temporo-
espaciales; y en cada nueva declaración van afinando en particularidades y 
corrigiendo imprecisiones, que de ese modo paulatino, si se mantienen en 
el núcleo fundamental del hecho, fijan en él un carácter sólido y definido. 
Y es bajo ese contexto de la construcción paulatina y mancomunada de la 
verdad, como hay que valorar sus declaraciones. 

69. La Corte Suprema de Justicia, recogiendo experiencias y estándares 
internacionales, ha fijado parámetros encaminados a establecer la verdad, 
bajo particularidades del proceso de desmovilización y reconciliación. Res-
pecto del tema de la verdad y las pruebas que la sustentan en el decurso de 
la Ley de Justicia y Paz, dijo que “en el proceso de justicia transicional no 
solo se construye a partir de lo confesado por el postulado en la diligencia 
de versión libre, sino también de las actividades investigativas adelantadas 
por la Fiscalía General de la Nación y el aporte de las víctimas (…) En este 
evento, debe hacerse una interpretación flexible sobre el concepto de ver-
dad, a partir de lo aportado por el desmovilizado en su versión libre, dado 
que, como lo sostuvo la Corte Constitucional en la citada Sentencia C-370 
de 2006 (apartado 6.2.2.1.7.20), no puede perderse de vista que la Ley 975 
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está diseñada para ser aplicada a personas que han cometido múltiples y 
graves delitos, en desarrollo de los cuales apelaron a toda clase de manio-
bras para esconder su real dimensión y las pruebas de los mismos, lo cual 
necesariamente dificulta la labor investigativa”84.

70. También la Sala, en el auto antes citado, reconoció que” la compleji-
dad de la reconstrucción de los hechos por virtud de la degradación del 
conflicto y la barbarie de los métodos utilizados en la ejecución de las 
conductas (descuartizamiento, fosas comunes), sumado a las dificultades 
de huella histórica de muchos hechos, por deficiencias en el registro civil 
(nacimientos, defunciones), en los registros notariales y mercantiles, por 
los permanentes movimientos de las comunidades desplazadas, entre otras 
y tantas dificultades, obliga a exámenes de contexto y a la flexibilización 
de los umbrales probatorios, no solo respecto de la comprobación del relato 
del postulado, sino, sobre todo, del daño causado, el que deberá acreditar-
se con medios propios de la justicia transicional”, agregando que “resulta 
desproporcionado, como aquí se pretende, que se exija del desmovilizado, 
quien ha relatado genéricamente unos hechos ocurridos hace varios años 
y confesado la comisión de múltiples conductas punibles, que especifique 
todas las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon la ejecución 
de cada una de ellas”.

71. Es así como las pruebas judiciales, especialmente los testimonios, y 
con más precisión los de desmovilizados de grupos armados ilegales, no se 
valoran al tenor de las matemáticas o ciencias exactas, sino bajo la axiolo-
gía de las ciencias sociales donde anida la razón crítica intersubjetiva, por 
lo que deviene equivocado pretender, desconociéndose que cada persona 
es producto de la interacción con las demás y su particular entorno, que 
sólo son creíbles en cuanto coincidan linealmente, como si pudieran salir 
en serie de moldes o plantillas antes que de coyunturales vivencias, asidas 
a sus connaturales divergencias. 

72. De tal manera, como cada testigo le imprime a su testimonio una parte 
de su mundo esencial, particular escala de intereses, habilidades, faculta-
des físicas y valores morales, el crédito de su atestación está sometido a 
la condición de que, conforme a criterios lógicos y experiencia compre-
hensiva, razón aplicada a la práctica, se acompase objetivamente con sí 
mismo, pero además como elemento de un sistema dentro de la masa del 

84	 Corte Suprema de Justicia, providencia del 21 de septiembre de 2009, radicado 
32022, Caso Gian Carlo Gutiérrez. 
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conocimiento del que hace parte, en lo que se ha dado en llamar “razones 
intrínsecas y extrínsecas que conducen a aumentar, a disminuir o a destruir 
su valor probatorio”85, sin que pueda ser atendible un descrédito general 
con solo mirar a contraluz disonancias entre una prueba y otra, o entre uno 
de sus momentos y el siguiente. 

73. Es cierto como lo sostuvo el vocero86, que el dicho de los desmoviliza-
dos está condicionado por el estatus de tales87, “dependiendo de los bene-
ficios de Justicia y Paz”, pero esa condición no es peyorativa sino positiva 
con respecto a la verdad, porque le fija carácter de imperativo y con ello la 
refuerza en su más genuina teleología. Colaborar con la justicia en ese mar-
co no es decir mentiras e involucrar en delitos a personas inocentes, que 
el sistema judicial no está interesado en afectar. Por el contrario, es contar 
las cosas como sucedieron, para que los hacedores de crímenes respondan 
por ellos, más aún si en doble dimensión eso también sirve para remover 
imputaciones injustas. 

74. Teniendo como norte la realización de la justicia, téngase presente que 
el hombre, “por una tendencia natural de la mente”88, que hace más fácil 
decir verdad que mentiras, es por esencia verídico y por consiguiente ins-
pirador de confianza entre sus congéneres, pues de otra suerte, sobre el 
pilar de falacias, no sería dable ningún desarrollo personal ni social. En 
otras palabras, “no hay posibilidad alguna de progreso intelectual, si no se 
toma como base y punto de partida la fe en los demás”89. Por eso frente a 
los testimonios, el punto de partida es su veracidad, que “en concreto se 
ve aumentada –corroborada-, disminuida o destruida por las condiciones 
particulares que son inherentes al sujeto individual del testimonio, o en su 
contenido personal, o también a su forma individual”90, o contrastada con 
los demás del acervo enfatiza la Sala.  

75. En este aspecto, insistiendo en que por lo general el hombre, incluidos 
los paramilitares, percibe y relata la verdad, y “[P]ara que el testigo tenga 
derecho a ser creído, es, pues, menester: 1º) que no se engañe; 2º) que no 

85	 Framarino dei Malatesta, Lógica de las pruebas en materia criminal, Vol. II, Ed. 
Temis S.A. Bogotá –Colombia 1988, p. 107.

86	 Invocando a Pietro Ellero. 
87	 Refiriendo a FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán).
88	  Framarino dei Malatesta, ibídem, p.15.
89	  Ibídem, p.16. 
90	  Ibídem, p.18. 
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quiera engañar” 91, porque la presunción de veracidad “puede ser destruida 
o menguada por condiciones especiales que en concreto son inherentes al 
sujeto,”92 es preciso señalar que por más que se trate de “desmovilizados”, 
incursos en delitos atroces del pasado, esa mácula del orden moral, aunque 
puede fijar rasgos de sospecha, no implica per se descrédito absoluto, por-
que no le priva de idoneidad para decir la verdad. 

76. Sería equivocado sostener que los testigos desmovilizados, sólo a par-
tir de su vida pasada o antecedentes, por muy desadaptada que haya sido, 
quieren engañar o están interesados en falsear la verdad, más si se trata de 
relatar hechos ajenos. Bien podría decirse que es lo contrario, en cuanto que 
su desmovilización supone el propósito de abandonar la senda de la crimi-
nalidad por la que transitaron durante años, y ante la oportunidad de la pena 
alternativa ofrecida por el sistema de justicia transicional, reencauzarse por 
el camino de la legalidad para su propio bien y el de la sociedad. Están ad-
vertidos que resistirse a colaborar con la justicia, o cometer nuevos delitos, 
les genera consecuencias negativas irredimibles de suma gravedad.  

77. En procesos surgidos o emparentados con la criminalidad sistemática 
y permanente, es virtualmente imposible hallar testigos libres de sospecha, 
porque en medio del sentimiento generalizado de miedo o inseguridad que 
por su naturaleza intrínseca esos hechos provocan, siempre habrá en ellos 
por lo menos rodeos de interés propio, sea como víctimas o victimarios, 
aquellas en la dimensión de su doble impacto, ya particular, ora social. Será 
difícil hallar testigos de esos casos en lugares ascéticos o de perfección 
espiritual, porque es que dichos sitios de paz y concordia no son propensos 
a tales categorías criminales. Así es que no pueden buscarse en los monas-
terios para exigir de ellos un corazón limpio, como en veces se quisiera, 
sino en los escenarios del crimen e impregnados de sus efectos, cuando no 
en las cárceles; y en ese contexto hay que valorarlos sin descartar su crédito 
a priori bajo sospecha.  

78. De igual forma, en relación con el sujeto, siendo que el problema por 
resolver se relaciona con el quehacer paramilitar, en punto de su nexo con 
dirigentes políticos del Estado, sus militantes y más sus líderes o comandan-
tes se avienen como conocedores, testigos excepcionales dentro del marco 
del compromiso con la verdad anejo al proceso de justicia transicional por 
el que transitan, porque nadie más que ellos para saber ¿qué fue lo que 

91	  Ibídem, p. 47. 
92	  Ibídem, p. 41.
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hicieron? y ¿con quién?; ¿qué apoyos tuvieron?, de ¿quién se valieron?, 
¿cuándo?, ¿cómo?, ¿dónde?, ¿porqué?, etc., aunado que una doble dimen-
sión jurídica los conmina a decir la verdad: el juramento cuya ruptura sería 
motivo de nueva pena por falso testimonio, pero además y por sobre todo, 
la pérdida de los beneficios de la alternatividad en el proceso de Justicia y 
Paz. Y nadie más que ellos para saber la realidad de lo que pasó. 
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Extracto No. 44

Radicado 34653 – 27 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Rubén Darío 

Quintero por el delito de concierto para delinquir agravado

Esto conlleva el análisis probatorio a un momento procesal y es resolver 
sobre el valor suasorio de las versiones de desmovilizados a propósito de 
procesos que se siguen con fundamento en la Ley 975 de 2005-Ley de Jus-
ticia y Paz-, con la finalidad de verificar las propias acciones emprendidas 
por el comandante desmovilizado o como testigo de hechos ocurridos en la 
región de su dominio y en un espacio de tiempo determinado. 

En esas condiciones, los paramilitares desmovilizados insertos en procesos 
de justicia transicional bajo las reglas de la Ley de Justicia y Paz, se hallan 
en el imperativo de esclarecer los delitos cometidos en el marco del con-
flicto armado y sus contornos, como también de no volver a delinquir, sig-
nificándose que están obligados a decir la verdad confesando sus propios 
crímenes, pero además como testigos de excepción delatando a sus partí-
cipes, colaboradores o promotores, porque si mienten en sus declaraciones 
serán privados de las penas alternativas avenidas del proceso de transición, 
y penados por falso testimonio amén de responsabilidad sobreviniente. 

La Corte, tras analizar las declaraciones que el desmovilizado comandante 
“El Alemán” ha rendido tanto ante la Corte Suprema de Justicia como en la 
Fiscalía de Justicia y Paz, encuentra que ellas guardan una línea de expo-
sición con relación al origen de las autodefensas en Urabá, del nacimiento 
del Bloque Élmer Cárdenas, de los municipios de influencia, de la exis-
tencia de otros bloques en la misma zona como el “Bananero” o el “Arles 
Hurtado”, hasta incursionar en la idea de retomar el antiguo movimiento 
político de Urabá y el deseo de lograr la representación en el Congreso de 
la República y capitalizar las experiencias que se tenían de pasadas eleccio-
nes fallidas a la Asamblea de Antioquia.

También es prolífico su relato con relación a la forma como se fue mate-
rializando la idea de agrupar en un gran movimiento las distintas tenden-
cias políticas presentes en la región de Urabá, sin que fuera necesaria la 
renuncia al partido o movimiento político, pero que como resultado de la 
unificación se pudiera lograr la Cámara de Representantes.
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Ese ambicioso proyecto sólo podía lograrse si en vez de un candidato único 
a la Cámara, la lista fuera de cuatro candidatos bajo el compromiso que 
cada uno de ellos ocuparía la curul por un año, con lo cual se permitía la 
presencia de las regiones al interior del Urabá antioqueño y que represen-
taban no solo los sectores tradicionales del norte, el Eje Bananero, sino los 
partidos políticos tradicionales como el Liberal, el Conservador y darle 
cabida a los llamados “esperanzados” del movimiento Esperanza, Paz y 
Libertad.

Fue enfático el comandante “Alemán”, al defender el espacio dado al re-
presentante del citado movimiento, que por las diferencias políticas con el 
partido liberal había sido muy difícil su presencia en la región, petición que 
tuvo el respaldo y por esa razón un lugar por derecho propio como un gesto 
de unión y hacia el futuro para allanar el camino ante una desmovilización 
de los grupos ilegales en Urabá.

(…)

Los candidatos escogidos en cada región, que a su vez habían llegado allí 
a través de elección popular por delegados, le permiten a la Sala aseverar 
que la influencia paramilitar en la zona y el dominio del “Alemán”, dado 
su interés en sacar avante el proceso, el Proyecto Político Regional por una 
Urabá Grande, Unida y en Paz, logró mover a los habitantes de los munici-
pios de Urabá, quienes acudieron no solo para acompañar a los candidatos 
en las reuniones que se hicieron de proclamación y de escogencia del orden 
de la lista a la Cámara de Representantes, sino un aspecto de gran impor-
tancia como era el aporte económico para el sostenimiento de la campaña 
política.

(…)

Muestra de su poder e influencia es lo aseverado en varias de sus interven-
ciones en las que se refirió a los problemas que se suscitaron alrededor de 
la dejación de la curul al cumplirse el año.
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3.3.9.	 Retractación de testimonio

3.3.9.1.	Le corresponde al juez confrontar las dos versiones con 
los demás elementos de juicio para determinar la que tiene 
mayor credibilidad

Extracto No. 45

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 

agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir

En relación con el fenómeno de la retractación, suscitada en el presen-
te caso en lo declarado por Sadys Enrique Ríos Pérez en el interro-
gatorio propio de la audiencia de juzgamiento, se puntualiza que tal 
confrontación no determina obligatorio y ni siquiera necesario para el 
servidor judicial allegar nuevos elementos probatorios en orden a es-
tablecer cuál de las dos declaraciones enfrentadas es la verídica, como 
quiera que lo que le corresponde al fallador es proceder, a través de 
la normas que reglan la sana crítica, a confrontar el contenido de cada 
una de las versiones, en relación con los demás elementos de juicio 
allegados al plenario, en aras de verificar cuál de ellas comporta mayor 
credibilidad. Así lo ha dicho reiterada y pacíficamente la jurispruden-
cia la Corte, por ejemplo, en el fallo de casación de 2 de julio de 2008, 
radicación 27964.

No sobra recordar, conforme se ha insistido por la Sala, que la simple 
retractación de un declarante de cargo no puede conducir inexorable-
mente a desestimar sus aseveraciones precedentes. La credibilidad que 
debe darse al testigo no puede ceñirse estrictamente a lo narrado en su 
última intervención dentro del proceso. La labor se torna analítica y de 
confrontación entre las distintas versiones a fin de determinar, con base 
en las condiciones del deponente, su coherencia narrativa y los restantes 
elementos de juicio, en aras de ofrecer puntos relevantes de credibilidad, 
de cuya conjugación con lo acopiado probatoriamente permitirá derivar e 
inferir en cuál de ellas ha dicho la verdad.
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Aquí basta señalar y reiterar que en el ordenamiento penal no existe el 
sistema de tarifa legal tratándose del testimonio. En ese orden, además, 
no es acertado imponer una prohibición o importe probatorio que rele-
gue un testimonio por las calidades o cualidades de quien lo rinde o que 
por circunstancias indeterminadas o de apreciación subjetiva, compelen 
en forma intempestiva a la variación de su dicho, cuando la apreciación 
sistemática e integral de los factores que motivaron su intervención, se 
ofrecen coherentes, aún, a instancia de otros medios de prueba, que lejos 
de establecer la ausencia de fundamento y verosimilitud de lo narrado 
por un deponente, refuerzan argumentativamente las conclusiones que el 
mismo arroja. 

Por ello, inclusive aspectos tales como la condición social del testigo, no 
sirve por sí misma, para atacar su credibilidad, por lo que lo esencial al 
realizar la valoración de la prueba testimonial, es que se conjuguen e inte-
ractúen los referentes empíricos y lógicos establecidos en el artículo 277 
del Código de Procedimiento Penal de 2000, se analice y valore la natura-
leza del objeto percibido, la sanidad de los sentidos por los cuales tuvo la 
percepción, las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que se obtuvo, 
la personalidad del declarante, la forma como declaró y las singularidades 
que puedan observarse en el testimonio. Tales elementos emergen del pro-
pio deponente y no de otros aspectos probatorios.
	
De lo que se viene de ver y como se prosigue, ha de emprenderse un cui-
dadoso análisis extrínseco, en cuanto se refiere a verificar la concatenación 
de su decir con el resto de medios de convicción que integran el recaudo 
probatorio, a los cuales ya se ha hecho mención y se hará referencia, de 
manera que sólo si de forma insular denota total ausencia de coherencia 
con las demás pruebas que se ofrecen confiables, podrá por regla general 
en tal caso, como en todos los demás, restárseles valor acreditativo, desde 
luego, exponiendo razonadamente los motivos para arribar a tal conclusión 
a fin de preservar la exigencia de debida motivación de las providencias 
judiciales, que se corresponde con la más amplia noción del derecho fun-
damental al debido proceso.
	
El hecho contingente de tratar de desmentir su dicho, resalta contrario sen-
su, la manera como el testigo percibió, recordó y refirió hechos y la gra-
vedad de unos acontecimientos dramáticos que le ayudaron a evocar con 
precisión detalles de la reunión y de sus asistentes. Súmase a ello que el de-
clarante rememoró bien los constantes encuentros entre el ex Gobernador y 
líderes paramilitares, no sólo por lo acontecido en el episodio que se acaba 
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de indicar, sino porque ya había señalado que constantemente el político se 
reunía con los jefes de las autodefensas. 
 
Se aprecia, entonces, que éste declarante quiso en el juicio atenuar la im-
portancia de su relación habitual con el comandante paramilitar, limitán-
dolos falsamente a momentos incidentales, con el fin evidente de sostener 
en juicio que, no pudo conocer ninguna relación entre políticos y autode-
fensas, lo que le generó “un cargo de conciencia”. Es notoria entonces la 
intención dolosa con que declarantes como éste vinieron al proceso a re-
tractarse, mediante declaraciones que no soportan ser contrastadas con los 
medios de prueba disponibles, ya mencionados, mientras que sus primeras 
salidas procesales concuerdan con ellas. Refulge que las nuevas versiones 
corresponden a una realidad aparente que surge de la connivencia entre el 
procesado y el testigo.

Hay además otra poderosa razón que desmiente su retractación y es que el 
organismo de Policía Judicial que se ha encargado de apoyar a los funcio-
narios judiciales en los temas relacionados con la llamada ‘parapolítica’, 
en especial en lo que se refiere a los funcionarios públicos de rango supe-
rior, ha sido el Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía General 
de la Nación a través de sus investigadores y peritos, quienes a cargo de 
la investigación alejados estaban de prevención particular; es de conoci-
miento general el interés de los organismos investigativos en establecer 
las relaciones entre muchos políticos y las Autodefensas, sin que existiera 
motivo diferente que contaminara en detrimento de los derechos de los 
involucrados su legal actuar. 
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Extracto No. 46

Radicado 34653 – 27 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Rubén Darío 

Quintero por el delito de concierto para delinquir agravado

El otro declarante, Norman Harold Cardona es un joven profesional, que 
tras concluir estudios de Administración de Empresas se vinculó con el 
proyecto político del Urabá; durante la campaña fue asistente de Manuel 
Darío Ávila Peralta, candidato a la Cámara de Representantes, que tras 
su elección también lo acompañó como tal en el Congreso de la República, 
sin ser nombrado miembro de la UTL; estuvo a cargo de la sede política de 
Arboletes y desde esas privilegiadas posiciones, donde convergieron todas 
las incidencias del movimiento, conoció algunos de sus más importantes 
desarrollos. Contó pormenorizadamente cómo se gestó y llevó a cabo el 
proyecto político, hasta su declive y desaparición: las “reglas del juego”, 
su zona de influencia, la definición de sus “coordinadores”, algunos de sus 
“compromisos”, la elección y fijación del orden en lista de los candidatos a 
la Cámara, la definición de la fórmula al Senado, su segundo y tercer ren-
glón, las reuniones, el papel de cada cual, etc. porque, dijo, “todo llegaba 
a mi oficina”. 

Cardona fue preciso en señalar que “los políticos del Élmer Cárdenas” 
acompañaron el proyecto del Urabá Grande, influían en “las reglas del jue-
go” e imponían “las cosas”93; que se hicieron reuniones y acuerdos en La 
Candelaria, Pueblo Nuevo y Las Platas, entre muchos otros sitios94; que 
eligieron su fórmula al Senado de la República “por exigencia del Estado 
Mayor” de ese grupo paramilitar95; que en la alternancia en el Congreso el 
“Élmer Cárdenas” definía “a quién le tocaba” las UTLSs96; que “estando 
en la zona teníamos contacto” con todos los del “Élmer Cárdenas”97; que 
por Manuel Darío Ávila supo “toda la historia” de Rubén Darío Quintero 
Villada, “para empezar a decirle a la gente que llegaba” a la sede98; que el 
movimiento había acordado con Quintero Villada el segundo renglón al 

93	 Minuto 6:37; 10:43; 11:15.
94	 Minuto 10:43.
95	 Minuto 33:25.
96	 Minuto 41:10; 57:00.
97	 Minuto 42:35.
98	 Minuto 43:05.
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Senado en cabeza de Elbo Enrique Escobar, pero luego apareció Humberto 
de Jesús Builes Correa a quien “le dieron la bendición en la zona”99; que 
“el doctor Rubén Darío Quintero Villada tenía la bendición del Proyecto 
Político Regional y el bloque “Élmer Cárdenas”, “haciendo la alianza con 
él”100; que para la financiación del movimiento hubo subastas ganaderas, 
“con el acompañamiento del Estado Mayor de Élmer Cárdenas”101

Este declarante de cargo tenía la oportunidad en la audiencia de reiterar lo 
afirmado bajo juramento ante la Corte Suprema de Justicia o retractarse, 
y optó por esta segunda alternativa con un argumento poco creíble, como 
era que había sido presionado por las funcionarias del Cuerpo Técnico de 
Investigación, como por el Magistrado Auxiliar.

(…)

Es lamentable esta situación porque al escuchar el desarrollo del interro-
gatorio y las respuestas, no se percibe de un lado una actitud hostil o mal 
intencionada del Magistrado Auxiliar y menos que el declarante responda 
con temor, o que lo haga confusamente, para estimar que después tras una 
acto de reflexión, afrontó un cambio y así se lo hizo manifiesto en declara-
ción posterior, también bajo la gravedad del juramento.

(…)

Ese acto de retractación que en la audiencia hizo este testigo, obliga al juez 
de instancia a confrontar las dos versiones e identificar cuál de ellas ofrece 
mayor credibilidad, por lo que no es propio aseverar, como lo han hecho 
la defensa y el Ministerio Público, que ante esta situación queda sin vali-
dez la primera información suministrada; no es cierto que la retractación sea 
vinculante, sobre todo cuando entraña motivos que repugnan a los objetivos 
mismos de la Administración de Justicia: la libertad, la igualdad, la justicia 
material, la paz, la vigencia del orden justo; el juez tiene la carga de develar la 
espontaneidad de la retractación para otorgarle la validez que realmente tiene 
(véase, Preámbulo, Artículos 1° y 2° de la Constitución Política)102.

Como lo ha sostenido la Sala de tiempo atrás:

99	 Minuto 10:05.
100	 Minuto 54:11.
101	 Minuto 47:95.
102	 Cfr. Sentencia de Casación de 27 de julio de 2009. Radicado 31.579.
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La retractación, ha juzgado la Corte, "no es por sí misma una 
causal que destruya de inmediato lo sostenido por el testigo en 
sus afirmaciones precedentes. En esta materia, como en todo lo 
que atañe a la credibilidad del testimonio, hay que emprender 
un trabajo analítico, de comparación, a fin de establecer en cuál 
momento dijo el declarante la verdad en sus opuestas versiones. 
Quien se retracta de su dicho ha de tener un motivo para hacerlo, 
y este motivo debe ser apreciado por el Juez, para determinar 
si lo manifestado por el testigo es verosímil, obrando en con-
sonancia con las demás comprobaciones del proceso (….) si el 
testigo varía el contenido de una declaración en una intervención 
posterior, o se retracta de lo dicho, ello en manera alguna traduce 
que la totalidad de sus afirmaciones deben ser descartadas. No se 
trata de una regla de la lógica, la ciencia o la experiencia, en con-
secuencia, que cuando un declarante se retracta, todo lo dicho 
en sus distintas intervenciones pierda eficacia demostrativa…" 
(Cfr. Casación, mayo 25 de 1999, Rad. 12.855).103

El hecho de que un testigo se retracte de sus afirmaciones iniciales, no 
desvirtúa por sí mismo el contenido de lo expresado inicialmente, versión 
que no se deslegitima por ese sólo hecho, sino que depende del análisis de 
la prueba en conjunto, sujeta en todo momento al sistema de persuasión 
racional, en aras de establecer cuándo el declarante habló con la verdad y 
cuándo no104.

Para la Sala es claro que el análisis valorativo de la prueba, en especial la 
practicada en la audiencia, debe realizarse de conformidad con el mecanis-
mo establecido en la ley, en conjunto y de acuerdo con las reglas de la sana 
crítica (artículo 238 de la Ley 600 de 2000), que orienta a una revisión in-
tegral y no al análisis aislado, hecho que puede desembocar en un resultado 
equivocado que termine por ocultar la verdad.

103	 Corte Suprema de Justicia. Sala de de Casación Penal, Sentencia del 11 de diciembre 
de 2003, Radicado 17.005.

104	 Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de Casación 
de julio 2 de 2008, radicado 23.438; también en Sentencia de 29 de septiembre de 
2004, Radicado 21.939.
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3.3.9.2.	Necesidad de determinar el motivo de la retractación para 
establecer cuál de las dos versiones resulta atendible

Extracto No. 47

Radicado 27941 – 14 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra el ex representante a la cámara 
Gonzalo García Angarita por el delito de concierto para delinquir 

agravado

La organización delictiva, facción de las Autodefensas Unidas de Colom-
bia, conocida como BLOQUE TOLIMA, obedece a una verdadera estruc-
tura organizada de poder, y ello tiene como consecuencia que sus actores 
y quienes estuvieron a su lado para obtener beneficios actuaron de manera 
clandestina y sutil, sin que se dejaran documentos, registros y medios pro-
batorios para reconstruir esa historia. De esta manera, la forma para poder 
penetrar en ese mundo no pude ser de forma distinta a la vía indiciaria o de 
los testimonios de quienes formaron parte de esas organizaciones y luego 
relataron toda su vivencia ante las autoridades judiciales, pues son ellos 
quienes pueden dar fe de las actividades emprendidas, la forma de operar, 
las relaciones que tenían con las autoridades militares y administrativas, 
los aportes que recibían y la forma en que dichos beneficios se traducían 
para apoyar a los miembros de la clase política.

(…)

i) La retractación de los testigos

En la dinámica del desarrollo del proceso penal, el legislador ha dispuesto 
como medio de prueba el testimonio y ha determinado las formalidades y 
requisitos para su valoración por parte del operador jurídico, pero por tra-
tarse de un acto cuya esencia está fincada en la evocación, la rememoración 
y la exposición de situaciones vividas que estuvieron rodeadas de circuns-
tancias de tiempo, modo y lugar, el análisis posterior y la confrontación con 
todo el caudal probatorio, resulta ser un ejercicio de la mayor complejidad 
para desentrañar de una postura testimonial el aporte a la verdad que pre-
tende probarse en el proceso penal.
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Como el deponente en el transcurso del proceso penal puede acudir al lla-
mado en una o varias oportunidades, la información suministrada en cada 
una de ellas pueden variar dependiendo de las preguntas, de las respuestas 
dadas que lo llevan a recordar aspectos olvidados o que se estimaban no 
eran de importancia, así como la cita de fechas, lugares, personajes que 
pueden ser de mayor o menor riqueza descriptiva, son, por decirlo, aspec-
tos que no pueden pasar inadvertidos para el funcionario judicial a cuyo 
cargo está la dirección del proceso, y llevar todo esa información al contex-
to histórico y temporal del desarrollo de los hechos investigados.

(…)

Ese acto de retractación que en la audiencia pública hicieron los miembros 
del Bloque Tolima, obliga al juez de instancia a confrontar las dos declara-
ciones e identificar cuál de ellas ofrece mayor credibilidad, por lo que no 
es propio aseverar, como lo han hecho los sujetos procesales, que ante esta 
situación quedan sin validez las anteriores declaraciones; no es cierto que la 
retractación sea vinculante, sobre todo cuando entraña motivos que repugnan 
a los objetivos mismos de la Administración de Justicia: la libertad, la igual-
dad, la justicia material, la paz, a la vigencia del orden justo; el juez tiene la 
carga de develar la espontaneidad de la retractación para otorgarle la validez 
que realmente tiene (véase, Preámbulo, Artículos 1° y 2° de la Constitución 
Política)105.

Como lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de tiempo atrás:

La retractación, ha juzgado la Corte, "no es por sí misma una 
causal que destruya de inmediato lo sostenido por el testigo en 
sus afirmaciones precedentes. En esta materia, como en todo lo 
que atañe a la credibilidad del testimonio, hay que emprender 
un trabajo analítico, de comparación, a fin de establecer en cuál 
momento dijo el declarante la verdad en sus opuestas versiones. 
Quien se retracta de su dicho ha de tener un motivo para hacerlo, 
y este motivo debe ser apreciado por el Juez, para determinar 
si lo manifestado por el testigo es verosímil, obrando en con-
sonancia con las demás comprobaciones del proceso (….) si el 
testigo varía el contenido de una declaración en una intervención 
posterior, o se retracta de lo dicho, ello en manera alguna traduce 
que la totalidad de sus afirmaciones deben ser descartadas. No 
se trata de una regla de la lógica, la ciencia o la experiencia, 

105	 Cfr. Sentencia de Casación de 27 de julio de 2009. Rad: 31.579.
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en consecuencia, que cuando un declarante se retracta, todo lo 
dicho en sus distintas intervenciones pierda eficacia demostrati-
va…" (Cfr. Casación, mayo 25 de 1999, Rad. 12.855).106

El hecho de que un testigo se retracte de sus afirmaciones iniciales, no 
desvirtúa por sí mismo el contenido de lo expresado inicialmente, versión 
que no se desvirtúa por ese sólo hecho, sino que depende del análisis de 
la prueba en conjunto, sujeta en todo momento al sistema de persuasión 
racional, en aras de establecer cuándo el declarante habló con la verdad y 
cuándo no107.

Para la Sala es claro que el análisis valorativo de la prueba, en especial la 
practicada en la audiencia pública, debe realizarse de conformidad con el 
mecanismo establecido en la ley, en conjunto y de acuerdo con las reglas 
de la sana crítica (artículo 238 de la Ley 600 de 2000), que orienta a una 
revisión conjunta y no al análisis aislado de la prueba, hecho que puede 
desembocar en un análisis equivocado que termine por ocultar la verdad.

(…)

Las hipótesis expuestas por los sujetos procesales, la descalificación del 
testimonio más importante, el de RICAURTE SORIA ORTIZ, como de los 
demás miembros del Bloque Tolima, que en la audiencia pública variaron 
su versión sin razón alguna, así como la tesis del Ministerio Público alre-
dedor de los valores, de la ética y la moral, por tratarse de personas que han 
cometido delitos, no son de recibo por la Sala, porque su intervención se 
limitó al análisis de estos aspectos sin ahondar en un verdadero estudio del 
contenido de las declaraciones y la comparación entre las ofrecidas en la 
audiencia pública y aquellas que fueron allegadas a la investigación ante la 
Fiscalía y ante la Corte Suprema de Justicia.

Si bien es cierto para la Sala no existe duda que los vínculos delictivos 
de los declarantes no pueden pasar desapercibidos al momento de valo-
rar su contenido, el análisis objetivo, serio y ponderado de las probanzas 
obliga a superar estas situaciones, porque como se expuso con antelación, 

106	 Corte Suprema de Justicia. Sala de de Casación Penal, Sentencia del 11 de diciem-
bre de 2003, Radicado 17.005.

107	 Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de Casación de 
julio 2 de 2008. rad: 23.438 ; también en Sentencia de 29 de septiembre de 2004, 
Rad: 21.939.
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investigar y ahondar en los procesos penales para lograr conocer la estruc-
tura y funcionamiento de las organizaciones al margen de la ley, como son 
las Autodefensas Unidas de Colombia, ha sido tarea que tiene como base la 
información suministrada por los propios integrantes de ellas, la que luego 
se corrobora a través de otros medios probatorios, tarea de una altísima 
dificultad y responsabilidad en la búsqueda del equilibrio entre la eficiencia 
de la administración de justicia y el debido proceso.
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Extracto No. 48

Radicado 32712 – 05 de mayo de de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador del Cesar 
Hernando Molina Araújo por el delito de concierto para delinquir 

agravado

No es nuevo el comportamiento del testigo De Hoyos Gutiérrez de mo-
dificar su versión ofrecida en la audiencia pública, en la cual sostuvo que 
MOLINA ARAÚJO después de elegido se reunía con frecuencia con 
“Jorge Cuarenta” y que en compañía de “Jimmy” fue a buscarlo a la 
Gobernación108.

Y si bien la Sala ha sostenido de tiempo atrás que frente a la retractación 
del testigo se impone determinar los motivos que dieron lugar a ella, con el 
propósito de establecer cuál de las dos versiones resulta atendible, tal tesis 
no aplica en este caso porque su declaración no resulta atendible por las 
contradicciones que encierra en aspectos sustanciales.

Ha sido costumbre y norma de comportamiento del testigo retractarse de 
las declaraciones judiciales que ha rendido en otros procesos109, como pue-
de apreciarse en lo manifestado inicialmente a la Fiscal 7 de la Unidad Uri 
de Valledupar al pedir la condena de:
	

“LUIS OMAR por que ese es un miembro de autodefensas 
segundo comandante que le sigue a “JIMMY” al mando y en 
varias oportunidades me manifestó que me uniera al grupo 
pero me negué”110.

Luego, en escrito dirigido en esta oportunidad a la Fiscal Séptima Especia-
lizada que conocía de la actuación expresa que:

108	 Sesión de septiembre 2 de 2008, audio 7 cd 2.
109	 Liliana Esther Padilla, al parecer hermana de De Hoyos asegura que este usualmente 

involucra gente en casos penales para lucrarse con esa conducta, que es drogadicto 
y que por esa razón el ejército lo dio de baja; declaración de julio 11 de 2005; folio 
31, cdno 12. La drogadicción originó que fuera dado de baja del ejército nacional 
en el 2002; folios 34, 35, cdno 12.

110	 Copia de la declaración febrero 9 de 2005; folio 29, cdno 12.
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“en varias oportunidades he llegado hasta su oficina en forma 
voluntaria para declarar y no he sido atendido, porque quiero 
aclarar que inducido por la policía y con la promesa de darme 
dinero y hacer parte del programa de protección de testigo de la 
fiscalía, declaré que el señor LUIS OMAR QUINTERO hacia 
parte de las autodefensas y que era quien cometía homicidios 
por orden de ese grupo, lo cual es totalmente falso”111.

En esa oportunidad como en este proceso, las razones aducidas para la 
retractación siempre han sido las mismas. Pero con independencia de su 
seriedad o no, se advierte que por el objeto al que se refiere la declaración 
su testimonio no merece credibilidad, porque los hechos que narra relacio-
nados con lo ocurrido el día de las elecciones no guardan ninguna lógica, 
al hablar de un supuesto escrutinio parcial hacia las dos de la tarde que 
le habría permitido a “Jorge Cuarenta” enterarse que el voto en blanco 
iba ganando y adoptar las medidas para garantizar el triunfo de MOLINA 
ARAÚJO.

Lo mismo ocurre con las supuestas reuniones de MOLINA ARAÚJO con 
el jefe paramilitar en el 2001, año para el cual el procesado se encontraba 
fuera del país, o las acaecidas en enero de 2004 después de su elección, 
cuando la descripción física hecha por De Hoyos Gutiérrez no coincide con 
las características personales del mencionado, de modo tal que es posible 
concluir que el testigo no conociera personalmente al acusado.

En punto a la apreciación y al valor de la prueba testimonial, resulta in-
suficiente la mención de un nombre o un alias para con fundamento en él 
establecer su veracidad, pues la Fiscalía y el Ministerio Público consideran 
creíble la versión a pesar de las numerosas contradicciones que contiene, 
por el hecho De Hoyos Gutiérrez haber manifestado que estuvo bajo el 
mando de alias “Jimmy”, persona que también es mencionada por Palacio 
Niño.

111	 Copia del escrito; fl. 30, cdno 12.
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3.3.9.3.	La retractación no afecta la credibilidad cuando es 
provocada, determinada y no voluntaria

Extracto No. 49

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Acerca de la valoración de la “retractación” la Corte reiteradamente ha 
sostenido que cuando el testigo se retracta de sus aseveraciones, no puede, 
sin más, concluirse que en su última intervención dice la verdad, como lo 
asegura aquí la defensa; tampoco sin análisis podría decirse que su primera 
intervención es la que más se ajusta a ese fin perseguido como es la verdad, 
por tal razón, hay que emprender un trabajo analítico de comparación y 
nunca de eliminación, a fin de establecer en cuáles de las distintas y opues-
tas versiones, el testigo dijo la verdad.

Así se pronunció112:

La retractación, ha sido dicho por la Corte, no destruye per se 
lo afirmado por el testigo arrepentido en sus declaraciones pre-
cedentes, ni torna verdad apodíctica lo dicho en sus nuevas in-
tervenciones. "En esta materia, como en todo lo que atañe a la 
credibilidad del testimonio, hay que emprender un trabajo analí-
tico de comparación y nunca de eliminación, a fin de establecer 
en cuáles de las distintas y opuestas versiones, el testigo dijo 
la verdad. Quien se retracta de su dicho ha de tener un motivo 
para hacerlo, el cual podrá consistir ordinariamente en un reato 
de conciencia, que lo induce a relatar las cosas como sucedie-
ron, o en un interés propio o ajeno que lo lleva a negar lo que 
sí percibió. De suerte que la retractación solo podrá admitirse 
cuando obedece a un acto espontáneo y sincero de quien lo hace 
y siempre que lo expuesto a última hora por el sujeto sea vero-
símil y acorde con las demás comprobaciones del proceso" (Cfr. 
Casación de abril 21/55 y noviembre 9/93, entre otras)

112	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, radicado.10547 de 15 de junio 
de 1999.
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En el mismo sentido se pronunció la Sala, entre otras, mediante las senten-
cias: radicado 11.429, del 15 de diciembre de 1999; radicado 14.223, del 
16 de julio de 2001; radicado 10.585, del 7 de noviembre de 2002; radi-
cado 14.636, del 4 de abril de 2003; radicado 17.005, del 11 de diciembre 
de 2003; radicado 21.581, del 17 de marzo de 2004; radicado 22.240, del 
23 de agosto de 2006; radicado 27.964, del 2 de julio de 2008; radicado. 
30.186, del 16 de septiembre de 2008; radicado 21.703, del 11 de marzo 
de 2009. 

Efectivamente, como lo ha sostenido la doctrina de la Corte, efectuando 
una labor analítica de comparación que no de eliminación, se puede llegar 
a conclusiones diversas de las sostenidas por la defensa. Si se observa lo 
manifestado por Gabino Mora en su primera declaración113, en la cual negó 
lo expresado en su escrito con el cual se dio inicio a la investigación (fl.1 
c.1), hace un relato bastante inaudito e inverosímil, pues dice que dos indi-
viduos armados lo intimidaron y lo obligaron a suscribir el escrito del 15 de 
noviembre de 2007, pero él no conocía su contenido, aún así, sostuvo que 
le informó tales hechos a Miguel Rangel, lo cual en realidad jamás ocurrió, 
entre otras, pues si no conocía el tema del escrito no se explica la Sala 
entonces cómo podía dar aviso de ello a Rangel. En el mismo sentido, otra 
serie de inconsistencias insalvables y que no permitieron en su momento, 
menos ahora, darle credibilidad a sus afirmaciones. 

Pese a lo anterior, con posterioridad el testigo Gabino Mora retomó el asun-
to y decidió declarar nuevamente el 19 de noviembre de 2008, y sostuvo 
que su versión anterior en la cual se había retractado no correspondía a la 
realidad, y había depuesto en ese sentido porque “algunas personas quisie-
ron negociar con esa denuncia”; aunque no explicó satisfactoriamente en 
qué consistió esa supuesta negociación, sí dejó entrever que él y su familia 
estaban preocupados por lo sucedido, no obstante, decidió ratificarse en su 
escrito inicial, en el cual denunciaba a Miguel Rangel, por sus vínculos con 
paramilitares. 

Ahora bien, si Alejandro Escobar no se retractó en ningún momento, aún 
así, desde un comienzo fue enfático en señalar la persecución y acoso del 
cual fue víctima por parte de diversas personas, al punto que, según dijo, 
después de presentar su denuncia escrita debió trasladarse a otro munici-
pio, pues fue amenazado por los hermanos del acusado “…decían que si 
Miguel Rangel salía del Congreso…más de uno se tenía que despedir de 

113	 Del 14 de febrero de 2008.
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este mundo…Por ahí acabo de recibir una llamada…donde alguien me de-
cía…que un abogado estaba comentando que la denuncia que tenía yo acá 
se iba a revertir en contra mía…me dieron un teléfono para que llamara a 
una persona…son cosas todas…que van como cogiendo a uno…y ponién-
dolo nervioso…” (min.00:04:10…)114.

El asedio permanente y continuo por todos estos ofrecimientos de dádivas 
no aceptadas por los testigos, y las reiteradas amenazas de las cuales fueron 
víctimas, es lo que finalmente influyó en sus retractaciones iniciales, pero 
que después fueron debidamente aclaradas. Incluso es atendible y entendi-
ble el sentido de la última declaración de Alberto Carvajal Díaz, quien dijo 
que por su condición de hombre religioso no podía mentir y ahora sí quería 
decir la verdad, motivo por el cual se retractó de sus dichos anteriores; pese 
a ello, no explicó satisfactoriamente cómo sin reparar en su fervor religioso 
mintió entonces en las pretéritas intervenciones. 

Mediante un análisis crítico y analítico de comparación, bien puede ob-
servarse cómo este testigo quien siempre fue enfático, coherente y hasta 
osado en sus denuncias -pues incluso llegó a decir que estaba dispuesto a 
sacrificar su propia vida si era necesario a cambio de denunciar todas las 
tropelías que se habían cometido en la zona del sur de Bolívar “…en el sur 
de Bolívar la vida corre peligro…si me toca que me sacrifiquen la vida…
pues no sé…y estos señores siguen y siguen…y el desarrollo…no ha sido 
ninguno…”-, aún así, inexplicablemente en su última intervención en au-
diencia pública, se retractó de sus aseveraciones anteriores, bajo la precaria 
y mendaz afirmación de que era un hombre religioso y por ello no podía 
mentir y perjudicar a un inocente, pero, se insiste, si en esta oportunidad 
afirmó la verdad, por ser un devoto religioso, no se explica entonces por 
qué razón, sí mintió en sus anteriores atestaciones, motivo por el cual no 
resulta ajeno al entendimiento concluir que en su caso también han pre-
dominado las presiones de distinta índole. Obviamente, por haber rendido 
testimonio con todas las advertencias legales, se compulsarán las copias 
pertinentes (de sus declaraciones y escritos de denuncia) para la investiga-
ción a que haya lugar.

En su primera versión115, fue coherente y claro en sus afirmaciones, efec-
tuó una narración completa y detallada del panorama del sur de Bolívar 
desde antes de la llegada de las autodefensas; cómo fue ese arribo de dicha 

114	 Declaración del 24 de abril de 2008.
115	 Declaración en el proceso única instancia 23.802 seguido contra Vicente Blel.
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organización armada; la connivencia entre estas y la fuerza pública, las ma-
sacres ocurridas allí; las actividades de narcotráfico, militares y políticas 
de los paramilitares; personajes aliados a esta agrupación criminal; refirió 
cómo fue testigo de excepción de las reuniones de Barranco de Loba, de 
Pueblito Mejía el 9 de agosto de 2003 y otras posteriores, en la cual se 
organizó por las autodefensas todo lo relacionado con la escogencia del 
candidato a la Gobernación de Bolívar y se conformó la denominada “Co-
misión Reguladora del Sur de Bolívar” encargada de hacer la evaluación de 
los candidatos de la cual formó parte; así mismo, otras aseveraciones que 
comprometen seriamente la responsabilidad de Rangel Sosa, pues incluso 
aseguró que fue apoyado por las denominadas “Águilas Negras” para las 
últimas elecciones del año 2006, todo lo cual fue relatado con absoluta 
precisión y pormenorizadamente, con las obvias falencias de quien narra 
hechos ocurridos años atrás, pero sin ánimo vindicativo o temerario contra 
Rangel Sosa, pues se trataba allí de otro proceso. 

Después de esta declaración en la que el testigo depuso por así decirlo, con 
lujo de detalles, se hace presente y en forma incoherente, sin explicación y 
justificación razonable alguna, expresó que lo dicho no era cierto y ahora si 
quería decir la verdad, pues como hombre religioso no podía mentir, pese a 
ello, se reitera, no supo explicar cómo antes asistiéndole la misma vocación 
religiosa había mentido. 

Del cotejo de estas dos intervenciones del testigo, indudablemente emerge 
la primera como la más creíble y en la cual en sentir de la Sala afirma la 
verdad, pues él también fue asediado, entre otros, por el señor Danilo de 
León Sayas para que variara su testimonio inicial, tal como se probó en el 
proceso y se ha dicho en precedencia. 

En tal virtud, no resultan admisibles ni se pueden compartir las críticas 
que al respecto se formulan por la defensa, pues la retractación a la cual 
han llegado, entre otros, los testigos Alberto Carvajal y Gabino Mora, fue 
provocada, determinada y no voluntaria, y por esa razón se han visto abo-
cados a ella para hacer frente al serio acoso permanente al cual han sido 
sometidos. 
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3.3.10.	 Valoración positiva de un testigo en el proceso aún 
cuando en otro trámite procesal haya sido descalificado

Extracto No. 50

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

Si bien en otro proceso se dijo que respecto de los hechos allí narrados no 
se daba credibilidad a lo dicho por Libardo Duarte, porque aunque no era 
mitómano ni padecía de trastorno mental sí tenía “tendencia a mentir”116, en 
el presente asunto se tiene que sus manifestaciones coinciden plenamente 
con los demás testigos que referencian la vinculación de Salvador Arana 
Sus con los grupos paramilitares, así como su incidencia en la desaparición 
y posterior muerte de Eudaldo León Díaz Salgado. 

Esto es así porque inclusive, por ejemplo, un condenado por falso testimo-
nio y fraude procesal dentro de un proceso civil que ahora narra la forma 
como ocurrió un homicidio y señala al responsable del delito, no puede ser 
descartado de plano y menos tachado simple y llanamente porque antes 
mintió, porque en cada proceso se debe hacer un proceso de confrontación 
del dicho con la demás prueba aportada al proceso, para de ello derivar si 
lo afirmado por tal deponente merece o no credibilidad. 

Precisamente se encuentra que en el presente asunto lo expuesto por Li-
bardo Duarte resulta creíble en atención a (i) su condición de paramilitar 
para la época de los hechos investigados, (ii) narración de eventos que sólo 
pueden ser explicados por quien los conoció de primera mano, (iii) coinci-
dencia de sus afirmaciones con las narraciones de los otros testigos y (iv) la 
coherencia interna y externa de todas esas manifestaciones. Esto significa 
que a la luz de la sana crítica y respecto de lo informado por este deponente 
resulta verosímil su declaración.

116	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de única instancia, 19 
de diciembre de 2007, radicación 26118.
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3.3.11.	 Un único testimonio puede ser relevante para definir 
responsabilidad

Extracto No. 51

Radicado 32805 – 23de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

Es evidente en este caso, respecto a la prueba testimonial, que es el dicho 
de Castillo Peralta el que compromete la responsabilidad penal de GAR-
CÍA ROMERO en el presente hecho. Debe la Corte reafirmar que de con-
formidad con la normativa probatoria penal, nada se opone a que sea un 
sólo testimonio el que resulte relevante para definir responsabilidad. Las 
reglas de la sana crítica lo que obligan es a que, tal como se ha hecho en 
esta ocasión, ese dicho sea contrastado con los demás medios de prueba, 
entre los que se cuentan los indicios. No es un asunto de cantidad sino de 
calidad en el testimonio, por lo que bien se ha dicho que los testimonios no 
se cuentan sino que se sopesan. 
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3.3.12.	 El cumplimiento del deber de denuncia no debe 
implica animadversión en contra del denunciado

 

Extracto No. 52

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

El cumplimiento de ese deber ciudadano, no puede ser visto, como lo hace 
la defensa, con suspicacia o malicia, pues corresponde a todas las personas 
que tengan conocimiento de un delito, por consiguiente la Sala considera 
que no le asiste razón a la critica que se formula al respecto, pues ni siquie-
ra Viana buscó a Mora o a Escobar con el fin de generar en ellos una idea 
tan absurda como denunciar falsamente a Rangel Sosa, todo fue a raíz de 
sus propias vivencias y experiencias en épocas en las cuales todos, com-
partían similares intereses. 

Ahora bien, la defensa y el acusado en forma vehemente insisten en que 
todo fue un plan debidamente preconcebido, al cual denominan “complot” 
para sacar a Miguel Rangel del Congreso y como consecuencia de ello 
el ingreso de quien le seguía en lista dentro del partido de la “U” al cual 
pertenecían ambos.

La tesis, aunque aparentemente sólida, pierde consistencia al analizar 
la narrativa fáctica propuesta por los denunciantes. Como se explica en 
el cuerpo de esta decisión, y se reitera ahora, no resulta acorde a la ló-
gica y a la experiencia, que quien pretenda hacer “un montaje” contra 
otro, haga narraciones contradictorias, que aunque no son de carácter 
fundamental o sustancial, aún así pueden dar pauta para alegaciones 
como las que aquí se han hecho por parte de la defensa. No es esa la 
característica propia de un “plan” o un “ardid”; por el contrario, la Sala 
considera que la forma en que fueron presentados los acontecimientos 
por parte de los denunciantes, denota más bien, como lo expuso el se-
ñor Agente del Ministerio Público, espontaneidad y sinceridad en sus 
planteamientos, después de todo evocaban hechos bastante distantes 
en el tiempo, por lo que sus relatos coinciden con ese paso inexorable 
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de los años que impide a la memoria tener una claridad absoluta de 
todos sus recuerdos.  

Tampoco es propio de quien tiene un plan o un “complot” retractarse de 
sus aseveraciones, menos aún, cuando dicha vuelta atrás ha sido generada 
por amenazas, pues, el sentido común enseña que la razón riñe con la opre-
sión, actividad a la cual se vieron sometidos los declarantes por parte de 
personas adeptas a Miguel Rangel, como lo señalaron varios testigos, entre 
otros, Carvajal Díaz, Escobar Hernández, Gabino Mora, e incluso el propio 
Nestor Viana Guerrero. La declaración de Nicolaza Tuirán evidencia con 
absoluta claridad lo anterior, pues aseguró que Miguel Rangel fue quien 
dispuso la muerte de su hijo, para que no acudiera a la Corte a declarar en 
este mismo asunto. 

Ahora, si en realidad el acusado sabía a ciencia cierta que todo esto era un 
“montaje” sin fundamento alguno en su contra, no se ve razón alguna, para 
que aún así hayan acudido algunas personas como Danilo de León Sayas 
y otros -que deben ser individualizadas en la investigación respectiva-, a 
hacer ofrecimientos dinerarios para la retractación de los testigos, todo lo 
cual se demostró mediante los testimonios de Alberto Carvajal, Alejandro 
Escobar y Gabino Mora, quienes además suscribieron sendas denuncias 
relatando cómo fueron interceptados, especialmente por Danilo de León 
Sayas quien les hizo promesas de dinero para que se retractaran o variaran 
sus denuncias (fl,40 c.1; fl.221 y 241 c.3).

En gracia de discusión y aceptando que Nestor Viana si promovió las de-
nuncias en contra del procesado, ello no va en contravía de la verdad de los 
hechos, es decir, si el mencionado fue quien le pidió a Mora y a Escobar 
que denunciaran a Rangel Sosa, ello no implica que lo aseverado por los 
testigos no corresponda a la realidad, o que no hayan tenido ocurrencia, 
pues aquí se probaron todas sus afirmaciones, solo que como producto de 
tales denuncias, ciertas, Miguel Rangel se vio compelido a renunciar al 
cargo y obviamente a él ingresó quien le seguía en la lista del partido de 
la “U”, pero ello solo puede tenerse como un efecto colateral que en nada 
desdibuja los serios y fundamentados señalamientos que le formularon.
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3.4.	 Prueba técnica

3.4.1.	 Requisitos de la actividad pericial

Extracto No. 53

Radicado 32805 – 23de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

Opuestamente, se evidencia que en ese específico campo del conocimiento 
experto, los aportes de los otros peritos, ingenieros del Ministerio de Co-
municaciones y de la empresa Movistar, fueron más reflexiones obtenidas 
de la lectura del manual con las especificaciones técnicas del radio ICOM 
IC-R1, pero nunca tuvieron como fuente de su conocimiento la ciencia, 
ni la experiencia de campo, ni el desempeño por largos años de aquella 
técnica, factores que en últimas le confieren valor a la actividad pericial, 
experta, técnica y especializada, cuando es requerida por la justicia. 

Luego, por conocimientos específicos sobre el tema, la Corte encuentra 
que debe acoger las conclusiones del perito del CTI, quien acreditó po-
seer 20 años de experiencia desempeñándose técnicamente en el área de 
la interceptación y el monitoreo de frecuencias y comunicaciones con toda 
clase de equipos y tecnologías.
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3.4.2.	 Inadmisibilidad del polígrafo como medio de prueba 

Extracto No. 54

Radicado 26470A – 01 de agosto de 2008
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Luis Eduar-
do Vives Lacouture, por los delitos de concierto para promover 
grupos armados al margen de la ley y alteración de resultados 

electorales

La Sala estima necesario precisar en lo que atañe con la admisibilidad del 
polígrafo como medio de prueba y a su grado de confiabilidad como cien-
cia novel lo que en seguida se dirá, con el fin de determinar su incidencia 
jurídico procesal, para responder a la pretensión de la defensa en el sentido 
que se asuman sus resultados como prueba de la inocencia del senador 
procesado.

(…)

Pues bien, para afrontar el objeto de la controversia acerca de la condu-
cencia, pertinencia y confiabilidad del polígrafo, se deben examinar dos 
aspectos esenciales: (i) su admisibilidad como medio de prueba; y (ii) su 
valoración o peso probatorio. Claro está que la relevancia y significación 
de este segundo tópico se halla inexorablemente supeditada a la superación 
del primero, porque de estimarse que no es admisible como medio de prue-
ba la discusión acerca de su grado de confiabilidad pierde trascendencia.

Eso quiere decir que la sola explicación científica acerca del grado de efi-
cacia y de seguridad que ofrece el resultado del polígrafo, colocándose por-
centualmente por encima del promedio de acierto de algunos otros aparatos 
empleados por la ciencia médica, no presupone que inexorablemente pueda 
o deba tenérselo como un medio de prueba, pues una cosa es establecer su 
naturaleza como tal y otra muy distinta es determinar el nivel de confiabili-
dad que pueda tener si se opta por habilitar su uso en el campo forense.

En ese orden de ideas, el primer escaño consiste en definir si es factible, de 
cara a la legislación colombiana, considerar al polígrafo como un medio de 
prueba válido.
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(…)

De esa manera se tiene que es el principio de libertad probatoria consagrado 
en la legislación patria el argumento cardinal a que apelan quienes abogan 
por la aceptación como medio de prueba del polígrafo, al considerar que 
se trata de una práctica soportada técnicamente cuyo empleo no quebranta 
derechos fundamentales. No obstante, cuando se revisan las normas proce-
sales relativas a los medios de prueba, claramente se advierte que el con-
cepto de libertad probatoria que gobierna la materia está inescindiblemente 
ligado a la aptitud para demostrar hechos, elementos o circunstancias de la 
conducta punible y sus consecuencias, y no propiamente para establecer si 
un testigo dice la verdad o no, o si sus afirmaciones son creíbles.

Tanto es así, que en el caso de la Ley 600 de 2000 el artículo 238 sobre 
apreciación de las pruebas, que es la previsión normativa que genéricamen-
te rige la evaluación probatoria y que desde luego comprende el análisis del 
testimonio, categóricamente impone como derrotero de esa actividad las 
reglas de la sana crítica, debiendo el funcionario judicial exponer de forma 
razonada el mérito asignado a cada prueba, lo cual denota que el examen 
sobre la credibilidad de los testigos constituye una atribución privativa e 
insustituible del juez o fiscal según el caso.

Idéntica situación se presenta en la Ley 906 de 2004, habida cuenta que 
en los artículos 404, 420 y 432, para enumerar solamente algunos, se fi-
jan criterios y parámetros específicos con base en los cuales el juez debe 
examinar el valor suasorio de cada medio de prueba, destacándose que en 
el evento de la prueba testimonial se habrán de tomar en cuenta elementos 
tales como la percepción, la memoria, la naturaleza del objeto percibido, el 
estado de sanidad de los sentidos, las circunstancias de tiempo, modo y lu-
gar en que se percibió, los procesos de rememoración, el comportamiento 
del testigo durante el interrogatorio y el contrainterrogatorio, la forma de 
sus respuestas y su personalidad.

(…)

Para destacar todavía más que la legislación moderna le sigue apostando con 
total y absoluta convicción al juez como aquel que tiene a su cargo la deli-
cada tarea de valorar la credibilidad de los testimonios, leyes como el nuevo 
código de procedimiento penal (Ley 906 de 2004) han previsto varios artícu-
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los relacionados con la impugnación y refutación del testimonio117, incluido 
el del propio acusado, fenómenos estos cuyo diseño y finalidad se orientan a 
suministrar importantes insumos para la apreciación del testimonio.

Insiste la Sala en este aspecto, por cuanto si el polígrafo tiene como objeti-
vo primordial determinar a través del registro de variaciones emocionales 
como la presión arterial, el ritmo cardiaco, el respiratorio y la resistencia 
eléctrica de la piel o reflejo psico-galvánico causado por el estado de emo-
tividad provocada si la persona presenta reacciones fisiológicas indicativas 
de engaño, es claro que su diagnóstico se refiere a la credibilidad del inte-
rrogado y no a la comprobación de hechos, elementos o circunstancias de 
la conducta investigada.

Es aquí donde reside la gran diferencia con otros medios técnicos empleados 
en el campo forense y que representan una ayuda inmejorable para la adminis-
tración de justicia, pues mientras los experticios de ADN, de balística, de dacti-
loscopia o documentales para mencionar sólo algunos, se dirigen a comprobar 
la existencia o no de un hecho, o la compatibilidad entre una y otra muestra, o 
la legitimidad o autenticidad de una determinada evidencia en pos de acreditar 
o desacreditar una circunstancia jurídicamente relevante, la prueba de polígra-
fo se encamina a sustituir al juez en su labor de valoración del testimonio, pues 
aquél no tiene como finalidad la demostración de un hecho procesal sino la de 
ofrecer un dictamen acerca de si un sujeto sometido a un interrogatorio dice o 
no la verdad en las respuestas a las preguntas que se le formulan.

(…)

En suma, todas esas razones llevan a la Sala a colegir que el polígrafo no 
es admisible como medio de prueba en el contexto de la teleología de la 
investigación penal y por esa razón se abstiene de desarrollar el segundo 
punto relacionado con su confiabilidad, que es de carácter técnico-cien-
tífico, enfatizando que los motivos que llevan a descartar su uso dentro 
del proceso penal nada tienen que ver con su empleo en otras áreas, como 
ocurre con los procesos de selección de personal.

Por lo tanto, la Sala no apreciará los resultados del polígrafo aportados por 
la defensa y mediante los cuales pretende controvertir la prueba legal y 
oportunamente allegada al proceso.

117	 Artículos 347, 362, 391, 392, 393, 402, 403, 418, 440 y 441 de la Ley 906 de 
2004.
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4. Sentencia y ejecución de la pena

4.1.	 Principio de congruencia como garantía y 
postulado estructural del proceso

Extracto No. 55

Radicado 32805 – 23de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

En relación con el principio de congruencia es criterio reiterado que:

“… En la sistemática de la Ley 600 de 2000, en cuyo imperio se 
adelantó el proceso, la Sala ha reiterado que la congruencia como 
garantía y postulado estructural del proceso, implica que la sen-
tencia debe guardar armonía con la resolución de acusación o el 
acta de formulación de cargos, en los aspectos personal, fáctico 
y jurídico. En el primero, debe haber identidad entre los sujetos 
acusados y los indicados en el fallo; en el segundo, identidad en-
tre los hechos y circunstancias plasmadas en la acusación y los 
fundamentos de la sentencia; y, en el tercero, correspondencia 
entre la calificación jurídica dada a los hechos en la acusación y 
la consignada en el fallo… La congruencia personal y fáctica es 
absoluta y la jurídica es relativa porque el juez puede condenar 
por una conducta punible diferente a la imputada en el pliego de 
cargos, siempre y cuando no agrave la situación del procesado 
con una pena mayor.”118

En todo caso, la modificación que ahora se hace en relación con la forma 
de participación en los hechos por parte de GARCÍA ROMERO -de deter-
minador a autor mediato-, no puede ser considerada como violatoria del 
principio de congruencia porque no se agrava la situación del procesado 
en tanto la pena que se fija legalmente para tales formas de ejecución de la 

118	 Por ejemplo, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de 30 junio 
de 2004, radicación 20965, reiterado en auto de 20 de febrero de 2008, radicación 
28954. Negrillas agregadas
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conducta punible aparejan la misma consecuencia punitiva, cuestión que 
desde antaño ya ha sido estudiada por la Sala119.

119	 Véase Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación de 
15 de junio de 2000, radicación 12372. Así mismo, sentencia de casación de 12 de 
marzo de 2008, radicación 28158.
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4.2.	 Dosificación punitiva

4.2.1.	 La naturaleza y gravedad de las conductas cometidas 
por los servidores públicos justifican la imposición de 
una pena significativa 

Extracto No. 56

Radicado 23802 – 26 de enero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Vicente Blel 

Saad por el delito de concierto para delinquir agravado

Como no se dedujeron agravantes genéricas, la pena a imponer oscilará 
entre setenta y dos (72) y noventa (90) meses de prisión, que corresponden 
al ámbito punitivo del primer cuarto, por cuanto el inciso segundo del ar-
tículo 340 del Código Penal tiene prevista pena privativa de la libertad de 
dicha naturaleza que va de seis (6) a doce (12) años, norma aplicable en 
este caso por razón del principio de favorabilidad, como ya se explicó en 
precedencia.

Según el artículo 61 del Código Penal, la naturaleza y la gravedad de la 
conducta son categorías que expresan la antijuridicidad del comportamien-
to y la dimensión del injusto, indispensables en orden a brindar una res-
puesta proporcional a la agresión causada. 
	
En esas condiciones, ubicados en el mencionado cuarto y atendidos los 
criterios previstos en el precitado 61, la pena a imponer será el máximo 
establecido en dicho segmento, monto que corresponde a la gravedad de la 
conducta en concreto, no sólo por su expresión objetiva, sino también por la 
intensidad del dolo que se refleja en el hecho de pactar voluntariamente la 
promoción de grupos armados que están por fuera de la institucionalidad. 

Por tal razón, a Vicente Blel Saad se le impondrá la sanción de NOVEN-
TA (90) meses de prisión, que corresponde al máximo establecido en el 
cuarto punitivo seleccionado. Para el efecto, como se dijo, pondera la Sala 
la gravedad de la conducta cometida por el acusado, en cuanto configura 
un ataque frontal al bien jurídico de la seguridad pública, en su más alto 
significado, encarnado en el ex Senador de la República como depositario 
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de la confianza colectiva del departamento de Bolívar, lo que hace más 
reprochable su conducta y refleja un mayor conocimiento de su contenido 
ilícito.

El agravio inferido se traduce en un menoscabo evidente a los valores que 
nutren un modelo de Estado democrático, que por esencia y definición 
debe estar inspirado en los principios de la probidad y la transparencia de 
quienes están llamados a alcanzar sus altos y nobles fines.
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Extracto No. 57

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araujo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

El delito de concierto para delinquir en su modalidad agravada tiene pre-
vista en el inciso 2º del artículo 340 de la Ley 599 de 2000, pena de pri-
sión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) hasta veinte 
mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, mientras que el 
constreñimiento al sufragante de que trata el artículo 387 íbidem, consagra 
una sanción que oscila entre tres (3) y seis (6) años de prisión.

En la resolución de acusación se dedujeron para una y otra conductas pu-
nibles imputadas la circunstancia de menor punibilidad estipulada en el 
numeral 1º del artículo 55 del Código Penal de 2000, relacionada con la 
ausencia de antecedentes del procesado, y las circunstancias de mayor pu-
nibilidad de que tratan los numerales 2º y 9º del artículo 58 del Código 
Penal, que se refieren a haber ejecutado la conducta punible por motivo 
abyecto, fútil o mediante precio, recompensa o promesa remuneratoria, y 
a la posición distinguida que el sentenciado ocupe en la sociedad, por su 
cargo, condición económica, ilustración, poder, oficio o ministerio.

Así las cosas, en lo que al concierto para delinquir agravado se refiere, los 
límites determinados en el tipo penal –seis a doce años de prisión-, es de-
cir, entre setenta y dos (72) y ciento cuarenta y cuatro (144) meses, han de 
dividirse en cuartos y quedarían de la siguiente forma: el primero de ellos, 
oscila entre setenta y dos (72) y noventa (90) meses; los cuartos medios se 
encuentran entre noventa (90) meses un (1) día a ciento veintiséis (126) 
meses; y el último cuarto será de ciento veintiséis (126) meses un (1) día a 
ciento cuarenta y cuatro (144) meses.

En tal virtud, por hallarse imputadas legalmente dos circunstancia de ma-
yor punibilidad y una de menor, el quantum punitivo debe determinarse 
entre los cuartos medios, que van de noventa (90) meses un (1) día a ciento 
veintiséis (126) meses de prisión, acorde con lo señalado por el artículo 61 
de la Ley 599 de 2000; considerándose justo y legal imponer una pena de 
cien (100) meses de prisión.
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Lo anterior en consideración a la gravedad manifiesta de esta conducta pu-
nible, no sólo por su expresión objetiva, sino por la intensidad del dolo que 
se refleja en el hecho de pactar voluntariamente con grupos armados que 
están por fuera de la institucionalidad, lo cual configura un ataque frontal al 
bien jurídico de la seguridad pública, en su más alto significado, encarnado 
en tan alto representante del poder legislativo.

El agravio inferido se traduce en un menoscabo evidente a los valores que 
nutren un modelo de Estado democrático, que por esencia y definición debe 
estar inspirado en los principios de la probidad, la transparencia de quienes 
están llamados a alcanzar sus altos y nobles fines.
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Extracto No. 58

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

9.6. Acorde con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 61 del Código 
Penal, es claro que las conductas de manera individual fueron extremada-
mente graves pues con ellas se privó, por un lado, a la familia de Eudaldo 
León Díaz Salgado de contar en el trasegar de la vida con la presencia de 
un ser querido representativo, y por otro, a la sociedad sucrense de obtener 
la colaboración que prestaba en beneficio de la comunidad. Generó este 
comportamiento un daño real toda vez que su desaparecimiento y muerte 
produjeron gran conmoción no solamente a nivel regional sino nacional. Es 
inaudito que también el ejercicio de la política haya influido en el resultado 
delictual mencionado. 
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Extracto No. 59

Radicado 34653 – 27 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Rubén Darío 

Quintero por el delito de concierto para delinquir agravado

Para el efecto de cuantificar la represión, se tiene en cuenta que el doctor 
Rubén Darío Quintero Villada es declarado responsable y por consecuen-
cia condenado por el delito de concierto para promover grupos armados 
ilegales, contemplado en el artículo 340 inciso 2º de la Ley 599 de 2000, 
que tiene prevista pena de prisión que va de 6 a 12 años, o lo que es igual de 
72 a 144 meses, y de multa que oscila entre 2000 y 20000 salarios mínimos 
legales mensuales.

Frente a la pena de prisión, se procede conforme lo ordenan las normas 60 
y 61 de la Ley 599 de 2000, por lo que en efecto su espectro de oscilación 
se divide en cuartos, así: el primero va de 72 a 90 meses; el segundo de 90 
meses y 1 día a 108 meses; el tercero de 108 meses y 1 día a 126 meses; y, 
el cuarto de 126 meses y 1 día a 144 meses. Por lo atinente con la multa, 
siguiendo el mismo criterio, el primer cuarto va de 2000 a 6500, los dos 
medios del anterior rubro a 15500, el cuarto máximo de éste a 20000, en 
todos los casos salarios mínimos legales mensuales. 

Como la Fiscalía no involucró en el pliego de cargos ninguna agravante 
o atenuante genérica, los primeros cuartos, tanto de la prisión como de la 
multa, van, entre 72 y 90 meses y entre 2000 y 6500 salarios mínimos lega-
les mensuales, se erigen como ámbitos de movilidad; y dentro de ellos se 
impondrán 90 meses de prisión y 6500 salarios mínimos legales mensuales 
de multa, el máximo permitido por la ley del Estado.
 
Lo anterior sobre la base de considerar que la gravedad de la conducta juz-
gada se torna acentuada en máxima potencia, en tanto significó cooptación 
de por lo menos un escaño del poder legislativo por grupos al margen de 
la ley, con menoscabo de los valores que nutren un Estado democrático; el 
daño fue superlativo, porque fundida en una misma persona las condicio-
nes de agente de grupos ilegales y del Estado, la seguridad pública sufrió 
un ataque frontal, amén del despojo de su legitimidad; la intensidad del 
dolo se verificó sostenida, que inició con la coalición político-paramilitar 
que condujo a la elección en el Congreso de la República y se extendió 
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durante el ejercicio del cargo, hasta que se cumplieron los acuerdos fun-
damentales con la continuidad en la curul del doctor Humberto de Jesús 
Builes Correa; aunada la necesidad de pena a propósito de sus finalidades, 
de prevención general y especial, re inmersión social, protección y justa 
retribución.
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Extracto No. 60

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Como no se dedujeron agravantes genéricas, la pena a imponer oscila entre 
setenta y dos (72) y noventa (90) meses de prisión, que corresponden al 
ámbito punitivo del primer cuarto, por cuanto el inciso segundo del artículo 
340 del Código Penal tiene prevista pena privativa de la libertad de seis (6) 
a doce (12) años, norma aplicable en este caso por razón del principio de 
favorabilidad, como ya se explicó en precedencia.

Según el artículo 61 del Código Penal, la naturaleza y la gravedad de la 
conducta son categorías que expresan la antijuridicidad del comportamien-
to y la dimensión del injusto, indispensables en orden a brindar una res-
puesta proporcional a la agresión causada. 
	
En esas condiciones, ubicados en el mencionado cuarto y atendidos los 
criterios previstos en el precitado art. 61 ibídem, la pena a imponer será 
el máximo establecido en dicho segmento, monto que corresponde a la 
gravedad de la conducta en concreto, no sólo por su expresión objetiva, 
sino también por la intensidad del dolo que se refleja en el hecho de pactar 
voluntariamente la promoción de grupos armados que están por fuera de la 
institucionalidad. 

Por tal razón, a Miguel Ángel Rangel Sosa se le impondrá la sanción de 
NOVENTA (90) meses de prisión, que corresponde al máximo establecido 
en el cuarto punitivo seleccionado. Para el efecto, como se dijo, pondera 
la Sala la gravedad de la conducta cometida por el acusado, en cuanto 
configura un ataque frontal al bien jurídico de la seguridad pública, en su 
más alto significado, encarnado en el ex representante a la Cámara como 
depositario de la confianza colectiva del departamento de Bolívar, lo que 
hace más reprochable su conducta y refleja un mayor conocimiento de su 
contenido ilícito.



219

4.2.2.	 Dosificación punitiva: concurso de conductas punibles 
(concierto para delinquir, desaparición forzada y 
homicidio)

Extracto No. 61

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

Conforme se dejó anotado, ha de recordarse que para dosificar la pena en el 
concurso de conductas punibles se debe concretar la que individualmente 
corresponda a cada una de ellas para encontrar la más drástica, agotándose 
tal procedimiento con el ejercicio acabado de realizar. 

Ahora, como se trata de un concurso heterogéneo de conductas punibles 
la Sala atendiendo nuevamente el mandato del artículo 31 del Código Pe-
nal para dosificar la pena en el acaecido, la pena a imponer será tasada 
tomando como base la sanción señalada para el injusto penal de mayor 
entidad, en este caso el ilícito denominado desaparición forzada en la mo-
dalidad agravada, es decir, trescientos setenta (370) meses, quantum que 
corresponde a la gravedad de la conducta en concreto, no sólo por su ex-
presión objetiva, sino por la intensidad del dolo que se refleja en el hecho 
de procurar la muerte previa desaparición de un ser humano como pactar 
voluntariamente la promoción de grupos armados que están por fuera de la 
institucionalidad. 

9.7. Como se trata de un concurso de delitos, el procesado quedará some-
tido a la más grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto, sin 
superar la suma aritmética de las que correspondan a las respectivas con-
ductas punibles debidamente dosificadas cada una de ellas, de conformidad 
con el artículo 31 del Código Penal (Ley 599 de 2000).

Sobre este tema, la Sala sostuvo que la teleología del concurso de conduc-
tas punibles comprende dos aspectos basilares: el primero, concretar entre 
los comportamientos concurrentes aquél que merece una penalidad más 



220

grave, la cual será base del posible incremento de hasta otro tanto; el se-
gundo, permitir la dosificación específica de la pena correspondiente para 
ese concurso, sin que desborde el límite máximo previsto en la ley para 
cada clase de pena o hasta otro tanto si resulta menor, o la sumatoria de las 
individualmente consideradas en caso de que sea inferior al otro tanto de la 
signada como más grave120. 

Atendiendo el texto del inciso 3º del artículo 61 del código punitivo es 
evidente que la conducta que en forma múltiple vulneró diversos bienes 
jurídicos es muy grave porque tras una fachada de legalidad el Gobernador 
promovió actuaciones que dejaron en el piso la seriedad y la integridad 
de la administración departamental, razón suficiente para incrementar en 
noventa (90) meses por el delito de homicidio agravado; veinte (20) meses 
por el punible de concierto para delinquir agravado para un total de 480 
meses, esto es, 40 años de prisión, máximo permitido en el país para la épo-
ca de los hechos, como así lo establecía el numeral 1° del artículo 37 del 
Código Penal, previo a la modificación generada con la entrada en vigencia 
de la Ley 890 de 2004.

120	 Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de 15 de mayo de 
2003, radicación 15619.
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4.3.	 Subrogados penales

4.3.1.	 Imposibilidad de otorgar el beneficio de la suspensión 
condicional de la pena 

Extracto No. 62

Radicado 29640 – 16 de septiembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Ricardo Elcure 

Chacón por el delito de concierto para delinquir agravado

Por último, se advierte que no hay lugar a la suspensión condicional de 
la ejecución de la pena ni a su sustitución por la prisión domiciliaria. En 
ambos casos, por impedirlo un requisito objetivo. En el primero, porque la 
ley autoriza el subrogado frente a penas de prisión impuestas no superiores 
a 3 años y en el segundo, porque sólo es viable la consideración de esa 
sustitución cuando la pena mínima prevista en la ley para el delito objeto 
de condena sea de 5 años o menos, según los términos de los artículos 38 
y 63-1 del Código Penal.

En este margen, el Señor Procurador estima que la pena cumple varias fun-
ciones, pero que considerando el estado de salud del doctor Elcure Chacón, 
la decisión debe centrarse en la prevención general positiva con el fin de 
reestablecer el imperio del orden jurídico.

Entiende la Sala que al Ministerio Público le preocupa que se haga efectiva 
la pena de prisión teniendo en cuenta el grave estado de salud del condena-
do, y la Corte encuentra justificada su inquietud. Sin embargo, la enferme-
dad del doctor Elcure Chacón no puede llevar a la renuncia de la prevención 
general, de la retribución justa y de la reinserción social del condenado, que 
son también fines de la pena, justificando la punibilidad sólo en la necesidad 
de reestablecer la vigencia de la norma que se ve desautorizada por el delito, 
a la manera de un derecho penal funcional cuya única finalidad está orienta-
da a garantizar la identidad normativa, la Constitución y la sociedad.121

121	 Cfr., Jakobs, Gunter, Sociedad, norma y persona. En el mismo sentido, Silvestroni 
Mariano, Teoría Constitucional del delito, Editores del Puerto, Buenos Aires, 2004.
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Por lo tanto, sin perder de vista los fines de la pena, es posible no renunciar 
a ellos suspendiendo la ejecución de la pena, pues el artículo 471 de la Ley 
600 de 2000 lo autoriza en los mismos casos de suspensión de la deten-
ción preventiva, que es precisamente lo que aquí ocurre. Así se conjugan 
de mejor manera los fines de la pena, el principio de dignidad humana y 
se respeta la prohibición de imponer tratos o penas crueles, inhumanas o 
degradantes.

Se suspenderá, en consecuencia, la ejecución de la pena, por lo cual el 
condenado deberá permanecer en su domicilio, mientras su estado de salud 
lo amerite. La caución que prestó en el curso del proceso es suficiente para 
garantizar el cumplimiento de esa obligación. 



223

4.3.2.	 Imposibilidad de otorgar el beneficio de prisión 
domiciliaria: incumplimiento de requisito objetivo

Extracto No. 63

Radicado 31943 – 9 de septiembre de 2009
Sentencia anticipada en contra del ex gobernador de Sucre 
Jorge Eliecer Anaya Hernández por el delito de concierto para 

delinquir agravado

La pena mínima prevista en la ley para el delito examinado, es superior a 
cinco (5) años y por ello claramente se aprecia que no se cumple el requi-
sito objetivo contemplado en el numeral primero del artículo 38 de la Ley 
599 de 2000, según el cual, “que la sentencia se imponga por conducta pu-
nible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión 
o menos”.

Mediante resolución de 13 de noviembre de 2008, el Fiscal General de la 
Nación, al resolver el recurso de reposición contra la decisión interlocutoria 
de 8 de octubre del mismo año, a través de la cual se ordenó la suspensión 
de la privación de la libertad del sindicado Jorge Eliécer Anaya Hernández, 
le concedió la detención domiciliaria, con fundamento en el numeral 14 del 
artículo 314 de la Ley 906 de 2004, por la afección de la salud, estimada 
como enfermedad grave, previo dictamen de médico oficial, en los térmi-
nos exigidos por la ley.

Si bien el Fiscal General dispuso la concesión del beneficio, por cuanto la 
situación jurídica no se había definido y la norma citada así lo permitía, 
ahora, cuando la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Penal 
procede a imponer una pena de prisión, como resultado de la transgresión 
de un tipo penal, cuya pena mínima prevista en la ley es superior a cinco 
años, cualquier otra consideración resulta inane y, por lo mismo, la referen-
cia al estado de salud del acusado, que otrora fuera la base de la detención 
domiciliaria, no amerita de la Sala pronunciamiento alguno.

Se destaca simplemente, que en el último informe del Instituto de Medicina 
Legal, que se halla a folio 211 del cuaderno original número seis, se plas-
maron las siguientes conclusiones:
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“1.	 Al momento de la valoración médico legal, el Señor Anaya, 
no presenta signos clínicos que indiquen que su vida se encuen-
tra en inminente riesgo.

2.	 El cuadro clínico del Señor Anaya se ha mantenido estable 
y durante el período transcurrido entre las cuatro primeras valo-
raciones y ésta, no ha presentado complicaciones.

3.	 Para determinar con mayor precisión el estado de salud ac-
tual del Señor Anaya, se requiere que se le practiquen las prue-
bas faltantes referidas.

De todos modos, aunque el cuadro clínico del Señor Anaya Hernández se 
encuentra controlado, es importante manifestar que ante cualquier posible 
complicación, éste debe ser remitido a un centro especializado.

No sobra recordar, que como lo disponen los artículos 75 y 106 de la Ley 65 
de 1993, Código Penitenciario y Carcelario, que se establecen como causa-
les del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento 
Penal, cuando así lo requiera el estado de salud, debidamente comprobado 
por médico oficial en los casos de enfermedad grave o intervención quirúr-
gica, bajo las medidas de seguridad que cada caso amerite. 

En esta medida, se negará la prisión domiciliaria, en los términos del artí-
culo 38 de la Ley 599 de 2000, y como consecuencia de la pena a imponer 
por el delito de Concierto para delinquir agravado, el señor Jorge Eliécer 
Anaya Hernández deberá regresar al correspondiente centro de reclusión.

De igual forma, se dispondrá la devolución del depósito judicial consti-
tuido por el acusado, como garantía del cumplimiento de las obligaciones 
impuestas en la resolución ya referida.
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4.3.3.	 Revocatoria de la libertad provisional: incumplimiento 
de requisito objetivo

Extracto No. 64

Radicado 32712 – 05 de mayo de de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador del Cesar 
Hernando Molina Araújo por el delito de concierto para delinquir 

agravado

Por otro lado, como al doctor Molina Araújo se le concedió la libertad 
provisional por haber cumplido con los requisitos exigidos para obtener la 
liberación condicional122, se insiste, concretada la tasación definitiva y, por 
ende, modificado sustancialmente el parámetro impersonal, es preciso que 
se revoque dicha determinación.

Finalmente, se advierte que no hay lugar a la suspensión condicional de la 
ejecución de la sanción ni a su sustitución por la prisión domiciliaria. En am-
bos casos por impedirlo un requisito objetivo. 

En efecto, en el primero, porque la ley sólo autoriza el subrogado frente a pe-
nas de prisión impuestas no superiores a 3 años y, en el segundo, porque sólo 
es viable la consideración de tal reemplazo cuando la sanción mínima previs-
ta en la ley para el delito objeto de condena sea de 5 años o menos, según los 
parámetros definitivos en los artículos 38 y 63 del Código Penal.

122	 Corte Suprema de Justicia. Auto única instancia, 21 de enero de 2009.
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5. Investigaciones derivadas de los procesos 
por parapolítica (compulsa de copias)

5.1.	 Compulsa de copias por los eventuales delitos de 
lesa humanidad cometidos por quienes han sido 
condenados por parapolítica: reconocimiento 
de las obligaciones asumidas por el Estado en 
razón al Estatuto de Roma

Extracto No. 65

Radicado 27941 – 14 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Gonzalo García Angarita por el delito de concierto para 

delinquir agravado

La Sala estima que en este proceso seguido contra el ex congresista GAR-
CÍA ANGARITA por el delito de concierto para delinquir agravado, es 
procedente además ordenar se compulse copia de las partes del proceso 
pertinentes para investigar en forma independiente los eventuales delitos 
de lesa humanidad en que haya podido incurrir el ex parlamentario GON-
ZALO GARCÍA ANGARITA con ocasión de su posible incursión en el 
Bloque Tolima de las AUC, consideración fundada en lo expuesto en el 
auto que resolvió su situación jurídica, en el cual se sostuvo que el proce-
sado “compartía con sus comandantes y daba indicaciones sobre presun-
tos colaboradores de la guerrilla o miembro de la insurgencia, llegando 
al punto de acordar la muerte de quienes eran luego asesinados por las 
autodefensas, lo que lo puede hacer incurso en otros delitos de carácter 
internacional123.

De otro lado, es imposible para la Corte Suprema de Justicia obviar el com-
promiso internacional de investigar los delitos que pueden enmarcarse como 

123	 Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Proveído de 21 de septiembre 
de 2009, proceso de Justicia y Paz, radicado 32.022.
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crímenes de lesa humanidad, pues la inactividad de la jurisdicción nacional 
activaría la actuación de la Corte Penal Internacional en los casos en que:

“(i) no lleven a cabo investigación o enjuiciamiento alguno (in-
acción a priori); (ii) inician sus actuaciones pero las suspenden 
antes de finalizarlas sin razón técnica que lo justifique a la luz de 
sus respectivas leyes de enjuiciamiento penal (inacción a poste-
riori); (iii) no tiene la disposición necesaria para llevar realmente 
a cabo las investigaciones o enjuiciamientos iniciados (falta de 
disposición); o (iv) no tiene la infraestructura judicial necesaria 
para llevar a cabo las actuaciones que han iniciado debido al 
colapso total o parcial de su administración de justicia o al hecho 
de que carecen de ella (incapacidad).

A la actuación fueron allegados varios testimonios que permiten presumir 
una eventual participación del entonces alcalde de Valle de San Juan en 
hechos muy graves acaecidos en su jurisdicción, perpetrados por miembros 
del Bloque Tolima de las AUC en el año 2001, como fueron la muerte del 
señor JOSÉ ANTONIO BERNATE, alias “EL TUCO” y la masacre de “El 
Neme”124.
	
En reciente providencia la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha 
decidido asumir de una vez por todas y de manera inmediata la investiga-
ción de los crímenes de lesa humanidad que por su pertenencia a los grupos 
paramilitares le pueden ser imputados a los parlamentarios procesados por 
concierto para delinquir agravado.

Se trata de la sentencia condenatoria que profirió la Corte Suprema de Jus-
ticia el pasado tres de diciembre de 2009125, contra el ex gobernador del 
departamento de Sucre SALVADOR ARANA SUS, que ha servido como 
orientación en el presente fallo.

(…)

124	 “En abril de 2001 se produce uno de los hechos más graves en el municipio de 
Valle de San Juan, cuando integrantes de las Autodefensas Unidas de Colombia 
asesinaron con armas de fuego al Presidente de la Junta de Acción Comunal y a tres 
personas más a quienes les incineraron sus viviendas en la vereda El Neme”. Cita 
hecha en el documento “PANORAMA ACTUAL DEL TOLIMA”. Observatorio 
del programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Huma-
nitario. Vicepresidencia de la República de Colombia. Bogotá. Febrero de 2002, 
página 13. 

125	 Radicación Nro. 32.672
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La presente decisión es una muestra de las posibilidades que tiene la justi-
cia colombiana de investigar y sancionar graves crímenes que repugnan a 
la humanidad126. Sin embargo, en el evento en que alguna autoridad preten-
da la impunidad de los hechos juzgados en el presente asunto, se remitirá 
copia de la actuación a la Corte Penal Internacional para que avoque su co-
nocimiento en tanto se demostraría que algunas instituciones en Colombia 
obstruyen la eficacia de la administración de justicia”.

126	 Véase Héctor Olásolo Alonso, Ensayos sobre la Corte Penal Internacional, Bogo-
tá, Pontificia Universidad Javeriana, 2009, p. 71-127. La Sala ha sido clara en ad-
vertir que los delitos de genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes 
de guerra ocurridos en Colombia pueden ser investigados y juzgados por la Corte 
Pernal Internacional en los términos de los artículos 1, 17, 18, 19 y 20 del Estatuto 
de Roma (Véase: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de se-
gunda instancia de 21 de septiembre de 2009, radicación 32022).
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5.2.	 Compulsa de copias al autor del delito 
de concierto para delinquir por crímenes 
cometidos por la organización criminal 

Extracto No. 66

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir 

agravado 

11.1. Se observa que Salvador Arana Sus, responsable del delito de aso-
ciación para delinquir aquí identificado, se concertó con la finalidad de pro-
mover un grupo armado al margen de la ley, para que inclusive lo apoyara 
en sus proyectos políticos y dicho aparato organizado fue puesto al servicio 
de esa causa, con el evidente propósito de que quien ejercía funciones pú-
blicas ejerciera el poder que detentaba al servicio del proyecto paramilitar, 
que es precisamente como se manifiesta el concierto para promover apa-
ratos organizados de poder ilegales, categoría en la que tiene cabida toda 
clase de organización que utiliza para la comisión de delitos un aparato 
de poder que cuenta con una estructura jerárquica, a partir de la cual la 
relación que se establece entre los miembros de la organización es vertical 
y piramidal. En la cúspide de la pirámide se sitúan los órganos o mandos 
directivos, desde donde se toman las decisiones y se imparten órdenes. Los 
encargados de cumplirlas, los ejecutores, no toman parte en la decisión ori-
ginal de realizar el hecho ni tampoco en la planificación del mismo, aunque 
decidan llevar a cabo el encargo. En muchas ocasiones los subordinados ni 
siquiera conocen el plan en su globalidad, siendo conscientes únicamente 
de la parte del plan que les toca ejecutar127.

La banda criminal que coadyuvó a gestar e integró, diseñó y ejecutó un pro-
ceso de cooptación de las instituciones departamentales y municipales, que 
se refleja en el apoyo brindado a esa organización para alcanzar inclusive 

127	 Carolina Bolea Bardon, Autoría mediata en derecho penal, Valencia, Editorial 
Tirant lo Blanch, 2000, p. 337. El artículo 17 de la Ley 1312 de 2009, se refiere a 
“grupo armado organizado al margen de la ley”.
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a enderezar todos sus movimientos oficiales en busca del favorecimiento 
directo e inmediato de la asociación criminal.

En la actividad político-administrativa constituyó tarea esencial del man-
datario departamental favorecer el quehacer de su compañía delictiva, he-
cho que, por ejemplo, explica su continua comunicación, colaboración y 
participación con el líder del grupo paramilitar.

Los grupos paramilitares, entre cuyos miembros existían inclusive servido-
res públicos vinculados a todas las instituciones estatales como ha quedado 
establecido en el presente caso, desde el momento mismo de su creación 
tenían como propósito esencial arrasar a todos los ciudadanos u organiza-
ciones que se opusieran a sus propósitos, razón por la cual la ejecución de 
conductas calificadas como delitos de lesa humanidad -torturas, desapari-
ciones forzadas, desplazamiento forzado, secuestro, etc.- hacían parte de 
sus diligencias ordinarias.

Para los miembros de la organización no era ningún secreto que en aras de 
la consolidación de su poder facineroso se tenían que cometer toda clase de 
conductas criminales y ataques a la dignidad humana de los opositores o de 
cualquiera que se convirtiera en obstáculo al avance paramilitar.

No cabe duda que quienes fungían como voceros políticos legalmente re-
conocidos, que inclusive escalaron posición dirigente, realmente hacían 
parte de la cúpula de los grupos paramilitares y en tal condición integraban 
el directorio de mando que diseñaba, planificaba, proyectaba, forjaba e im-
pulsaba las acciones que debía desarrollar la empresa criminal en aras de 
consolidar su avance y obtener más réditos dentro del plan diseñado.

El político en su condición de miembro de la organización criminal impul-
saba no sólo a obtener la permanencia del irregular grupo sino que pretendía 
ejercer en espacios o crear los mismos en procura de resultar funcionales 
a la empresa delictiva, en pro de la estrategia del crimen constituyéndose 
en un paso más en el proceso de la toma mafiosa de todos los poderes e 
instancias de decisión del Estado.

En ese entorno se puede afirmar que en la estructura de los grupos parami-
litares se ha constatado que se dan los siguientes elementos: 

1). Existencia de una organización integrada por una pluralidad de perso-
nas sustituibles antes o durante el evento criminal las cuales mantienen una 
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relación jerárquica con sus superiores. Aquellas personas pueden o no tener 
cierta predisposición a la comisión de delitos; 

2). Control (dominio) de la organización por parte del hombre de atrás y a 
través de ella de sus integrantes sustituibles. Dicho control puede manifes-
tarse bajo distintas modalidades: a través de la creación de la organización, 
el no control del mismo pudiendo hacerlo dada su posición o a través del 
impulso sostenido de la misma con medidas dirigidas a autorizar sus actua-
ciones ilícitas. En todos estos supuestos se evidencia, por parte del hombre 
de atrás, un dominio del riesgo (que es el aparato de poder) de producción 
de actos ilícitos; y,

3). Conocimiento de la organización o aparato de poder y decisión de que 
sus miembros ejecuten o continúen ejecutando hechos ilícitos penales128.

Así las cosas, y de acuerdo con la opinión de la Sala129, el aforado hacía 
parte de una estructura criminal integrada por un número plural de perso-
nas articuladas de manera jerárquica y subordinada a una organización cri-
minal, quienes mediante división de tareas y concurrencia de aportes (los 
cuales pueden consistir en órdenes en secuencia y descendentes) realizan 
conductas punibles, fenómeno que es factible comprenderlo a través de la 
metáfora de la cadena130.

La solución que se da al fenómeno de la intervención de múltiples sujetos 
en la acción criminal se aproxima a las respuestas dadas por la Corte a otros 
asuntos conocidos con anterioridad131 y que resulta cercana a expresiones 

128	I ván Montoya Vivanco, «La autoría mediata por dominio de organización: a propó-
sito del caso Fujimori», http:/blog.pucp.edu.pe/item/27749 (17-11-2009). La expre-
sión teórica alemana mayoritaria demanda: (i) autoría mediata como dominio de la 
organización; (ii) la fungibilidad en el marco del dominio de la organización; (iii) la 
necesidad del apartamento del Derecho del aparato de poder; (iv) la disponibilidad 
hacia el hecho específica de la organización; (v) el poder de imposición de los hom-
bres de atrás como soporte fundamental del dominio del hecho; y, (vi) el dominio 
del resultado. Claus Roxín, La teoría del delito, Lima, Editorial Jurídica Grijley, 
2007, p. 513-534. 

129	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación de 2 de 
septiembre de 2009, radicación 29221.

130	 Ibídem.
131	 Por ejemplo, siguiendo los ejes conceptuales de Jakobs se aplicó la teoría de la 

coautoría impropia que permitió imponer similares penas a los ordenadores y eje-
cutores del hecho en los siguientes asuntos: Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, sentencias de casación de 7 de marzo de 2007, radicación 23825 
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recientes de la doctrina132 y la jurisprudencia133 foráneas aplicadas a fenó-
menos similares.

Ello permite avizorar que quien así participó, inclusive valiéndose de su 
función, también debe responder penalmente por el conjunto de crímenes 
que se le atribuyen a los comandantes o jefes de los bloques, frentes o uni-
dades que hacían parte de la asociación criminal.

Entre las organizaciones criminales cabe distinguir: las desarrolladas 
al amparo del poder político de un determinado Estado, como la del 
régimen nacional-socialista alemán del III Reich; y, las organizaciones 
criminales que operan en contra del poder del Estado, enfrentándose 
al ordenamiento jurídico, como bandas mafiosas, grupos terroristas, 
etc. En el primer caso hablamos de ‘aparatos organizados de poder 
estatales’, entendiendo que es el propio Estado el que opera al margen 
del Derecho. En el segundo, nos referimos a la denominada ‘crimina-
lidad organizada’, término que en principio engloba a toda organiza-
ción no estatal que actúa con una rígida estructura jerárquica, con un 

(Caso de la Masacre de Machuca); y de 12 de septiembre de 2007, radicación 24448 
(Masacre de La Gabarra).

132	 Héctor Olásolo, «Reflexiones sobre la doctrina de la empresa criminal común 
en derecho penal internacional», Barcelona, Indret - Revista para el Análisis del 
Derecho, Universidad Pompeu Fabra, julio de 2009, quien advierte que la primera 
jurisprudencia de la Corte Penal Internacional en los casos Lubanga-Katanga y 
Ngudjolo, el artículo 25 (3) del Estatuto de Roma (ER): (i) acoje la teoría del do-
minio del hecho como criterio básico de distinción entre autoría y participación; y 
(ii) configura la forma de responsabilidad individual que más parece asemejarse a la 
doctrina de la empresa criminal conjunta (ECC) de las recogidas en el art. 25 del ER 
(aquella prevista en el párrafo (3)(d) del art. 25 del ER) como una forma residual 
de complicidad. Véase también, Silvana Bacigalupo Saggese, La responsabilidad 
penal de las personas jurídicas, Barcelona, Editorial Bosch, 1998, p. 35 y ss.

133	 En la sentencia de condena proferida contra Alberto Fujimori se dijo que (i) para 
atribuir a una persona la realización de un hecho delictivo por dominio de organi-
zación no se necesita probar el dominio del hecho concreto, esto es, el control del 
curso causal del delito cometido (por ejemplo el control directo sobre el desplaza-
miento o desaparición forzada de personas), sino que se necesita demostrar el con-
trol de la fuente del riesgo, es decir, el aparato de poder; (ii) no se necesita probar la 
orden directa de cometer los delitos concretos, dado que quien está en la cabeza de 
la cadena también puede ser imputado por la omisión de controlar el aparato de po-
der pudiendo y debiendo hacerlo. Y, (iii) tampoco se necesita probar que el hombre 
de atrás quiso que los actos ilícitos se realizaran, porque basta con demostrar que el 
dirigente conocía el aparato de poder organizado y sus actividades ilícitas y decidió 
que continuara con ellas (Véase Corte Suprema de la República de Perú, Sala Penal 
Especial, expediente N° AV 19-2001, sentencia de 7 de abril de 2009, hechos de 
Barrios Altos, La Cantuta y sótanos SIE).
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mecanismo estricto de mando y cumplimiento de órdenes y con objeti-
vos claramente criminales134.

Conforme con lo anterior imperioso se ofrece compulsar copias para que 
se investigue la ocurrencia de hechos que en ejercicio del plan criminal de 
la organización a la cual pertenecía Salvador Arana Sus, éste efectuó y 
se establezca su eventual grado de responsabilidad que, de acuerdo con la 
prueba de la casuística y en el grado reclamado por el legislador135, podría 
ser a título de autor136 o de partícipe137 según las particularidades de cada 
caso138, supuestos que en todo caso no impiden la imputación del concierto 
para delinquir y los delitos ejecutados en desarrollo de lo acordado139.

134	 Carolina Bolea Bardon, Autoría mediata en derecho penal, Valencia, Editorial 
Tirant lo Blanch, 2000, p. 338.

135 	 Código de Procedimiento Penal de 2000, artículo 232 (certeza de la conducta pu-
nible y de la responsabilidad del procesado) y Código de Procedimiento Penal de 
2004, artículos 7° y 381 (convencimiento de la responsabilidad penal del acusado, 
más allá de toda duda). 

136	 En el proceso adelantado contra los miembros de las Juntas Militares que gober-
naron a Argentina (1976-1983), el fiscal Strassera y la Cámara Federal imputaron 
autoría mediata con instrumento fungible pero responsable (Teoría de Roxin y Ba-
cigalupo), pero la Corte Suprema de la Nación condenó por coautoría (Teoría de 
Jakobs). En Chile, se aplicó la primera teoría contra los militares y los Directores 
de la DINA, y contra Pinochet el encausamiento fue por comisión por omisión al 
tener calidad de garante. Y en Perú, se aplicó por primera vez la propuesta de Roxin 
en la causa adelantada contra la cúpula de Sendero Luminoso por los hechos de la 
masacre de Lucanamarca y más adelante -como ya se anotó- en la sentencia dictada 
contra el expresidente Alberto Fujimori.

137	 En la doctrina desarrollada por Gimbernat se considera que en los crímenes come-
tidos por una banda serán inductores quienes dan las órdenes, autores los ejecutores 
del hecho y cómplices los que transmiten el mandato.

138	F ernando Velásquez Velásquez, «La concurrencia de personas en el delito y los 
aparatos organizados de poder. A propósito de los crímenes realizados por las es-
tructuras criminales de los paramilitares colombianos», fotocopias, sin fecha, p. 35. 
Es posible que respecto de los miembros de la autoridad se edifique responsabilidad 
penal a partir de la denominada omisión impropia, como ocurrió en las masacres 
de Tibú (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación 
de 14 de noviembre de 2007, radicación 28017) y Mapiripán (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación de 26 de abril de 2007, radi-
cación 25889 y Corte Constitucional, sentencia SU-1184/01), oportunidades en las 
que se consideró que los miembros de la Fuerza Pública tenían posición de garante 
respecto de los bienes jurídicos de la población civil y, con ello, responsabilidad 
penal en la modalidad de comisión por omisión.

139	 Ibídem, p. 36.
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Nota de los relatores:

Esta jurisprudencia se reitera en términos similares en: 

•	 Radicado 27941de 14 de diciembre de 2009, sentencia condenatoria 
contra Gonzalo García Angarita por el delito de concierto para delinquir 
agravado; 

•	 Radicado 27032 de 18 de marzo de 2010, sentencia condenatoria contra 
el ex senador Álvaro Araujo Castro por los delitos de concierto para 
delinquir agravado y constreñimiento al sufragante; 

•	 Radicado 32712 de 05 de mayo de de 2010, sentencia condenatoria 
contra el ex senador Hernando Molina Araujo por el delito de concierto 
para delinquir agravado; 

•	 Radicado 29200 de 12 de mayo de 2010, sentencia condenatoria contra 
el ex senador Jorge de Jesús Castro Pacheco por el delito de concierto 
para delinquir agravado; 

•	 Radicado 26585 de 17 de agosto de 2010, sentencia condenatoria en 
contra del ex senador Humberto de Jesús Builes Correa;

•	 Radicado 28835 de 15 de septiembre de 2010, sentencia condenatoria en 
contra del ex representante a la Cámara Miguel Ángel Rangel Sosa; y 

•	 Radicado 34653 de 27 de septiembre de 2010, sentencia condenatoria 
contra Ruben Darío Quintero por el delito de concierto para delinquir 
agravado.
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5.3.	 Compulsa de copias a los tribunales de Justicia 
y Paz, para que se estudie la exclusión del proceso 
de Justicia y Paz de un líder paramilitar 

Extracto No. 67

Radicado 26584 – 03 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Dixon Ferney Tapasco Triviño por el delito de concierto 

para delinquir agravado

En efecto, Iván Roberto Duque o “Ernesto Báez de la Serna”, amparado en 
el salvoconducto que le había expedido el Gobierno Nacional, pero tam-
bién como Jefe del Bloque Cacique Pipintá, estructura ligada al Bloque 
Central Bolívar que no se desmovilizó y que conservaba su poder ilícito 
intacto especialmente en el norte del departamento de Caldas, resolvió, en 
aras de mantener su futura aspiración al Senado, “apoyar, patrocinar y pro-
mover la candidatura de Emilio Enrique Ángel Barco, quien fuera segundo 
renglón del amigo de mis más caros afectos, Oscar González Grisales.” 
En otras palabras, “En Caldas me jugué el prestigio de llevar un hombre 
al Congreso de la República.”140 Que Báez lo hubiera hecho como auto-
defensa en trance de desmovilizarse definitivamente, es asunto que abriría 
espacio a la discusión, como lo sostiene la defensa; pero que se hubiera 
apoyado para ello en la estructura armada del Frente Cacique Pipintá, es 
tema que no deja duda acerca de la intervención ilegal de las autodefensas 
en el proceso electoral de 2006.

Ahora bien, el hecho sociológico de la “sectorización liberal” de Cal-
das, que se diría constituía un imaginario colectivo que el grueso del 
liberalismo respetaba y que Iván Roberto Duque asumió como propio 
para reivindicar un espacio político, tal como había sido la tradición, 
requería para el propósito electoral del respeto de las zonas electorales 
y por lo tanto del aval de quienes pretendían acceder a la Cámara de 
Representantes por el sector Barquista del liberalismo de Caldas…En 
éste sentido la defensa insiste en que no existe la más mínima evidencia 

140	 Declaración en audiencia pública el 21 de julio de 2009.
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de que el doctor Dixon Ferney Tapasco Triviño hubiera participado de 
esas componendas ilegales, bien porque ningún jefe de las autodefensas 
lo tilda de ser artífice de semejantes pactos, ya porque no acudió a nin-
guna reunión a las que fue citado, ora porque los eventuales encuentros 
en Medellín, para definir la alcaldía del municipio de Palestina con la 
participación de “Alberto Guerrero”, también jefe del frente paramilitar, 
no fue documentada.

Estas afirmaciones son parcialmente ciertas. En efecto, “Báez” no mencio-
nó a Dixon Ferney Tapasco, sino a su padre, Director del sector Barquista 
del liberalismo en el departamento de Caldas. Asimismo, en la reunión de 
“la Piscina”, en la Vereda El Tambor del Municipio de La Merced, donde 
se escogió a Juan Pablo Sánchez como fórmula de las juventudes universi-
tarias a la Cámara, con la participación de Iván Roberto Duque, no estuvo 
Dixon Fernando Tapasco, sino su padre. Por eso la defensa asegura que si 
algún pacto existió, ese acuerdo no contó con la aquiescencia del doctor 
Tapasco Triviño, sino si acaso y muy discutiblemente, con la de su padre, 
quien actuaba a título de representante del partido liberal, más que como 
su progenitor.

La Sala expresó en su oportunidad que la responsabilidad penal es indivi-
dual y ahora lo reitera, con la advertencia de que el programa penal de la 
Constitución es perentorio en prohibir la creación de categorías para ads-
cribir responsabilidades colectivas que no estén soportadas en el principio 
de culpabilidad. Por lo tanto, las referencias al doctor Tapasco González, 
padre del procesado, no tienen finalidad distinta a la de probar supuestos 
que permitan afirmar la responsabilidad del sindicado. En ese sentido, que 
el doctor Ferney Tapasco Triviño sabía de la escogencia de Juan Pablo 
Sánchez como representante de los estudiantes, se prueba tanto con el he-
cho de que su padre, como representante del partido, avaló ese proyecto, 
como con el consentimiento para que el estudiante, respaldado por Iván 
Roberto Duque, participara de la lista liberal en la cual Tapasco Triviño era 
principal candidato. 

Que no se diga que el doctor Dixon Ferney Tapasco no sabía de la esco-
gencia del estudiante candidato ni del respaldo y la aquiescencia del para-
militarismo alrededor del nombre del joven elegido, pues según lo señaló 
Eurídices Cortés, alias “Diana”, comisaria política del Frente Cacique Pi-
pintá, en la reunión de la Piscina en la vereda El Tambor, Iván Roberto 
Duque “asume la financiación de ese muchacho, que nos dimos cuenta era 
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sobrino del defensor de Báez y de Alberto Guerrero.”141 Asimismo, como 
lo admitió “Diana”, en esa reunión se consumó la sectorización del depar-
tamento de Caldas con la aquiescencia y el beneplácito de Ferney Tapasco 
González, de manera que no cabe duda que Dixon Ferney Tapasco Triviño 
debía conocer esos pactos142, pues lo que resultará francamente extraño es 
que no lo supiera. 

Sin embargo, la defensa estima que en homenaje al principio de responsa-
bilidad individual, a quien se le debe imputar cualquier acuerdo ilegal, si 
es que a ello hubiere lugar, es a Ferney Tapasco González, pues según afir-
ma, él actuaba para esos fines como director del partido liberal y no como 
padre de Dixon Ferney Tapasco. Sin embargo, resulta exótico que éste no 
supiera de esos convenios, pues aún por fuera de la relación paterna, él 
era el candidato de la colectividad y como tal debía estar al tanto de saber 
que, de un lado, las autodefensas habían refrendado la “sectorización” del 
departamento de Caldas y, de otro, que Juan Pablo Sánchez asumiría como 
quinto renglón en nombre de los estudiantes, con el auspicio y el querer de 
“Báez”, quien ahora viene a decir que el parentesco del estudiante con su 
abogado no pasa de ser una fortuita coincidencia que sólo hoy se viene a 
conocer.

Es más, sólo contrariando la regla general de la experiencia es posible 
aceptar que Dixon Ferney Tapasco Triviño no hubiera conocido y partici-
pado de esos pactos, pues si se asume que Ferney Tapasco era Director del 
Partido Liberal y su hijo candidato, lo menos que se debía esperar es que 
como Director del partido – no como padre – enterase al candidato – no 
al hijo – de lo que había sucedido en la reunión de El Tambor, dado que el 
tema no era de poca monta en el entendido que tenía una incidencia directa 
en las aspiraciones del candidato y en la proyección del partido.

En éste margen es necesario advertir que no por el hecho de que se haya 
probado que el doctor Dixon Ferney Tapasco Triviño no asistió a la reunión 
de El Tambor, se debe proclamar su inocencia, pues él como candidato y 
como líder de un sector importante del partido liberal estaba en capacidad 

141	 Declaración del 12 de diciembre de 2007, tercera sesión, desde minuto 18:32 al 
21:16

142	 Según “Diana”, en el minuto 20:09 de su declaración del 12 de diciembre de 2007, 
tercera sesión, “en la reunión se llegó a la conclusión de que el norte de Caldas será 
para Enrique Emilio y el doctor Tapasco sería beneficiario de otros municipios, 
como Río sucio, Marmato y Chinchiná.”
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de desautorizar los pactos y pausar un concierto que se inició con la aquies-
cencia de su padre, según se ha indicado, pero que requería del aval del 
candidato para su perfeccionamiento, hecho éste debidamente probado con 
la admisión del estudiante como cuota de las autodefensas en la lista libe-
ral y con la aprobación a la compartimentación de la votación, ya no bajo 
la manera como la concibió en sus orígenes el liberalismo, sino como se 
pactó llevarla a cabo con el concurso de un grupo de autodefensas que ade-
más de no haberse desmovilizado había dado muestras de su capacidad de 
influenciar la vida de los caldenses. 143 

A pesar de que, como se acaba de explicar, los hechos que muestran la 
intervención de las autodefensas son asunto probado, en la ausencia de 
beneficio se pretende encontrar la razón de ser de la inocencia del doctor 
Tapasco Triviño. Qué necesidad tenía de pactar con las autodefensas que 
se respetaría la “sectorización” del departamento, si ese era un tema que no 
admitía discusión por su comprobada vocación de fidelidad a las órdenes 
del partido, se dice. Desde ese punto de vista, a la falta de utilidad o bene-
ficio para Dixon Ferney Tapasco Triviño se pretende sumarle la inocuidad 
de un acto que según se afirma no le agregaba nada a la pretensión de ser 
electo a la Cámara de Representantes en el 2006, como ya había ocurrido, 
entre otras cosas, en el año 2002.

Sin embargo, como lo refirió Eurídice Cortés Velasco, alias “Diana”, la 
refrendación de la sectorización del departamento, esta vez no con los lí-
deres liberales, sino con jefes de las autodefensas, habría obedecido a la 
necesidad de calmar los ánimos de Emilio Enrique Ángel, quien se habría 
quejado por el incumplimiento a los compromisos adquiridos, sobre todo 
por la acción proselitista de Dixon Ferney Tapasco en el municipio de Pá-
cora, zona vedada para él según los acuerdos políticos. En ese sentido, aún 
cuando la evidencia no es abundante sobre ese tema, pues Belsy Moreno 
Ramírez, Norma Manrique Escobar y Milton Muñoz Cardona144 niegan 
que en el municipio de Pácora el doctor Tapasco Triviño hubiese realizado 
actos de proselitismo que indicarían la ruptura de los acuerdos políticos, 
lo cierto es que acerca de algunos vestigios de esa conducta se refieren los 
ex concejales Juan David Pérez Ángel, Juan Arango Corrales y Gerardo 

143	 Carlos Enrique Marín Vélez, alias “Víctor”, confeso integrante del Frente cacique 
Pipintá de las autodefensas, aseguró que presionaban a la población y que ejecutó 
homicidios de políticos en nombre de la organización, como el que ejecutó en Río 
Sucio en la persona de un importante líder de esa localidad.

144	 Declaraciones en audiencia, sesión del 23 de julio de 2009.



242

Patino, lo que da a entender que el incumplimiento de los pactos no era una 
simple invención de las autodefensas.

En consecuencia, ese acuerdo, que a no dudarlo, le permitía al grupo ilegal 
confirmar un espacio de poder que había ganado de la manera que fuera en 
otras localidades en sus zonas de influencia, es muy expresivo de la idea de 
promoción que le da sentido al tipo penal, pues de ese modo la autodefensa 
lograba consolidar mediante la imposición de la violencia un proyecto que 
veía en la política la continuación del proyecto paramilitar, sin necesidad 
de recurrir a la desmovilización de sus hombres.

Con todo, a pesar de la carga argumentativa que surge de las pruebas in-
dicadas, en la ausencia de beneficios o de utilidades se ha querido mostrar 
la sin razón de ser de un acuerdo que en nada favorecería a Dixon Ferney 
Tapasco, quien como se ha dicho, según las expresiones de su defensor, fue 
víctima y no autor. Sin embargo, como lo expresó la Corte en su momento, 
algo que por supuesto la defensa considera que está fuera de tono, la utili-
dad del delito de concierto para delinquir no se define a partir del beneficio, 
porque de ser así se tendría que admitir que además de las finalidades de 
la conducta consistentes en “organizar, promover, armar o financiar grupos 
armados al margen de la ley”, la misma tendría que llevar implícita la idea 
de beneficio como elemento del tipo y eso no es verdad. Lo que la dogmáti-
ca del tipo penal sugiere es la necesidad de anticipar barreras de protección 
al bien jurídico de la seguridad pública para lo que basta el acuerdo de 
voluntades para promover al grupo ilegal, siendo indiferente que de ello se 
obtengan o no beneficios específicos.

Con todo, ese argumento es más aparente que real, pues el respeto de la 
sectorización con fines electorales y su refrendación no tendría mayor re-
levancia en circunstancias normales; más su desvalor surge desde el mo-
mento en que se refrenda, no ya con los líderes del partido, sino con las 
autodefensas, el compromiso de garantizar la consolidación de la fuerza 
electoral afecta al grupo armado ilegal, que veía en el norte de Caldas una 
zona que le garantizara hacia el futuro a “Báez”, el afianzamiento de la 
línea política del paramilitarismo.

Ahora bien, pese a que la naturaleza ilícita de los acuerdos, por la estructu-
ra del tipo penal, no requiere que el mismo se materialice, sí es esencial que 
cuando el consenso gira alrededor de temas electorales, el asunto pueda 
verificarse a través de datos objetivos, tal como se ha dicho en otras oca-
siones. En ese orden no puede pasar desapercibido el hecho de que Dixon 
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Ferney Tapasco Triviño hubiese aceptado sin mayores discusiones la inclu-
sión del estudiante Sánchez en la lista del partido, algo sin duda muy difícil 
de concebir dentro de la dinámica proselitista, por lo cual se ofrece mucho 
mas admisible la explicación de alias “Diana”, según la cual fue “Ernesto 
Báez” quien le brindó apoyo a un muchacho sin mayor experiencia polí-
tica, y quien sin ese respaldo no habría tenido la oportunidad para aspirar 
como candidato a la Cámara en una lista cuyo éxito estaba garantizado, 
primero por el respaldo de los jefes liberales y segundo por el inconfesable 
apetito de poder de las autodefensas.

En esa medida, a pesar del esfuerzo de la defensa por mostrar la elección de 
Dixon Fernando Tapasco Triviño como el resultado lógico de un acuerdo 
proverbial muy propio del partido liberal que hizo de la sectorización una 
fórmula exitosa, lo cierto es que con la inclusión de la autodefensa como 
garante de esa maniobra política, ese mecanismo dejó de ser la expresión 
de una realidad histórica, para adquirir la connotación de un acto ilícito que 
no hubiera sido posible sin el consentimiento del procesado. 

Por todo ello, el hecho de que el sindicado no hubiera asistido a la reunión 
en la vereda de la Merced, sino su padre, no es suficiente para afirmar su 
inocencia, pues la prueba del acuerdo ilícito surge de los hechos probados a 
que se ha referido la Sala, cuya ejecución no habría sido posible de no con-
tar con el consentimiento de Dixon Ferney Tapasco, quien como represen-
tante en ejercicio, conforme lo indica la experiencia, debía tener indudable 
capacidad para incidir en las decisiones del partido. 

Para redondear el círculo, no se puede perder de vista que la credibilidad 
del testigo depende de su personalidad, del rol que desempeña y de las con-
cretas circunstancias en que percibe los hechos objeto de su declaración. 
A Eurídice Cortés Velasco, alias “Diana”, comisaria política de las auto-
defensas, y bastión de esta decisión, hay que creerle, pues fue ella quien 
senaló que como parte del grupo ilegal participó de la reunión del Tambor 
donde se fraguó la candidatura de Juan Pablo Sánchez, algo que ni Juan 
Carlos Vargas, reconocido líder estudiantil pudo entender. Asimismo por 
ella se supo que allí se reafirmó la sectorización del departamento, propó-
sito en el cual “Báez” estaba especialmente interesado. 

Que hubiera sido otra persona quien lo afirme podría ofrecer alguna dis-
cusión, pero si quien lo asegura es la Comisaria Política de las autode-
fensas, entonces su relato merece credibilidad, pese a que Alberto Gue-
rrero y “Ernesto Báez” pretendan restarle importancia desconociendo su 
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preponderante función en el frente de autodefensas, detalle que no puede 
pasar desapercibido, pues a éste último le conviene la desacreditación del 
testigo, en tanto lo muestra como un jefe de las autodefensas que actuó por 
fuera de los acuerdos con el Gobierno. 

En lo que sí no existe mayor acuerdo es en la forma como asegura haberse 
enterado del compromiso relacionado con los pactos para la elección del 
Alcalde de Palestina, pues aparte de que no estuvo presente en la realiza-
ción de esos acuerdos (la manera como se percibe se dirá para utilizar la 
fórmula legal), la forma como pudo enterarse de ese suceso deja una estela 
de duda que no permite llegar a la certeza que una sentencia de condena 
requiere sobre esa materia. Pero, su declaración respecto a los actos proba-
dos que garantizarían la promoción del grupo ilegal, son suficientes para 
acreditar no sólo la configuración del tipo penal, sino la responsabilidad de 
Dixon Tapasco Triviño.

(…) 

Sexto: al margen de ello y como quiera que el concierto es una conducta 
bilateral en la que todos los que intervienen actúan por fuera de la ley, no se 
puede decir que la ilegalidad sea patrimonio exclusivo del doctor Tapasco 
Triviño, pues al haber actuado por fuera de los acuerdos con el gobierno y 
con el apoyo del Frente Cacique Pipintá, Iván Roberto Duque, alias “Er-
nesto Báez” incurre en desacato a los pactos que se refiere la ley de Justicia 
y Paz, razón que amerita que se expidan copias de lo pertinente en orden 
a que la jurisdicción correspondiente estudie la exclusión del proceso de 
Justicia y Paz del líder paramilitar.
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5.4.	 Compulsa de copias por delitos denunciados 
en el trámite procesal 

Extracto No. 68

Radicado 32712 – 05 de mayo de de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador del Cesar 
Hernando Molina Araújo por el delito de concierto para delinquir 

agravado

De manera que en el asunto objeto de análisis es preciso que se compul-
sen copias para que se investigue la ocurrencia de acontecimientos que en 
ejercicio del designio criminal inherente a la organización a la cual per-
tenecía HERNANDO MOLINA ARAÚJO, fueron llevados a cabo por el 
mencionado y se determine, en el escenario natural, su eventual grado de 
responsabilidad.
	
6.2. Cambiando de óptica, la Corte dispone que se compulsen copias de las 
piezas procesales pertinentes, con el objeto de que la Fiscalía General de la 
Nación investigue la conducta en que pudo haber incurrido Julio Enrique 
Blanco Nobles, en razón a los hechos ocurridos el 12 de octubre de 2003 
que dieron lugar a su candidatura y posterior elección como alcalde del 
municipio de Chimichagua.
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Extracto No. 69

Radicado 29200 – 12 de mayo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Jorge de 
Jesús Castro Pacheco por el delito de concierto para delinquir 

agravado

152. Entonces, ante una misma situación fáctica, mutatis mutandis, la mis-
ma consideración y consecuencia jurídicas. Compúlsense copias para que 
se investigue, no solo al doctor Jorge de Jesús Castro Pacheco, sino tam-
bién a Dieb Nicolas Maloof Cuse, Jose Gamarra Sierra, Luis Eduardo Vives, 
Alfonso Campo Escobar, Salomón Saade, Jorge Luis Caballero y Mauricio 
Pimiento, quienes en decir de Rafael García Torres, a partir de alianza con 
“JORGE 40” fueron los beneficiarios políticos de sus “distritos electorales”.
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Extracto No. 70

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Si bien los hechos narrados por Nicolaza Tuirán en los cuales pone de 
presente el asesinato de su hijo, alias ‘Hernán’, no son materia de este 
proceso, por lo menos sí tienen incidencia en las resultas del mismo, pues 
constituye otro testimonio más de cargo, el cual permite entender cómo 
ha sido el “tratamiento” que se le ha venido dando por parte de personas 
desconocidas -pero interesadas en la absolución del procesado-, a quienes 
se han atrevido a declarar en su contra, motivo por el cual desde ahora, se 
anuncia, se compulsarán copias de este testimonio ante la autoridad com-
petente para la investigación que debe adelantarse por la muerte de Rodrí-
guez Tuirán, alias ‘Hernán’.
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5.4.1.	 Compulsa de copias por el delito de desplazamiento 
forzado y homicidio

Extracto No. 71

Radicado 32805 – 23 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 
agravado, homicidio agravado, homicidio simple y peculado por 

apropiación

1. El examen de las piezas procesales que componen estas diligencias per-
mite advertir cómo la incursión paramilitar ocurrida entre el 9 y el 16 de 
octubre de 2000 en la región de los Montes de María, no sólo dejó como 
saldo los homicidios por los cuales se ha declarado penalmente responsa-
ble al procesado a título de autor mediato. 

Tales hechos también involucraron, de manera grave, el desplazamiento 
forzado de un número considerable de familias de esa región, conducta que 
para la época de los hechos se hallaba tipificada como delito, pues como se 
recordará fue incorporada a la legislación nacional a través de la Ley 589 
de 2000 que entró a regir el 7 de julio de 2000145.

Por ello, se expedirá copia de esta decisión para que esta Corporación ini-
cie la correspondiente investigación en contra del ex Senador ÁLVARO 
ALFONSO GARCÍA ROMERO por dicha conducta.

2. En torno a ese mismo acontecer delictivo, conocido como masacre de 
Macayepo, se compulsará copia de esta sentencia con destino a la Fiscalía 
General de la Nación, para que en el marco del proceso que adelanta por 
esos hechos146, investigue la probable participación del entonces Coronel 
Hernando Alfonso Jama Arjona, pues como se reseñó en la parte motiva, en 
su calidad de Comandante (e) de la Primera Brigada de Infantería de Mari-
na con asiento en la zona, pudo facilitar la incursión paramilitar mediante 

145	 Fecha de su publicación en el diario oficial.
146	 Radicación 905 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Interna-

cional Humanitario.
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el desplazamiento de las tropas hacia otros sectores de la región, pese a 
contar con información oportuna y confiable a través de la cual se le avisó 
del plan criminal y de su desarrollo.

Igualmente, se oficiará a la Fiscalía General de la Nación a fin de que, en el 
marco de su competencia y de no haberlo hecho ya, extienda sus indagacio-
nes al delito de desplazamiento forzado y a todos los probables partícipes 
de la misma.

También se le oficiará al Fiscal General de la Nación, con el fin de que 
disponga lo pertinente para que se imprima celeridad a la investigación dis-
puesta por esta entidad en contra de los defensores principal y suplente147 
del ex congresista Eric Morris Taboada, por el presunto delito de corrup-
ción de testigo. 

147	 Doctores Darío Bazzani Andrade y Hason Alexander Montoya.
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5.4.2.	 Compulsa de copias para investigar la presunta 
comisión del delito de falso testimonio

Extracto No.72

Radicado 27941 – 14 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Gonzalo García Angarita por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Otro aspecto que tampoco puede pasar inadvertido en esta sentencia y 
como resulta palmario concluir luego del análisis de las declaraciones ren-
didas en la audiencia pública de juzgamiento, es la actitud asumida por los 
declarantes ante los interrogatorios formulados por el juez y los sujetos 
procesales, que se puede catalogar como una afrenta contra la eficaz y recta 
impartición de justicia, razón por la cual la Sala también compulsará copia 
de las partes procesales pertinentes de las versiones de RICAURTE SORIA 
ORTIZ, CEFERINO FERIA RODRÍGUEZ, CARLOS ORLANDO LAS-
SO URBANO, ESNOVER MADRIGAL ARIAS, ENOCH GUALTEROS 
BOCANEGRA, JHON JAIRO SILVA RINCÓN y JHON FREDY RUBIO 
SIERRA, con destino a la Dirección Seccional de Fiscalías de Ibagué, para 
lo de su competencia.
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5.4.3.	 Compulsa de copias para investigar la presunta 
comisión del delito de prevaricato 

Extracto No. 73

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araujo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

Y dada la preclusión de la investigación por el secuestro de Víctor Ochoa 
Daza, decretada mediante resolución del 2 de julio de 2009, por la Fiscalía 
29 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, en cabeza de la doctora 
María Rocío Cortes Vargas, sin atender, como se indicó atrás, la totali-
dad de las circunstancias que rodearon el mismo, se compulsarán copias 
de este fallo para ante la Dirección Nacional de Fiscalías a fin de que se 
investigue su presunta incursión en el delito de prevaricato y, para que se 
inicie la investigación que corresponda, por el delito de falso testimonio en 
que haya podido incurrir el señor Rodrigo Tovar Pupo, atendido que pudo 
callar parcialmente la verdad.
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CAPÍTULO I
Principales conductas punibles 
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1. Principales conductas punibles 

1.1.	 Los delitos bajo el derecho internacional

1.1.1.	 Necesidad de determinar si las conductas constituyen 
crímenes de guerra, delitos de lesa humanidad, 
genocidios, violaciones graves de los derechos 
humanos, terrorismo o delitos comunes

Extracto No. 74

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir 

agravado

Surge necesario para la Sala manifestar en atención a las circunstancias que 
rodearon el acontecer fáctico que ha sido objeto de análisis, si las operacio-
nes ejecutadas por los grupos armados organizados se dirigen sistemática-
mente contra personas y bienes que no constituyen objetivos militares, para 
efectos de la responsabilidad individual de sus miembros, las conductas 
ejecutadas en ese contexto de violencia al mismo tiempo que pueden llegar 
a configurar crímenes de guerra148, delitos de lesa humanidad149, genoci-
dios150, violaciones graves de los derechos humanos151 e incluso delitos 
comunes si se dan los presupuestos para ello. Esto último, porque el Con-
venio Internacional para la Supresión de la Financiación del Terrorismo, 
adoptado por la ONU el 9 de diciembre de 1999, y aprobado a nivel nacio-
nal mediante la Ley 808 de 2003, establece que:

148	 Cfr. Estatuto de la Corte Penal Internacional, artículo 8°. Violaciones severas de las 
Convenciones de Ginebra de 12 de agosto de 1949.

149	 Cfr. Estatuto de la Corte Penal Internacional, artículo 7°.
150	 Cfr. Estatuto de la Corte Penal Internacional, artículo 6°.
151	 Caracterizadas por no constituir un ataque generalizado y sistemático, y por ello su 

diferenciación respecto de los crímenes de lesa humanidad.
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Comete delito en el sentido del presente Convenio quien por 
el medio que fuere, directa o indirectamente, ilícita y delibera-
damente, provea o recolecte fondos con la intención de que se 
utilice, o a sabiendas de que serán utilizados en todo o en parte, 
para cometer cualquier acto destinado a causar la muerte o lesio-
nes corporales graves a un civil o a cualquier otra persona que 
no participe directamente en las hostilidades en una situación 
de conflicto armado, cuando, el propósito de dicho acto, por su 
naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a 
un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto 
o a abstenerse de hacerlo.

De acuerdo con la mencionada Convención, comete delito enmarcado den-
tro del contexto del terrorismo, quien financia operaciones encaminadas a 
causar la muerte o lesiones corporales graves a civiles o personas que no 
participan directamente en las hostilidades en una situación de conflicto ar-
mado, siempre que la conducta se ejecute exclusivamente con el propósito 
de intimidar a la población civil, criterio que ha sido utilizado para denegar 
peticiones de asilo sobre la base de que la calificación como terroristas de 
los delitos presuntamente cometidos por los peticionarios, privan a tales 
conductas de cualquier naturaleza política.
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1.1.2.	 Delitos de lesa humanidad: pueden cometerse en 
tiempos de paz o durante conflictos armados

Extracto No. 75

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

Importante resulta señalar que los Estados que redactaron el Estatuto de 
Roma reafirmaron, por omisión de toda relación con un conflicto armado, 
que los crímenes de lesa humanidad pueden cometerse en tiempo de paz o 
durante conflictos armados. Aunque los Tribunales de Nuremberg y Tokio 
limitaron su competencia respecto de los crímenes de lesa humanidad a los 
cometidos durante la Segunda Guerra Mundial, posteriores convenciones 
y la misma jurisprudencia internacional152, han puesto de manifiesto que no 
es necesario que el acto se cometa durante un conflicto armado para que 
constituya un crimen de lesa humanidad. 

152	 El Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia en la sentencia de apela-
ción del caso Tadic, de 14 de noviembre de 1995, afirmó que no se requiere probar 
la relación de los delitos en cuestión con situaciones de conflicto armado. 
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1.1.3.	 Definición del delito de lesa humanidad: marco 
jurídico internacional y nacional

Extracto No. 76

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir 

agravado

Cuando se trata de los crímenes de lesa153 humanidad, habla de infraccio-
nes graves al derecho internacional de los derechos humanos, que ofenden 
la conciencia ética de la humanidad y niegan la vigencia de las normas 
indispensables para la coexistencia humana. En ese sentido, el efecto del 
delito de lesa humanidad tiene dos dimensiones: por un lado, inflige un 
daño directo a un grupo de personas o a un colectivo con características 
étnicas, religiosas o políticas154 y, por otro, causa un daño por la vía de la 
representación a toda la humanidad. 

En la segunda dimensión, la naturaleza del acto lesivo es de tal magnitud, que 
la humanidad se hace una representación del daño, evocando el dolor y el sufri-
miento que provocaron dicho tipo de actos a otros seres humanos, presumién-
dose que esos hechos socavan la dignidad misma de los individuos por la sola 
circunstancia de ejecutarse a pesar de que no estén involucrados directamente los 
nacionales de otros países. Así entonces, el daño que produce el delito de lesa hu-
manidad se traslada, por representación, a toda la comunidad internacional, cons-
tituyéndose en el límite de lo soportable para la humanidad y el ser humano.
	
Sobre la esencia del delito de lesa humanidad, vale traer a colación lo ex-
presado por el Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoeslavia, en 
su sentencia sobre el caso Erdemovic:

153	 El término “Lesa” viene del latín “laesae”, que corresponde al participio presente, 
en voz pasiva, del verbo “Laedo”, que significa: herir, injuriar, causar daño.

154	 En Colombia se determina que comete genocidio “el que con el propósito de des-
truir, total o parcialmente, un grupo nacional, étnico, racial, religioso o político, por 
razón de su pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros” (Código 
Penal, artículo 101). 
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Los crímenes contra la humanidad son actos graves de violencia 
que dañan a los seres humanos al atacar lo que les es más esen-
cial: su vida, su libertad, su bienestar físico, salud y/o dignidad. 
Son actos inhumanos que por su extensión y gravedad sobrepa-
san los límites tolerables por la comunidad internacional, la cual 
debe forzosamente exigir su castigo. Pero los crímenes contra la 
humanidad también trascienden lo individual, puesto que cuan-
do lo individual es violado, la humanidad viene a ser objeto de 
ataque y es negada. De allí el concepto de la humanidad como 
víctima que caracteriza de manera esencial los crímenes contra 
la humanidad.

Antes del Estatuto de Roma, los principios para el juzgamiento de los 
delitos de lesa humanidad se encontraban dispersos en varios instrumen-
tos jurídicos. Así, en tiempos de guerra, la categorización de tales delitos 
estaba dada por las Convenciones de Ginebra y de la Haya, mientras que 
en tiempo de paz, este tipo de conductas se tipificaba en Convenciones 
diversas, tales como los Principios de Derecho Internacional reconocidos 
por el Estatuto y las sentencias del Tribunal de Nuremberg, la Conven-
ción sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de Lesa 
Humanidad, y la Convención para la Prevención y sanción del Delito de 
Genocidio.

En el Estatuto del Tribunal de Nuremberg, artículo 6, literal c.), se incluye-
ron como crímenes de lesa humanidad: el asesinato, el exterminio, el some-
timiento a esclavitud, la deportación o cualquier acto inhumano cometido 
contra la población civil antes o durante la guerra, y las persecuciones por 
motivos políticos, raciales o religiosos, en ejecución o en conexión con 
cualquier crimen de la jurisdicción del Tribunal, sean o no una violación de 
la legislación interna del país donde hubieren sido perpetrados155.
	
Con el paso del tiempo el catálogo de los crímenes de lesa humanidad se 
ha ido ampliando, por ejemplo, con el apartheid156, la desaparición forzada 
de personas, la violación y la prostitución forzada. De igual manera, los 
elementos esenciales de la noción de crimen de lesa humanidad han sido 
precisados por ciertos tratados internacionales, resoluciones del Consejo 

155	 Se puede consultar el Estatuto del Tribunal de Nuremberg en Luis Jiménez de Asúa, 
Tratado de derecho penal, Tomo II, Buenos Aires, 1964, p. 1232 ss. 

156	 La Ley 26 de 1987 incorporó al ámbito nacional la “Convención Internacional para 
la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid”, suscrita en New York, el 30-
11-1973 de 1973.
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de Seguridad de la ONU y sentencias proferidas por los Tribunales Penales 
Internacionales ad hoc para Ruanda y la antigua Yugoslavia.
 	
A partir de la vigencia del Estatuto de Roma, se codifican los principios y 
los tipos penales internacionales que se hallaban antes dispersos en varios 
pactos o tratados internacionales. Es así como en el artículo 7º se describen 
algunos tipos penales que caben dentro de la definición dada a "Delitos 
de Lesa Humanidad", agregando características comunes a estos como los 
de "generalidad", "sistematicidad" y "conocimiento". Sin embargo, el Es-
tatuto no entra a diferenciar entre delitos internacionales y delitos de lesa 
humanidad, razón por la cual se considera que los últimos forman parte del 
género de los primeros y, por tanto, siendo específicos contienen rasgos 
muy concretos que los diferencian de otros delitos.

La definición de crimen contra la humanidad o crimen de lesa humanidad 
recogida en el Estatuto de Roma comprende las conductas tipificadas como 
asesinato; exterminio; esclavitud; deportación o traslado forzoso de pobla-
ción; encarcelación u otra privación grave de la libertad física en viola-
ción de normas fundamentales de derecho internacional; tortura; violación, 
esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 
forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable; persecución de 
un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, 
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el 
párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables 
con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier otro acto 
mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la compe-
tencia de la Corte; desaparición forzada; apartheid (discriminación racial 
institucionalizada); o cualesquiera actos inhumanos que causen graves 
sufrimientos o atenten contra la salud mental o física de quien los sufre, 
siempre que dichas conductas se cometan como parte de un ataque gene-
ralizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de 
dicho ataque157. 

Se advierte que en el proyecto de texto definitivo de los elementos de los 
crímenes tipificados en el Estatuto de Roma158, a manera de introducción 
del artículo 7 del mismo, se anotó:

157	 Artículo 7.1 del Estatuto de Roma.
158	 Doc. PCNICC/2000/INF/3/ADD.2, de 2 de noviembre de 2000. 
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1. 	Por cuanto el artículo 7 corresponde al derecho penal in-
ternacional, sus disposiciones, de conformidad con el ar-
tículo 22, deben interpretarse en forma estricta, teniendo 
en cuenta que los crímenes de lesa humanidad, definidos 
en el artículo 7, se hallan entre los crímenes más graves de 
trascendencia para la comunidad internacional en su con-
junto, justifican y entrañan la responsabilidad penal indi-
vidual y requieren una conducta que no es permisible con 
arreglo al derecho internacional generalmente aplicable, 
como se reconoce en los principales sistemas jurídicos del 
mundo.

2. 	Los dos últimos elementos de cada crimen de lesa humani-
dad describen el contexto en que debe tener lugar la con-
ducta. Esos elementos aclaran la participación requerida en 
un ataque generalizado o sistemático contra una población 
civil y el conocimiento de dicho ataque. No obstante, el 
último elemento no debe interpretarse en el sentido de que 
requiera prueba de que el autor tuviera conocimiento de 
todas las características del ataque ni de los detalles preci-
sos del plan o la política del Estado o la organización. En 
el caso de un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil que esté comenzando, la cláusula de in-
tencionalidad del último elemento indica que ese elemento 
existe si el autor tenía la intención de cometer un ataque de 
esa índole.

3. 	Por “ataque contra una población civil” en el contexto de esos 
elementos se entenderá una línea de conducta que implique 
la comisión múltiple de los actos que se refiere el párrafo 1 
del artículo 7 del Estatuto contra una población civil a fin de 
cumplir o promover la política de un Estado o de una organi-
zación de cometer ese ataque. No es necesario que los actos 
constituyan un ataque militar. Se entiende que la “política…. 
de cometer ese ataque” requiere que el Estado o la organiza-
ción promueve o aliente activamente un ataque de esa índole 
contra la población civil.

Como lo reconoció la Corte Constitucional en la sentencia de revisión a la 
Ley aprobatoria del Estatuto Penal de Roma159, la definición de crímenes 
de lesa humanidad que trae el Estatuto difiere de la empleada hasta el 
momento en el derecho penal internacional en varios aspectos. Por un 
lado, el Estatuto amplía la definición para incluir expresamente las ofensas 

159	 Sentencia C-578/02.
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sexuales (distintas a la violación160), el apartheid y las desapariciones 
forzadas. Además, el Estatuto aclara que tales crímenes se pueden cometer 
en tiempos de paz o de conflicto armado y no requiere que se ejecuten 
en conexión con otro crimen, salvo que se trate del enjuiciamiento de 
cualquier grupo o colectividad, la cual ha de estar relacionada con otro 
acto enumerado en el artículo 7.1, o cualquier otro delito de la competencia 
de la Corte Penal Internacional.

El ataque sistemático o generalizado implica una repetición de actos 
criminales dentro de un periodo, sobre un grupo humano determinado 
al cual se le quiere destruir o devastar (exterminar) por razones polí-
ticas, religiosas, raciales u otras. Se trata, por tanto, de delitos comunes 
de máxima gravedad que se caracterizan por ser cometidos de forma 
repetida y masiva, con uno de tales propósitos. 

En ese contexto, el crimen de lesa humanidad se distingue de otros críme-
nes, porque: 

a) 	no puede tratarse de un acto aislado o esporádico de violen-
cia, sino que debe hacer parte de un ataque generalizado, 
lo que quiere decir que está dirigido contra una multitud de 
personas; 

b) 	es sistemático, porque se inscribe en un plan criminal cui-
dadosamente orquestado, que pone en marcha medios tanto 
públicos como privados, sin que, necesariamente, se trate de 
la ejecución de una política de Estado; 

c) 	las conductas deben implicar la comisión de actos inhuma-
nos, de acuerdo con la lista que provee el mismo Estatuto; 

d) 	el ataque debe ser dirigido exclusivamente contra la pobla-
ción civil; y 

e) 	el acto debe tener un móvil discriminatorio, bien que se tra-
te de motivos políticos, ideológicos, religiosos, étnicos o 
nacionales.

160	 Esta conducta está incluida en los Estatutos de los Tribunales de Yugoslavia (artí-
culo 5(g)) y Ruanda (artículo 3(g)), pero no fue incluida en el Estatuto del Tribunal 
de Nuremberg.
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Con el fin de precisar los términos que se incluyen en la definición del 
concepto de crimen de lesa humanidad, la Sala transcribe el artículo 7.2 del 
Estatuto, en cuanto define que:

i) 	 "desaparición forzada de personas" se entenderá la aprehen-
sión, la detención o el secuestro de personas por un Estado 
o una organización política, o con su autorización, apoyo o 
aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la pri-
vación de libertad o dar información sobre la suerte o el para-
dero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del 
amparo de la ley por un período prolongado. 

También es pertinente reseñar que en la citada sentencia C-370/06, la Corte 
Constitucional destacó que estos crímenes, que ofenden la dignidad inhe-
rente al ser humano, tienen varias características específicas, a saber:

Son crímenes imprescriptibles. Son imputables al individuo que 
los comete, sea o no órgano o agente del Estado. Conforme a 
los principios reconocidos en el Estatuto del Tribunal de Nur-
emberg, toda persona que comete un acto de esta naturaleza "es 
responsable internacional del mismo y está sujeta a sanción". 
Igualmente, el hecho de que el individuo haya actuado como 
jefe de Estado o como autoridad del Estado, no le exime de res-
ponsabilidad. Tampoco, puede ser eximido de responsabilidad 
penal por el hecho de haber actuado en cumplimiento de órdenes 
de un superior jerárquico: esto significa, que no se puede invocar 
el principio de la obediencia debida para eludir el castigo de 
estos crímenes. A las personas responsables ó sospechosas de 
haber cometido un crimen contra la humanidad no se le puede 
otorgar asilo territorial ni se les puede conceder refugio.

A nivel interno, ya lo ha dicho la Sala161, 

los crímenes de lesa humanidad tienen fundamento constitucio-
nal y legal. En el primer orden, la Carta Política contiene una 
serie de mandatos que se constituyen en la plataforma para la 
punición de los crímenes de lesa humanidad. Así, el artículo 11 
dispone que “el derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de 
muerte”; por su parte, el artículo 12 establece que "nadie será so-
metido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes"; el artículo 13 recoge el principio 

161	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de segunda instancia de 21 
de septiembre de 2009, radicación 32022.
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fundamental de igualdad, que para el efecto prohíbe cualquier 
tipo de discriminación por razones de sexo, raza, origen nacio-
nal o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; el 
artículo 17 en cuanto prohíbe la esclavitud, la servidumbre y la 
trata de seres humanos en todas sus formas.

Simultáneamente y en forma complementaria, en virtud de la 
teoría del bloque de constitucionalidad, derivada del artículo 93 
de la Carta Fundamental, que consagra la prevalencia, en el or-
den interno, de los tratados y convenios de derechos humanos y 
derecho internacional humanitario, resulta indiscutible la fuerza 
vinculante del conjunto de normas internacionales que prohíben 
conductas constitutivas de crímenes de lesa humanidad.

Es bien sabido que162

Colombia suscribió el 8 de mayo de 1994 la “Convención Inte-
ramericana sobre desaparición forzada de personas”, adoptada 
por la Asamblea General de la OEA el 9 de junio de 1994, y 
aprobada internamente por la Ley 707 de 2001. En esta Conven-
ción, los Estados americanos signatarios parten de la base de que 
la desaparición forzada de personas viola múltiples derechos 
esenciales de la persona humana, por lo cual se comprometen a 
adoptar varias medidas, entre ellas:

a) La tipificación como delito de la desaparición forzada de per-
sonas y la imposición de una pena apropiada de acuerdo con su 
extrema gravedad; b) el establecimiento de la jurisdicción del 
Estado sobre la causa en los casos en que el delito se haya come-
tido en su territorio; c) la consagración de la desaparición forza-
da como delito susceptible de extradición; e) la prohibición de 
aceptar la obediencia debida como eximente de responsabilidad; 
y f) la prohibición de que presuntos responsables del delito sean 
juzgados por jurisdicciones especiales.

Finalmente, cabe citar el Estatuto de Roma, que como ya se 
anotó se constituye en parámetro básico de la sistematización y 
positivización de los delitos de lesa humanidad.  

Ahora bien, el genocidio, la desaparición forzada y el despla-
zamiento forzado, sólo fueron introducidos como delito en la 
legislación nacional a través de la Ley 589 de 2000, que fue 

162	 Véase: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de segunda instancia 
de 21 de septiembre de 2009, radicación 32022.
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incorporada y ampliada en el nuevo Código Penal, Ley 599 de 
2000.

En los debates legislativos previos se insistió en que la tipifica-
ción en el ámbito interno de tales delitos, junto con la tortura, 
pretendía “lograr la plena vigencia de los Derechos Humanos en 
nuestro país y adecuar nuestra normatividad a los postulados del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos”163.

163	 Senado de la República, Proyecto de ley N° 20 de 1998, Gaceta del Congreso N° 
126 del 22 de julio de 1998, p. 26.
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1.1.4.	 Relación de la justicia penal nacional con la justicia 
penal internacional 

Extracto No. 77

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir agravado

De lo anterior se sigue que al estar acopiada prueba que da certeza sobre la 
participación y responsabilidad del procesado en los delitos de desaparición 
forzada agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir agravado, la 
consecuencia inmediata para el orden jurídico interno consiste en imponer la 
sanción que corresponda como se declarará, no siendo necesaria una eventual 
intervención de la justicia penal internacional al establecerse la capacidad de 
juzgar e imponer las sanciones punitivas establecidas en la ley penal nacional a 
los responsables de delitos como los que ahora concitan la atención de la Sala. 

A ese respecto, desde un punto de vista valorativo que mira más al contexto 
de la conducta y al bien jurídico protegido en los tipos penales, y no tanto 
a la expresión óntica del comportamiento que permitiría fraccionar los su-
cesos como si entre ellos hubiese una independencia absoluta, las pruebas 
analizadas permiten inferir la realización del mandato delictivo impartido 
al jefe paramilitar alias “Cadena” y la ejecución de las conductas punibles 
como consecuencia de ese consenso al margen de la ley.

(…)

11.3. Intervención de la Corte Penal Internacional164:

La presente decisión es una muestra de las posibilidades que tiene la justi-
cia colombiana de investigar y sancionar graves crímenes que repugnan a 
164	 Véase Héctor Olásolo Alonso, Ensayos sobre la Corte Penal Internacional, Bogo-

tá, Pontificia Universidad Javeriana, 2009, p. 71-127. La Sala ha sido clara en ad-
vertir que los delitos de genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes 
de guerra ocurridos en Colombia pueden ser investigados y juzgados por la Corte 
Pernal Internacional en los términos de los artículos 1, 17, 18, 19 y 20 del Estatuto 
de Roma (Véase: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de se-
gunda instancia de 21 de septiembre de 2009, radicación 32022).



269

la humanidad. Sin embargo, en el evento en que alguna autoridad pretenda 
la impunidad de los hechos juzgados en el presente asunto, se remitirá 
copia de la actuación a la Corte Penal Internacional para que avoque su co-
nocimiento en tanto se demostraría que algunas instituciones en Colombia 
obstruyen la eficacia de la administración de justicia.
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1.1.5.	 Imprescriptibilidad de la acción penal en casos 
de delitos de lesa humanidad: no viola el principio 
de legalidad ni el debido proceso y obedece al 
cumplimiento de obligaciones internacionales del 
Estado

Extracto No. 78

Radicado 33118 – 13 de mayo de 2010
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

César Pérez García 

Previo a la expedición de la Ley 589 de 2000, aún no se hablaba de ge-
nocidio ni de crímenes de impacto internacional dentro de la legislación 
penal colombiana, pues, conforme al artículo 1° de la mencionada norma, 
se creó el artículo 322A del Decreto-Ley 100 de 1980 que establece dicho 
tipo penal, razón por la cual la forma de darles tratamiento a las conduc-
tas constitutivas de esta clase de delitos, sobre todo en lo relacionado con 
homicidios por motivos políticos, se había venido tipificando como ho-
micidio agravado; norma que fue ratificada por la Ley 599 de 2000, en su 
artículo 101.

El mayor problema que se presenta con esta clase de tipificación respecto 
de las mencionadas conductas, antes del establecimiento de este conjunto de 
figuras como delitos dentro de la Legislación Penal interna, tiene que ver, 
en primer lugar, con la no identificación de la finalidad perseguida con la 
comisión de alguna de ellas, razón por la cual no se judicializa ni se juzga el 
verdadero propósito de la conducta y, en segundo lugar, con el acaecimiento 
de la prescripción de la acción penal, la cual, conforme a la nueva norma-
tividad sustantiva penal tiene un término que comprende entre, mínimo 5 
años y, máximo 20 años, exceptuando, entre otros, al genocidio, cuyo tér-
mino máximo de prescripción es de 30 años. Problemática que va aparejada 
con la pasividad, inactividad y negligencia investigativa de algunos funcio-
narios encargados de tal, que permiten con su actuar que el tiempo pase y 
así puedan operar dichas figuras, máxime cuando en algunos casos se han 
presentado los denominados internacionalmente “Crímenes de Estado”.
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El análisis que aquí corresponde, se limita a determinar si una conducta 
cometida con anterioridad a la expedición de la Ley 589 de 2000, puede 
ser catalogada como punible, Vgr, bajo la descripción del delito de geno-
cidio, aún cuando este tipo penal no se había consagrado en la legislación 
penal interna, pero la misma encuadra dentro de las exigencias de tratados 
internacionales que obligan que su tipificación sea como tal y no como otra 
conducta, aunado a la posibilidad de que frente a la misma no se pueda 
hablar de prescripción de la acción penal, en atención a su definición como 
delito de “Lesa Humanidad”.

El primer problema que se encuentra se refiere a la última posibilidad plan-
teada, pues, de conformidad con el inciso final del artículo 28 de la Cons-
titución Política Colombiana, expresamente se establece que, en ningún 
caso podrá haber penas imprescriptibles. Otro problema que se avista, está 
relacionado con la posible violación del principio de legalidad, al pretender 
investigar a una persona por la comisión de una conducta punible que no 
estaba consagrada en una ley interna preexistente al acto que se le imputa, 
en concomitancia con el artículo 29 de la Carta Política.

Esta dicotomía se puede resolver de la siguiente forma: 
 

1.	 La vulneración al principio de legalidad no se presenta, pues, la pre-
existencia de Tratados Internacionales que rechazan y prohíben la 
comisión de las conductas, permite salvar dicha situación. 

2.	 En cuanto a la prescripción, para un caso concreto, no habría ne-
cesidad de pretender la inoperancia de la misma, toda vez que al 
hablarse Vgr de genocidio, se requieren 30 años para que la acción 
se extinga, atendiendo a que se trata de una excepción legal taxativa 
al tiempo máximo permitido de 20 años, conforme a la más reciente 
normatividad vigente sobre el tema; sin embargo, en tratándose de 
delitos que constituyen crímenes de guerra o de lesa humanidad, su 
prescripción no se podría predicar.

(…)
 
En este momento es valioso hacer una precisión: Si se trata de con-
ductas cometidas en vigencia de la Ley 599 de 2000, es claro que el 
término prescriptivo se puede extender hasta los 30 años, pero si las 
mismas se cometieron en vigencia del Código Penal de 1980, dicho 
término sólo puede extenderse hasta 20 años, en atención al principio 
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de favorabilidad en la aplicación de la ley, cuando hay sucesión y trán-
sito de leyes. 
 
Entonces, es claro que la única forma de iniciar o continuar la investigación 
por una conducta que probablemente constituye vgr, un delito de genocidio 
y/o de concierto para delinquir en vigencia del Decreto-Ley 100 de 1980, 
es argumentando la imprescriptibilidad de la acción penal, con fundamento 
en los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocidos por 
Colombia y aplicables como principios de derecho internacional.

(…)

De la normativa anteriormente reseñada se desprende con claridad cuál 
es el concepto del delito de genocidio -de lesa inmunidad- esto es, la bús-
queda de la destrucción total o parcial de un grupo mediante ataques a sus 
miembros por el hecho de la pertenencia al mismo o por su afinidad. 
 
Para poder alcanzar el fin propuesto mediante el presente estudio -esto es, 
determinar la imprescriptibilidad y la adecuación del mismo en relación 
con conductas cometidas bajo la égida del Decreto-Ley 100 de 1980, con 
fundamento en los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos 
reconocidos por Colombia-, se debe acudir a lo ya referido por la Corte 
Constitucional mediante sentencia No. C-225 de 1995, sobre la prevalen-
cia de dichos Tratados y su interrelación con la Constitución Política de 
Colombia: 
 

(…)

Como es obvio, la imperatividad de las normas humanitarias y 
su integración en el bloque de constitucionalidad implica que 
el Estado colombiano debe adaptar las normas de inferior je-
rarquía del orden jurídico interno a los contenidos del derecho 
internacional humanitario, con el fin de potenciar la realización 
material de tales valores...” (Subrayas fuera de texto). 

 
Por lo anterior, es plausible que si bien es cierto, en cumplimiento del prin-
cipio de legalidad se exige que para que una persona pueda ser juzgada 
por la comisión de un delito, éste, previamente debe encontrarse reglado 
en una norma en dicho sentido, no lo es menos que la normativa interna 
debe ajustarse a lo definido en los Tratados Internacionales y, en ese sen-
tido, armonizarse con los mismos y con la Constitución; razón por la cual, 
es aceptable que se pueda predicar la aplicación del contenido de dichos 
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instrumentos como fuente de derecho, en atención a la mora del legislado 
en acoplar las leyes a lo allí definido. Por esto, sería posible aplicar el con-
tenido de un Tratado Internacional reconocido por Colombia respecto de 
algún delito allí prohibido y sancionado, aún sin existir ley interna previa 
en dicho sentido, sin atentar contra el principio de legalidad. 

La Corte Constitucional, al analizar la competencia de la Corte Penal Inter-
nacional, estableció que “fue concebida como un instrumento para combatir 
la impunidad y lograr el respeto y la efectividad de los derechos humanos 
básicos, de las leyes de la guerra y del derecho internacional humanitario, 
incluso dentro de las fronteras de un Estado. Complementa los sistemas 
penales nacionales en la sanción de los responsables, en la reparación a 
las víctimas y en el restablecimiento de los derechos, al buscar que quie-
nes sean responsables de cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad, 
crímenes de guerra o el crimen de agresión, y no hayan sido o no hayan 
podido ser juzgados en el ámbito nacional, sean juzgados por una Corte 
Penal Internacional con vocación de universalidad”. 

En el Estatuto de Roma se agrupa este cuerpo de crímenes internacionales 
en cuatro categorías y cada una de ellas comprende una variedad de actos, 
como el homicidio, el apartheid, la desaparición forzada o la tortura. 
 
La Sala Penal, reconoce y cita la sentencia proferida por la Corte Consti-
tucional, de la que se resalta la importancia en la definición del concepto 
general de crímenes de lesa humanidad: 
 

“En cuanto a la evolución del concepto de crímenes de lesa hu-
manidad, este cobija un conjunto de conductas atroces cometidas 
de manera masiva o sistemática, cuyo origen es principalmente 
consuetudinario, y que han sido proscritas por el derecho inter-
nacional desde hace varios siglos. Aun cuando en un principio se 
exigía su conexidad con crímenes de guerra o contra la paz, esta 
condición ha ido desapareciendo. 
 
 (…)

A su vez, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, auto de 21 de sep-
tiembre de 2009165, se refirió a los delitos de lesa humanidad en un análisis 
de esa categoría, y en un intento por explicarlos, expresó: 

165	 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Providencia de segunda instancia 
de septiembre 21 de 2009, dentro del proceso que se sigue contra el desmovilizado 
Gian Carlo Gutiérrez Suárez. Radicación: 32.022, págs. 196 y ss.



274

 “En ese contexto, el crimen de lesa humanidad se distingue de 
otros crímenes, porque: a) no puede tratarse de un acto aislado o 
esporádico de violencia, sino que debe hacer parte de un ataque 
generalizado, lo que quiere decir que está dirigido contra una 
multitud de personas; b) es sistemático, porque se inscribe en un 
plan criminal cuidadosamente orquestado, que pone en marcha 
medios tanto públicos como privados, sin que, necesariamente, 
se trate de la ejecución de una política de Estado; c) las conduc-
tas deben implicar la comisión de actos inhumanos, de acuerdo 
con la lista que provee el mismo Estatuto; d) el ataque debe ser 
dirigido exclusivamente contra la población civil; y e) el acto 
debe tener un móvil discriminatorio, bien que se trate de moti-
vos políticos, ideológicos, religiosos, étnicos o nacionales”. 

(…)

Como se puede observar, los delitos de lesa humanidad son el género, con 
por lo menos dos especies, una de ellas es aquella que está contenida en la 
descripción de tratados internacionales, esto es, la tipificación precisa de 
conductas; y otra está conformada por el horizonte amplio de la universa-
lidad de los delitos, de suerte que cualquier delito, así no esté incluido en 
dichos consensos internacionales puede pertenecer a tal dimensión, según 
lo dispuesto en el inicio de la citada figura. 

(…)

Ahora bien, la providencia de la Corte Constitucional ya citada, también ha 
sido clara al definir cuáles son las características esenciales que se deben 
presentar dentro de una conducta para que la misma pueda ser denominada 
“Genocidio”, indicando preliminarmente: “Por ejemplo, cuando se trata de 
la comisión de actos de tortura u homicidios, la mera comisión de estos ac-
tos es insuficiente para que se configure el crimen internacional de compe-
tencia de la Corte Penal Internacional. Se requiere un elemento adicional: 
que la acción esté dirigida contra un grupo con la intención de destruirlo, 
como ocurre en el caso del genocidio”166. (Subrayas fuera de texto). 
 
Adicional a lo anterior, la Corte Constitucional ha resaltado que el ele-
mento esencial del delito de genocidio, el cual lo distingue de otra clase 
de crímenes es “la existencia de un plan sistemático para destruir las bases 

166	 Corte Constitucional, sentencia de constitucionalidad No. 578 de 2002, que declara 
la exequibilidad de la Ley 742 del mismo año, mediante la cual se aprueba el Esta-
tuto De Roma de la Corte Penal Internacional.
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esenciales de un grupo con el fin de eliminarlo”167. “Ese plan sistemático 
fue descrito por Lemkin en los siguientes términos: "El objetivo de tal plan 
debe ser la desintegración de las instituciones políticas y sociales, la cul-
tura, el lenguaje, los sentimientos nacionales, la religión y la subsistencia 
económica de grupos nacionales, así como la destrucción de la seguridad 
personal, la libertad, la salud, la dignidad e incluso la vida de los miem-
bros de dichos grupos nacionales. El genocidio se dirige contra el grupo 
nacional como tal, y las acciones ejecutadas contra los individuos de dicho 
grupo se hacen por el solo hecho de pertenecer a dicho grupo nacional”. 
(Subrayas fuera de texto). 

En atención a esto, se tiene que la Convención para la prevención y San-
ción del delito de Genocidio, adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948, la cual entró en vigor el 12 de 
enero de 1951 y fue aprobada por el Estado Colombiano mediante la Ley 
28 de 1959 y ratificada el 27 de octubre del mismo año, es la norma que se 
debe aplicar respecto de conductas constitutivas del delito allí sancionado 
antes de la expedición de la Ley 589 de 2000 que creó el artículo 322A 
del Decreto-Ley 100 de 1980, y no puede ser aceptable una postura que 
afirme que la inexistencia de una ley interna que sancionara dicho delito 
imposibilita la sanción del mismo, pues, es claro que tiene una razón de 
ser el hecho de su consagración en un Tratado Internacional de Derechos 
Humanos, recordándose que sus efectos y connotaciones son tan trascen-
dentales que afectan a toda la comunidad internacional, razón por la cual, 
esa demora entre la firma, aceptación, aprobación e inclusión del Tratado al 
derecho interno y la expedición de una Ley interna (alrededor de 41 años y 
casi 9 años desde la Constitución de 1991) que cumpla con las exigencias 
allí contenidas no puede ser óbice para que las sanciones previstas en dicho 
instrumento internacional no se puedan aplicar a un caso concreto en el que 
se comete una conducta constitutiva de delitos allí sancionados. 
 
Para mayor claridad conceptual se tiene que “denota el crimen internacio-
nal constituido por la conducta atroz de aniquilación sistemática y delibe-
rada de un grupo humano con identidad propia mediante la desaparición de 
sus miembros”168. He aquí la razón de ser por la cual, desde hace décadas 
se le ha catalogado como un crimen de lesa humanidad. 
 

167	 Ibídem.
168	 Corte Constitucional, sentencia de constitucionalidad No. 177 de 2001. En igual 

sentido en la Sentencia de Constitucionalidad No. 148 de 2005.
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Para nuestra jurisprudencia constitucional está claro cuál es la finalidad 
que se persigue en la comisión del delito de genocidio, siendo certeros 
en señalar que para que se pueda hablar del mismo deben concurrir unas 
circunstancias especiales que lo diferencian de otro delito contra la huma-
nidad. Al respecto la Corte Constitucional manifestó: 

“De conformidad con el Estatuto de Roma, así como con la Con-
vención contra el Genocidio, éste crimen requiere un dolo es-
pecial, que lo distingue de otros crímenes contra la humanidad. 
Deberá demostrarse que la persona actuó con la intención de 
destruir un grupo en su totalidad o en parte, lo cual lleva, por 
ejemplo, a que un acto aislado de violencia racista no constituya 
genocidio, por ausencia de ese elemento intencional especial. 
De otro lado, no es necesario que se logre la destrucción comple-
ta del grupo, puesto que lo relevante es la intención de obtener 
ese resultado. Por la misma razón, tampoco se requiere que se 
realicen acciones de manera sistemática. 
 
Aun cuando el Estatuto no resuelve el debate doctrinario sobre 
el número de muertes necesario para que se tipifique el genoci-
dio, debe tenerse en cuenta que el factor numérico tiene relación 
en realidad con el dolus specialis del genocidio, no con su re-
sultado. La intención debe estar dirigida a la eliminación de un 
grupo de personas. Por otra parte, la definición empleada en el 
Estatuto de los actos que constituyen genocidio, señala que no 
se requiere siquiera el homicidio de una sola persona para que 
se reconozca la existencia de genocidio, ya que actos como el 
sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia 
que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial, o 
la adopción de medidas destinadas a impedir nacimientos en el 
seno de un grupo, se encuentran dentro de la definición estable-
cida por el derecho penal internacional”169.

 
(…)

Con claridad, se reitera, antes de la expedición de la Ley 589 de 2000 ya 
existía la proscripción de los delitos como el genocidio, lo que permite –sin 
violentar el principio de legalidad- que la norma de carácter internacional 
sea tenida en cuenta como la que tipifica dicho delito y, en consecuencia, 
conductas constitutivas del mismo puedan ser sancionadas penalmente, aún 
cuando se hayan cometido con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
referida ley interna. Es evidente la trascendencia internacional que connota 

169	 Corte Constitucional, sentencia de constitucionalidad No. 148 de 2005.
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la comisión de esta clase de conductas, ya definidas como de lesa huma-
nidad, tanto así que, es reprochable la mora del legislador en implementar 
leyes de carácter interno que sancionen eficazmente las mismas, pero ello 
no es óbice para desconocer la existencia de una norma supranacional que 
obliga a darle cumplimiento y efectivizar las penas en contra de los autores 
de tan penosas conductas. Máxime, cuando al tratarse de un crimen cata-
logado como de nivel internacional y atentatorio de la dignidad humana, 
para su tipificación deben tenerse principalmente en cuenta los estándares 
internacionales, por lo que, una vez más se repite, su consagración norma-
tiva internacional previa como delito, permite que su adecuación bajo los 
parámetros y condiciones aquí expuestas no sea violatoria del principio 
de legalidad y, aún más, si se tiene en cuenta lo consagrado en el inciso 
1º del artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
con entrada en vigor para Colombia el 23 de marzo de 1976, en virtud de 
la Ley 74 de 1968, donde se habla de una tipicidad no solo nacional, sino 
también, internacional170.

Este derrotero que desde la expedición de la Constitución Política forma 
parte integral de la interpretación del concierto normativo interno, ha sido 
objeto de profuso desarrollo doctrinario, del que se resalta: Ante las mu-
chas discusiones, alguna ya anotadas, sobre el monismo y dualismo, sobre 
la prevalencia de los tratados, etc., los dilemas se resuelven por la protec-
ción a unos bienes jurídicos, ahora de reconocimiento y tutela internacio-
nal: el reconocimiento de la barbarie y su persecución; la protección de 
la víctima ante los atentados y la barbarie trascienden el marco nacional, 
territorial y la legislación doméstica; el daño, la vulneración y la violación 
que desafían la imaginación, como un teatro dantesco de imposición y to-
talitarismo, que niegan y lesionan el concepto de “humanidad”; en fin es 
la protección de los derechos humanos y la sanción a las violaciones del 
DIH lo que resuelve a favor de la justicia global los dilemas y las posturas 
de independencia y autodeterminación a ultranza. En Colombia se resolvió 
el dilema por medio del bloque de constitucionalidad, concepto que im-
plica que los tratados internacionales que consagran y protegen derechos 
humanos serán de aplicación inmediata y medio rector de interpretación: 
Tales aspectos se han recogido en decisiones de la Corte Constitucional, 
con carácter erga omnes, destacándose los siguientes aspectos: 1. La obli-
gatoriedad del DIH como norma de tutela universal; 2. La aceptación de la 

170	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Artículo 15, inciso 1º: “Nadie 
será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran de-
lictivos según el derecho nacional o internacional (…)”. (Subrayas fuera de texto).
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justicia global frente a los atentados; 3. La imperatividad y aplicabilidad en 
Colombia, sin respecto a la ratificación del tratado; 4. El concepto y alcan-
ce de la soberanía, en la protección de la persona humana. 
 
Esta es la razón más fuerte por la cual se puede llegar a hablar de la im-
prescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, aún cuando dentro de la 
legislación interna colombiana se ha manifestado que respecto del delito 
de genocidio el término más elevado para que opere dicha figura jurídica 
es de 30 años, con fundamento en la nueva normativa, que para el caso 
concreto no aplica. En este entendido, debe tenerse en cuenta lo que se ha 
consagrado en la convención sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes 
de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, suscrita el 26 de noviem-
bre de 1968 y con entrada en vigor mundial el 11 de noviembre de 1970, en 
cuyo preámbulo se estableció:

(…) 

Adicionalmente, en el literal b del artículo 1°, se definió que: 
 

“Los crímenes siguientes son imprescriptibles, cualquiera que 
sea la fecha en se hayan cometido: 
 
(…)

b) Los crímenes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo 
de guerra como en tiempo de paz, según la definición dada en 
el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg, de 
8 de agosto de 1945, y confirmada por las resoluciones de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero 
de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, así como la ex-
pulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos 
debidos a la política de apartheid y el delito de genocidio defi-
nido en la Convención de 1948 para la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio aun si esos actos no constituyen una 
violación del derecho interno del país donde fueron cometidos”. 
(Subrayas fuera de texto). 
 
Criterio retomado por el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia 
Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas, en su 
artículo 29171 y, de donde concluye la Corte Constitucional que 

171	 Los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán.
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“Según esto, la Corte Penal Internacional no deja de tener com-
petencia sobre dichos crímenes, pese a que, dada la redacción 
amplia del Estatuto, la acción penal o la pena hayan prescrito 
según las reglas del derecho interno”172. 

 

La Corte Constitucional en la ya varias veces citada sentencia C-78 de 
2002, en torno a la imprescriptibilidad, expuso:

“El artículo 29 del Estatuto de Roma consagra la imprescriptibi-
lidad de los crímenes de la competencia de la Corte Penal Inter-
nacional. Establece claramente el artículo 29: “Los crímenes de 
la competencia de la Corte no prescribirán.” 

(…)

Según esto, la Corte Penal Internacional no deja de tener com-
petencia sobre dichos crímenes, pese a que, dada la redacción 
amplia del Estatuto, la acción penal o la pena hayan prescrito 
según las reglas del derecho interno. Pero esta medida plantea 
algunos problemas jurídicos que es necesario resolver: ¿qué su-
cede cuando una sentencia penal ha declarado la prescripción 
de la acción penal o de la pena por un crimen de competencia 
de la Corte y ésta pretende perseguir y sancionar a uno o varios 
nacionales por los mismos hechos? Por otra parte, ¿establece el 
artículo 29 del Estatuto de Roma un tratamiento diferente al pre-
visto en el artículo 28 de la Constitución que prohíbe las penas y 
medidas de seguridad imprescriptibles?

En lo que respecta al primer problema, la Corte Constitucional 
considera que el propio Estatuto de Roma delimita la competen-
cia de la Corte Penal Internacional (principio de complementa-
riedad, artículos 17 a 19 ER) respecto de delitos de competencia 
de la justicia penal nacional, al restringir la admisibilidad de la 
intervención de la Corte Penal Internacional a los casos en que 
la jurisdicción nacional no está dispuesta o no es capaz de perse-
guir el crimen que caiga en la esfera de su competencia (artículo 
17ER). Por ello, cuando se ha declarado judicialmente la pres-
cripción de la acción penal o de la sanción penal, salvo que se 
pruebe la intención de sustraer al acusado de su responsabilidad 
por crímenes de la competencia de la Corte, no puede afirmarse 

172	 Corte Constitucional, sentencia de Constitucionalidad No. 578 de 2002, que declara 
la exequibilidad de la Ley 742 del mismo año, mediante la cual se aprueba el Esta-
tuto de Roma de la Corte Penal Internacional.
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que la jurisdicción nacional no esté dispuesta o no sea capaz de 
perseguir el delito. 

(…)
 
“Respecto de la pena, el artículo 28 de la Constitución Política, 
en el último inciso se refirió a que en ningún caso podrá ha-
ber penas imprescriptibles. El transcurso del tiempo obra como 
causa de extinción de la punibilidad no solamente en abstracto 
-prescripción del delito-, sino en concreto -prescripción de la 
pena-, y, por consiguiente, pone fin al proceso penal. 

El Estado se encuentra en la obligación de investigar dentro de 
un determinado tiempo la presunta comisión de un hecho pu-
nible. Este principio es parte integrante de los principios que 
conforman un Estado social de derecho que vela por la digni-
dad de la persona y el respeto efectivo de los derechos huma-
nos, de conformidad con los artículos 1º y 2º de la Constitución 
Política. 

Así, el principio de celeridad debe caracterizar los procesos pe-
nales. Ni el sindicado tiene el deber constitucional de esperar in-
definidamente que el Estado califique el sumario o profiera una 
sentencia condenatoria, ni la sociedad puede esperar por siempre 
el señalamiento de los autores o de los inocentes de los delitos 
que crean zozobra en la comunidad. Esta idea es reiterada por 
Eissen cuando afirma que ello "implica un justo equilibrio entre 
la salvaguardia del interés general de la comunidad y el respeto 
de los derechos fundamentales del hombre, aunque atribuyendo 
un valor particular a estos últimos".
 
Consagrar la imprescriptibilidad de la acción penal, viola el ar-
tículo 2º numeral 1º del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos de las Naciones Unidas y el artículo 24 de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos, instrumentos inter-
nacionales que, al tenor del artículo 93 superior, prevalecen en 
el orden interno. 

Por tal razón, con base en los instrumentos internacionales que 
Colombia ha ratificado y en la Constitución Política de 1991 es 
imposible pensar en interpretar en forma diferente la prescripti-
bilidad de la acción penal y de la pena, por lo cual la declaración 
se ajusta plenamente a la Constitución.” 

No obstante lo anterior, la Corte Penal Internacional sí puede 
–en razón del principio de imprescriptibilidad de los crímenes 
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de su competencia– llegar a investigar y juzgar conductas cons-
titutivas de cualquiera de los mencionados crímenes, así la ac-
ción penal o la sanción penal para losmismos haya prescrito, 
según las normas jurídicas nacionales. 

El tratamiento diferente que hace el Estatuto de Roma respecto a 
la imprescriptibilidad de los crímenes de competencia de la Cor-
te Penal Internacional, tiene fundamento en el artículo 93 de la 
Constitución. Se trata de un tratamiento distinto respecto de una 
garantía constitucional que está expresamente autorizado a par-
tir del Acto Legislativo 02 de 2001 y que opera exclusivamente 
dentro del ámbito regulado por dicho Estatuto. 

Por tanto, para la Corte Suprema de Justicia, si el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional tiene como fundamento medular la imprescrip-
tibilidad de las conductas delictivas sometidas a su jurisdicción, carecería 
de toda relevancia discutir que hechos que son constitutivos de los de-
nominados delitos de lesa humanidad cuya característica principal es su 
imprescriptibilidad, se argumente a nivel interno que “son conductas con-
sideradas como delitos de lesa humanidad” pero a su vez, se estime que son 
imprescriptibles. 
 
Es claro, entonces, que al tratarse de un delito de tan graves connotaciones, 
la comunidad internacional ha convenido en darle un trato especial, esto 
es, con la más alta severidad tanto en cuestiones sustanciales como pro-
cedimentales, razones por las cuales se pueden imponer penas de cadena 
perpetua y la acción penal es imprescriptible. Lo anterior conduce irrestric-
tamente a sostener que la no penalización de una conducta constitutiva de 
tan reprochable crimen, por la ausencia de una norma de carácter interno 
que lo tipifique y por la existencia de otra, de igual alcance que la limita 
en el tiempo -aún cuando coexisten normas de rango internacional que 
prevalecen sobre las internas, en armonía con la Constitución Política, que 
sancionan con severidad y sin limitación temporal esta clase de crímenes-, 
además de constituirse en impunidad, es atentatorio de los principios y 
derechos fundamentales de la humanidad y de los criterios orientadores de 
la comunidad internacional, en lo relacionado con la prevención, investiga-
ción y sanción de esta clase de crímenes, catalogados como atroces. 
 
Así pues, conforme lo aquí expuesto es aceptable, sin vulnerar el principio 
de legalidad, sancionar una conducta constitutiva de un crimen de con-
notación y trascendencia internacional, como el genocidio, aún cuando la 
misma se cometiera antes de la entrada en vigencia de la Ley 589 de 2000 
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y, posterior, a la ratificación y aprobación interna de la Convención para 
la Prevención y Sanción del delito de Genocidio, situación que, además, 
permite armonizar tal tesis con la referida en la Convención sobre la Im-
prescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa hu-
manidad, en donde también se menciona la no prescripción de las macro-
vulneraciones. Parámetros que, por exigencias y de acuerdo a la normativa 
internacional no son desconocedores de la parte fundamental del derecho 
penal ni de las garantías, igualmente fundamentales de los procesados por 
dichos crímenes, pues la atrocidad por la que se les juzga permite que fren-
te a ellos tales garantías sean reducidas a su mínima expresión –sin ser 
desconocidas o vulneradas- y, contrario sensu, sean exaltadas las de las víc-
timas de las conductas constitutivas del mencionado crimen, así como las 
de la propia humanidad. He aquí las razones por las cuales se le considera 
uno de los delitos constitutivos de “delicta iuris gentium”173. 
 
O como lo ha decantado claramente la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, dentro de su sentencia de fecha 1° de julio de 2006, en el caso de 
las Masacres de Ituango Vs. Colombia, donde se manifiesta que “En reite-
radas oportunidades el Tribunal ha señalado que el Estado tiene el deber de 
evitar y combatir la impunidad, que la Corte ha definido como ―la falta en 
su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y conde-
na de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la 
Convención Americana”174. Al respecto, la Corte advierte que el Estado tiene 
la obligación de combatir la impunidad por todos los medios legales disponi-
bles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos 
humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares175.
 
Respecto de lo que hasta aquí se ha afirmado, se presentan tres problemas: 

El derecho internacional no consagra el crimen de genocidio por 1.	
motivos políticos. 
El Estado Colombiano no ratificó la Convención de las Naciones 2.	
Unidas de 1968 sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de 
Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad. 

173	 Ibídem.
174	 Cfr. Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 8, párr. 237; Caso de la Comu-

nidad Moiwana, supra nota 12, párr. 203; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz. 
Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 170.

175	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 5, párr. 168; Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello, supra nota 9, párr. 266; y Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 8, 
párr. 237. 
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La Constitución Política de Colombia de 1991, expresamente 3.	
prohíbe las penas imprescriptibles.

b. El crimen por motivos políticos en el derecho internacional 
 
Lo primero, se ha dicho hasta el momento que el crimen de genocidio se 
positivizó a nivel internacional con la suscripción y entrada en vigor de la 
Convención para la Prevención y Sanción del delito de genocidio, en la 
cual se consagran unas razones por las cuales el mismo se puede come-
ter; esto es, “con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso”, pero no se estableció la pertenencia a 
un grupo “político”, razón por la cual se presenta, en principio, un grave 
impedimento para predicar la existencia de un genocidio cuando el mismo 
se comete con la intención de atacar un grupo o a un miembro del mismo 
con dichas calidades o por la pertenencia a aquél.

Al respecto deben recordarse las reglas de interpretación de los tratados 
internacionales consagradas en la Convención de Viena de 1969, aprobada 
por la Ley 32 de 1985, ratificada el 10 de abril de 1985 y en vigor para Co-
lombia desde el 10 de mayo de 1985, donde se estableció que los tratados 
internacionales constituyen los parámetros generales y mínimos de protec-
ción de derechos y de los principios de derecho internacional, los cuales 
deben ser desarrollados de forma específica por cada uno de los Estados, 
lo que no es óbice para ampliar el umbral de aplicación cuando, de forma 
general, se cumplen todos los requisitos que en dichos Tratados y Conve-
nios se han determinado. 
 
Lo anterior se traduce, para efectos de los crímenes de especial connota-
ción internacional, en que la categorización o denominación que se le dé a 
un específico grupo no es lo determinante para la adecuación típica como 
crimen de tal jaez, sino la finalidad de destruir el mismo o a alguno de 
sus miembros por el hecho de pertenecer a aquél, razón por la cual, si al 
momento de hacer la tipificación se puede determinar que se reúnen todos 
los requisitos para predicar que se presenta una “conducta atroz de aniqui-
lación sistemática y deliberada de un grupo humano con identidad propia 
mediante la desaparición de sus miembros”176, es fácilmente colegible que 
constituye un delito de lesa humanidad. 
 

176	 Corte Constitucional, sentencia de constitucionalidad No. 177 de 2001. En igual 
sentido en la sentencia de constitucionalidad No. 148 de 2005.
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Al respecto, ya se ha presentado al interior de la sociedad colombiana un 
caso práctico que ha sido catalogado como de lesa humanidad, por el exter-
minio de los miembros de un grupo político por el hecho de la pertenencia 
al mismo. El caso citado se predica respecto del movimiento político que 
se denominó la Unión Patriótica. 
 
(…)

Según el texto escrito por el hijo del senador Manuel Cepeda, Iván Cepeda 
Castro, titulado “Genocidio Político: El Caso de la Unión Patriótica en 
Colombia”, se ha establecido que el asesinato y exterminio de los miem-
bros de dicha colectividad política, incluido su padre, se ha generado como 
consecuencia de una persecución sistemática, la cual tiene tres rasgos que 
la identifican, en el siguiente sentido: 
 

1. 	“En primer lugar, la intencionalidad de los autores de la cade-
na de acciones criminales ha sido acabar con el grupo político, 
o al menos, expulsar de la vida pública a sus sobrevivientes y 
a las bases sociales que han resistido la ola de violencia”. 

 
2. 	“En segunda instancia, es notorio que se trata de un proceso 

de exterminio de una fuerza política legal en condiciones de 
un Estado considerado democrático y en el que se supone la 
existencia de una institucionalidad ajustada a las normas del 
derecho. La perpetración del genocidio en sí misma pone en 
duda tal condición democrática, y cuestiona seriamente esa 
institucionalidad toda vez que las modalidades de persecu-
ción utilizadas han conjugado tanto formas legales --a través 
de disposiciones de carácter jurídico y 

3. 	“En tercer lugar, cabe destacar que los graves hechos de per-
secución se han llevado a cabo durante un prolongado período 
que abarca dos décadas y seis gobiernos de diferente filiación 
política, lo que demuestra que la intencionalidad persecutoria 
ha perdurado en el tiempo, y ha tenido unas consecuencias 
determinadas para el grupo político y para la convivencia so-
cial en Colombia”. 

 
Este análisis resulta razonablemente adecuado en atención a lo que ya se ha 
manifestado reiteradamente respecto de la entidad y trascendencia del deli-
to de macrovulneración y, es su carácter de crimen internacional rechazado 
por la comunidad mundial, análisis al cual se le agrega una circunstancia 
fáctica adicional, lo que hace mucho más sencilla su adecuación típica al 
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reseñado delito, relacionada con la prolongación en el tiempo de la men-
cionada persecución, pues evidencia que la intención de destruir el grupo 
ha sido generalizada. Debe resaltarse que la inexistencia de esta última 
circunstancia no resulta válido para desconocer su existencia, pues recuér-
dese que para la configuración del mismo se requiere la intencionalidad de 
destruir total o parcialmente un grupo con determinada identidad definida 
a través de algunos actos, señalados en la Convención para la Prevención 
y Sanción del delito de genocidio, como el asesinato de los miembros del 
grupo, entre otros actos, por razón de su pertenencia al mismo, y ahora en 
la Corte Penal Internacional. 
 
En el caso de la Unión Patriótica, la complejidad del problema planteado 
puede tener una solución muy ajustada a los criterios definidos por la nor-
mativa internacional que permite pensar que, si bien es cierto el delito de 
genocidio por razones políticas no está estipulado en dicha normatividad, 
las circunstancias que rodean el caso de la UP sí contienen muchos elemen-
tos que se configuran como tal y se identifican con la esencia de la defini-
ción del crimen que se discute como así se manifestó por parte de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos en su informe de admisión 
No. 5 del 12 de marzo de 1997, a través del cual se aceptó el caso colectivo 
No. 11227, presentado por la dirección nacional de la UP, la Corporación 
Reiniciar y la Comisión Colombiana de Juristas177.

Tales situaciones las constituyen la “práctica de asesinatos políticos en 
masa y la persecución extrema de los miembros de la Unión Patriótica 
con la intención de eliminar físicamente al partido y de diluir su fuerza 
política”178.
 
Por lo anterior, se concluye que la no denominación de grupo político como 
uno de los cuales se pretende su desaparición, de acuerdo a los Tratados In-
ternacionales, no es determinante para que la conducta delictiva se excluya 
de la categorización como crimen de genocidio, hoy observado como de 
lesa humanidad (Art. 7 Estatuto de la Corte Penal Internacional – Tratado 
de Roma-); salvándose así, el primer problema planteado. 
 
Sin embargo aunado a lo anterior debe rescatarse que desde tiempo atrás se 
avizora como categoría del genocidio, la persecución sobre bases políticas, 

177	 Tomado de: Cepeda Castro, Iván, Genocidio Político: El Caso de la Unión Patriótica 
en Colombia

178	 Ibídem.
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pues, así quedó establecido desde el Estatuto del Tribunal Militar Interna-
cional de Nüremberg, donde se fijó que la noción moderna de crímenes 
contra la humanidad incluye las siguientes conductas: 
 

“asesinato, exterminio, esclavitud, deportación y cualquier otro 
acto inhumano cometido contra una población civil, antes o du-
rante el curso de una guerra, así como persecuciones sobre bases 
políticas, raciales o religiosas, ejecutados en conexión con cual-
quier otro crimen dentro de la jurisdicción del Tribunal, haya 
existido o no violación del derecho interno del Estado donde 
fueron perpetrados”179. 

 
c. El Estado Colombiano no ratificó la Convención de las Naciones Unidas 
de 1968 sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los 
Crímenes de Lesa Humanidad. 
 
Desde la Convención de las Naciones Unidas de 1968 sobre la imprescrip-
tibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, 
la cual entró en vigor internacional el 11 de noviembre de 1970 conforme 
a lo dispuesto en su artículo VIII, la imprescriptibilidad de estos crímenes 
constituye Principio de Derecho Internacional, pues, así se estableció es-
pecíficamente en este tratado multilateral como elemento medular de la 
represión efectiva y prevención de los más graves delitos de derecho inter-
nacional, cimentado en la protección de los derechos humanos y libertades 
fundamentales y con el fin de asegurar su aplicación universal cualquiera 
que hubiere sido la fecha en que se cometieron. 
 
En concordancia con lo anterior, debe tenerse en cuenta que las normas 
relativas a los Derechos Humanos hacen parte del gran grupo de disposi-
ciones de Derecho Internacional General, las cuales son reconocidas como 
normas de ius cogens, razón por la cual, aquellas son inderogables, im-
perativas (no dispositivas) e indisponibles, situación que acontece con el 
principio de derecho internacional “sobre la imprescriptibilidad de los crí-
menes de guerra y lesa humanidad”, cuya vocación es universal, de donde 
se colige que la no adhesión al mismo por parte de un Estado no lo sustrae 
del cumplimiento de una norma internacional como compromiso erga om-
nes adquirido para prevenir y erradicar graves violaciones a los Derechos 
Humanos que desconocen la humanidad y su dignidad. 

179	 Cita referida en la Sentencia de Constitucionalidad No. 578 de 2002, emanada de 
la Corte Constitucional, que declara la exequibilidad de la Ley 742 del mismo año, 
mediante la cual se aprueba el Estatuto De Roma de la Corte Penal Internacional.
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En igual sentido se pronunció la Corte Constitucional, mediante Sentencia 
No. C-225 de 1995, en la que dispuso que:

“al tenor del artículo 53 de la Convención de Viena de 1969 
sobre el derecho de los tratados, se entiende por norma ius co-
gens o norma imperativa de derecho internacional general ―una 
norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de 
Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en 
contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior 
de derecho internacional general que tenga el mismo carácter”. 
Esto explica que las normas humanitarias sean obligatorias para 
los Estados y las partes en conflicto, incluso si éstos no han apro-
bado los tratados respectivos, por cuanto la imperatividad de esta 
normatividad no deriva del consentimiento de los Estados sino 
de su carácter consuetudinario”. (Subrayas fuera de texto). 

 
Tema que ha sido reiterado por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, mediante sentencia de fecha 15 de septiembre de 2005, dentro del 
caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, al manifestar que 
 

“la Corte reitera su jurisprudencia constante en el sentido de que 
ninguna ley ni disposición de derecho interno puede impedir a un 
Estado cumplir con la obligación de investigar y sancionar a los 
responsables de violaciones de derechos humanos. En particular, 
son inaceptables las disposiciones de amnistía, las reglas de pres-
cripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad 
que pretendan impedir la investigación y sanción de los respon-
sables de las violaciones graves de los derechos humanos – como 
las del presente caso, ejecuciones y desapariciones. El Tribunal 
reitera que la obligación del Estado de investigar de manera ade-
cuada y sancionar, en su caso, a los responsables, debe cumplirse 
diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos 
vuelvan a repetirse”180. (Subrayas fuera de texto). 

180	 Criterio tenido en cuenta por la Corte Constitucional Colombiana, también en la 
sentencia No. C-580 de 2002, en el siguiente entendido: “Las obligaciones de in-
vestigar, procesar y sancionar judicialmente los graves atentados en contra de los 
derechos humanos internacionalmente protegidos, tales como la tortura, las ejecu-
ciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, son incom-
patibles con leyes o disposiciones de cualquier índole que dispongan respecto de 
estos delitos amnistías, prescripciones o causales excluyentes de responsabilidad. 
Este tipo de leyes o disposiciones, por conducir a la indefensión de las víctimas y 
a la perpetuación de la impunidad, conllevan una violación de los artículos 8 y 25 
en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, y generan la responsabilidad internacional del Estado. Además, por esas 
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 Lo anterior, en atención a que la validez otorgada en nuestro derecho interno 
a los múltiples Tratados de Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
y del Derecho Internacional Humanitario, tanto en el sistema de reconoci-
miento, protección integral y garantía de los mismos, como en el ámbito pu-
nitivo, compromete obligatoriamente al Estado Colombiano y a sus órganos 
judiciales competentes a investigar y juzgar las graves formas de criminali-
dad contra la humanidad y desconocimiento de sus derechos inalienables.

Esa obligación ha sido reconocida por tratadistas que afirman cómo ―A 
partir de la Constitución de 1991 se introdujo en nuestro sistema jurídico 
el concepto de ―Bloque de Constitucionalidad, figura que ha logrado con-
ciliar el principio de supremacía de la Constitución (art. 4°) con el recono-
cimiento de la prelación en el orden interno de los tratados sobre derechos 
humanos y derecho internacional humanitario (art. 93), con lo que se quiere 
significar, resumidamente, que la Constitución no se agota en su articulado 
sino que incluye otras disposiciones contenidas especialmente en instru-
mentos internacionales sobre derechos humanos, tales como la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de Naciones Unidas de 1948, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ley 74 de 1968) y la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José (Ley 16 
de 1972), entre otros, los cuales contienen una serie de postulados mínimos, 
que rigen en el orden interno y representan un límite al Estado colombiano, 
en el sentido de no poder disminuir el alcance de dichas garantías. 

Tales normas, “por mandato de la jurisprudencia y las recomendaciones 
de los organismos internacionales sobre derechos humanos deben servir 
de criterio preferente de interpretación tanto en la justicia constitucional 
como en la ordinaria; lo cual, si bien no puede desconocer las particulares 
configuraciones sociales y culturales del país, contribuye a la llamada glo-
balización de los derechos humanos”181.

mismas razones, tal tipo de leyes “carecen de efectos jurídicos”. (…) “En cuanto a 
la figura jurídica de la prescripción de la acción penal o de las penas, los Principios 
afirman que ella no puede ser opuesta a los crímenes graves que según el derecho 
internacional sean considerados crímenes contra la humanidad, la prescripción tam-
poco puede correr durante el período donde no existe un recurso eficaz. Asimismo, 
no se puede oponer a las acciones civiles, administrativas o disciplinarias ejercidas 
por las víctimas. Respecto de la amnistía, se indica que no puede ser otorgada a 
los autores de violaciones, en tanto las víctimas no hayan obtenido justicia por la 
vía de un recurso eficaz. Debe carecer, además, de efecto jurídico alguno sobre las 
acciones de las víctimas relacionadas con el derecho a reparación”. 

181	 Poveda Perdomo, Alberto. Terrorismo y Constitución. Breve análisis de la propues-
ta de reforma a la Constitución para enfrentar el terrorismo. En dicho texto cita 
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O como lo ha explicado con mayor precisión la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, dentro de la sentencia fechada el 1 de julio de 2006, 
emitida con ocasión del caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia, al 
señalar que: 
 

“En otras oportunidades, tanto este Tribunal como la Corte Eu-
ropea de Derechos Humanos han señalado que los tratados de 
derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación 
tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condicio-
nes de vida actuales. Tal interpretación evolutiva es consecuente 
con las reglas generales de interpretación consagradas en el artí-
culo 29 de la Convención Americana, así como las establecidas 
por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 
 
En este sentido, esta Corte ha afirmado que al dar interpretación 
a un tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos e instru-
mentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo del 
artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema 
dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31 de di-
cha Convención)”. (Subrayas fuera de texto). 

 
Ahora bien, se resalta de la mano de la doctrina la mención al antecedente 
reconocido como el primer caso fallado en nuestro país descrito o asimi-
lado al genocidio, que fue ―la matanza de menores pertenecientes a de-
terminado grupo social en Medellín, en el barrio Villa-Tina, en diciembre 
de 1992, suceso en el cual la Procuraduría Delegada para la Defensa de 
los Derechos Humanos sancionó disciplinariamente a funcionarios de la 
Policía Nacional como responsables del genocidio. Entre 1997 y 1998 se 
adelantaba investigación en la misma Procuraduría por el genocidio contra 
militares del grupo político Unión Patriótica, cuyo saldo de víctimas supera 
las 3.000 personas182. 
 
En conclusión, al tratarse de uno de los principios del derecho internacio-
nal y que debe ser ejecutado por todos los Estados, independientemente de 
su adhesión o no al Convenio referido, es inadmisible predicar la operancia 
de la prescripción como mecanismo de salvamento para detener, terminar o 
evitar el inicio de una investigación relacionada con la comisión de críme-
nes graves contra los Derechos Humanos y la humanidad en sí, como es el 

a BERNAL CUÉLLAR, Jaime. “Bloque de Constitucionalidad y derecho Penal”, 
en El funcionalismo en derecho penal. Libro homenaje a Günther Jakobs, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2003, p.195 y 201. 

182	 Gómez López, Jesús Orlando. El Delito de Genocidio. Ediciones Doctrina y Ley. 
Bogotá D.C. Colombia. 2003, pág. 63.
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caso del genocidio de lesa humanidad. Razón por la cual, aunque el Estado 
Colombiano no ratificó el Tratado mencionado, ello no es óbice para reco-
nocer que respecto de los delitos de lesa humanidad -como el pluricitado 
genocidio- no opera la prescripción, esto es, deben ser investigables en 
cualquier tiempo.

d. La Constitución Política de Colombia de 1991, expresamente prohíbe 
las penas imprescriptibles 
 
Conforme al inciso final del artículo 28 de la Constitución Política de Co-
lombia es claro que se prohíben en nuestro ordenamiento, las penas im-
prescriptibles, al establecer que “En ningún caso podrá haber detención, 
prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescrip-
tibles.” (Subrayas fuera de texto). 
 
Al respecto, debe rescatarse lo expuesto por la Fiscalía 51 Delegada ante 
el Tribunal Superior de Bogotá, en la decisión de segunda instancia por el 
delito de homicidio agravado en contra de Miguel Alfredo Maza Márquez, 
fechada el 22 de diciembre de 2009, en donde, retomando lo definido por 
la Corte Constitucional en la Sentencia No. C-580 de 2002, indicó que “…
la imprescriptibilidad de la acción penal por el delito de lesa humanidad en 
mención, no vulnera el citado precepto Superior183, pudiendo el legislador, 
al adecuar las normas al correspondiente Tratado, establecer la imprescrip-
tibilidad de la acción penal por dicho delito (no de la pena cuya prohibición 
del precepto Superior a la misma consideró intangible)”. 
 
La Corte Constitucional, dentro de la sentencia que se acaba de referir, 
expuso: 

“Si bien tiene un alcance restringido como mecanismo para la 
protección de la libertad personal, ampliar la prohibición de im-
prescriptibilidad de las penas a las acciones penales es una ga-
rantía del debido proceso frente a la posibilidad de que el estado 
ejerza de forma intemporal el ius puniendi. Sin embargo, esta 
garantía no puede ser absoluta. Su alcance depende del valor 
constitucional de los intereses protegidos mediante la acción pe-
nal específica frente a la cual se pretenda oponer. 
 
Dependiendo del delito que pretenda juzgar, al iniciar una ac-
ción penal el Estado busca proteger intereses de diverso valor 

183	 Refiriéndose al artículo 28 de la Constitución Política de Colombia.
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constitucional. Por esta razón, resulta razonable que el legisla-
dor le de un trato diferenciado al término de prescripción de la 
acción penal dependiendo del delito. En efecto, esto es posible 
entre otras razones debido al diferente valor constitucional de 
los intereses o bienes jurídicos protegidos. 
 
Por supuesto, ello no significa que el único criterio razonable 
para fijar el término de prescripción de la acción penal sea la 
gravedad de la conducta, pues dentro del diseño de la política 
criminal del Estado el legislador puede determinar el término de 
prescripción a partir de otros criterios valorativos que desde una 
perspectiva constitucional sean igualmente válidos a las consi-
deraciones de tipo dogmático o axiológico. Entre ellos, pueden 
considerarse la necesidad de erradicar la impunidad frente a de-
litos en los cuales resulta especialmente difícil recopilar pruebas 
o juzgar efectivamente a los responsables. 
 
(…) frente a una desaparición forzada de personas, la acción 
penal es el medio más eficaz para proteger los intereses en juego, 
y su imprescriptibilidad es un mecanismo que en determinadas 
circunstancias puede resultar necesario para establecer la verdad 
de los hechos y para atribuir responsabilidades individuales e 
institucionales. En tal medida, frente a la garantía de seguridad 
jurídica y de recibir pronta justicia, es necesario entonces con-
cluir que prevalecen el interés en erradicar el delito de desapari-
ción forzada y en reparar a las víctimas (…)”

 
Conforme a lo anterior, debe esta Corporación manifestar que es razonable 
tener en cuenta la ratio decidendi de la referida providencia, en atención a 
que es reconocido por el Estado Colombiano como por toda la Comunidad 
Internacional que, el delito de Desaparición Forzada hace parte de los Crí-
menes de Lesa Humanidad, situación que acontece en igual forma respecto 
del delito de genocidio, el de persecución política, razón por la cual no 
se observan motivos para desconocer que las finalidades de protección de 
Derechos Humanos con la proscripción de estos delitos, como todos los de 
su clase, son idénticas y, en tal sentido, la regla de imprescriptibilidad se 
puede aplicar, eso sí, sin desconocer que debe hacerse en conjunto con todo 
lo que hasta aquí se ha expuesto. 
 
Resulta claro, entonces, que la Constitución se refiere a la prohibición de 
imprescriptibilidad de la pena, permitiéndose por vía del bloque de cons-
titucionalidad, conforme al artículo 93 de la Carta Política, la inclusión 
de un tratado internacional, bajo los parámetros expuestos líneas arriba, 
que establece la imprescriptibilidad de la acción penal en tratándose de 
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violaciones graves a los Derechos Humanos, como ocurre con los delitos 
de Lesa Humanidad. 
 
Corolario de lo anterior, debe concluirse que el Estado Colombiano ha ad-
quirido una serie de compromisos internacionales, no sólo con la ratifica-
ción de Tratados y Convenios de dicha naturaleza sino con su adhesión a la 
Organización de las Naciones Unidas, de donde se desprende su irrestricto 
deber de acatar los Principios Internacionales, máxime en materia de pro-
tección de Derechos Humanos, prevención y sanción especiales por las 
graves violaciones que respecto de los mismos se presenten, aún cuando 
no se haya verificado la ratificación mencionada. Esto, en atención a que 
el Estado Colombiano, no sólo se comprometió a prevenir y castigar en el 
ámbito de su jurisdicción nacional los comportamientos objeto de especial 
tratamiento en varios de los tratados mencionados como crímenes interna-
cionales más graves contra la humanidad, tanto en tiempo de guerra como 
en tiempo de paz, sino todas las graves violaciones a los derechos huma-
nos en los demás tratados conectados al ámbito integral de su protección, 
aceptando incluso la competencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos para investigar y sancionar la responsabilidad del Estado por las 
graves violaciones a los mismos. 
 
Debe recordarse que, dentro de los compromisos adquiridos por el Estado 
Colombiano, se encuentran los siguientes: 

1. 	La Declaración Universal de Derechos Humanos184.
2. 	La ratificación de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949185. 

184	 Preámbulo: “(…) Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los 
derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de 
la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, 
el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de 
la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias (…) Con-
siderando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 
Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebe-
lión contra la tiranía y la opresión (…)Considerando que los Estados Miembros se 
han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones 
Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales 
del hombre (…)” 

185	 Preámbulo: “(…) Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los 
derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de 
la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hom-
bre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y 
de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias (…) 
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3.	 La Ratificación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos186.

4.	 La ratificación de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos187.

 

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 
Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebe-
lión contra la tiranía y la opresión (…) Considerando que los Estados Miembros se 
han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones 
Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del 
hombre (…)” 

186	 Preámbulo: “(…) Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los 
Estados la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y 
libertades humanos (…)” Artículo 2: “Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuen-
tren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 
presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
o cualquier otra condición social. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente 
Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el 
presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas 
o de otro carácter (…)” Artículo 5: “Ninguna disposición del presente Pacto podrá 
ser interpretada en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o indi-
viduo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de 
cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en 
mayor medida que la prevista en él. No podrá admitirse restricción o menoscabo de 
ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Es-
tado Parte en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto 
de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado”.

187	 Preámbulo: “(…) Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen 
del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamen-
to los atributos de la persona humano, razón por la cual justifican una protección 
internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos (…)” Artículo 1: “Los Estados 
partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social (…) Si en 
el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere 
ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes 
se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimiento constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.”
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Instrumentos Internacionales, que se han sumado a los Convenios y Trata-
dos que ya se han referido de forma amplia dentro de los argumentos aquí 
expuestos. 
 
En este orden de ideas -conforme al Bloque de Constitucionalidad esta-
blecido mediante los artículos 93 y 94 de la Constitución Política de Co-
lombia, que otorga una prevalencia superior a los Tratados y Convenios 
Internacionales sobre Derechos Humanos, el ordenamiento jurídico interno 
de nuestro país debe adecuarse a los principios que, se ha predicado, son 
de carácter internacional y que orientan las políticas en materia de protec-
ción de derechos humanos y sanción por sus violaciones a través de las 
instituciones estatales establecidas para tal fin-, no puede desconocerse que 
hace varias décadas existen normas internacionales que han definido cuál 
debe ser la forma de proceder por parte del Estado Colombiano respecto 
de lo que se ha referido. En este entendido, no puede ser aceptable que por, 
la negligencia o dificultad legislativa en promulgar leyes internas que se 
hubiesen adecuado a dichos derroteros, se pretenda desconocer que a nivel 
internacional, previo a dicho trámite, ya se había proscrito la comisión del 
genocidio y se le había categorizado como un crimen atroz desconocedor 
de la humanidad, así como que su investigación puede hacerse en cualquier 
tiempo y, en razón de ello, no aplican reglas ni términos de prescripción 
respecto del ejercicio de la acción penal, civil o administrativa. 
 
En síntesis, el Estado Colombiano tiene el deber de cumplir y hacer cumplir, 
mediante sus Instituciones, de investigar y juzgar las graves violaciones a 
Derechos Humanos, pues, es su obligación adquirida para con la humani-
dad mundial, definida mediante los Tratados y Convenios Internacionales 
que sobre la materia ha suscrito, en atención al principio pacta sunt servan-
da, así como en los Tratados que no ha suscrito pero que son vinculantes 
por referirse a Principios de Derecho Internacional, por su pertenencia a 
la Organización de las Naciones Unidas, por su aceptación de jurisdicción 
subsidiaria respecto de Organismos Judiciales Internacionales y que en su 
jurisprudencia le ha recordado y reiterado dichos deberes, como surge del 
fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, fechada el 11 de 
mayo de 2007, dentro del caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia, 
en el que se le indicó: 

 
“En casos de graves violaciones a los derechos humanos, las 
obligaciones positivas inherentes al derecho a la verdad exigen 
la adopción de los diseños institucionales que permitan que 
este derecho se realice en la forma más idónea, participativa y 
completa posible y no enfrente obstáculos legales o prácticos 
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que lo hagan ilusorio. La Corte resalta que la satisfacción de 
la dimensión colectiva del derecho a la verdad exige la deter-
minación procesal de la más completa verdad histórica posible, 
lo cual incluye la determinación judicial de los patrones de ac-
tuación conjunta y de todas las personas que de diversas for-
mas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes 
responsabilidades”. 

 
Razón por la cual, al evidenciarse que dentro del presente caso se ha estruc-
turado una macrovulneración, desconocedora de todos los principios de 
humanidad, se hace obligatorio declararlo como crimen de lesa humanidad 
y, en ese sentido, continuar con su investigación y eventual juzgamiento, 
sin tener en cuenta términos de prescripción que no aplican, aclarando que 
no se vulnera el principio de legalidad, pues como quedó definido en pre-
cedencia, la tipificación previa, escrita y cierta de la conducta existía con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 589 de 2000, en la Con-
vención para la Prevención y Sanción del delito de Genocidio, la cual, se 
reitera, es de obligatorio acatamiento por parte del Estado Colombiano, por 
lo que le corresponde a esta Corporación en representación del mismo en la 
Rama Judicial, proceder con los mecanismos esenciales para determinar la 
verdad respecto de los hechos que se han calificado como graves atentados 
contra los Derechos Humanos y, en consecuencia, proferir los fallos de 
carácter condenatorio que correspondan, para efectos de la determinación 
de responsabilidad penal individual y/o colectiva, y por supuesto, en el 
criterio y elementos constitutivos del concepto de lesa humanidad. 
 
Este ineludible compromiso que la Corte asume en este momento en Co-
lombia, ha tenido como referente también, la actuación en otras latitudes 
frente a hechos que nunca fueron investigados penalmente por la justicia, 
en los que la impunidad fue la regla ante acontecimientos que podrían re-
vestir la calificación jurídica de crimen contra la humanidad (art.67 del 
Código Penal español). 
 
Se refiere la Sala a la “Querella criminal promovida por la comisión de los 
delitos de genocidio y/o de lesa humanidad que tuvieron lugar en España 
en el período comprendido entre el 17 de julio de 1936 y el 15 de junio de 
1977”. 

La naturaleza de los crímenes, siguiendo la doctrina emanada de los princi-
pios de Nüremberg, está claro, tanto si se aplican estos, como si se aplican 
los convenios anteriores, en particular la Convención de Ginebra de 1864, 
con la que se dio comienzo a la codificación del derecho humanitario, así 
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como las Convenciones de La Haya de 1899 y 1907 sobre Leyes y Usos de 
la Guerra. La primera de estas dos últimas incluía la denominada “Cláusula 
Martens”, según la cual: 
 

“Mientras que se forma un Código más completo de las leyes de 
la guerra, las Altas Partes Contratantes juzgan oportuno declarar 
que, en los casos no comprendidos en las disposiciones regla-
mentarias adoptadas por ellas, las poblaciones y los beligerantes 
permanecen bajo la garantía y el régimen de los principios del 
Derecho de Gentes preconizados por los usos establecidos entre 
las naciones civilizadas, por las leyes de la humanidad y por las 
exigencias de la conciencia pública”188.

 
En la citada querella se anuncia que la categoría de crimen contra la hu-
manidad parte de un principio básico y fundamental, que estas conductas 
agredan en forma más brutal a la persona como perteneciente al género 
humano en sus derechos más elementales como la vida, la integridad, la 
dignidad, la libertad, que constituyen los pilares sobre los que se funda una 
sociedad civilizada y el propio Estado de Derecho. 
 
Por ello: “Ningún Gobierno u otro poder del Estado, especialmente el Ju-
dicial, puede desconocer estos valores y principios que antes que estatales 
son humanos y que necesariamente se integran en el sistema de derecho in-
terno, de ahí su obligatoriedad si no se quiere dar cobertura a la barbarie”. 
 
En el ámbito regional también la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos ha sentado jurisprudencia relativa a las amnistías en relación con los 
responsables de estos crímenes. 
 
En el caso BARRIOS ALTOS consideró el Juez GARCÍA RAMÍREZ, en 
el párrafo 13 de su voto concurrente: 

188	 Cfr. www.icrc.org/web/spa/sitespa0.nsf/html/5TDLCY .La cláusula se basa en —y 
debe su nombre a— una declaración leída por el profesor von Martens, delegado de 
Rusia en la Conferencia de la Paz de La Haya de 1899 [1]. Martens añadió la de-
claración después de que los delegados de la Conferencia de la Paz no lograran po-
nerse de acuerdo sobre la cuestión del estatuto de las personas civiles que portaban 
armas contra una fuerza ocupante. Gran parte de las fuerzas militares pensaba que 
debían ser consideradas como francotiradores y que eran punibles con la ejecución, 
mientras que los Estados más pequeños sostenían que debía considerárselas como 
combatientes legítimos [2]. Aunque, en un principio, la Cláusula fue redactada para 
resolver este problema, aparecen, luego, distintas versiones —si bien similares— 
en tratados posteriores por los que se regulan los conflictos armados [3].
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 “En la base de esta razonamiento se halla la convicción, aco-
gida en el Derecho Internacional de los derechos humanos y en 
las más recientes expresiones del Derecho Internacional, de que 
es inadmisible la impunidad de las conductas que afectan más 
gravemente los principales bienes jurídicos sujetos a la tutela 
de ambas manifestaciones del Derecho Internacional. La tipifi-
cación de estas conductas y el procedimiento y sanción de sus 
autores –así como de otros participantes- constituye una obliga-
ción de los Estados, que no puede eludirse a través de medidas 
tales como la amnistía, la prescripción, la admisión de causas 
excluyentes de incriminación y otras que pudieren llevar a los 
mismos resultados y determinar la impunidad de actos que ofen-
den gravemente esos bienes jurídicos primordiales. Es así que 
debe proveerse a la segura y eficaz sanción nacional e interna-
cional de las ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada 
de las personas, el genocidio, la tortura, determinados delitos de 
lesa humanidad y ciertas infracciones gravísimas del Derecho 
humanitario”. 

La Suprema Corte de la República de Argentina resolvió que los delitos de 
lesa humanidad son imprescriptibles y que, por lo tanto, la Justicia puede 
juzgar un crimen cometido hace treinta años por un agente de inteligencia 
chileno en Buenos Aires. 

Así lo decidió el alto tribunal en la causa ARANCIBIA CLAVEL189, un ex 
integrante de la Dirección Nacional de Inteligencia de Chile, imputado de 
haber formado parte de una asociación ilícita para perseguir a opositores 
del régimen militar que encabezó Augusto Pinochet. 

Según la resolución de la Corte, esa red paralela de informantes se dedica-
ba a recolectar datos, torturar e interrogar a los disidentes de ese gobierno 
de facto. Como parte de esa actividad fue asesinado en Buenos Aires, en 
1974, el general Carlos Prats, ex titular del Ejército trasandino durante el 

189	 En términos muy simples, los cuestionamientos que debía despejar la Corte eran los 
siguientes: El delito que se imputa a Arancibia Clavel, que es haber formado una 
asociación ilícita para perseguir a opositores políticos, ¿es un delito de lesa huma-
nidad? La respuesta de la Corte es sí. Teniendo en cuenta que el delito se cometió 
en 1974, pero la Argentina sólo ratificó la Convención sobre Imprescriptibilidad 
de Delitos de Lesa Humanidad mediante la ley 25.778, sancionada el año último, 
¿puede considerarse que aquel delito es imprescriptible? La respuesta de la mayoría 
es sí, es imprescriptible y, por lo tanto, puede ser juzgado. La Cámara de Casación 
había resuelto que ese delito había prescrito, pero la mayoría de los integrantes de 
la Corte decidió revocar el fallo. 
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gobierno de Salvador Allende, delito que todavía está pendiente de juzga-
miento en la propia Corte. 

De esta manera, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia concluye 
que los homicidios múltiples perpetrados el 11 de noviembre de 1988 en 
la población de Segovia presuntamente son constitutivos de crimen de ma-
crovulneración (como los delitos de lesa humanidad, tales como persecu-
ción política, el genocidio y/o concierto para delinquir), en los términos ya 
definidos en esta providencia, y como tal, no opera a favor de los autores 
o partícipes que no han sido juzgados y decidida en forma definitiva su 
responsabilidad, el fenómeno de la prescripción, por tratarse de un delito 
de lesa humanidad imprescriptible. 
 
Es necesario desde ahora - sin que ello implique de ninguna manera la de-
terminación anticipada de la responsabilidad penal del procesado-, como 
se desprende del auto que ordenó la apertura de instrucción en su contra, 
que en el eventual caso de ser procedente jurídica y fácticamente la impo-
sición de sentencia condenatoria, la pena correspondiente deberá consultar 
el principio de legalidad, de raigambre constitucional, que corresponde a la 
normatividad penal vigente al momento de la comisión de los hechos. 
 
Incluso en el ámbito de competencia de la Corte Penal Internacional, ello, 
sin embargo, no supone un tratamiento diferente al previsto en nuestro or-
denamiento, puesto que las penas a imponer por los crímenes de compe-
tencia de la Corte Penal Internacional son en todo caso determinadas y 
respetan el principio de legalidad de la pena que hace parte del derecho al 
debido proceso de conformidad con lo establecido en el artículo 29 de la 
Constitución Política. 
 
En adición a lo anterior, la Corte Suprema de Justicia de la República de 
Colombia retoma la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en cuanto a que la prescripción de la acción penal no puede ope-
rar válidamente para generar impunidad en los delitos de lesa humanidad, 
y concluye que darles validez a las normas de prescripción en estos casos 
sería una violación de la obligación del Estado, en especial en la máxima 
autoridad de la Rama Judicial del poder público de garantizar los derechos 
humanos consagrados en los instrumentos internacionales referidos en esta 
decisión. 
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1.2.	 Concierto para delinquir

1.2.1.	 Concierto para delinquir: formas de afectación del 
bien jurídico tutelado “seguridad pública”

Extracto No. 79

Radicado 26118 – 19 de diciembre de 2007
Sentencia condenatoria en contra del representante a la cámara 
Éric Julio Morris Taboada por el delito de concierto para 

delinquir agravado

11. Ha dicho la Sala que el concierto para delinquir, en concordancia con 
el artículo 340 del Código Penal, se estructura sobre la base de considerar 
diversas formas de afectación de la seguridad pública. Así, en una escala 
progresiva que no oculta la gravedad de las conductas, se sanciona: i) el 
acuerdo de voluntades para cometer delitos; ii) el acuerdo para promover, 
armar o financiar grupos armados al margen de la ley; y, iii) la ejecución 
material del acuerdo, consistente en promover, armar o financiar efecti-
vamente grupos armados al margen de la ley. Los dos primeros compor-
tamientos se inscriben dentro de los denominados tipos de peligro y el 
tercero dentro de los de lesión. 

Desde esa clasificación y teniendo en cuenta la teleología de la conducta, es 
claro que quien arma, financia, organiza o promociona grupos armados al 
margen de la ley, previamente acuerda la ejecución de ese tipo de finalida-
des, lo cual significa que la modalidad progresiva de ataque al bien jurídico 
permite afirmar que su efectiva ejecución asume el desvalor de los pasos 
secuenciales que le dan origen y sentido a la conducta; y de otra parte, 
que allí en donde no se logra consolidar de manera efectiva la promoción, 
organización o financiación, de todas maneras el injusto persiste, porque 
mediante la anticipación de la barrera de protección de bienes jurídicos, 
basta el acuerdo para tener el injusto por satisfecho.

En el caso aquí examinado, en cuanto se acreditó que el doctor MORRIS 
TABOADA realizó acuerdos con integrantes de las autodefensas de Sucre 
orientados a brindarles apoyo y facilitarles su actuar, mas no que se ha-
yan ejecutado esos acuerdos, se le declarará penalmente responsable de la 
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conducta de concertarse para promover grupos armados al margen de la ley 
por la cual se le llamó a juicio y que se encuentra consagrada en el inciso 2º 
—parte final— del artículo 340 del Código Penal, con pena de 6 a 12 años 
de prisión y multa de 2.000 a 20.000 salarios mínimos legales vigentes. 

Y es la norma que se aplicará para fijar las penas privativa de la libertad 
y de multa por ser la más favorable de las que rigieron el presente caso, 
referido a hechos acontecidos entre 1997 y 2000, incluida la reciente Ley 
1121 de 2006, como producto de la cual no dejó de ser delictiva la conduc-
ta imputada, según ha dicho la Corte en distintos pronunciamientos. En 
providencia del 4 de octubre de 2007, por ejemplo, se precisó que con la 
expedición de tal normativa el legislador:

(…)

• 	 Modificó el artículo 345 del Código Penal para darle autonomía típica 
a los comportamientos individuales de “promover, organizar, apoyar, 
mantener, financiar o sostener económicamente a grupos armados al 
margen de la ley o a sus integrantes”.

•	 Que con la modificación introducida al inciso 2º del artículo 340 del 
Código Penal no suprimió el concierto para organizar, promover, armar 
o financiar grupos armados al margen de la ley, sino que englobó esas 
conductas en el nomen juris del tipo penal que les dio autonomía, es 
decir, el de “financiación del terrorismo y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas”. 

(…)

Es claro, pues, que era y sigue siendo posible punir los acuerdos encamina-
dos a promover grupos armados al margen de la ley, que es la imputación 
que se le formuló en la acusación al doctor MORRIS con arreglo al inciso 
2º original del artículo 340 del Código Penal, el cual servirá de marco legal 
para la determinación de la pena por resultar más favorable que la dispo-
sición de la Ley 1121 que la sustituyó. Esta, ciertamente, fijó prisión de 8 
a 18 años y multa de 2.700 a 30.000 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, al tiempo que la derogada establecía prisión entre 6 y 12 años y 
multa entre 2.000 y 20.000 salarios mínimos.
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Extracto No. 80

Radicado 29632 – 29 de septiembre de 2010
Sentencia absolutoria a favor del ex senador Carlos García 

Orjuela por el delito de concierto para delinquir agravado

2. La configuración del delito de concierto para delinquir.
 
(…)
 
Teniendo en cuenta que la Sala recientemente precisó que el tipo de injusto 
se define como “el conjunto de características que fundamentan la antijuri-
dicidad de una acción”190, el análisis del contenido de la conducta no puede 
hacerse por fuera del bien jurídico de la seguridad pública, que es, según se 
ha dicho, una relación social dinámica que antes que la sola conservación 
del statuo quo, tal como se utilizaba en el lenguaje del Estado demoliberal, 
pretende garantizar condiciones materiales mínimas para el ejercicio de los 
derechos humanos.
 
En este sentido la doctrina precisa:
 

El problema que toda cultura, sociedad o Estado debe resolver es 
trazar los límites, dentro de los cuáles el ser humano puede ejercer 
esa libertad. Esta delimitación de los márgenes, dentro de los cua-
les se permite el libre desarrollo de la personalidad y el ejercicio 
de la libertad por parte de los individuos, se llama ‘seguridad’. 
Esta no es más que la expectativa que podemos razonablemente 
tener de que no vamos a ser expuestos a peligros o ataques en 
nuestros bienes jurídicos por parte de otras personas.191 

 
De ahí que la jurisprudencia de la Sala también ha señalado que algunos 
actos aparentemente neutrales explican otros que sí tienen relevancia típi-
ca y por eso algunos sucesos en principio inocuos terminan perfilando el 
sentido de una conducta relevante para el derecho penal. En ese sentido se 
debe convenir en que conversar con un paramilitar no necesariamente sig-
nifica desde el punto de vista penal que ese hecho configure un delito, pero 

190	 Cfr, Corte Suprema de Justicia, sentencia del 1 de octubre de 2009, radicado 
29.110.

191	F rancisco Muñoz Conde. El nuevo derecho penal autoritario, en El derecho penal 
ante la globalización y el terrorismo, Madrid, Tirant lo blanch, página 164.
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ese acontecimiento unido a otros elementos de juicio sí puede interpretarse 
como un indicio de un acto ilegal192, por eso,
 

La conglobación como operación determinante de la lesividad 
es una función claramente normativa, es decir que un pragma es 
típico no sólo cuando reúne los caracteres particulares exigidos 
por el respectivo tipo sistemático, sino también cuando es anti-
normativo (o sea, cuando viola la norma que se deduce del tipo) 
y con ello lesiona un bien jurídico. Pero el alcance prohibitivo 
de esa norma no emerge sólo de su consideración tal como se la 
deduce del tipo sistemático, sino también de que forma parte de 
un universo de normas prohibitivas y preceptivas que deben ser 
consideradas como un orden normativo. El principio republicano 
exige que las sentencias respeten el principio de coherencia o no 
contradicción, y para ello deben elaborar el material legal -y las 
normas que de él se deducen- como un orden o todo coherente, en 
el que juegan otras normas penales y no penales, como también 
las normas constitucionales e internacionales. De ese universo de 
normas surge el alcance prohibitivo de la norma particular. Sin 
proceder a la deducción de la norma y a su conglobación en el 
orden normativo es imposible determinar si la acción que forma 
parte del pragma típico afecta un bien jurídico, esto es, si es o no 
lesiva a la luz del orden normativo.193 

 

Teniendo en cuenta lo anterior y lo que de ordinario sucede en aparatos or-
ganizados de poder – todo para no desconocer el bien jurídico, el sentido del 
tipo penal, o los contenidos de la conducta194 –, el aporte del político a la cau-
sa paramilitar cuando coloca la función pública a su servicio debe mirarse no 
tanto en la creación de disfunciones institucionales, sino en la medida que 
esa contribución incrementa el riesgo contra la seguridad pública al poten-
ciar la acción del grupo ilegal, como puede ocurrir cuando por la influencia 
de las autodefensas se generan condiciones materiales mediante la inversión 
estatal en lugares donde la acción del paramilitarismo es evidente.

192	 Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de única instan-
cia de 25 de noviembre de 2008, Radicación No. 26.942

193	 Eugenio Raúl Zafaroni, Alejandro Alagia y Alejandro Slokar, Derecho Penal, 
Parte General, Segunda Edición, Sociedad Anónima Editora, Comercial, Industrial 
y Financiera. 2002, página. 485

194	 Recuérdese que Welzel consideraba que las estructuras lógico objetivas consti-
tuían un límite al poder de configuración de legislador. En consecuencia, el legis-
lador no crea las conductas sino que las extrae de la vida social. Por lo tanto, desde 
ese mismo punto de vista, el juez no puede desconocer el sentido ni el contenido de 
las conductas.
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La distorsión de la función estatal, cuando eso sucede, es la prueba del 
acuerdo, así como en el concierto simple, los delitos ejecutados en función 
del acuerdo son la manifestación del consenso ilegal.  En el primer evento, 
si la desviación de la función estatal implica la consumación de un injusto, 
concursará con el concierto para delinquir agravado, así como los delitos 
comunes lo hacen con el delito de concierto para delinquir simple. 
 
En este sentido, la Corte también ha señalado que como consecuencia del 
acuerdo de voluntades para cometer delitos pueden surgir otros ilícitos, sin 
que por el hecho de que se sancione aquel convenio orientado a la realiza-
ción de otros tipos de injusto, el pacto para promover grupos armados al 
margen de la ley, signifique se prescinda de exigir un mínimo desvalor de 
peligro considerado ex ante, sobre todo frente al derecho penal patrio que 
funda la lesividad de la acción en la efectiva lesión o puesta en peligro del 
bien jurídico195.

195	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de 9 de diciembre de 
2009, radicación No. 28779.
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Extracto No. 81

Radicado 26584 – 03 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Dixon Ferney Tapasco Triviño, por el delito de concierto 

para delinquir agravado

Desde otro punto de vista, véase que la Sala al estudiar el contenido de la 
conducta y la manera como se manifiesta el concierto para delinquir agra-
vado con la finalidad de promover a grupos armados al margen de la ley, 
cuando el acuerdo nace de consensos entre congresistas y actores armados, 
ha expresado lo siguiente: 

“Teniendo en cuenta lo anterior y lo que de ordinario sucede en 
aparatos organizados de poder – todo para no desconocer el bien 
jurídico, el sentido del tipo penal, o los contenidos de la con-
ducta 196 –, el aporte del político a la causa paramilitar cuando 
coloca la función pública a su servicio debe mirarse no tanto en 
la creación de disfunciones institucionales – que, claro, le agre-
gan mayor gravedad al injusto -, sino en la medida que con esa 
contribución se incrementa el riesgo contra la seguridad pública 
al potenciar la acción del grupo ilegal, como puede ocurrir cuan-
do por la influencia de las autodefensas se crean condiciones 
materiales mediante inversión estatal en lugares donde la acción 
del paramilitarismo es evidente.

“En otras palabras: la distorsión de la función estatal, cuando 
eso sucede, es la prueba del acuerdo; así como en el concierto 
simple, los delitos ejecutados en función del acuerdo son la ma-
nifestación del consenso ilegal. En el primer evento, si la distor-
sión de la función estatal implica la consumación de un injusto, 
concursará con el concierto para delinquir agravado, así como 
los delitos comunes lo hacen con el delito de concierto para de-
linquir simple”. 

196	 Recuérdese que Welzel consideraba que las estructuras lógico objetivas constituían 
un límite al poder de configuración de legislador. En consecuencia, el legislador 
no crea las conductas sino que las extrae de la vida social. Por lo tanto, desde ese 
mismo punto de vista, que el juez no puede desconocer el sentido ni el contenido de 
las conductas.
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Extracto No. 82

Radicado 28779 – 9 de diciembre de 2009
Sentencia absolutoria a favor del ex representante a la cámara 

Pompilio de Jesús Avendaño Lopera

Si se asume, según lo dijo la Sala recientemente, que el tipo de injusto se 
define como “el conjunto de características que fundamentan la antijuridi-
cidad de una acción” 197, el análisis del contenido de la conducta no puede 
hacerse por fuera del bien jurídico de la seguridad pública, que es, según se 
ha dicho, una relación social dinámica que antes que la sola conservación 
del statuo quo, tal como se estilaba en el lenguaje del Estado demoliberal, 
pretende garantizar condiciones materiales mínimas para el ejercicio de los 
derechos humanos, pues, 

“El problema que toda cultura, sociedad o Estado debe resolver 
es trazar los límites, dentro de los cuáles el ser humano puede 
ejercer esa libertad. Esta delimitación de los márgenes, dentro 
de los cuales se permite el libre desarrollo de la personalidad 
y el ejercicio de la libertad por parte de los individuos, se lla-
ma ‘seguridad’. Esta no es más que la expectativa que podemos 
razonablemente tener de que no vamos a ser expuestos a peli-
gros o ataques en nuestros bienes jurídicos por parte de otras 
personas.’198

Teniendo en cuenta lo anterior y lo que de ordinario sucede en aparatos 
organizados de poder – todo para no desconocer el bien jurídico, el sentido 
del tipo penal, o los contenidos de la conducta 199 –, el aporte del político 
a la causa paramilitar cuando coloca la función pública a su servicio debe 
mirarse no tanto en la creación de disfunciones institucionales – que, claro, 
le agregan mayor gravedad al injusto-, sino en la medida que con esa con-
tribución se incrementa el riesgo contra la seguridad pública al potenciar la 

197	 Cfr, Corte Suprema de Justicia, sentencia del 1 de octubre de 2009, radicado 
29.110.

198	 Muñoz Conde, Francisco. El Nuevo derecho penal autoritario. En el derecho penal 
ante la globalización y el terrorismo. Tirant lo blanch, página 164.

199	 Recuérdese que Welzel consideraba que las estructuras lógico objetivas constituían 
un límite al poder de configuración de legislador. En consecuencia, el legislador 
no crea las conductas sino que las extrae de la vida social. Por lo tanto, desde ese 
mismo punto de vista, que el juez no puede desconocer el sentido ni el contenido de 
las conductas. 
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acción del grupo ilegal, como puede ocurrir cuando por la influencia de las 
autodefensas se generan condiciones materiales mediante inversión estatal 
en lugares donde la acción del paramilitarismo es evidente.
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1.2.2.	 La intervención penal se legitima por la protección de 
los bienes jurídicos

Extracto No. 83

Radicado 29110 – 1 de octubre de 2009
Sentencia absolutoria a favor del ex senador Luis Fernando 

Velasco Chaves

Segundo. El programa penal, el bien jurídico, la conducta como proceso de 
alteridad y de interferencia.

Después de veinte años de vigencia del Código Penal de 1980, en el año 
2000 se delineó una propuesta dogmática dirigida a precisar el contenido 
de las instituciones de acuerdo con la evolución de la ciencia penal del mo-
mento, y a definir los conceptos del derecho penal según los principios de 
un modelo de Estado en el cual el “control social mediante la protección 
de bienes jurídicos fundamentales constituye la razón de ser del derecho 
penal.” 200 

Desde ese punto de vista, de acuerdo con el programa penal de la Consti-
tución, el legislador del año 2000 formuló una propuesta según la cual la 
finalidad de un derecho penal orientado a sus consecuencias con énfasis en 
la protección de bienes jurídicos es la que mejor se articula con un modelo 
de Estado social y democrático, sin que ello implique desconocer elabora-
ciones del derecho penal funcional, en el cual el juicio de imputación se 
fundamenta en la “delimitación de ámbitos de competencia” y la pena en 
la “estabilización de expectativas sociales.” 201 

Claro que así como el Código Penal de 1980 permitía diversas aproxima-
ciones conceptuales – pese a que algún sector de la doctrina y aún de la 
judicatura pretendió afiliar la legislación a un esquema causal del tema 
penal –, el de ahora no cierra, y no puede hacerlo, la posibilidad a interpre-
taciones de variados acentos.

200	 Corte Constitucional, sentencia C 549 de 1994.
201	 Cfr., Corte Constitucional, sentencia SU 1184 de 2001, M.P. Eduardo Montealegre 

Lynnet.
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Alrededor de esa discusión existe algún grado de consenso en que por el 
grado de desarrollo de una cultura en torno al respeto a los derechos hu-
manos, la idea de protección de bienes jurídicos que subyace a la idea de 
intervención penal es la que mejor se aviene con una teoría liberal de la 
cuestión penal, sobre todo si se asume, como lo señala Roxin, que “la 
penalización de una conducta tiene que poseer una legitimación distinta 
de la que le otorga la mera voluntad del legislador.” Por eso, el referente 
material de las prohibiciones serán “realidades o fines que son necesarios 
para una vida social libre y segura que garantice los derechos humanos y 
fundamentales del individuo, o para el funcionamiento del sistema estatal 
erigido para la conservación de tal fin.” 202

La jurisprudencia constitucional participa de esas ideas, al considerar el 
bien jurídico como presupuesto de los tipos penales, demarcando el con-
tenido del injusto al indicar que en casos de amenazas remotas los tipos 
penales carecen de sentido por ausencia de riesgo contra un bien jurídico 
concreto, puesto que:

 “en los delitos de peligro debe considerarse la mayor o me-
nor cercanía de la conducta peligrosa al bien jurídico protegido. 
Cuando el peligro es remoto, el bien no se halla amenazado en 
forma concreta, y lo que en realidad se castiga es la mera des-
obediencia o violación formal de la ley con la realización de una 
acción inocua en sí misma… en última instancia, la potenciali-
dad dañina que encierra la conducta se juzga realizable a partir 
de consideraciones que involucran no al acto mismo sino a su 
autor.” 203 

En esa línea, en la exposición de motivos del proyecto de reforma al Códi-
go Penal de 1980, el Fiscal General de la Nación señaló que

“en la creación de la norma penal, no solo debe acogerse el prin-
cipio de legalidad, como tipicidad objetiva, sino que las conduc-
tas reputadas como punibles deben poseer relación directa con el 
bien jurídico tutelado.” 204

202	 Roxín Claus y otros, La teoría del bien jurídico. Marcial Pons, Barcelona, 2007, 
pag. 449. 

203	 Corte Constitucional, Sentencia C 430 de 1996. M.P. Carlos Gaviria Díaz.
204	 Fiscalía General de la Nación. Proyecto de ley por el cual se expide el Código Penal, 

1998, pág. 11. 
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Por esa razón, en términos de la Sala de Casación Penal,

 “el bien jurídico constituye la única instancia legitimante del po-
der punitivo en el Estado social de derecho, en el cual, además, la 
jurisdicción penal tiene como función esencial la protección de ta-
les intereses, de manera que el legislador no puede establecer como 
delitos conductas que no los afecten y, por su parte, los jueces tam-
poco están facultados para imponer sanciones si no se presentan 
como presupuestos legitimantes de la concreta actuación del poder 
punitivo estatal, el bien jurídico y la ofensa que en un evento deter-
minado lo lesione o ponga en peligro.” 205

Al lado de la criminalización primaria, la teoría del bien jurídico alcanza su 
mayor rendimiento en la fase de aplicación de normas penales y concreta-
mente al apreciar el principio de lesividad y la categoría de antijuridicidad 
material. Desde ese punto de vista, si se asume que el bien jurídico es una 
síntesis de relaciones sociales prejurídicas y dialécticas que se constituyen 
en presupuesto de legitimidad de la intervención penal, es posible señalar 
que sólo en donde existe alteridad o interferencia bien sea por lesión o ries-
go del bien jurídico se puede hablar de la posibilidad de que una conducta 
realice un tipo de injusto como fórmula que recoge “el conjunto de carac-
terísticas que fundamentan la antijuridicidad de una acción.” 206

Por esas razones que enseñan que el bien jurídico es producto de relacio-
nes históricas y políticas, es precisamente que la Sala ha considerado que 
las afectaciones al bien jurídico no se materializan en “en abstracto ni en 
el vacío sino en la praxis en situaciones de interrelaciones en las que se 
produzca un resultado de menoscabo o conato de lesión de los derechos o 
intereses de otro o de otros.” 207 De este modo, desde luego que en todos 
los casos, pero con más urgencia frente al examen de conductas descritas 
en tipos penales con una alta carga de ingredientes normativos que definen 
el contenido del injusto y el proceso de interferencia con el bien jurídico, 
es posible sostener que la conducta que se reputa de ilícita justifica la inter-
vención penal en la medida que con ella efectivamente se genere un riesgo 
concreto o lesione la relación social que el tipo penal protege.208

205	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación penal, sentencia del 18 de noviembre 
de 2008.

206	 Velásquez Velásquez, Fernando. Derecho penal, parte general, cuarta edición, 
Comlibros, pag. 553.

207	 Corte Suprema de Justicia, sentencia del 8 de julio de 2009, radicado 31.531.
208	 El artículo 11 del Código Penal de 2000, define la antijuridicidad como la efectiva 

lesión o puesta en riesgo de un bien jurídico concreto. 
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1.2.3.	 Concierto para delinquir. Bien jurídico tutelado: 
análisis de coacción como causal de exclusión de la 
culpabilidad. El juicio de exigibilidad no puede hacerse 
por fuera de las concretas condiciones históricas en las 
que la conducta se manifiesta

Extracto No. 84

Radicado 26942 – 25 de noviembre de 2008
Sentencia condenatoria en contra de los senadores Juan Manuel 
López Cabrales y Reginaldo Montes Álvarez por el delito de 

concierto para delinquir agravado

En ese orden, el concepto de seguridad pública al cual se afilia el tipo 
penal de concierto para delinquir no puede pretender la sola conservación 
del statuo quo, tal como se estilaba en el lenguaje del Estado demoliberal, 
sino garantizar las condiciones materiales mínimas para el ejercicio de los 
derechos humanos, entre otros el de libertad, pues como lo expresa Muñoz 
Conde,

 “El problema que toda cultura, sociedad o Estado debe resolver 
es trazar los límites, dentro de los cuáles el ser humano puede 
ejercer esa libertad. Esta delimitación de los márgenes, dentro de 
los cuales se permite el libre desarrollo de la personalidad y el 
ejercicio de la libertad por parte de los individuos, se llama ‘segu-
ridad’. Esta no es más que la expectativa que podemos razonable-
mente tener de que no vamos a ser expuestos a peligros o ataques 
en nuestros bienes jurídicos por parte de otras personas.” 209 

En segundo lugar, la consecuencia más importante de definir el contenido 
de los tipos penales a partir de un concepto vital de bien jurídico, es la de 
permitir diferenciar un delito de lo que no lo es, como corresponde al prin-
cipio de fragmentariedad del derecho penal. 

Por último, los contenidos materiales que fundamentan los tipos penales a 
partir del bien jurídico, permiten diferenciar los juicios jurídicos de los de 

209	 Muñoz Conde, Francisco. El Nuevo derecho penal autoritario. En El derecho penal 
ante la globalización y el terrorismo. Tirant lo blanch, página 164.
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opinión y de los meramente políticos, los cuales si bien pueden coincidir, 
presentan serias diferencias desde la epistemología en que se fundan.

Desde este punto de partida, el defensor del doctor Montes Alvarez y el 
Ministerio Público sostienen que algunos comportamientos de los implica-
dos se asemejan a un delito, aún cuando en verdad no lo son, como ocurre 
-según afirman-, con el hecho de haber asistido a una que otra reunión con 
destacados jefes del paramilitarismo por razones distintas a consensuar su 
promoción. 

De acuerdo con ello, hay que convenir en que el examen de la relevancia 
típica de la conducta no puede hacerse a partir del examen de episodios a 
los cuales se les confiere una autonomía que no permite captar su finalidad 
y su sentido. Es necesario, como se dijo en la resolución de acusación, 
“conjugar los distintos momentos que como expresión de la voluntad del 
acuerdo ilegal se revelan en el expediente y no cada episodio como estan-
co de la acción por fuera del contexto histórico en el cual la conducta se 
inscribe.” De no hacerlo, a lo sucedido el 23 de julio de 2001 en Santafé 
de Ralito o a otros episodios, como la reunión en el municipio de Canalete 
con “el Alemán”, o a los pactos burocráticos, se les puede conferir una 
connotación que no corresponde a lo que expresan desde el punto de vista 
valorativo.

Desde ese margen véase que algunos actos aparentemente neutrales ex-
plican otros que sí tienen relevancia típica y por eso algunos sucesos en 
principio inocuos terminan delineando el sentido de una conducta relevan-
te para el derecho penal. En ese sentido se debe convenir en que conver-
sar con un paramilitar no necesariamente significa desde el punto de vista 
penal que ese hecho configure un delito, pero ese acontecimiento unido a 
otros elementos de juicio sí puede interpretarse como un indicio de un acto 
ilegal. 

Precisamente eso es lo que ha querido significar la Corte al señalar en la 
resolución acusatoria que el “Pacto de Ralito” no puede analizarse por fue-
ra de otros acontecimientos que aparecen acreditados en el proceso y que 
conglobados le confieren sentido a la conducta, pues de no hacerlo se corre 
el riesgo de desgajar la acción para examinarla en estancos en perjuicio de 
su contenido y de la unidad valorativa que expresa.

Con ese propósito se analizará la conducta en el estadio histórico en que 
se manifiesta y se verificará si en esas condiciones, la certeza que exige el 
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artículo 232 de la Ley 600 de 2000 sobre la demostración de la existencia 
del hecho y la responsabilidad de los procesados se satisface. 

III.- El Pacto de Ralito

Primero. El entorno

Está demostrado, porque sin excepción todos los actores del conflicto lo 
aceptan, que el departamento de Córdoba fue uno de los epicentros de 
la confrontación entre grupos armados al margen de la ley. Es muy po-
sible que en un principio ese fenómeno obedeciera a la muy cuestionable 
pretensión de sustituir al Estado democrático para enfrentar un “estado 
guerrillero.”210 Sin embargo, la dinámica del conflicto demuestra que no 
fue así. Al contrario, en nombre de una concepción fundamentalista de ul-
tra derecha que no permitía la menor disidencia, luego de imponer “orden”, 
las autodefensas armadas decidieron incidir en lo político, en lo económico 
y en lo espiritual.

(…)

En ese contexto, cuyas manifestaciones de violencia no se pueden desco-
nocer, Salvatore Mancuso, alias “Santander Lozada” y otros líderes de las 
autodefensas, convocaron a dirigentes políticos del más elevado nivel, a 
otros con influencia regional, y a empresarios y ganaderos a la denomina-
da reunión de Ralito que se llevó a cabo el 23 de julio de 2001, sesión en 
la cual después que dos conferencistas extranjeros expusieron su visión 
acerca de los conflictos políticos en un mundo globalizado, se suscribió un 
acuerdo “confidencial y secreto” en el que la “refundación de la patria” y la 
pretensión de firmar un “nuevo pacto social” fueron los ejes temáticos del 
documento mencionado.

Segundo. La reunión, el acuerdo y sus implicaciones jurídicas

A la reunión de Santafé de Ralito y al documento suscrito se ha pretendido 
restarles importancia con el argumento de que allí no se habló de nada dis-
tinto a la posibilidad de avanzar hacia un proceso de paz y porque el texto 
no expresa nada diferente a una proclama afín con esa temática, tal cual 
ocurriera con ocasión del “acuerdo del Nudo del Paramillo”. Sin embargo, 
el tema de la paz es un “acto de gobierno” cuya dirección le corresponde 

210	 Cfr, Declaración de Salvatore Mancuso, 28 de febrero de 2007. 
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de manera “exclusiva” al Presidente de la República como responsable 
del orden público211, razón por la cual lo menos que se podía esperar ante 
la supuesta “bondad” de la propuesta era que el senador Montes Álvarez, 
miembro de la Comisión de Paz, hubiese informado de ello al Gobierno 
Nacional, y por supuesto también el doctor López Cabrales.

Sin embargo, no por haber escuchado a algunos expositores disertar sobre 
los conflictos internos en otras latitudes ni por las alusiones que se hacen 
al Preámbulo y a otros artículos de la Constitución Política, el documento 
de Santafé de Ralito puede tenerse como un documento que nada dice a 
la finalidad de promover a un grupo ilegal. Por el contrario, aparte del 
“elegante toque de filantropía” al que pareciera invitar por su referencia a 
cláusulas del ordenamiento superior, lo que allí se consigna es un acuerdo 
para “refundar la patria” entre quienes al representar la institucionalidad 
no tenían por qué comprometerse a hacerlo por fuera de una política de 
Estado, y grupos al margen de la ley interesados en que se reconocieran sus 
acciones violentas como actos políticos.

(…)

De manera que el pacto de Santafé de Ralito corresponde a un quehacer y 
a una estrategia de las autodefensas empecinadas en lograr acuerdos con la 
clase política para impulsar la expansión de sus acciones y de allí que los 
convidados no fueran ciudadanos del común sin posibilidades de agenciar 
en ese propósito, sino personas con capacidad para actuar ante instancias 
del orden nacional o con posibilidad de hacerlo – como de hecho lo hicie-
ron Eleonora Pineda, Rocío Arias y Miguel de la Espriella –, pero sobre 
todo con poder para influir en la vida de la región, propiciando de esa ma-
nera que el paramilitarismo hiciera posible su pretensión de incidir en las 
políticas públicas. 
	
Por lo tanto, “refundar la patria” o suscribir un nuevo “pacto social” no pue-
den ser por fuera de una política institucional los fundamentos de acuerdos 
con grupos al margen de la ley, pues si el grupo armado de por sí encarna 

211	 La ley 782 de 2002, dispuso en su artículo 4º lo siguiente:
	 El artículo 10 de la Ley 418 de 1997, prorrogada por la Ley 548 de 1999, quedará 

así: “La dirección de todo proceso de paz corresponde exclusivamente al Presidente 
de la República como responsable de la preservación del orden público en toda la 
Nación. Quienes a nombre del Gobierno participen en los diálogos y acuerdos de 
paz, lo harán de conformidad con las instrucciones que él les imparta.”
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un peligro para la seguridad pública, mayor será el riesgo si mediante su-
puestos consensos se propician espacios de acción para incidir ante la so-
ciedad ya no sólo militarmente, como ocurrió con la designación de candi-
datos únicos en los municipios de Valencia y Tierralta o con la “toma” de la 
Corporación del Valle del Sinú, o con la “intervención” de la Universidad 
de Córdoba212, o con el “Pacto de Ralito”, donde al consensuar la “suscrip-
ción de un nuevo pacto social” se generan riesgos contra la seguridad, que 
es precisamente lo que define como delito con menos detalle pero con igual 
precisión el aparte segundo del artículo 340 del Código Penal. 

Como se comprende, no se trata de una imputación ética, para lo cual bas-
taría decir con Kant que “a la auténtica política le es imposible dar un solo 
paso sin antes haber rendido homenaje a la moral”, 213 sino de una impu-
tación jurídica que se construye como todo proceso de alteridad, sobre la 
base del riesgo que generan las acciones de los grupos armados al margen 
de la ley contra el bien de la seguridad pública, entendido, según ya se in-
dicó, como el conjunto de condiciones materiales mínimas para garantizar 
el ejercicio de los derechos fundamentales. 

Tercero. La responsabilidad
	
Los doctores Montes Álvarez y López Cabrales, como de igual manera sus 
defensores, sostienen desde su particular punto de vista que a Santafé de Rali-
to acudieron por distintas razones: el uno por temor ante la probada capacidad 
de intimidación del grupo armado ilegal y el otro ante la urgencia de salvar su 
vida en inminente riesgo al haber sido declarado objetivo militar por parte de 
Salvatore Mancuso, uno de los máximos jefes de esa facción armada. 

Como se comprende, en las dos hipótesis subyace la idea de la coacción 
como causal de exclusión de la culpabilidad, razón por la cual hay que 
convenir, primero, en que la exculpante “supone la existencia de un riesgo, 
mal o peligro, la inminencia o actualidad del riesgo, la protección de un 
derecho propio o ajeno y la no evitabilidad del daño por otro procedimiento 
menos perjudicial”214, y en segundo lugar que el juicio de exigibilidad es 

212	 Así lo reconoció Salvatore Mancuso en su versión libre ante la Unidad de Justicia 
y Paz en la sesión del 15 de mayo de 2007 y ante la Corte Suprema de Justicia en 
audiencia pública el 26 de septiembre de 2008.

213	 Kant, Emmanuel, La Paz Perpetua.
214	 Velásquez Velásquez, Fernando, Derecho Penal General, tercera edición, Temis, 

pags., 563 y 564
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personal y social, pues se “es responsable en un contexto histórico concreto 
y en función de una gama de condiciones de diverso orden que inciden en 
el comportamiento individual.” 215

(…)

No desconoce la Sala que los ingredientes subjetivos del tipo penal per-
miten diferenciar una conducta que se asemeja a un delito de la que en 
verdad lo es, pero es evidente que la Sala ha interpretado la finalidad no 
sólo a partir del documento, sino también de un conjunto de situaciones 
que indican, como se analizará en seguida, que la asistencia a la reunión 
por parte del doctor Montes Álvarez y la suscripción del documento no 
sólo fue voluntaria, sino que con ella se generó un peligro para la seguri-
dad pública. 

(…)

Ahora, desde luego que en el documento de Santafé de Ralito no se dice 
que con él se pretende promover al grupo ilegal, pero se infiere de sus 
proclamas, pues “refundar la patria” implica aceptar, en las concretas con-
diciones de ilegalidad en que actuaban las autodefensas, que los pactos con 
los grupos ilegales por fuera de la institucionalidad eran una posibilidad 
válida. Por eso, como lo dijera Iván Roberto Duque, alias Ernesto Báez, 
“que las autodefensas piensen eso está bien, pero los otros no… Refundar 
será hacer un estado distinto, que hay que hacer otra cosa.”216 En fin, con-
sensuar con las autodefensas para refundar la patria, significa promover la 
acción del paramilitarismo por fuera de una política de Estado. 

Aparte de esos contenidos objetivos, la Sala ha dicho, como debe ser, que el 
juicio de exigibilidad no puede hacerse por fuera de las concretas condicio-
nes históricas en las que la conducta se manifiesta. En ese sentido, si bien 
la violencia en el departamento de Córdoba incidió en todos los órdenes de 
la vida social, incluida la política, ha de entenderse que esa circunstancia 
puede afectar la voluntad de las personas si en concreto le genera un riesgo 
contra un bien jurídico determinado, que la lleva a optar por una decisión 
que en circunstancias normales no habría contemplado, siempre y cuando 
no hubiera una mejor manera de solventarla.

215	 Idem, pag. 548,
216	 Declaración del 1 de marzo de 2007.
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No desconoce la Sala que es bien posible que los “invitados” sintieran 
temor porque el grupo ilegal había dado señales de que sus órdenes te-
nían que cumplirse en los términos que ellos decían;217 sin embargo, esa 
situación no puede llevar a que se acepte, como lo solicitan el Ministerio 
Público y la defensa del doctor Montes Álvarez, un estado de coacción 
general que permita reconocer la exculpante que se sugiere, la cual exige 
la inminencia de un riesgo concreto contra un bien jurídico, el que sólo 
es posible salvar mediante el sacrificio de otro, requisitos de los cuales la 
situación adolece.

Es más, el sacrificio del bien jurídico para salvar otro supone que no existe 
alternativa diferente a esa opción. Por supuesto no es el caso del doctor 
Montes Álvarez, pues aparte de que no fue compelido por la fuerza a asis-
tir, como lo ha reconocido, sino que intuyó que de no hacerlo podían sobre-
venir peligros en el futuro, su condición de Senador le permitía denunciar 
las presiones y solicitar la protección indispensable ante las autoridades 
de policía y militares centrales, si es que se desconfiaba de las locales, 
posibilidades todas que desde luego a veces no las tiene el común de los 
ciudadanos, pero sí los que representan los más altos niveles de la institu-
cionalidad en el país.
 
(…)

Por lo demás, la vigencia del acuerdo del “Pacto de Ralito” fue efímera, lo 
que no significa que no haya tenido la duración indispensable para cum-
plir el requisito de permanencia que requiere el delito de concierto para 
delinquir (artículo 340 inciso segundo del Código Penal), habida cuenta 
que la idea de persistir en sus ejes temáticos se frustró con ocasión de la 
declaratoria de la agrupación ilegal como organización terrorista, dando 
al traste con la decisión de avanzar hacia la refundación del Estado, como 
Salvatore Mancuso lo ha reconocido, permitiendo de esa manera que los 
compromisos venideros no se hubiesen realizado.

(…)

Al contrario, entonces, de lo que consideran el Ministerio Público y la de-
fensa, obran suficientes elementos de juicio para concluir con certeza que 
el senador Montes Álvarez llegó a un acuerdo voluntario para promover 

217	 Mancuso señaló que como Jede del “estado de facto” sus órdenes no se podían 
desobedecer.
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al grupo ilegal y que su conducta se adecua no solo objetiva, sino también 
subjetivamente, al tipo penal de concierto para delinquir agravado que des-
cribe el aparte segundo del artículo 340 del Código Penal.

(…)

Consciente el defensor de que el estado de necesidad exculpante tiene como 
ingrediente la inminencia del riesgo y la urgencia de afrontarlo, siempre 
bajo condición de no contar con opciones diferentes, sostiene que al doctor 
López Cabrales no le quedaba alternativa distinta a la de acudir a Ralito, 
no a suscribir ningún acuerdo, lo cual es coincidencia, sino a salvar su vida, 
pues de no hacerlo el riesgo de que la orden se materializara era evidente. 
Empero, sin minimizar la gravedad del hecho, la Corte indicará por qué el 
senador tenía opciones diferentes.

(…)

Por lo tanto, si no era indispensable conjurar la situación a su modo para 
solventar el riesgo - como en efecto lo hizo con la mediación de su tío y 
de los líderes de las autodefensas que consideraban un error estratégico 
ese tipo de actos -, era porque también podía optar por no concurrir a la 
siguiente reunión, pues para ese momento la orden de atentar en su contra, 
pese a que no habían quedado claras sus explicaciones, había cesado. Por 
lo demás, muestra de la libertad con que concurrieron los convidados es 
que otros, con igual perfil político, como Zulema Jattin y Julio Manzur no 
fueron218, sin que contra ellos se derivaran acciones funestas.

Ahora bien, como lo ha explicado la Sala, posiblemente el ciudadano del 
común que carece de poder no habría tenido en medio de esa situación 
opción diferente que la de someterse a un grupo armado que había dado 
muestras inequívocas acerca de la perentoriedad de sus “órdenes”. Sin em-
bargo, tratándose de senadores que representan al Estado la situación no 
se puede medir con el mismo rasero, y de allí que el juicio de exigibilidad 
corresponde a la situación concreta en que actuaron desde el plano social y 
personal los procesados.219 

(…)
			 

218	 Declaración de Salvatore Mancuso, audiencia pública del 26 de septiembre de 2008.
219	 Cfr, sentencia de la Sala de Casación Penal, radicado 20.929 del 13 de julio de 2005.
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En consecuencia, dadas las circunstancias analizadas, sin desconocer las 
concretas condiciones en que el senador actuó, la Sala llega a la convicción 
que lo hizo libremente y obró de acuerdo con esa situación.
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Extracto No. 85

Radicado 27195 – 19 de agosto de 2008
Sentencia condenatoria en contra de la representante a la cámara 
Karelly Patricia Lara Vence por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Tercero. Conviene señalar, en relación con la estructura de los tipos pena-
les en general, que los especiales elementos subjetivos del tipo suponen 
“un determinado propósito o intención, una motivación o impulso, que se 
suman al conocimiento y voluntad de realización del tipo [dolo]”220, como 
ocurre con el concierto para delinquir, que en la primera parte del artículo 
340 del Código Penal se estructura cualificando el acuerdo con la intención 
de cometer delitos, mientras que en la segunda con el propósito de promo-
ver grupos armados al margen de la ley, denotando la evidente distinción 
entre uno y otro injusto. 

De acuerdo con ello, si se mira la orden impartida por las autodefensas 
fuera del contexto en que se produce sería admisible la tesis del señor Pro-
curador, pero considerando la acción de las autodefensas y su interés por 
incidir en lo político, el proceso de adecuación típica no puede desligarse 
de la finalidad de promover a los grupos ilegales mediante acuerdos ilícitos 
entre el paramilitarismo y quien ostenta la autoridad pública o quien aspira 
a ejercerla. 

(…)

Pues bien, aún cuando no existe la suficiente claridad acerca de quiénes su-
girieron a las autodefensas convocar a la primera reunión de Monterrubio, 
la sola alusión a la asistencia forzada no puede ser una disculpa para quie-
nes encarnan la autoridad estatal, pues las cláusulas especiales de sujeción 
y las concretas circunstancias en que actúan, obligan a analizar la conducta 
en un nivel de exigibilidad diferente al de quienes no ostentan ninguna 
relación con la administración pública.

(…)

220	 Velásquez Velásquez, Fernando, Derecho penal, parte general, cuarta edición, 
Comlibros, 2009, página 630.
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Claro que Miguel Alejandro Barreto, un agente de menor jerarquía, sos-
tuvo que la doctora Karelly Lara Vence le comunicó que había recibido 
llamadas tendientes a lograr que asistiera a algunas reuniones con los pa-
ramilitares, lo que lo llevó a ofrecerle la seguridad necesaria.221 De modo 
que si no informó al comandante de Policía de Fundación o si lo hizo a 
mandos medios de la institución, en ambos casos es posible sostener que 
tenía la posibilidad de actuar de otra manera: es decir, de no acudir a una 
cita innecesaria que podía conjurar, bien informando al comandante de la 
institución, ya haciendo uso del mínimo esquema de seguridad que Miguel 
Alejandro Barreto le sugirió utilizar y que bien se podía ampliar para en-
frentar la embarazosa situación, de ella haberlo querido.

(…)

De modo que apreciadas las pruebas en conjunto, como una visión holís-
tica lo impone, se puede concluir con total certeza que la doctora Karelly 
Lara Vence se concertó con el Bloque Norte de las autodefensas en un 
escenario en donde, como ha quedado demostrado, esa fuerza ilegal había 
irrumpido militarmente y requería de espacios políticos para garantizar su 
expansión. De no ser así resultaría inexplicable la intervención a favor de 
su gestión pública, en sesiones en las que como se ha dicho, la doctora Lara 
Vence no solo asistió voluntariamente, pudiendo no hacerlo, y frente a las 
cuales guardó silencio, como evidente señal de la clandestinidad de actos 
que bien pudo dar a conocer a la fuerza pública. 

Se trata, pues, de hechos probados que denotan no una omisión de de-
nuncia, sino un conjunto de actos indicativos de un acuerdo tendiente a 
garantizar la promoción del grupo ilegal, al participar bilateralmente en el 
tránsito de acciones exclusivamente militares del grupo ilegal hacia otras 
formas más sutiles de violencia en donde lo público termina al servicio de 
sus objetivos ilícitos. 

221	 “Se presentó una situación muy particular con la alcaldesa. Cuando llegué acá 
no tenía seguridad, le sugerí que de pronto porque no aceptaba que se le hiciera 
un esquema. Ella dijo que de pronto no estaba amenazada, que si lo consideraba 
después. Luego como al mes nos llamó al capitán Leal, porque le habían hecho 
una llamada, la había citado a cierto lugar de la Sierra, que le decían que tenía que 
asistir, que tenían que tratar intereses de acá del municipio, que si no asistía se 
atuviera a las consecuencias. Se le dieron algunas recomendaciones de seguridad 
y se le colocó un patrullero de escolta, eso fue como a los meses de agosto o sep-
tiembre…” minuto 9:53
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Extracto No. 86

Radicado 27941 – 14 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Gonzalo García Angarita por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Como se comprende, en esta hipótesis subyace la idea de la coacción como 
causal de exclusión de la responsabilidad, razón por la cual hay que conve-
nir, primero, en que la exculpante “supone la existencia de un riesgo, mal o 
peligro, la inminencia o actualidad del riesgo, la protección de un derecho 
propio o ajeno y la no evitabilidad del daño por otro procedimiento menos 
perjudicial”222, y en segundo lugar que el juicio de exigibilidad es personal 
y social, pues se “es responsable en un contexto histórico concreto y en 
función de una gama de condiciones de diverso orden que inciden en el 
comportamiento individual” 223

	
Sin desconocer la concreta influencia de los grupos armados al margen de 
la ley en el departamento del Tolima, en los municipios de San Luis y Valle 
de San Juan, la situación del doctor GONZALO GARCÍA ANGARITA 
debe analizarse a partir de una interpretación dogmática.

La asistencia a la reunión por parte del sindicado GARCÍA ANGARITA no 
sólo fue voluntaria, sino que con ella se generó un peligro para la seguridad 
pública. 

Aparte de esos contenidos objetivos, la Sala ha dicho, como debe ser, 
que el juicio de exigibilidad224 no puede hacerse por fuera de las con-
cretas condiciones históricas en las que la conducta se manifiesta. En 
ese sentido, si bien la violencia en el departamento del Tolima incidió 
en todos los órdenes de la vida social, incluida la política, ha de enten-
derse que esa circunstancia puede afectar la voluntad de las personas 
si en concreto le genera un riesgo contra un bien jurídico determinado, 
que la lleva a optar por una decisión que en circunstancias normales no 

222	 Velásquez Velásquez, Fernando, Derecho Penal General, tercera edición, Temis, 
pags., 563 y 564.

223	 Idem, pag. 548.
224	 Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia 25 de noviembre 

de 2008. rad: 26.942.
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habría contemplado, siempre y cuando no hubiera una mejor manera 
de solventarla.

No desconoce la Sala que es bien posible que los alcaldes de los municipios 
de esa zona del departamento sintieran temor porque el grupo ilegal había 
dado señales de que sus órdenes tenían que cumplirse en los términos que 
ellos decían; sin embargo, esa situación no puede llevar a que se acepte, 
como lo solicitan el Fiscal Delegado, el Ministerio Público y la defensa del 
doctor GARCÍA ANGARITA, un estado de coacción general que permita 
reconocer la exculpante que se sugiere, la cual exige la inminencia de un 
riesgo concreto contra un bien jurídico, el que sólo es posible salvar me-
diante el sacrificio de otro, requisitos de los cuales la situación adolece.

Es más, el sacrificio del bien jurídico para salvar otro supone que no existe 
alternativa diferente a esa opción. El doctor GARCÍA ANGARITA intuyó 
que de no acudir al llamado del comandante podían sobrevenir peligros 
en el futuro, su condición de Alcalde le permitía denunciar las presiones y 
solicitar la protección indispensable ante las autoridades de policía y mi-
litares, pero sólo se limitó a poner en conocimiento del Gobernador los 
hechos como la Masacre del Neme, pero no existe denuncia o información 
concreta acerca del “secuestro” del que fue víctima en la vereda Luisa Gar-
cía; por el contrario, el testimonio de los habitantes lleva a concluir, como 
ya se expuso, que la connivencia con los miembros del Bloque Tolima era 
el normal vivir de los habitantes y quienes allí laboraban, como al parecer 
se desprende de las declaraciones de los contratistas quienes nunca perci-
bieron situaciones anormales, ni vieron paramilitares, ni nunca hicieron 
aportes, ni jamás les fue solicitado dinero o cuotas para el sostenimiento de 
las Autodefensas Unidas de Colombia. 
	
(…)

 Los elementos de juicio indicados, demuestran que el doctor GONZALO 
GARCÍA ANGARITA concurrió libremente a las reuniones que se llevaron 
a cabo con los miembros del Bloque Tolima, en las que se comprometió a 
hacer aportes, los que efectivamente hizo, regalos, fondos con los cuales 
las autodefensas buscaban afianzarse en la región y lograr su expansión.

(…)

Al contrario, entonces, de lo que consideran los sujetos procesales, obran su-
ficientes elementos de juicio para concluir con certeza que el ex congresista 
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GONZALO GARCÍA ANGARITA llegó a un acuerdo voluntario para pro-
mover al grupo ilegal y que su conducta se adecua no solo objetiva, sino 
también subjetivamente, al tipo penal de concierto para delinquir agravado 
que describe el aparte segundo del artículo 340 del Código Penal.
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1.2.4.	 Concierto para delinquir. Tipo penal pluriofensivo y 
que atenta gravemente contra la democracia como 
pilar fundamental del Estado social de derecho

Extracto No. 87

Radicado 34653 – 27 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Rubén Darío 

Quintero por el delito de concierto para delinquir agravado

Conforme a la Jurisprudencia reiterada de la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia, es claro que el tipo penal de concierto para 
delinquir es de aquellos considerados como “pluriofensivos”, toda vez que 
el acuerdo criminal con la finalidad de cometer de forma permanente en 
el tiempo una serie indeterminada de delitos, llevará a la inexorable vul-
neración de dos o más bienes jurídicos, incluso, varias veces el mismo o 
varios bienes jurídicos. Es por lo anterior que, la Sala no ha circunscrito, 
ni limitado, su estudio como un tipo penal que atente de forma exclusiva 
el bien jurídico de la seguridad pública, máxime si se tiene en cuenta que 
cuando se habla de este bien jurídico tutelado dentro de la parte especial 
del Código Penal colombiano, se hace referencia a que las conductas de-
lictivas por las cuales el mismo se puede ver vulnerado son atentatorias de 
una potencialidad de derechos de la sociedad; es decir, de los integrantes 
del Estado social de derecho.

Así, entonces, este tipo penal -concierto para delinquir- no protege la tras-
gresión de un solo bien jurídico, aún más, si se tienen en cuenta las circuns-
tancias específicas de agravación punitiva, en donde se enlistan una serie 
de conductas que pueden atentar de forma específica contra determinados 
bienes jurídicos, como es el caso de la vida e integridad personal, el patri-
monio económico, la salud pública, la administración pública, los mecanis-
mos de participación democrática, entre otros.

En este orden de ideas, debe resaltarse que cuando el concierto se lleva a 
cabo con la finalidad de “organizar, promover, armar o financiar grupos 
armados al margen de la ley” y cuya contraprestación conlleva implícita 
o explícitamente el convenio de apoyo mutuo mediante el cual se atentará 
contra la libertad de las personas de determinada región o sector social a 
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participar y efectivizar su derecho a la democracia, es latente que dicho 
concierto es mucho más reprochable.

Así, se hace necesario conocer el criterio constitucional del derecho a la 
democracia como pilar fundamental de un Estado social de derecho, para 
poder entender que a través de la conformación de organizaciones y con-
venios criminales con la finalidad de vulnerar dicho derecho, se atenta no 
solamente contra la seguridad pública, sino contra la seguridad de todo el 
Estado, lo que conlleva palmariamente al derrumbamiento de los cimientos 
de la Constitución, de las leyes, de las instituciones y al total desconoci-
miento de los derechos de los integrantes de la sociedad.

En desarrollo de lo anterior, la Corte Constitucional, como institución 
máxima de interpretación de la Carta Política en estrecha relación con los 
Tratados Internacionales y los compromisos del Estado colombiano ad-
quiridos a nivel internacional ante organizaciones de carácter regional y 
mundial, públicas y privadas, ha definido que la democracia es un valor 
supremo que debe ostentar especial protección, por lo que ha definido los 
siguientes criterios:

“Entendida la democracia, desde el punto de vista formal, como 
"un gobierno en el cual los destinatarios de las normas son los 
mismos que las producen, pues las decisiones colectivas son to-
madas por los propios miembros de la comunidad", ha de acep-
tarse que la participación de los ciudadanos en la toma de esas 
decisiones es elemento fundamental, sin el cual no puede conce-
birse la existencia de dicho sistema. 

En armonía con esa idea, los artículos 1o. y 2o. de la Constitu-
ción, erigen la participación como principio fundante del Estado 
y fin esencial del mismo, "lo cual implica para sus autoridades 
el deber de facilitarla y promoverla en las distintas esferas de la 
vida y el de fomentar la participación ciudadana en los procesos 
de toma de decisiones que conciernen al destino colectivo".

Para hacer realidad el principio de participación democrática, la 
Constitución prevé algunos instrumentos para lograrlo que "se 
extienden a todos los ámbitos de la vida individual, familiar, so-
cial y comunitaria".

En lo que se refiere a la conformación, ejercicio y control del 
poder político, la Constitución otorga al ciudadano la facultad 
de elegir a sus representantes, para ejercer de esa manera su 
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soberanía de manera indirecta; pero además prevé otros meca-
nismos de participación directa, como los plebiscitos, referen-
dos, consultas populares y la revocatoria del mandato. En todos 
estos casos la voluntad de los ciudadanos se manifiesta a través 
del voto.

Si el sufragio es medio esencial para la participación del ciuda-
dano en el ejercicio del poder político, es deber del Estado "faci-
litar la participación de todos en las decisiones que los afectan" 
(art. 2 C.P.) e implementar los "mecanismos de votación que 
otorguen más y mejores garantías para el libre ejercicio de ese 
derecho a los ciudadanos" (art. 258 C.P.)”225. (Subrayas fuera de 
texto).

En este entendido, es inadmisible que grupos armados al margen de la ley 
se estén concertando con altos dignatarios políticos, legisladores, etc., con 
la finalidad de obtener un provecho indebido de los sufragantes al coaccio-
nárseles de indeterminadas maneras y así perpetuarse en sus cargos como 
funcionarios del Estado, a cambio de su promoción dentro de la sociedad 
con una apariencia de legalidad de sus actuaciones y, mucho más repro-
chable, que dichos funcionarios -en algunos casos elegidos popularmente 
mediante el sufragio- brinden su anuencia para tal fin e, incluso, sean los 
principales promotores de tales circunstancias. 

A más de lo anteriormente expuesto, la Corte Constitucional ha identifica-
do que:

“A partir de la expedición de la nueva Carta Política de 1991, 
se operó un giro radical dentro del sistema constitucional del 
Estado colombiano, con el fortalecimiento de la democracia 
participativa y el señalamiento de nuevos mecanismos de parti-
cipación. La imperiosa necesidad de la intervención ciudadana 
en la toma directa de las decisiones que a todos atañen y afectan, 
así como en el control permanente sobre su ejecución y cumpli-
miento determinó una extensión e incremento de los espacios 
de participación de la comunidad, así como de procedimientos 
que garanticen efectivamente su realización. Lo anterior impuso 
un rediseño de la participación del ciudadano, tradicionalmente 
restringida al proceso electoral, para incluir esferas relacionadas 
con la vida personal, familiar, económica y social de los indivi-
duos en cuanto identificados como verdaderos sujetos sociales.

225	 Corte Constitucional. Sentencia C- 337 de 1997.
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El retorno de la soberanía al pueblo colombiano como deposita-
rio del poder supremo, defirió en su voluntad la existencia, orga-
nización y el destino de las instituciones políticas del Estado. De 
tal manera que, la intervención ciudadana se entiende aplicada 
hacia la conformación, ejercicio y control del poder político, 
como un derecho político de estirpe constitucional (C.P., art. 40) 
esencial para el desarrollo de la organización política y social y 
a la vez inherente al desarrollo humano.

(…)

Ahora bien, la injerencia del pueblo en el proceso de toma de 
decisiones acordes con sus necesidades vitales se hace aún más 
efectiva, a través de las instituciones y mecanismos propios de 
las democracias de participación o semi-directas incorporados 
en la nueva Constitución. Como consecuencia del reconoci-
miento de los derechos políticos reconocidos a los ciudadanos, 
éstos cuentan con la posibilidad de tomar parte en elecciones, 
plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de 
participación democrática, así como a tener iniciativa legislati-
va en las corporaciones públicas. El desarrollo legal alcanzado 
por dichos mecanismos de participación ciudadana, objeto ya 
de pronunciamiento constitucional, garantizan precisamente esa 
efectividad.

De esta manera se afianza el camino para que los ciudadanos 
ejerciten el derecho y atiendan el deber ciudadano de participar 
en el plano político, lo que para esta Corporación presenta los 
siguientes objetivos: 

“a) realizar el ideal del estado democrático de derecho, de per-
mitir el acceso de todo ciudadano a los procesos de toma de de-
cisiones políticas; b) permitir el ejercicio de un control político, 
moral y jurídico de los electores por parte de los elegidos, sin 
intermediarios, con lo que se sanciona eficazmente la corrup-
ción administrativa y el uso del poder en interés particular; c) 
hacer posible la construcción de un sistema político abierto y 
libre, donde el ciudadano tenga canales efectivos de expresión, 
que no excedan los límites de lo razonable y, d) propender por 
la solución de conflictos entre los órganos del poder público, 
acudiendo a la instancia política del electorado.”.

En consecuencia, se puede decir que las ciudadanas y los ciu-
dadanos colombianos cuentan con el bien preciado de una de-
mocracia participativa que irradia múltiples ámbitos de la vida 
nacional, en lo que atañe, entre otros asuntos, al poder público y 
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social, a la organización electoral, al ejercicio de la función ad-
ministrativa, a la prestación de los servicios públicos, a la admi-
nistración de justicia, a la definición de las materias económicas, 
presupuestales y de planeación, así como al ejercicio del control 
fiscal.”226 (Subrayas fuera de texto).

Así, resulta claro que la supremacía que la actual Carta Política y la inter-
pretación que de la misma hace la Corte Constitucional respecto del dere-
cho a la democracia y de los principios relacionados con esta, que se erigen 
como eje fundante del Estado social de derecho, alcance valores tan altos 
que la coacción, limitación o privación del ejercicio del mismo atenta con-
tra las bases de la organización estatal actualmente operante en Colombia. 
He aquí la razón por la cual, cuando una serie de personas se reúnen con la 
finalidad de cometer delitos de forma indiscriminada, dentro de los cuales 
se va a ver afectado el derecho a la democracia de los ciudadanos, se hace 
tan reprochable en materia penal, conducta merecedora de un severo casti-
go como ataque directo contra la corrupción de las Instituciones, máxime 
si la conducta es realizada por un funcionario del Estado.227 

226	 Corte Constitucional. Sentencia C- 643 de 2000.
227	 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-1110 de 2000; Sentencia SU-1122 de 2001; 

Sentencia C-179 de 2002; El criterio anteriormente expuesto ha sido reiterado por 
la Sentencia C-008 de 2003, así como en la Sentencia C-644 de 2004; Sentencia 
C-008 de 2003; Sentencia C-644 de 2004; Sentencia C-1040 de 2005; Sentencia 
C-355 de 2006; Sentencia C-230A de 2008.
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1.2.5.	 El concierto es un delito de ejecución permanente: se 
configura aún después de ser elegido como congresista 
y hasta el cumplimiento de los “pactos”. No es 
necesaria la presencia física para conocer y participar 
en la asociación ilícita

Extracto No. 88

Radicado 26585 – 17 de agosto de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Humberto de 
Jesús Builes Correa por el delito de concierto para delinquir 

agravado

140. Entonces la Corte se plantea el siguiente problema jurídico: ¿el doc-
tor HUMBERTO DE JESÚS BUILES CORREA sabía que el movimiento 
“Por una Urabá Grande Unida y en Paz” era influido y controlado por gru-
pos paramilitares y pese a ello hizo alianza política con él frente a los co-
micios al Congreso de la República del año 2002?. La defensa y el acusado 
respondieron con un categórico “no”, exponiendo su “absoluta inocencia”; 
el vocero dijo que no está probado y que “mínimo existe en el proceso una 
gran duda razonable” imposible de despejar; la Procuraduría, con argu-
mentos similares que replican “debilidad en la prueba”, arribó a la misma 
conclusión. Todos asestaron con la más ácida crítica contra el testimonio 
del señor FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán), que la Fiscalía adop-
tó como pilar de la acusación y la Sala reivindica como creíble, según lo 
expuesto en la dimensión de esta sentencia.  

 141. Para resolver este problema, la Sala empezará por recordar cómo 
fue que el nombre del ex senador HUMBERTO DE JESÚS BUILES 
CORREA apareció con mácula dentro del presente caso, en que desde 
albores quedó en entredicho la legitimidad de las elecciones al Con-
greso de la República que tuvieron lugar en la subregión del Urabá 
Antioqueño en el año 2002, ensombrecidas por la influencia paramilitar 
a través del movimiento político “Por una Urabá Grande Unida y en 
Paz”. Eso porque a tales orígenes la defensa y el vocero atribuyeron la 
imputación delictiva, sobre la base de que surgió de una “equivocada 
estrategia defensiva” del ex senador RUBÉN DARÍO QUINTERO, an-
tes que de la realidad. 
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(…)

151. La defensa y la Procuraduría sitúan al acusado BUILES CORREA 
en imposibilidad de cometer el delito imputado, particularmente respecto 
de su componente cognoscitivo, basado en una negación de tipo formal 
según la cual por el tiempo de los hechos juzgados estaba “exiliado” en 
Honduras, para colegir que la conducta fue un imposible material objeti-
vo. Pero pasaron por alto dos cosas: una, que el hecho indicador no es del 
todo cierto, y dos, que aún si lo fuera, por sí mismo no conlleva de modo 
apodíctico la citada inferencia lógica. No es verdad que durante “todo el 
suceso”, es decir, mientras hubo la alianza político-paramilitar, el acusado 
permaneció en el exterior, y tampoco es cierto como regla de experiencia, 
que para unirse en voluntades frente a una causa común se necesita de 
modo imprescindible estar ahí de cuerpo presente; menos para enterarse 
de algo.  

152. Por lo primero, se sabe que la alianza entre los grupos políticos “Por 
Una Urabá Grande Unida y en Paz”, bajo égida de FREDY RENDÓN HE-
RRERA (a. Alemán), y “La Nueva Forma de Hacer Política” representada 
por RUBÉN DARÍO QUINTERO VILLADA, se gestó meses antes de las 
elecciones al Congreso de la República que tuvieron lugar el 10 de marzo 
de 2002228. Según el testigo CÉSAR AUGUSTO ANDRADE ese pacto se 
selló en el mes de enero de dicho año, cuando el partido Cambio Radical 
a través de QUINTERO VILLADA avaló la candidatura a la Cámara de 
Representantes de DARÍO ÁVILA PERALTA229. 

153. Para el efecto es preciso aclarar, que el concierto de que se trata es 
una acción dada en múltiples actos y permanente configuración, que no se 
agotó con el “sello” del acuerdo entre una facción política tradicional y una 
paramilitar, sino que se mantuvo en el tiempo hasta el momento en que ese 
pacto se disolvió o se desnaturalizó, de modo que en esa “empresa” incu-
rrieron no sólo los “socios fundadores”, sino cualquier persona que durante 
su vigencia se hubiera incorporado en ella. Por eso es equivocado decir que 
como el doctor HUMBERTO DE JESÚS BUILES CORREA permaneció 
durante algún tiempo fuera del país no pudo concertarse con paramilitares, 
sabido que esa alianza se extendió hasta mucho después de los comicios 

228	 Así se registra en el formulario E-6, que contiene el acta de solicitud de inscripción 
y constancia de aceptación de la lista de candidatos (Fl. 187 c.o. No. 4)

229	 El oficio que reconoció aval por el partido Cambio Radical a DARÍO ÁVILA PE-
RALTA esta fechado 28 de enero de 2002 (Fl. 39 c.o. No. 11). 



331

de 2002, cuando hubo de cumplirse sus condiciones; UTLs, alternancia de 
curul, etc., si no llegó a renovarse. 

154. En esas condiciones, es irrelevante el decir de la defensa en el sentido 
que cuando el doctor BUILES CORREA llegó al país e inscribió su candi-
datura al Senado “ya todo estaba consolidado”, porque es que la coalición 
político-paramilitar no solamente se estructuró sobre el instante en que el 
partido Cambio Radical concedió aval a los candidatos del movimiento 
“Por una Urabá Grande Unida y en Paz”, para que inscribieran su aspira-
ción política en la Registraduría Nacional del Estado Civil, sino que se pro-
longó incluso después de las elecciones cuando se cumplieron los “pactos” 
y hasta que se finiquitaron, de suerte que desde el instante en que se adhirió 
a esa empresa electoral se erigió en parte de ella con todo y el connotado 
paramilitar que tuvo de trasfondo. 
 
155. Según el registro de entradas y salidas del país correspondiente al ex 
senador HUMBERTO DE JESÚS BUILES CORREA, él emigró el 14 de 
octubre de 2001 e inmigró el 31 de enero de 2002; volvió a salir el 15 de 
febrero de 2002 y regresó el 15 de mayo del mismo año230. Eso significa 
que permaneció en Colombia en época preelectoral, entre el 31 de enero 
y el 15 de febrero de 2002, cuando estuvo en su mayor vigor el acuerdo 
político-paramilitar pro elecciones al Congreso de la República. Fueron 
dos semanas en correrías proselitistas por Urabá, tal como lo declaró cuan-
do fue testigo y repitió en su primera indagatoria. La gente del Urabá lo vio 
y compartió con él. 

(…)

157. Está demostrado que si bien es cierto que el doctor HUMBERTO DE 
JESÚS BUILES CORREA residía en Honduras, es igualmente verídico 
que no abandonó su vida de relación en Colombia y el Urabá, porque si-
guió controlando sus empresas, algunas de ellas asentadas en esa región, a 
través de viajes frecuentes y el ejercicio comunicativo propio de la época. 
El testigo GUILLERMO GÓMEZ MESA declaró que para el año 2002 tra-
bajó para el doctor BUILES CORREA administrando varias de sus fincas 
y empresas, en Urabá y Sopetrán-Antioquia, con asiento principal en Me-
dellín; manejaba sus dineros, cobraba, pagaba, tenía firma en sus cuentas 
bancarias, y recuerda que de parte de su empleador entregó un carro para la 
campaña, así como dinero en efectivo. 

230	  Fl. 172 c. o. No. 4
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158. De igual modo declaró la señora SOL BEATRÍZ OROZCO VÉLEZ, 
quien entre los años 2000 y 2004 trabajó para el doctor HUMBERTO DE 
JESÚS BUILES CORREA, manejando “la parte contable” de varias de sus 
empresas en Antioquia. Ella dijo que por su encargo fueron girados che-
ques a RUBÉN DARÍO QUINTERO VILLADA para la campaña política 
de 2002, sin recordar sus cuantías. También adujo que hubo otras colabora-
ciones a la campaña, como por ejemplo, que “en un diciembre” compraron 
juguetes para la campaña, para regalarlos a los niños pobres231. 

159. De esa realidad documentada se saca que así como el doctor HUM-
BERTO DE JESÚS BUILES CORREA pudo ejercer actividades empresa-
riales a pesar que había fijado su residencia en el exterior, también logró 
hacer acuerdos y participar en la campaña al Congreso apoyando la lista 
que secundaba después de RUBÉN DARÍO QUIENTERO VILLADA, en 
cuyo contexto sucedió la acción atribuida, sin que aquel hecho pueda te-
nerse como un imposible objetivo de su consciente participación en ésta. 
Nótese por ejemplo que según registros del DAS, él emigró el 14 de octu-
bre de 2001 e inmigró el 31 de enero de 2002, luego en diciembre de 2001 
no estaría en el país; y sin embargo compraron juguetes para la campaña, 
como lo dijo SOL BEATRÍZ OROZCO quien trabajó con él entre 2000 
y 2004, es decir para las únicas elecciones en las que durante ese tiempo 
aquél fue candidato, ya que la siguiente fue hasta 2006.  

(…)

 173. En la audiencia pública se llegó a esbozar que esa votación se explica 
en la acogida histórica que esos nombres tendrían por elecciones prece-
dentes, y sobre todo por las obras dejadas en la región, siendo prescindible 
su presencia en la zona; pero las cosas no fueron así. Se dijo y se repitió 
precedentemente, con la voz de varios testigos que vivieron esos momen-
tos históricos, que grupos paramilitares liderados por alias el “Alemán”, a 
través del movimiento político “Por una Urabá Grande Unida y en Paz”, 
influyeron determinantemente esas elecciones, favoreciendo la citada lista 
encabezada por RUBÉN DARÍO QUINTERO y secundada por HUMBER-
TO BUILES, sin que ese caudal electoral pueda explicarse de otra manera. 
Y se pregunta la Corte, ¿cómo fue que este último no se enteró? 

174. Aseguraron el acusado, el vocero y la defensa, que el doctor HUM-
BERTO DE JESÚS BUILES CORREA, en tanto durante la campaña 

231	 Récord 9:40
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política estuvo “exiliado” en Honduras y apenas por unos días asistió al 
Urabá escoltado por la policía, pasó inadvertido frente a la realidad del 
apoyo paramilitar a su aspiración política al Senado de la República; que 
no supo que el movimiento político “Por una Urabá Grande Unida y en 
Paz”, con el que su lista de aspirantes al Senado había hecho coalición, 
dentro del cual hizo correrías políticas durante algunos días, era del seno 
de esa organización armada y estaba controlado por el “Alemán”. Pero la 
Corte encuentra que las cosas no fueron así; tan abrumadora realidad no 
sucedió a sus espaldas. 

175. El doctor HUMBERTO BUILES estuvo al tanto del hecho que el 
movimiento político “Por una Urabá Grande Unida y en Paz” estaba bajo 
control y mando del señor FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán), 
siendo intestino de grupos de autodefensas. Y a pesar de eso, con toda de-
terminación se integró a su causa política durante la campaña electoral al 
Congreso de la República del periodo legislativo 2002-2006. A través de 
esa alianza logró una curul en el Senado de la República como sucesor del 
doctor RUBÉN DARÍO QUINTERO VILLADA, cuando este renunció a 
ella tres meses después de conseguida para aspirar a la gobernación del 
departamento de Antioquia.  

 176. Así lo informó el señor FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán) 
y la Sala le cree. Siendo comandante del Bloque “Élmer Cárdenas” de las 
autodefensas asentado en Urabá, cuestionado durante la audiencia pública 
acerca de si el doctor HUMBERTO DE JESÚS BUILES CORREA sabía, o 
“estaba suficientemente enterado” que él lideraba el proyecto político “Por 
una Urabá Grande Unida y en Paz”, respondió con un categórico “claro que 
sí”, y que “no solamente el señor BUILES sino también el señor RUBÉN 
DARÍO QUINTERO, porque primero conocí a QUINTERO y posterior lo 
conocí a él”, agregando que “quien tenga interés en la región de Urabá, o 
haya tenido interés en la región de Urabá, si es un líder político y de una 
u otra forma tiene amigos allí, sabía quién era el señor Alemán en ese mo-
mento en esa región, yo estuve durante diez años allí”232. 

(…)

180. Pero además porque de las costumbres políticas se sigue, según reglas 
de experiencia común, que si alguien, y más un grupo de paramilitares 
en ejercicio de “jurisdicción”, se vuelca en apoyo electoral en favor de 

232	  Récord 12:00
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un movimiento político o un candidato, convocando con el poder de sus 
ejércitos masas de electores, amenazándolos, presionándolos, etc., eso no 
lo hace por simple admiración, bondad, para ocupar el tiempo o a cambio 
de nada, sino pretendiendo sacar sus propios réditos; y para que eso tenga 
efecto, se esfuerza y asegura de que los potenciales elegidos lo sepan, por-
que de lo contrario todo ese “trabajo político” de antemano estaría echado a 
perder; de ahí las alianzas, coaliciones o acuerdos político-paramilitares. 

181. Razón demás para dejar de creer en las primeras versiones del “Ale-
mán”, donde dejó al margen de los hechos a los “políticos”, tanto como 
a los miembros de la fuerza pública, contra lo que dijeron varios testigos 
que vivieron la influencia paramilitar en la gesta de 2002 en lugares como 
Arboletes-Antioquia, aunados los motivos que él expuso para cambiar tan 
radicalmente la estructura de su versión, teniendo por ciertas sus últimas 
declaraciones, incluida la vertida durante la audiencia pública cuando a 
cada cual y de manera coherente, adscribió un rol que completa la historia, 
y de contera restar mérito a las primeras. Esa toma de la política por los 
paramilitares, no pudo pasar sin la participación de los políticos; al menos 
de algunos. 

182. El mismo señor BUILES CORREA desde cuando declaró como tes-
tigo aceptó que se reunió con FREDY RENDÓN HERRERA (a. Alemán), 
“una o dos veces”, negando haber tratado temas políticos, lo que significa 
que no fue ajeno ni lejano a la toma del Urabá por los grupos paramilitares, 
que de modo determinante fue conocida por todos los estamentos públicos 
y privados de esa comunidad. Según el testigo la mayor parte de los recur-
sos con los cuales se financió el proyecto político “los sacó” las autodefen-
sas, de “contribuciones voluntarias y no voluntarias que nos hacían todas 
aquellas personas que desarrollaban actividades lícitas o ilícitas en esa re-
gión, llámese madereros, bananeros, plataneros, finqueros, comerciantes, 
transportadores, narcotraficantes, contrabandistas, todos tenían que pagar 
una contribución porque teníamos un ejército luchando por este país y por 
esa región”233.

233	 Récord 04:50
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Extracto No. 89

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Ahora bien, no obstante estar probado, como se dijo antes, que sí hicieron 
presencia en el lugar, tanto Rangel Sosa como López Cossio, aún así, y 
solo en gracia de discusión, si se aceptara la tesis de la defensa consistente 
en que su cliente no estuvo en dicho multitudinario evento, la Sala se plan-
tearía el siguiente problema jurídico: ¿Constituye la presencia física del 
procesado, el único sustento para acreditar su responsabilidad en el delito 
por el cual fue acusado? 

La respuesta es un NO rotundo, pues aún prescindiéndose de su presencia 
en el lugar, indudablemente lo que allí se debatía y se ponía en juego, era 
nada más y nada menos que la aspiración de López Cossio a la Goberna-
ción de Bolívar, mediante lo cual culminaba la maniobra tiempo antes ini-
ciada, esto es, mientras Rangel Sosa se quedaba con la curul en el Congre-
so, López Cossio se haría a la Gobernación, dominando así todo el espectro 
geográfico y político del departamento de Bolívar.

En respuesta al punto debatido por el defensor, quien considera absurdo 
tal conclusión, debe decirse que atenta contra las reglas de la experiencia 
el que un dirigente político que recién se posesiona como Representante a 
la Cámara, después de una ardua actividad proselitista, renuncie a la curul 
para ir tras un objetivo (totalmente aleatorio) difícil y complicado de lo-
grar, a más de oneroso. Al efecto, solo piénsese en el costo del agasajo de 
Barranco de Loba, y de las otras actividades que siguieron en donde fueron 
escuchados uno a uno cada aspirante, y en los miembros de la comisión 
viajando permanentemente, tal como lo señaló ‘Ernesto Báez’ y el testigo 
Alberto Carvajal quien hizo parte de la misma. 

Son estas las razones para inferir que resulta más acorde con el sentido 
común y con las reglas de la experiencia concluir que todo estaba precon-
cebido, se trataba finalmente de favorecer a quien las autodefensas debían 
imponer, para tener el dominio asegurado del departamento, buscando así 
socavar el poder que de antaño manejaban las estructuras políticas del 
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norte de Bolívar y, en últimas, darles “un golpe de Estado”, tal como insis-
tentemente lo refirió quien se encargaba de la política del Bloque Central 
Bolívar, alias ‘Ernesto Báez’, quien así lo refirió: “…yo le dije a Diego 
vecino que porqué no tratábamos de buscar un entendimiento y buscar 
un solo candidato…Vecino me mandó un muchacho…que no recuerdo 
quién…era…un comisario político…comenzamos a buscar un candida-
to…ahí fue el primer problema…porque los de allá…esperaban que el 
candidato fuera del Norte….y los del Sur…que el candidato fuera del 
sur…mantenían una simpatía por un señor que yo no conocía…Alfon-
so López Cossio…que era de la región…como de Pinillos…o Altos del 
Rosario…tenía la enorme ventaja de ser del sur de Bolívar…yo les dije 
señores demos la batalla…muy entusiasmados…todo el mundo…empezó 
a agitar esa candidatura…se mantuvo la idea de unir el sur con el norte…
yo estaba convencidísimo por la manera como me trataba ‘Diego Vecino’ 
y el mismo ‘Juancho Dique’…estaba seguro que ese proyecto iba a llegar 
a puerto seguro…hasta que Salvatore Mancuso…me llamó y me dijo…” 
(min.00:48:30…)234

De manera que, López Cossio indudablemente llegó a tal punto, no por 
una idea precoz o impensada y sorpresiva, pues ello riñe contra el recto 
pensar, por el contrario, las evidencias permiten afirmar que el candidato 
incursionó en esa dificultosa aventura solamente por el acuerdo que previa-
mente había realizado con Rafael Molano, alias ‘Mario Cuellar’ y Rafael 
Hernán Rodríguez Tuirán, alias ‘Hernán’, tal como lo sostuvo el propio 
‘Báez’, y obviamente, todo ello necesariamente involucró a Miguel Án-
gel Rangel Sosa, pues fue la persona de quien se dice pactó con dichos 
sujetos en el municipio de Pinillos y a cambio del potencial electoral al 
cual se comprometieron dichos comisarios políticos de las autodefensas, 
como se ha visto, se permitió su inclusión en el segundo renglón de la lista 
de Alfonso López Cossio, con el compromiso consistente en que una vez 
este obtuviera la curul, renunciaba para cederla a Rangel Sosa, a cambio 
de ser apoyado para la Gobernación del departamento, motivo por el cual, 
las autodefensas se empeñaron para que de los tres aspirantes, el ganador 
fuera López Cossio. 

En este orden de ideas, si esa fue la verdadera razón para realizar tan mul-
titudinaria congregación, y las demás reuniones en donde cada aspirante 
expuso sus programas de gobierno, indudablemente el mismo fin se habría 

234	 Declaración de Iván Roberto Duque Gaviria, alias ‘Ernesto Báez’, el 12 de marzo 
de 2008 en el radicado 26.625, prueba trasladada.
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obtenido sin su asistencia, motivo por el cual, aún aceptando la tesis de la 
defensa, la responsabilidad de Miguel Rangel surge plenamente compro-
metida con dicho evento.

Igualmente se aportó en audiencia un CD, el cual fue necesario verter a un 
formato diferente para su observación y análisis. En él se aprecia un viaje 
en lancha de algunos sujetos entre quienes se distingue al candidato Alfonso 
López Cossio, sin que se aprecie a Miguel Rangel, aspecto a partir del cual la 
defensa considera que esta es la prueba que demuestra que su cliente jamás 
estuvo en las reuniones mencionadas por los testigos.

Adicional al planteamiento anterior, según el cual, no era necesario probar 
la presencia física del acusado para tener comprometida su responsabilidad 
en la conducta investigada, lo que muestra el video aportado es el viaje 
que hizo el aspirante López Cossio al municipio de San Martín de Loba, 
a donde debía exponer su programa de gobierno ante los líderes que con-
formaban la “Comisión Política Reguladora del Sur de Bolívar”, creada 
por ‘Báez’ en la reunión de Barranco de Loba del 9 de agosto de 2003; 
luego si bien Rangel Sosa no aparece, ello no significa que no haya estado 
presente en las anteriores, es decir la mencionada de Barranco de Loba y 
la de Pueblito Mejía.
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Extracto No. 90

Radicado 31943 – 9 de septiembre de 2009
Sentencia anticipada en contra del ex gobernador Jorge Eliecer 
Anaya Hernández por el delito de concierto para delinquir 

agravado

Pero es que en este caso, del compromiso asumido por el candidato a la 
Gobernación – que podía haber llegado hasta allí, como sucedió en otros 
departamentos, en los que al mandatario le tenían que recordar, cómo y 
de qué forma había logrado la elección y la contraprestación que debía 
otorgar-, se pasó a la efectiva materialización del pacto, a la manifestación 
palpable del acuerdo, que es la forma clara, desde el punto de vista de la 
tipicidad, de demostrar la comunidad de voluntades, sin ser esta necesaria, 
ya que el núcleo de la prohibición descansa en el convenio dirigido teleoló-
gicamente a organizar, promover, financiar o armar grupos al margen de la 
ley, tal como lo dispone el inciso segundo del artículo 340 de la Ley 599 de 
2000, vigente para la época de los acontecimientos que se investigan.

El tipo objetivo de concierto para delinquir implica el acuerdo para co-
meter delitos, independientemente de los que se cometan. Las conductas 
realizadas por el ex Gobernador ANAYA HERNÁNDEZ son una mani-
festación clara de su pertenencia y permanencia a las AUC, la cual no 
terminó con su elección, sino que se prolongó en el tiempo durante el 
ejercicio de su mandato, a tal punto, que como integrante del concierto, 
puso la función constitucional que le correspondía cumplir, al servicio de 
la organización de la cual hacía parte, por manera que, no se puede escin-
dir el concierto para delinquir de las funciones constitucionales propias 
de los gobernadores, que entregó a los comandantes del grupo delictivo al 
margen de la ley.

Ahora bien, como esencia de cualquier asociación, las Autodefensas Uni-
das de Colombia tuvieron clara una proyección temporal prolongada, por 
lo menos para cumplir su programa delictivo, por lo que la permanencia 
es la que anima a la organización criminal a la comisión de delitos inde-
terminados, característica de los delitos de peligro, como es el Concierto 
para delinquir. En esa medida, aún después de la elección y posesión del 
Gobernador, el acuerdo de voluntades continuaba latente, se perpetuaba 
en el tiempo, lapso en el cual, ya en ejercicio de sus funciones, ANAYA 
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HERNÁNDEZ profirió los actos administrativos para promocionar y fi-
nanciar las AUC.

(…)

Por tanto, aunque el pacto que llevó a JORGE ELIÉCER ANAYA HER-
NÁNDEZ a ser elegido Gobernador del departamento de Sucre para el 
período 2004-2007 fue acordado antes de su posesión, el convenio se per-
petuó en el tiempo y continuó en la permanente puesta en peligro del bien 
jurídico Seguridad Pública, como lo demuestran las actuaciones posterio-
res, que en ejercicio de sus funciones realizó el Gobernador, entre ellas, el 
nombramiento de los secretarios de Educación y Hacienda; y la delegación 
de funciones en el Secretario de Educación, de quien se probó sin duda 
alguna la relación con el extinto paramilitar RODRIGO MERCADO PE-
LUFFO, alias “CADENA”, líder indiscutible de las Autodefensas Unidas 
de Colombia.
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1.2.6.	 Concierto para delinquir como delito de carácter 
permanente: hechos cometidos en 1998 están 
relacionados con las elecciones de 2002 y no afectan la 
competencia de la Corte

Extracto No.91

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

El defensor considera que algunos hechos denunciados son del año 1997, 
1998 y 1999 y su cliente solo llegó al Congreso en el año 2002, motivo 
por el cual no existe nexo o conexión entre esos hechos y su arribo al le-
gislativo, pues en aquella época solo era un dirigente local y no es posible 
creer que desde esos años ya lo patrocinaran para tal logro; por tal motivo, 
la Corte no sería competente para investigarlos y de serlo, debe entonces 
aplicar el principio de favorabilidad, pues la “evolución normativa” vigen-
te para ese momento como es el decreto 100 de 1980, sólo contemplaba el 
verbo “promover” para quienes lo hicieran respecto del “concierto”, pero 
no del grupo de “armados ilegales”. 

De cara a este planteamiento defensivo, la Sala observa que lleva intrínseco 
un argumento confuso e incluso perjudicial para su propio cliente, pues de 
seguir una línea argumentativa como esa, bien podría entonces ser investi-
gado por tales hechos (de 1998 y 1999) en forma separada y resultar así con 
dos sentencias condenatorias por la misma conducta punible, es decir por el 
delito de concierto para delinquir. Lo cual a todas luces emerge inadmisible. 

Como será analizado más adelante, las reuniones y la quema de la alcal-
día de Pinillos realizadas en esas anualidades, constituyen indicios graves 
mediante los cuales se puede establecer que su llegada al Congreso de la 
República en el año 2002, fue un acontecimiento apoyado por las autode-
fensas. Ciertamente, a pesar de que Rangel Sosa para aquellas calendas 
aún no figuraba como destacado líder nacional, ello no le impedía forjar 
excelentes relaciones con quienes, posteriormente, serían sus patrocinado-
res, motivo por el cual no es del todo cierto, que no fuera avalado desde 
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esa época para futuras posiciones de importancia, prueba de ello la cons-
tituye precisamente el acuerdo al cual llegaron alias ‘Mario Cuellar’, alias 
‘Hernán’ y Miguel Rangel en el año 2002 en el estadero “Chambacú” en 
Caucasia, que le permitió su ingreso al Congreso por la renuncia posterior 
de Alfonso López Cossio en octubre de esa misma anualidad.

En tal virtud no pueden, como lo expresa la defensa, desligarse unos he-
chos de otros, entre otras razones, por cuanto el delito de concierto para 
delinquir, investigado es de aquellos denominados de “conducta perma-
nente”, no es de ejecución instantánea, es decir, tal como lo ha expresado la 
jurisprudencia de la Corte235, su realización no es ocasional o momentánea, 
por el contrario, debe evidenciar continuidad y permanencia en el propó-
sito delictivo, mientras perdure esa asociación para delinquir y por ello el 
tipo no requiere un término específico, sino la proyección en el tiempo del 
propósito en el cual se persiste para la comisión, en este caso, de la promo-
ción de dichas agrupaciones delictivas que en sí conforman un concierto, 
por ello no existe diferencia alguna entre promover el concierto y promo-
ver el grupo de armados ilegales, pues esta última solo es una modalidad 
agravada de la misma conducta.

El comportamiento del acusado a través de los años, evidencia precisa-
mente eso, es decir, que sí estaba concertado con grupos paramilitares, 
sin importar los resultados que inmediatamente obtuviera, ni su importan-
cia política o electoral, pues en últimas su fijación permanente, como lo 
aseguran los denunciantes Gabino Mora y Escobar Hernández, fue la de 
poder llegar algún día al Congreso de la República, logro que se dio para 
el año 2002 y no por esporádicas relaciones, menos aún sin connivencia 
con las autodefensas, pues conforme se probó, esas relaciones se iniciaron 
en las reuniones de Tierralta y el Nudo de Paramillo por allá en 1998, y 
culminaron en la de Barranco de Loba en agosto de 2003, cuando se dio 
la gran concentración de líderes y dirigentes regionales y nacionales, tanto 
del ámbito político como paramilitar, esto es, cuando ya Miguel Rangel 
llevaba casi un año en ejercicio de la curul, y era uno de los principales be-
neficiados con lo que allí se obtendría, como era la escogencia como candi-
dato único de las provincias unidas de Bolívar a la Gobernación a Alfonso 
López Cossio, quien meses antes había renunciado para dejar la vacante de 
representante a la Cámara a su copartidario y socio en estrategia; por haber 
sido acordado así con los comisarios políticos del Bloque Central Bolívar, 
alias ‘Mario Cuellar’ y alias Hernán’. 

235	 Corte Suprema de Justicia Penal, Rad.17.089 del 23 de Septiembre de 2003.
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En ese sentido, debe señalarse que la competencia no se discute, pues fue 
precisamente en aras del logro de sus aspiraciones al congreso como Ran-
gel Sosa se concertó, desde esos años con las autodefensas, y por esa razón 
la Sala expuso elocuentemente todo lo relacionado con dicho tema al mo-
mento de reasumir la competencia, mediante auto del 18 de noviembre de 
2009 (fl.28 c.7).

Como viene de verse entonces, la competencia radica en la Corte aún para 
los hechos aludidos por el defensor, esto es, los de los años 1998 y 1999, 
pues son parte integral de la conducta delictiva por la cual se le investigó y 
ahora se profiere sentencia de carácter condenatorio236, es decir, concierto 
para delinquir agravado, motivo por el cual no admite referencia alguna al 
principio de favorabilidad, pues prosiguiendo como aquí se hace, contrario 
sensu, de lo pretendido por el defensor, ninguna norma entra en contradic-
ción con otra, en consecuencia, siendo una sola la aplicable, resulta impro-
pio dar aplicación al principio referido. 

(…)

Naturalmente, si la situación descrita se circunscribiera a las reuniones 
mencionadas, esto es, que Rangel solo asistió a esos eventos y jamás vol-
vió a esos comportamientos, su compromiso, a diferencia del que puede 
llegar a tener el propio denunciante, no conllevaría mayor riesgo para su 
seguridad jurídica, pues para esas calendas no era más que un particular, 
pero si se tiene en cuenta que aquellas reuniones no fueron las únicas, ni 
constituyeron hechos aislados en la vida del acusado, entonces esos prime-
ros encuentros con dirigentes de las autodefensas, va constituyendo el hilo 
conductor, que permite finalmente concluir con toda certeza la promoción 
por su parte de dichos grupos al margen de la ley, pues no fueron carentes 
o vacías de contenido, sino encaminadas precisamente a posesionarse en 
una de las instituciones más representativas del Estado y desde allí con-
tribuir con el proyecto paramilitar, por ello más que nunca aún retumba 
en la comunidad la lapidaria frase de Mancuso y Castaño: “tenemos el 35 
por ciento del congreso”, la cual fue publicitada por todos los medios de 
comunicación y que nadie desconoce. 

236	  Esto, sin perjuicio de la investigación que se adelante por la acción de la quema de 
las instalaciones de la alcaldía del municipio de Pinillos en septiembre de 1999, por 
parte de paramilitares.
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1.2.7.	 Concierto para delinquir bajo la modalidad de 
“promover” grupos paramilitares, inciso 2 del artículo 
340 del Código Penal: tipicidad 

Extracto No. 92

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir 

agravado

4.1. La Sala ha estudiado esta especie delictiva señalando que en la pri-
mera parte del artículo 340 del Código Penal se estructura cualificando el 
acuerdo con la intención de cometer delitos, mientras que en la segunda 
lo hace con el propósito de promover grupos armados al margen de la ley, 
denotando la evidente distinción entre uno y otro injusto. 

De acuerdo con ello, al observar las órdenes impartidas por las autodefen-
sas en el contexto en el cual se producen, considerando la acción de dichos 
grupos y su interés por incidir en lo político, el proceso de adecuación 
típica no puede desligarse de la finalidad de promover a los grupos ilegales 
mediante acuerdos ilícitos entre estos y quien ostenta la autoridad pública 
o quien aspira a ejercerla en ámbito diverso. 

En ese orden, recuérdese lo dicho por la Corte en relación con el delito de 
concierto para delinquir agravado:

La Sala se ha ocupado recientemente de la dogmática del delito 
de concierto para delinquir, haciendo énfasis en las notas que 
diferencian el concierto para delinquir simple del agravado, en 
los siguientes términos:

El artículo 340 del Código Penal define diversas formas de ata-
que al bien jurídico que denotan la manera progresiva como se 
atenta contra la seguridad pública. Así, en el inciso segundo, es 
el acuerdo de voluntades para promocionar, organizar, financiar 
o armar grupos armados al margen de la ley lo que le da sentido 
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al injusto, en el contexto de una modalidad muy propia de los 
tipos de peligro; y en el tercero, desde la óptica de la efectiva le-
sión, se sanciona la conducta de armar, financiar o promocionar 
a tales grupos. Eso implica que se describen conductas secuen-
ciales en escala de menor a mayor gravedad cuya lesividad se re-
fleja precisamente en el tratamiento punitivo, como corresponde 
al principio de proporcionalidad.

De igual manera, para lo que es de interés, señaló:

En la escala progresiva de protección de bienes jurídicos, el 
acuerdo que da origen al concierto para organizar, promover, 
armar o financiar grupos al margen de la ley, se diferencia de 
la efectiva organización, fomento, promoción, dirección y fi-
nanciación del concierto, moldeando diferentes penas según la 
ponderación del aporte que se traduce en un mayor desvalor de 
la conducta y en un juicio de exigibilidad personal y social mu-
cho más drástico para quien efectivamente organiza, fomenta, 
promueve, arma o financia el concierto para delinquir, que para 
quien sólo lo acuerda237.

Ese análisis corresponde ciertamente a una lectura del tipo penal 
que destaca las distintas maneras como el concierto puede mani-
festarse en la realidad, pero sin mayores referencias al bien jurí-
dico de la seguridad pública. Mas, por la manera como el señor 
Procurador y el defensor del doctor… afrontan la discusión, es 
imprescindible examinar el bien jurídico, no ya con el exclusivo 
fin de mostrar la distinción entre el concierto para delinquir sim-
ple y el agravado, sino para definir el sentido de la prohibición y 
el contenido de la conducta.

En primer lugar, aceptando que el bien jurídico es el que le con-
fiere sentido a los tipos penales238, en el estado actual del arte lo 
menos que se puede tener de él es una visión estática cuya única 
finalidad sea la ordenación sistemática de conductas. Al contra-
rio, el bien jurídico surge como la manifestación comunicativa 
de una relación social, prejurídica y dialéctica que por su impor-
tancia para satisfacer necesidades fundamentales el legislador 

237	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto 14 de mayo de 2007, radi-
cación 26942. 

238	 En la exposición de motivos del proyecto de Código Penal presentado por el doctor 
Alfonso Gómez Méndez, al respecto se afirmó: “En la creación de la norma penal, 
no solo debe acogerse el principio de legalidad, como tipicidad objetiva, sino que 
las conductas reputadas como punibles deben poseer relación directa con el bien 
jurídico tutelado.” 
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selecciona y protege.239 En ese orden, el concepto de seguridad 
pública al cual se afilia el tipo penal de concierto para delinquir 
no puede pretender la sola conservación del statuo quo, tal como 
se estilaba en el lenguaje del Estado demoliberal, sino garantizar 
las condiciones materiales mínimas para el ejercicio de los dere-
chos humanos, entre otros el de libertad, pues como lo expresa 
Muñoz Conde,

El problema que toda cultura, sociedad o Estado debe resolver 
es trazar los límites, dentro de los cuales el ser humano puede 
ejercer esa libertad. Esta delimitación de los márgenes, dentro 
de los cuales se permite el libre desarrollo de la personalidad 
y el ejercicio de la libertad por parte de los individuos, se lla-
ma ‘seguridad’. Esta no es más que la expectativa que podemos 
razonablemente tener de que no vamos a ser expuestos a peli-
gros o ataques en nuestros bienes jurídicos por parte de otras 
personas240.

En segundo lugar, la consecuencia más importante de definir el 
contenido de los tipos penales a partir de un concepto vital de 
bien jurídico, es la de permitir diferenciar un delito de lo que 
no lo es, como corresponde al principio de fragmentariedad del 
derecho penal. 

Por último, los contenidos materiales que fundamentan los tipos 
penales a partir del bien jurídico, permiten diferenciar los juicios 
jurídicos de los de opinión y de los meramente políticos, los cua-
les si bien pueden coincidir, presentan serias diferencias desde la 
epistemología en que se fundan241.

239	 Hernán Hormazábal Malare, Bien jurídico y estado social y democrático de dere-
cho, Valencia, P.P.U., p. 151 y ss.

240	F rancisco Muñoz Conde, «El Nuevo derecho penal autoritario», en El derecho 
penal ante la globalización y el terrorismo, Valencia, Tirant lo blanch, p. 164.

241	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de única instancia, de 
25 de noviembre de 2008, radicación 26492.
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Extracto No. 93

Radicado 26585 – 17 de agosto de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Humberto de 
Jesús Builes Correa por el delito de concierto para delinquir 

agravado

137. De ese modo, si para la gesta electoral de 2002, el movimiento “La 
Nueva Forma de hacer Política” se fundió en un solo cuerpo con el grupo 
“Por una Urabá Grande Unida y en Paz”, creado y gobernado por grupos 
paramilitares bajo liderazgo de FREDY RENDÓN HERRERA (a. Ale-
mán), tanto que tras esa fórmula lograron conjuntamente masivo apoyo 
electoral en la región del Urabá antioqueño, es claro que por lo menos des-
de el punto de vista objetivo, cuando HUMBERTO DE JESÚS BUILES 
CORREA se situó dentro de ese colectivo y tomó sus banderas haciendo 
política asido a fines comunes, promovió socialmente esos grupos armados 
ilegales. Les dio la “bendición”; los aceptó; los “legitimó”. Esa es la pro-
moción que se le atribuye; no precisamente para “hacer carreteras” como 
lo adujo el Procurador. 

138. En tales términos, el comportamiento del ex senador HUMBERTO 
DE JESÚS BUILES CORREA, objetivamente considerado, se aviene a 
un concierto bajo la modalidad de promocionar o “promover” grupos pa-
ramilitares, como lo describe el artículo 340 inciso 2º de la Ley 599 de 
2000, en tanto está demostrado con toda seguridad que se alió a un grupo 
político creado y controlado por grupos armados ilegales. El movimiento 
“Por una Urabá Grande Unida y en Paz” era del seno paramilitar y el ex 
senador BUILES CORREA, como integrante de la “Nueva Forma de Ha-
cer Política”, hizo causa común con él. Uniendo fuerzas lograron victorias 
electorales que significaron la asunción de grupos armados ilegales a posi-
ciones de poder dentro de la estructura del Estado, justo en el Congreso de 
la República, epicentro de las más importantes decisiones políticas. 

139. Verificado lo precedente, marcha la Sala a examinar, dentro de la 
categoría dogmática de la tipicidad, si el citado hecho, ya caracterizado 
desde su faz objetiva, puede atribuirse al ex senador HUMBERTO DE JE-
SÚS BUILES CORREA, esto es, si cabe formular en su contra un querer 
de resultado típico, doloso, única modalidad de conducta que admite el 
delito imputado, con arreglo al principio de culpabilidad (Art. 12 ib). Se 
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determinará, como lo demanda el artículo 22 del Código Penal, si cono-
cía los hechos constitutivos de esa particular tipología penal, y además, si 
adrede y contra toda advertencia en el conocimiento los cometió. 
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Extracto No. 94

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

En tales términos, el comportamiento del ex representante Miguel Ángel 
Rangel Sosa, se aviene a un concierto para delinquir, bajo la modalidad 
de promocionar o “promover” grupos paramilitares, como lo describe el 
artículo 340 inciso 2º de la Ley 599 de 2000. No está por demás memorar, 
que del delito de concierto para la promoción de grupos ilegales, cuando 
el acuerdo nace de consensos entre congresistas y actores armados, la Sala 
ha expresado: 

“Teniendo en cuenta lo anterior y lo que de ordinario sucede en 
aparatos organizados de poder – todo para no desconocer el bien 
jurídico, el sentido del tipo penal, o los contenidos de la con-
ducta 242 –, el aporte del político a la causa paramilitar cuando 
coloca la función pública a su servicio debe mirarse no tanto en 
la creación de disfunciones institucionales – que, claro, le agre-
gan mayor gravedad al injusto -, sino en la medida que con esa 
contribución se incrementa el riesgo contra la seguridad pública 
al potenciar la acción del grupo ilegal, como puede ocurrir cuan-
do por la influencia de las autodefensas se crean condiciones 
materiales mediante inversión estatal en lugares donde la acción 
del paramilitarismo es evidente.

“En otras palabras: la distorsión de la función estatal, cuando 
eso sucede, es la prueba del acuerdo; así como en el concierto 
simple, los delitos ejecutados en función del acuerdo son la ma-
nifestación del consenso ilegal. En el primer evento, si la distor-
sión de la función estatal implica la consumación de un injusto, 
concursará con el concierto para delinquir agravado, así como 
los delitos comunes lo hacen con el delito de concierto para de-
linquir simple.” 243 

242	 Welzel consideraba que las estructuras lógico objetivas constituían un límite al po-
der de configuración de legislador. En consecuencia, el legislador no crea las con-
ductas sino que las extrae de la vida social. Por lo tanto, desde ese mismo punto de 
vista, el juez no puede desconocer el sentido ni el contenido de las conductas.

243	 Sentencia 09/12/2009 radicado 28.779.
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Así pues, del comportamiento reseñado cabe pregonar, en el ámbito de lo 
injusto, tipicidad (Art. 10 C.P.) y antijuridicidad. Lo primero por cuanto 
la acción, según acaba de verse, tiene todos los rasgos objetivos, que de-
terminan su pertenencia al nivel valorativo de adecuación, a la hipótesis 
penal referida. Lo segundo, porque el supuesto de hecho típico, en su forma 
individual, contravino sin justificación alguna el interés de protección de 
la norma vulnerada, esto es, el orden público; lo que se verifica cuando 
claramente y por encima de cualquier discusión se advierte, que no estuvo 
justificado por normas permisivas, legales o supralegales, que como excu-
sas de exclusión de lo injusto, borren o eliminen su antijuridicidad. 

Verificado entonces que la acción juzgada es típica, por subsumirse la con-
ducta humana objetivamente considerada dentro de un concreto modelo de 
ilicitud, pero además antijurídica, por haberse realizado un tipo de injusto 
no cubierto por causal permisiva, marcha la Sala a examinar si se puede 
atribuir el hecho así caracterizado al ex congresista Miguel Ángel Rangel 
Sosa, su autor según la acusación, esto es, si cabe formular en su contra un 
querer de resultado típico, doloso, adrede o intencional, única modalidad 
de conducta que admite el delito imputado, con arreglo al principio de cul-
pabilidad (Art. 12 ib), erradicada del orden justo toda forma de responsa-
bilidad objetiva. 
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1.2.8.	 Concierto para delinquir bajo la modalidad de 
“promover” grupos paramilitares, inciso 2º del 
artículo 340 del Código Penal: elementos objetivos y 
subjetivos

Extracto No. 95

Radicado 34653 – 27 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Rubén Darío 

Quintero por el delito de concierto para delinquir agravado

Cabe considerar entonces que, contrario a lo aducido por la Procuradu-
ría y la defensa, la conducta de concierto para delinquir agravada, bajo la 
modalidad de promoción de grupos paramilitares, es disvaliosa respecto 
del doctor Rubén Darío Quintero Villada, también por la presencia del 
tipo subjetivo del injusto, a título de dolo (Art. 22 ib). Fue su libre volun-
tad, como su consciencia, las que determinaron la dirección y el fin de la 
acción, amén de su intensidad. Él se representó correctamente la realidad 
fáctica que estaba ejecutando, en perfecta armonía con toda la descripción 
típica que actualizó, en cuanto a la confluencia de sujetos, el empleo de 
armas, sus métodos ilícitos, sus propósitos corporativos habituales y co-
yunturales, traducidos éstos en afanes de promoción política; y así asumió 
la alianza, reconociéndose la presencia de los elementos conativo y voli-
tivo que integran el tipo subjetivo dado al nomen iuris de concierto para 
delinquir, agravado. 

De ese modo, del comportamiento reseñado cabe pregonar, en el ámbito de 
lo injusto, tipicidad (Art. 10 C.P.) y antijuridicidad. Lo primero por cuanto 
la acción, según acaba de verse, tiene todos los rasgos objetivos y subjeti-
vos que determinan su pertenencia al nivel valorativo de adecuación, a la 
hipótesis penal referida. Lo segundo, porque el supuesto de hecho típico, 
en su forma individual, contravino sin justificación alguna el interés de pro-
tección de la norma vulnerada, esto es, el orden público; lo que se verifica 
cuando claramente y por encima de cualquier discusión se advierte que no 
estuvo justificado por normas permisivas, legales o supralegales, que como 
excusas de exclusión de lo injusto, borren o eliminen su antijuridicidad. 
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1.2.9.	 Núcleo de la prohibición del concierto para delinquir 
en la modalidad de promover grupos al margen de la 
ley, inciso 2 del artículo 340: acuerdo de voluntades

Extracto No. 96

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Con este fin, es importante advertir que en conductas como la que es ob-
jeto de análisis, el núcleo de la prohibición se concentra en el acuerdo de 
voluntades, debido a que se trata de tipos de mera conducta que anticipan 
la barrera de protección penal y que por lo tanto concretan el contenido de 
la antijuridicidad en diferentes niveles de riesgo para la seguridad jurídica, 
como la Sala lo ha precisado al referirse a la estructura dogmática de las 
diferentes escalas de injusto que define el artículo 340 de la Ley 599 de 
2000, aplicable al caso que se juzga:

“El artículo 340 del Código Penal define diversas formas de ata-
que al bien jurídico que denotan la manera progresiva como se 
atenta contra la seguridad pública. Así, en el inciso segundo, es 
el acuerdo de voluntades para promocionar, organizar, financiar 
o armar grupos armados al margen de la ley lo que le da sentido 
al injusto, en el contexto de una modalidad muy propia de los 
tipos de peligro; y en el tercero, desde la óptica de la efectiva le-
sión, se sanciona la conducta de armar, financiar o promocionar 
a tales grupos. Eso implica que se describen conductas secuen-
ciales en escala de menor a mayor gravedad cuya lesividad se re-
fleja precisamente en el tratamiento punitivo, como corresponde 
al principio de proporcionalidad.

“En la escala progresiva de protección de bienes jurídicos, el 
acuerdo que da origen al concierto para organizar, promover, 
armar o financiar grupos al margen de la ley, se diferencia de la 
efectiva organización, fomento, promoción, dirección y finan-
ciación del concierto, moldeando diferentes penas según la pon-
deración del aporte que se traduce en un mayor desvalor de la 
conducta y en un juicio de exigibilidad personal y social mucho 
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más drástico para quien efectivamente organiza, fomenta, pro-
mueve, arma o financia el concierto para delinquir, que para 
quien sólo lo acuerda” 244

Ahora bien, la descripción de la conducta que hace el legislador en el se-
gundo aparte del artículo 340 del Código Penal, permite asumir que la 
prohibición se dirige a evitar los riesgos contra la seguridad pública que 
pueden surgir al “promover” grupos armados al margen de la ley, entre 
otras posibilidades, con motivo de la alianza entre políticos y organizacio-
nes criminales o aparatos organizados de poder, pero sin que ello signifique 
que esa intervención le confiera status político a una conducta entrelazada 
con la seguridad pública y no con el orden constitucional, pues:

“Como corresponde a la realidad de las cosas, nótese que el 
acuerdo de voluntades para promover grupos armados al mar-
gen de la ley no requiere de cualificaciones especiales en el su-
jeto agente, aun cuando sí resulta muy significativo, para lo que 
ahora importa, el que a él concurran representantes de grupos 
de autodefensa o paramilitares y políticos del orden local o re-
gional. Tal vez por eso, desde la perspectiva que mira más a los 
gestores del acuerdo que a la conducta misma, se piensa que por 
concurrir actores políticos el acuerdo se convierte en político, en 
lugar del común que se define por el contenido de la conducta y 
por su finalidad y no por los actores del mismo”. 245

244	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto 14 mayo 2007. Radicado 
26942. 

245	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto 8 Nov.2007. Radicado 
26.942. 
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1.2.10.	 Basta el acuerdo de voluntades para promover al 
grupo ilegal, siendo indiferente que de ello se obtengan 
o no beneficios específicos

Extracto No. 97

Radicado 26584 – 03 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Dixon Ferney Tapasco Triviño por el delito de concierto 

para delinquir agravado

Con todo, a pesar de la carga argumentativa que surge de las pruebas in-
dicadas, en la ausencia de beneficios o de utilidades se ha querido mostrar 
la sin razón de ser de un acuerdo que en nada favorecería a Dixon Ferney 
Tapasco, quien como se ha dicho, según las expresiones de su defensor, fue 
víctima y no autor. Sin embargo, como lo expresó la Corte en su momento, 
algo que por supuesto la defensa considera que está fuera de tono, la utili-
dad del delito de concierto para delinquir no se define a partir del beneficio, 
porque de ser así se tendría que admitir que además de las finalidades de 
la conducta consistentes en “organizar, promover, armar o financiar grupos 
armados al margen de la ley”, la misma tendría que llevar implícita la idea 
de beneficio como elemento del tipo y eso no es verdad. Lo que la dogmáti-
ca del tipo penal sugiere es la necesidad de anticipar barreras de protección 
al bien jurídico de la seguridad pública para lo que basta el acuerdo de 
voluntades para promover al grupo ilegal, siendo indiferente que de ello se 
obtengan o no beneficios específicos.

Con todo, ese argumento es más aparente que real, pues el respeto de la 
sectorización con fines electorales y su refrendación no tendría mayor re-
levancia en circunstancias normales; más su desvalor surge desde el mo-
mento en que se refrenda, no ya con los líderes del partido, sino con las 
autodefensas, el compromiso de garantizar la consolidación de la fuerza 
electoral afecta al grupo armado ilegal, que veía en el norte de Caldas una 
zona que le garantizara hacia el futuro a “Báez”, el afianzamiento de la 
línea política del paramilitarismo.

Ahora bien, pese a que la naturaleza ilícita de los acuerdos, por la estructu-
ra del tipo penal, no requiere que el mismo se materialice, sí es esencial que 
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cuando el consenso gira alrededor de temas electorales, el asunto pueda 
verificarse a través de datos objetivos, tal como se ha dicho en otras oca-
siones. En ese orden no puede pasar desapercibido el hecho de que Dixon 
Ferney Tapasco Triviño hubiese aceptado sin mayores discusiones la inclu-
sión del estudiante Sánchez en la lista del partido, algo sin duda muy difícil 
de concebir dentro de la dinámica proselitista, por lo cual se ofrece mucho 
mas admisible la explicación de alias “Diana”, según la cual fue “Ernesto 
Báez” quien le brindó apoyo a un muchacho sin mayor experiencia polí-
tica, y quien sin ese respaldo no habría tenido la oportunidad para aspirar 
como candidato a la Cámara en una lista cuyo éxito estaba garantizado, 
primero por el respaldo de los jefes liberales y segundo por el inconfesable 
apetito de poder de las autodefensas.
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1.2.11.	 El concierto para delinquir en la modalidad de 
promover grupos al margen de la ley no es de 
resultado

Extracto No. 98

Radicado 28835 – 15 de septiembre de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Ahora bien, el estudio electoral que mencionó el acusado y con el cual pre-
tende desvirtuar lo aquí expuesto y probado, a todas luces resulta superfluo, 
pues si bien, como él mismo lo señala, todos los candidatos obtuvieron 
votación, no se trata de hacer una exigencia diabólica, esto es, pretender 
endilgarle responsabilidad al acusado única y exclusivamente cuando to-
dos los votos han sido en su favor, pues ese no es el tema en cuestión, entre 
otras, por cuanto el delito de concierto para delinquir por promoción de 
grupos ilegales, no es de resultado, entonces no hay razón alguna, para 
demeritar el señalamiento consistente en aducir responsabilidad a Miguel 
Rangel, sólo por que otros dirigentes y candidatos también obtuvieron vo-
tos en la región, pues tal como se ha probado y expuesto antes, el modus 
operandi para ello, consistió en asociarse con ciertos líderes de las autode-
fensas, entre otros, alias ‘Mario Cuellar’ y alias ‘Hernán’, con el fin de lo-
grar, en ciertos municipios, los votos que por orden del comando superior, 
debían ser para Loher Díaz, y con los cuales, al pasar a la cuenta electoral 
de Rangel Sosa adquiría el estatus suficiente para ocupar, por lo menos, un 
segundo renglón en la tan apreciada lista a la Cámara de Representantes 
encabezada por el candidato Alfonso López Cossio; eso sí, no en forma 
gratuita ni altruista, sino bajo la condición que éste tan pronto ocupara la 
curul, renunciaría a la misma dando así la posibilidad a Miguel Rangel. 
Pero tampoco era un paso al vacío, pues estaba también acordado que sería 
avalado por las autodefensas para la Gobernación de Bolívar, acuerdo en el 
cual todos ganaban, lo cual efectivamente ocurrió, aunque inicialmente al 
margen del mismo ‘Ernesto Báez’. 
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1.2.12.	 Desarrollo normativo del concierto para delinquir con 
la finalidad de promover grupos armados al margen 
de la ley: la conducta no fue despenalizada por la Ley 
1121 de 2006

Extracto No.99

Radicado 23802 – 26 de enero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Vicente Blel 

Saad por el delito de concierto para delinquir agravado

Efectivamente, el tipo penal por el cual se llamó a juicio al ex senador Vi-
cente Blel Saad ha sido objeto de dos reformas legislativas, una por la Ley 
733 de 2002 y otra por la Ley 1121 de 2006, y en la primera de éstas el tipo 
penal en cuestión quedó del siguiente tenor:

“Artículo 340. Concierto para delinquir. Modificado L.733 de 
2002. Cuando varias personas se concierten con el fin de come-
ter delitos, cada una de ellas será penadas, por esas sola conduc-
ta, con prisión de tres (3) a seis (6) años.

“Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, 
desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento 
forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, es-
tupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro 
extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos 
o testaferrato y conexos, o para organizar, promover, armar o 
financiar grupos armados al margen de la ley, la pena será de 
prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) 
hasta veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

“La pena privativa de la libertad se aumentará en la mi-
tad para quienes organicen, fomenten, promuevan, diri-
jan, encabecen, constituyan o financien el concierto para 
delinquir”.

Así mismo, mediante la Ley 1121 de 2006 el inciso segundo de la norma 
en cuestión fue reformado, así:
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“ART.340.- (…)

INC.2º.- Modificado L.1121/2006, art.19. Cuando el concierto 
sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de 
personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terroris-
mo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias si-
cotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enrique-
cimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o 
financiamiento del terrorismo y administración de recursos re-
lacionados con actividades terroristas, la pena será de prisión de 
ocho (8) a dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos 
(2.700) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales men-
suales vigentes…” (subrayas de la Sala).

De acuerdo con las reformas aludidas, a primera vista pareciera -como 
algunos equivocadamente lo plantean-, que el legislador despenalizó la 
agravante punitiva para quienes fuesen sindicados de: “organizar, promo-
ver, armar o financiar grupos al margen de la ley”, lo cual evidentemente 
carece de toda razón jurídica, pues lo que ocurre es que ahora aparecen 
descritas de manera más técnica y concordante con el tipo penal del artí-
culo 345 del C.P.

El legislador englobó en el artículo 345 como unas de sus modalidades, 
las conductas previstas en el inciso 2º del artículo 340, por cuanto en el 
primero se le dio el nomen juris de: “Financiación del terrorismo y admi-
nistración de recursos relacionados con actividades terroristas”, en cuyo 
precepto, por tanto, se encuentran precisamente los verbos rectores que 
ahora se echan de menos en el tipo penal del artículo 340, pero que fueron 
contemplados, como ya se dijo, de manera más técnica en el artículo 16 de 
la Ley 1121 de 2006, modificatorio del artículo 345 del Código Penal.

Obviamente, tal comportamiento ahora sancionado con pena mayor sólo 
puede aplicarse para conductas a partir de su vigencia, pues de otra forma 
se afectaría el principio de favorabilidad, motivo por el cual para los delitos 
cometidos antes de entrar a regir la Ley 1121 de 2006, sólo es posible la 
norma tal como aparecía en vigencia de la Ley 733 de 2002 que especifica-
ba uno a uno los verbos rectores aquí mencionados, esto es: “...Cuando el 
concierto sea para cometer delitos de…o para organizar, promover, armar 
o financiar grupos al margen de la ley…” y no como se registra a partir de 
la Ley 1121 de 2006, sin que por ello, se pueda llegar a la errada conclu-
sión de que se está frente a la violación o desconocimiento del principio 
de tipicidad. 
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Sobre este punto ya la Sala se pronunció dejando en claro que en ningún 
momento la conducta mencionada fue despenalizada, sino tan sólo reaco-
modada al tipo penal de que trata el artículo 345 sobre financiación del 
terrorismo, así:

“…Cinco. Es evidente, entonces, que el concierto para orga-
nizar, promover o financiar grupos al margen de la ley, no fue 
suprimido del catálogo de delitos que contempla la nueva ley. 
Todo lo contrario: esa conducta fue readecuada como compor-
tamiento punible autónomo en el artículo 345, y su concierto, 
calificado como circunstancia de agravación del concierto para 
delinquir, con una pena mucho mayor que la prevista en el ar-
tículo 340.2 de la Ley 599 de 2000, modificada por la Ley 733 
de 2002…”246 

También en decisión más reciente de esta Sala247, sobre este preciso asunto 
se anotó:

“…Dicha argumentación indica con efectos diferentes a los 
que pretendió darle el Tribunal que la conducta imputada no se 
descriminalizó sino que fue readecuada como comportamiento 
autónomo de manera que dejó de ser una más de las modali-
dades que de concierto se preveía en el artículo 340 de la Ley 
599 de 2000, luego por sí misma esa tesis no podía conducir a 
sentar un argumento más que condujera a la absolución cuando 
es claro que frente a la sucesión legislativa -tal como lo reseña 
el Ministerio Público- el juzgador de primera instancia acudió al 
principio de favorabilidad para aplicar contra los procesados la 
norma que resultaba menos restrictiva, cual era precisamente el 
citado artículo 340.

“Es que al modificarse por la Ley 1121 de 2006 el precepto 
345 del Código Penal se dio autonomía típica a los compor-
tamientos individuales de “promover, organizar apoyar, man-
tener, financiar o sostener económicamente a grupos armados 
al margen de la ley o a sus integrantes” a la vez que del inciso 
2º del artículo 340 del Código Penal se suprimieron las con-
ductas alternativas de organizar, promover o financiar grupos 
armados al margen de la ley quedando éstas englobadas en el 
nomen juris del tipo penal que les dio autonomía, es decir, el de 
“financiación del terrorismo y administración de recursos re-
lacionados con actividades terroristas”, sin que además pueda 

246	 Corte Suprema de Justicia. Penal, 26 Mar. 2007. M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.
247	 Corte Suprema de Justicia. Penal, 17 Jun.2009. Rad.30661.
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entenderse que esta denominación determina la atipicidad de 
los comportamientos imputados cuando ciertamente su des-
cripción la contiene.

“Por ende lo que antes se hallaba en el inciso segundo del artícu-
lo 340 –organizar, promover, armar, o financiar grupos armados 
al margen de la ley- ahora se encuentra en el artículo 345 modi-
ficado pero comportando una mayor punibilidad.

“Así entonces el concierto para organizar, promover o financiar 
grupos armados al margen de la ley, no fue suprimido del catá-
logo de delitos que contempla la nueva ley; por el contrario, esa 
conducta fue readecuada como comportamiento punible autóno-
mo en el artículo 345 y se sanciona con una pena mucho mayor 
que la prevista en el artículo 340.2 de la Ley 599 de 2000, modi-
ficado por la Ley 733 de 2002, de ahí que acertada hubiera sido 
la aplicación del principio de favorabilidad por el a quo”.
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Extracto No. 100

Radicado 26470 – 16 de mayo de 2008
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Mauricio 
Pimiento Barrera por el delito de concierto para delinquir 

agravado y constreñimiento al sufragante

(…) la Corte ha tenido la ocasión de trazar una línea jurisprudencial que 
con criterios historicistas resalta la vigencia de la prohibición y la respuesta 
mucho más aguda desde el punto de vista penológico que la Ley 1.121 de 
2006 delineó para ese tipo de comportamientos. Incluso desde el punto de 
vista político criminal resulta insensato sostener que ante el peligro que 
representan los llamados aparatos organizados de poder y el incremento de 
la violencia, el legislador hubiese decidido excluir la respuesta punitiva del 
Estado despenalizando las conductas de grupos armados al margen de la 
ley, en lugar de mantenerla vigente.

Desde este punto de vista, entonces, no cabe duda que la Ley 1.121 de 
2006, antes que restringir el alcance del tipo penal de concierto para delin-
quir, lo amplió para incluir modalidades comportamentales que de manera 
puntual se refieren a la financiación del terrorismo, desde luego sin excluir 
las dirigidas a promover o financiar o armar grupos al margen de la ley que 
no tienen esa connotación.

No por otras razones, en el artículo 345 finalmente modificado se expresa 
lo siguiente:

“Financiación del terrorismo y administración de recursos rela-
cionados con actividades terroristas. 

“El que directa o indirectamente provea, recolecte, entregue, 
reciba, administre, aporte, custodie o guarde fondos, bienes o 
recursos, o realice cualquier otro acto que promueva, organice, 
apoye, mantenga, financie o sostenga económicamente a grupos 
armados al margen de la ley o a sus integrantes, o a grupos te-
rroristas nacionales o extranjeros, o a terroristas nacionales o ex-
tranjeros, o a actividades terroristas, incurrirá en prisión de trece 
(13) a veintidós (22) años y multa de mil trescientos (1.300) a 
quince mil (15.000) salarios mínimos mensuales vigentes.” 
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Como se ve, la promoción de grupos armados al margen de la ley se man-
tuvo en la nueva disposición, de manera que no es acertado decir que la 
conducta se despenalizó. Y si a ello se agrega que aparte de concebir un 
tipo especial de acción, el legislador también decidió anticipar la barrera 
de protección para incluir los “acuerdos” como fuente de riesgo, entonces 
resulta coherente que con la modificación al artículo 340 se especificara 
que,

“Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, 
desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento 
forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, 
estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro 
extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos 
o testaferrato y conexos, o Financiamiento del Terrorismo 
y administración de recursos relacionados con actividades 
terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho 
(18) años y multa de dos mil setecientos (2700) hasta treinta 
mil (30000) salarios mínimos legales mensuales vigentes”.

En ese orden, una lectura sistemática de los tipos penales con énfasis en 
el contenido de la prohibición -antes que en el título de la descripción que 
no condiciona de modo inflexible su interpretación-, permite mostrar que 
se sanciona tanto el concierto para promover grupos al margen de la ley 
como su promoción efectiva, tal como antes se hacía con menor rigor de 
técnica legislativa y como igualmente hoy se hace con mejor precisión 
dentro de modelos que acuñan conductas que se definen en tipos de peli-
gro, para el concierto, y en tipos de acción para la efectiva ejecución del 
comportamiento. 

En otras palabras, al definir en el artículo 345 de la Ley 1.121 de 2006 
la “Financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados 
con actividades terroristas” e incluir el promover grupos armados al mar-
gen de la ley como expresión de ese comportamiento, bastaba la referencia 
a ese tipo penal en el artículo 340, despejando cualquier duda relacionada 
con la supuesta despenalización de esa particular conducta.

Si se quiere, para zanjar cualquier discusión, recuérdese lo expresado por 
la Sala al respecto:

“De allí, precisamente que la Corte percibiera lo obvio. En el 
novedoso diseño del inciso 2º, del artículo 340 no fue menester, 
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por virtud de la enmienda al artículo 345, mantener la especifica-
ción de las conductas de organizar, promover, armar o financiar 
grupos armados al margen de la ley sobre las cuales puede recaer 
alguno de los acuerdos constitutivos del concierto para delinquir 
agravado, sino que al igual que ocurre con los dirigidos a reali-
zar delitos de genocidio, desaparición forzada … contenidos en 
el citado inciso, fue suficiente con aludir al nombre del delito 
que recogió aquellos comportamientos, estos es, el de financia-
ción del terrorismo y administración de recursos relacionados 
con actividades terroristas que les dio existencia autónoma.” 248

Como la conducta no ha sido despenalizada, la imputación por concierto 
para delinquir con la finalidad de promover grupos armados al margen de 
la ley no se puede poner en entredicho desde ningún punto de vista.

En relación con el proceso de adecuación típica, no hay que confundir, 
porque los tipos penales y la realidad social de donde se extraen imponen 
esa distinción, entre promover efectivamente un grupo armado al margen 
de la ley (inciso 3º del artículo 340 del Código Penal), y el concierto para 
promover una organización de ese tipo (inciso 2º ídem). En efecto,

“… en la escala progresiva de protección de bienes jurídicos, 
el acuerdo que da origen al concierto para organizar, promover, 
armar o financiar grupos al margen de la ley, se diferencia de 
la efectiva organización, fomento, promoción, dirección y fi-
nanciación del concierto, moldeando diferentes penas según la 
ponderación del aporte que se traduce en un mayor desvalor de 
la conducta y en un juicio de exigibilidad personal y social mu-
cho más drástico para quien efectivamente organiza, fomenta, 
promueve, arma o financia el concierto para delinquir, que para 
quien sólo lo acuerda.” 249

248	 Corte Suprema de Justicia, proceso de única instancia 26470.
249	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, radicado 26942, auto del 14 de 

mayo de 2007. 
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Extracto No. 101

Radicado 27941 – 14 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Gonzalo García Angarita por el delito de concierto para 

delinquir agravado

El delito por el cual la Sala Penal acusó al ex congresista GONZALO GAR-
CÍA ANGARITA el cuatro de agosto del año anterior fue el de concierto 
para delinquir agravado, consagrado en el inciso segundo del artículo 340 
de la ley 599 de 2000, según el cual el acuerdo de voluntades que describe 
el tipo básico, en la modalidad agravada la teleología descansa en “organi-
zar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley”, lo 
cual conlleva a un mayor agravio al bien jurídico de la seguridad pública y 
por ende la variada respuesta punitiva.

El artículo 340 de la Ley 599 de 2000, antes de las reformas introducidas 
por las Leyes 890 de 2004 y 1121 de 2006, disponía:

ARTICULO 340. CONCIERTO PARA DELINQUIR. Cuando 
varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada 
una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de 
tres (3) a seis (6) años. 

Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, des-
aparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, 
homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes 
o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extor-
sión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y 
conexos, o para organizar, promover, armar o financiar grupos 
armados al margen de la ley, la pena será de prisión de seis (6) 
a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) hasta veinte mil 
(20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para 
quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, 
constituyan o financien el concierto para delinquir. 

  

La Corte Suprema de Justicia, en ejercicio de su función unificadora de la 
jurisprudencia señaló en su oportunidad la senda para proceder a interpretar 
el inciso segundo de la norma referida, al considerar que no se presentaba 
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cambio de tipicidad de concierto para delinquir agravado a simple, ni atipi-
cidad sobreviniente, pues lo que ocurrió fue un cambio de ubicación típica 
y su agravación punitiva respecto de esas conductas, entre ellas la de pro-
mover, pues de ser una circunstancia agravante (inciso segundo del artículo 
340 original), pasó a ser una conducta punible autónoma (art. 345 de la Ley 
599 de 2000, modificado por el artículo 16 de la Ley 1121 de 2006).

Lo que corresponde lógica y jurídicamente, como en el caso del ex congre-
sista GARCÍA ANGARITA es adecuar la conducta por la cual se acusó, por 
favorabilidad, a la norma vigente para el momento de los hechos (artículo 
340 modificado por el artículo 8° de la Ley 733 de 2000), que fija una pena 
de 6 a 12 años de prisión.

El artículo 340 del Código Penal define diversas formas de ataque al bien 
jurídico que denotan la manera progresiva como se atenta contra la segu-
ridad pública. Así, en el inciso segundo, es el acuerdo de voluntades para 
promover, organizar, financiar o armar grupos armados al margen de la ley, 
lo que le da sentido al injusto, en el contexto de una modalidad muy propia 
de los tipos de peligro; y en el tercero, desde la óptica de la efectiva lesión, 
se sanciona la conducta de armar, financiar o promocionar a tales grupos. 
Eso implica que se describen comportamientos secuenciales en escala de 
menor a mayor gravedad, cuya lesividad se refleja precisamente en el trata-
miento punitivo, como corresponde al principio de proporcionalidad.

Desde ese punto de vista y teniendo en cuenta la teleología del tipo penal 
-que excluye cualquier visión concursal- es claro que quien arma, financia, 
organiza o promociona grupos armados al margen de la ley, previamente 
acuerda la ejecución de ese tipo de finalidades, lo cual significa que la 
modalidad progresiva de ataque al bien jurídico permite afirmar que su 
efectiva ejecución asume el desvalor de los pasos secuenciales que le dan 
origen y sentido a la conducta; y de otra parte, que allí en donde no se logra 
consolidar de manera efectiva la promoción, organización o financiación, 
de todas maneras el injusto persiste, porque mediante la anticipación de la 
barrera de protección de bienes jurídicos basta el acuerdo para tener por 
satisfecho el injusto.
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1.2.13.	 Diferencias entre “promover efectivamente” un 
grupo armado al margen de la ley y el concierto 
para “promover” una organización de ese tipo. No se 
requiere probar que el congresista efectivamente se 
concertó para cometer otros delitos la distorsión de la 
función estatal es la prueba del acuerdo

Extracto No. 102

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araújo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

De otra parte se ha distinguido entre promover efectivamente un grupo 
armado al margen de la ley (inciso 3º del artículo 340 del Código Penal), y 
el concierto para promover una organización de ese tipo (inciso 2º ídem)250, 
señalando que cabe un mayor desvalor de la conducta y un juicio de exigi-
bilidad personal y social más drástico para quien organiza, fomenta, pro-
mueve, arma o financia el concierto para delinquir, que para quien solo lo 
acuerda, el cual traduce la celebración de consensos ilegales con grupos 
armados al margen de la ley que coparon por la fuerza territorios y espacios 
sociales, y que requerían de alianzas estratégicas con fuerzas políticas para 
consolidar su dominio y expansión.

Así se ha expresado la Corte al respecto:

“El artículo 340 del Código Penal define diversas formas de ata-
que al bien jurídico que denotan la manera progresiva como se 
atenta contra la seguridad pública. Así, en el inciso segundo, es el 
acuerdo de voluntades para promocionar, organizar, financiar o 
armar grupos armados al margen de la ley lo que le da sentido al 
injusto, en el contexto de una modalidad muy propia de los tipos 
de peligro; y en el tercero, desde la óptica de la efectiva lesión, 
se sanciona la conducta de armar, financiar o promocionar a ta-
les grupos. Eso implica que se describen conductas secuenciales 

250	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto del 14/05/2007, radicado 
26.942.
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en escala de menor a mayor gravedad cuya lesividad se refleja 
precisamente en el tratamiento punitivo, como corresponde al 
principio de proporcionalidad.”

(…)

“En la escala progresiva de protección de bienes jurídicos, el 
acuerdo que da origen al concierto para organizar, promover, 
armar o financiar grupos al margen de la ley, se diferencia de 
la efectiva organización, fomento, promoción, dirección y fi-
nanciación del concierto, moldeando diferentes penas según la 
ponderación del aporte que se traduce en un mayor desvalor de 
la conducta y en un juicio de exigibilidad personal y social mu-
cho más drástico para quien efectivamente organiza, fomenta, 
promueve, arma o financia el concierto para delinquir, que para 
quien sólo lo acuerda.” 251

Ciertamente ese análisis corresponde a una lectura del tipo penal que resalta 
las distintas maneras como el concierto puede manifestarse en la realidad, 
y siendo el bien jurídico el que le confiere sentido a los tipos penales, en el 
estado actual de la teoría lo menos que se puede tener de él es una visión 
estática cuya única finalidad sea la ordenación sistemática de conductas. 

Ahora, sobre la naturaleza del concierto para delinquir agravado, también 
se ha dicho252:

“Cuando una empresa criminal se organiza con el propósito de 
ejecutar delitos como desaparición forzada, desplazamiento for-
zado, torturas, homicidios por razones políticas, etc., punibles 
que se entienden comprendidos dentro de la calificación de deli-
tos de lesa humanidad, dicha valoración se debe extender al de-
nominado concierto para delinquir agravado en tanto el acuerdo 
criminal se perfeccionó con tales propósitos.

Destaca la Sala que el Estatuto de Roma que dio origen a la 
Corte Penal Internacional ha tenido en cuenta no sólo la con-
ducta del autor o de los partícipes sino que también ha conside-
rado en especial la existencia de propósitos dirigidos a cometer 
delitos de lesa humanidad, lo cual significa que también deben 

251	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 25/11/2008, radicado 
26942. 

252	 Corte Suprema de Justicia, Sala de casación Penal, Sentencia 03/12/2009 radicado 
32.672.
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ser castigadas en igual medida aquellas conductas preparatorias 
para la comisión de los delitos que incluyen tanto el acuerdo 
como el tomar parte en una actividad dirigida a ese fin, como 
ocurre con el concierto para delinquir agravado. 

Para llegar a considerar a los responsables de concierto para de-
linquir como autores de delitos de lesa humanidad deben estar 
presentes los siguientes elementos253:

(i) Que las actividades públicas de la organización incluyan al-
gunos de los crímenes contra la humanidad; 

(ii) Que sus integrantes sean voluntarios; y 

(iii) Que la mayoría de los miembros de la organización debie-
ron haber tenido conocimiento o ser concientes de la naturaleza 
criminal de la actividad de la organización,

bases a partir de las cuales varios tribunales internacionales y 
nacionales consideran que el concierto para cometer delitos de 
lesa humanidad también debe ser calificado como punible de la 
misma naturaleza254, como lo determina la Corte en este momen-
to para el caso colombiano y con todas las consecuencias que 
ello implica255”. 

Recuérdese que sobre el contenido de la conducta y la manera 
como se manifiesta el concierto para delinquir agravado con la 
finalidad de promover a grupos armados al margen de la ley, 
cuando el acuerdo nace de consensos entre congresistas y acto-
res armados, la Sala ha expresado lo siguiente: 

253	 Se sigue lo expuesto por M. Cherif Bassiouni, Crimes against Humanity in Inter-
national Criminal Law, 2a. Ed, La Haya, Kluwer Law International, 1999, p. 385, 
citado por Juan Carlos Maqueda, voto particular, Corte Suprema de la Nación 
Argentina, sentencia de 24 de agosto de 2004, causa N° 259.

254	 Por ejemplo: Tribunal Criminal Internacional para Ruanda, Cámara I, sentencia 
de 27 de enero de 2000, Fiscal v. Alfred Musema, Caso No. ICTR 96-13-T; Corte 
Suprema de la Nación Argentina, sentencia de 24 de agosto de 2004, causa N° 259 
y Juzgado Federal de Buenos Aires (Juez Norberto Oyarbide), auto de 26 de sep-
tiembre de 2006.

255	 Por ejemplo, la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena (Artículo VII de 
la Ley 707 de 2001, aprobatoria de la Convención Interamericana sobre Desapa-
rición Forzada de Personas y el artículo 29 de la Ley 742 de 2002, por medio de 
la cual se aprobó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Las citadas 
leyes, convención y Estatuto fueron declarados exequibles por la Corte Constitu-
cional, sentencias C-580/02 y C-578/02, respectivamente.
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“Teniendo en cuenta lo anterior y lo que de ordinario sucede en 
aparatos organizados de poder – todo para no desconocer el bien 
jurídico, el sentido del tipo penal, o los contenidos de la con-
ducta 256 –, el aporte del político a la causa paramilitar cuando 
coloca la función pública a su servicio debe mirarse no tanto en 
la creación de disfunciones institucionales – que, claro, le agre-
gan mayor gravedad al injusto -, sino en la medida que con esa 
contribución se incrementa el riesgo contra la seguridad pública 
al potenciar la acción del grupo ilegal, como puede ocurrir cuan-
do por la influencia de las autodefensas se crean condiciones 
materiales mediante inversión estatal en lugares donde la acción 
del paramilitarismo es evidente.

“En otras palabras: la distorsión de la función estatal, cuando 
eso sucede, es la prueba del acuerdo; así como en el concierto 
simple, los delitos ejecutados en función del acuerdo son la ma-
nifestación del consenso ilegal. En el primer evento, si la distor-
sión de la función estatal implica la consumación de un injusto, 
concursará con el concierto para delinquir agravado, así como 
los delitos comunes lo hacen con el delito de concierto para de-
linquir simple.” 257 

Así las cosas, en virtud de la estructura dogmática del tipo y la concreta 
imputación de que trata la acusación, no se requería probar que el doc-
tor Araújo Castro se concertó para cometer delitos, sino que lo hizo para 
promover a un grupo armado ilegal, cuya responsabilidad surge no sola-
mente del resultado electoral ya citado, que enfatiza, junto al denominado 
“pacto de Pivijay”, la división que del departamento del Cesar hicieran las 
autodefensas bajo el mando de “Jorge 40”, a fin de que la votación en la 
zona se distribuyera entre los candidatos de su resorte, respondiendo a lo 
concertado en tal sentido, prevalidos de la intimidación ejercida de tiempo 
atrás contra la población, según lo puesto de presente por los testigos atrás 
relacionados, sino de otros indicios que a continuación se examinan y que 
evidencian la realidad de tales acuerdos.

256	 Welzel consideraba que las estructuras lógico objetivas constituían un límite al po-
der de configuración de legislador. En consecuencia, el legislador no crea las con-
ductas sino que las extrae de la vida social. Por lo tanto, desde ese mismo punto de 
vista, que el juez no puede desconocer el sentido ni el contenido de las conductas.

257	 Sentencia 09/12/2009 radicado 28.779.
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1.2.14.	 Manifestaciones del concierto para “promover” 
aparatos organizados de poder ilegales, inciso 2 del 
artículo 340 del Código Penal 

Extracto No. 103

Radicado 29640 – 16 de septiembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Ricardo Elcure 

Chacón por el delito de concierto para delinquir agravado

A éste hecho que fue epicentro de las decisiones mediante las cuales se 
definió la situación jurídica y se acusó al doctor Elcure Chacón de la 
conducta por la cual se le juzga, hoy cobra mucha mayor importancia 
en el lenguaje de una prueba que converge a demostrar la manera como 
el paramilitarismo conjugó su acción con políticos de la región y con 
organismos estatales – ¡ el Das y la fiscalía entre ellos ! –, en evidente 
perjuicio de la seguridad pública que como bien jurídico para el funcio-
namiento del sistema quedó sometido al vaivén de las políticas trazadas 
por los jefes de aparatos organizados de poder, entre las que se destaca el 
cobro de “impuestos” para el cual se diseñó un novedoso sistema ideado 
por el candidato.

En ese contexto, véase que la entrega de dinero no es el único elemento que 
habla del consenso ilegal entre el doctor Elcure Chacón y el grupo armado 
ilegal, pero sí la prueba emblemática de la financiación de su quehacer po-
lítico por parte del paramilitarismo, que dada la encrucijada financiera por 
la que atravesaba su campaña resultaba crucial para avanzar en el intento 
de alcanzar la gobernación de Norte de Santander.

En este sentido, véase que Oralba Alvarez Jaimes, contadora, y Patricia y 
Jorge Elcure Chacón, reconocen que la campaña no fue boyante y que el 
tema financiero lo asumió el candidato personalmente, lo cual explica la 
urgencia de lograr un “auxilio” muy superior a la suma que finalmente le 
fue entregada por parte de los ilegales. 

Todo eso demuestra que las excusas de todo orden que el sindicado ofreció 
para negar el injusto que se le imputa no son admisibles. Así, cuando dijo 
que fue amenazado por las autodefensas y que denunció ese hecho, los 
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organismos institucionales certificaron lo contrario, e incluso su hermana, 
al declarar sobre ese tema deja un estela de duda, pues en principio señaló 
que la campaña era la más amenazada, pero en seguida aclaró que sobre 
ese aspecto su hermano sólo “decía que hay que tener cuidado, pero en 
concreto no decía quien lo amenazó.” De haber sido así, dado el poder y 
la capacidad de perturbación del grupo armado ilegal, lo menos que debía 
esperarse es que sus familiares se hubiesen enterado de las amenazas que 
se cernían en su contra.

Quinto. De lo anterior se concluye que se encuentra cabalmente demostra-
do que el doctor Ricardo Ariel Elcure Chacón se concertó con la finalidad 
de promover un grupo armado al margen de la ley, pues no solamente fue 
apoyado económicamente en sus proyectos políticos, sino que el aparato 
organizado de poder que encarnaba el paramilitarismo en Norte de Santan-
der fue puesto al servicio de esa causa, con el evidente propósito de que 
el político ejerciera el poder que aspiraba obtener al servicio del proyecto 
paramilitar, que es precisamente como se manifiesta el concierto para pro-
mover aparatos organizados de poder ilegales. 

(…)

ADICIÓN DE VOTO

(Magistrados: Yesid Ramírez Bastidas, Alfredo Gómez Quintero, María 
del Rosario González de Lemos y Augusto J. Ibáñez Guzmán)

I. Compartimos plenamente los razonamientos y la decisión de la Sala por-
que corresponden a las pruebas aportadas, la apreciación de las mismas 
de acuerdo con las reglas de la sana crítica y la mejor hermenéutica sobre 
el contenido y alcance del delito de concierto para delinquir con fines de 
paramilitarismo.

II. Pero concluido el presente proceso observamos que el responsable del 
delito de asociación para delinquir aquí identificado se concertó con la fi-
nalidad de promover un grupo armado al margen de la ley, para que lo 
apoyara en sus proyectos políticos y dicho aparato organizado fue puesto al 
servicio de esa causa, con el evidente propósito de que el político ejerciera 
el poder que aspiraba obtener al servicio del proyecto paramilitar, que es 
precisamente como se manifiesta el concierto para promover aparatos or-
ganizados de poder ilegales.
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III. La banda criminal a la que ingresó el condenado diseñó y ejecutó un 
proceso de cooptación de las instituciones nacionales, departamentales y 
municipales, que se refleja en el apoyo brindado a algunos de sus miem-
bros para que alcanzaran por medio del voto ciudadano o mediante nom-
bramiento la calidad de servidores públicos, y en el momento en que ac-
cedieron a las diferentes dignidades tenían la obligación, como miembros 
de la perversa empresa, de enderezar todos sus movimientos oficiales en 
busca del favorecimiento directo e inmediato de la asociación criminal.

En el Congreso de la República constituyó tarea esencial de los parlamen-
tarios elegidos por los grupos paramilitares impulsar estatutos legales que 
favorecieran el quehacer de su compañía delictiva, hecho que, por ejemplo, 
explica el apoyo incondicional de algunos legisladores a los proyectos de 
ley de alternatividad penal que buscaban un altísimo grado de impunidad 
para los crímenes cometidos por las bandas a las que debían fidelidad, tarea 
en la que finalmente se consensuó una alta porción de verdad y reparación 
con unos niveles de justicia mutilados e insuficientes que hacen clamar al 
cielo por el resultado final: impunidad.

IV. Los grupos paramilitares, entre cuyos miembros existían servidores 
públicos vinculados a todos las instituciones estatales, desde el momento 
mismo de su creación tenían como propósito esencial arrasar a todos los 
ciudadanos u organizaciones que se opusieran a sus propósitos, razón por 
la cual la ejecución de conductas calificadas como delitos de lesa humani-
dad -torturas, desapariciones forzadas, desplazamiento forzado, secuestro, 
etc.- hacían parte de sus diligencias ordinarias.

V. Para los miembros de la organización no era ningún secreto que en aras 
de la consolidación de su poder fascineroso se tenían que cometer toda cla-
se de conductas criminales y ataques a la dignidad humana de los oposito-
res o de cualquiera que se convirtiera en obstáculo al avance paramilitar.
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Extracto No. 104

Radicado 31943 – 9 de septiembre de 2009
Sentencia anticipada en contra del ex gobernador de Sucre 
Jorge Eliecer Anaya Hernández por el delito de concierto para 

delinquir agravado

Si para ese primigenio momento procesal, el Fiscal General fundamentó la 
competencia en las pruebas sumarias que le indicaban el presunto víncu-
lo entre el mandatario departamental y los miembros de las Autodefensas 
Unidas de Colombia, en el estado actual no queda duda, con la prueba lue-
go aducida y valorada en la resolución de acusación, que la actuación del 
ex mandatario ANAYA HERNÁNDEZ, a partir de su elección y posesión, 
se encaminó al favorecimiento y promoción de las Autodefensas Unidas 
de Colombia, a través del nombramiento en las Secretarías de Educación y 
Hacienda, de personas de reconocida relación con dichas organizaciones, 
hecho que se constituye en la continuidad de la conducta delictiva descrita 
en el inciso segundo del artículo 340 de la Ley 599 de 2000, modificado 
por la Ley 733 de 2002, en lo relacionado con la promoción y financiación 
de grupos armados al margen de la ley.

No existe duda de la existencia de la organización criminal, pues en la in-
vestigación se develaron verdaderos compromisos operacionales trazados 
y a los cuales sus miembros le debían sometimiento, siendo fácil inferirlos 
de las pruebas allegadas al expediente, de las que se deduce la distribución 
de regiones que le garantizaban a los candidatos los resultados suficientes 
para alcanzar los cargos de elección popular, para luego comprometerse 
con la región y promover a las Autodefensas a cambio del aval, ya con 
aportes directos o determinando anticipadamente la participación burocrá-
tica, como lo hizo ANAYA HERNÁNDEZ.

Pero es que en este caso, del compromiso asumido por el candidato a la 
Gobernación – que podía haber llegado hasta allí, como sucedió en otros 
departamentos, en los que al mandatario le tenían que recordar, cómo y 
de qué forma había logrado la elección y la contraprestación que debía 
otorgar-, se pasó a la efectiva materialización del pacto, a la manifestación 
palpable del acuerdo, que es la forma clara, desde el punto de vista de la 
tipicidad, de demostrar la comunidad de voluntades, sin ser esta necesa-
ria, ya que el núcleo de la prohibición descansa en el convenio dirigido 



373

teleológicamente a organizar, promover, financiar o armar grupos al mar-
gen de la ley, tal como lo dispone el inciso segundo del artículo 340 de 
la Ley 599 de 2000, vigente para la época de los acontecimientos que se 
investigan.

El tipo objetivo de concierto para delinquir implica el acuerdo para come-
ter delitos, independientemente de los que se cometan. Las conductas reali-
zadas por el ex gobernador ANAYA HERNÁNDEZ son una manifestación 
clara de su pertenencia y permanencia a las AUC, la cual no terminó con su 
elección, sino que se prolongó en el tiempo durante el ejercicio de su man-
dato, a tal punto, que como integrante del concierto, puso la función cons-
titucional que le correspondía cumplir, al servicio de la organización de la 
cual hacía parte, por manera que, no se puede escindir el concierto para 
delinquir de las funciones constitucionales propias de los gobernadores, 
que entregó a los comandantes del grupo delictivo al margen de la ley.

Ahora bien, como esencia de cualquier asociación, las Autodefensas Uni-
das de Colombia tuvieron clara una proyección temporal prolongada, por 
lo menos para cumplir su programa delictivo, por lo que la permanencia 
es la que anima a la organización criminal a la comisión de delitos inde-
terminados, característica de los delitos de peligro, como es el concierto 
para delinquir. En esa medida, aún después de la elección y posesión del 
Gobernador, el acuerdo de voluntades continuaba latente, se perpetuaba 
en el tiempo, lapso en el cual, ya en ejercicio de sus funciones, ANAYA 
HERNÁNDEZ profirió los actos administrativos para promocionar y fi-
nanciar las AUC.

El acuerdo, por sí solo, acarrea el poder del perjuicio traducido en la alarma 
social, es decir, que el objetivo de la organización criminal es poner en pe-
ligro la seguridad pública y la tranquilidad colectiva, bienes jurídicos que 
se pretenden proteger con la represión y castigo.

(…)

… los nombramientos de los dos secretarios de su despacho –Educación 
y Hacienda-, en cumplimiento de los pactos celebrados con los miembros 
de los grupos paramilitares, así como la delegación de funciones, son un 
ejemplo de la desviación del poder contemplado dentro de la órbita de sus 
atribuciones constitucionales y legales, como de manera puntual lo exige el 
Parágrafo citado, para efectos de la determinación de la competencia.
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(…)

El delito de concierto para delinquir es una conducta en la que se encuen-
tran inmersas variadas manifestaciones de comportamiento, pero todas 
ellas relacionadas con el fin común, que deben ser analizadas de manera 
integral, como ya en pasada oportunidad lo ha expuesto la Sala:

“Es necesario aclarar, con el fin de despejar cualquier duda al 
respecto, que sólo por razones metodológicas la Sala estudió por 
separado las distintas manifestaciones del acuerdo ilegal, sin que 
eso signifique escindir la conducta o valorar cada episodio para 
conferirle una tipicidad autónoma. En efecto, en la resolución 
de acusación se expresó la necesidad de ‘conjurar los distintos 
momentos que como expresión de la voluntad del acuerdo ilegal 
se revelan en el expediente y no cada episodio como estanco de 
la acción por fuera del contexto histórico en el cual la conducta 
se inscribe’, dando origen a una imputación única por el delito 
de concierto para delinquir, de manera que guardando la con-
gruencia entre la acusación como acto condición y la sentencia 
como acto final, la Sala condenará al procesado por un único 
delito”258. 

Por tanto, aunque el pacto que llevó a JORGE ELIÉCER ANAYA HER-
NÁNDEZ a ser elegido Gobernador del departamento de Sucre para el 
período 2004-2007 fue acordado antes de su posesión, el convenio se per-
petuó en el tiempo y continuó en la permanente puesta en peligro del bien 
jurídico Seguridad Pública, como lo demuestran las actuaciones posterio-
res, que en ejercicio de sus funciones realizó el Gobernador, entre ellas, el 
nombramiento de los secretarios de Educación y Hacienda; y la delegación 
de funciones en el Secretario de Educación, de quien se probó sin duda 
alguna la relación con el extinto paramilitar RODRIGO MERCADO PE-
LUFFO, alias “CADENA”, líder indiscutible de las Autodefensas Unidas 
de Colombia.

258	 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, sentencia de 25 de noviembre 
de 2008. Rad: 26.942.
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Extracto No. 105

Radicado 26585 – 17 de agosto de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Humberto de 

Jesús Builes Correa por el delito de concierto para delinquir

126. Pero es que además, dentro del contexto que comprende este caso, 
es absolutamente inverosímil sostener que FREDY RENDÓN HERRERA 
(a. Alemán), comandante del bloque ÉLMER CARDENAS de las Auto-
defensas Unidas de Colombia, promovió múltiples reuniones con líderes 
del movimiento “Por una Urabá Grande Unida y en Paz” para averiguarles 
“qué estaban haciendo” o “cómo iban”, sin entrometerse en sus decisiones 
políticas, porque esos encuentros subrepticios puramente informativos, por 
lo inútiles y absurdos, se muestran contrarios al ejercicio del poder para-
militar y fuerza militar de facto que los grupos armados por esencia repre-
sentan, siendo falso como precedentemente se explicó, para responder a la 
defensa, que no hay prueba de lo contrario. 

127. De ese modo, la presunción de veracidad del conjunto testimonial 
asido a la condición de líderes políticos afiliados al movimiento Regional 
del Urabá, tanto como la tesis de simples observadores que postula con 
respecto al papel de los paramilitares bajo el comando de FREDY REN-
DÓN HERRERA en la política regional durante el año 2002, se encuentra 
desvirtuada. Esa versión no resiste contraste con lo expuesto por el propio 
RENDÓN HERRERA (a. Alemán), ÉVER VELOZA (a. H.H.) y RAÚL 
EMILIO HASBÚN (Pedro Bonito), quienes de diferentes maneras coin-
cidieron en lo contrario, y fueron corroborados por otro grupo de testigos 
ya enlistados, por demás que dos de ellos documentados con cartas que 
“Alemán” reconoció como suyas, cuyo texto pone en evidencia que dichos 
grupos armados ilegales durante esa gesta no ejercieron un rol pasivo sino 
proactivo. 

128. De este modo queda resuelto el problema jurídico planteado, bajo la 
conclusión de que ciertamente, tal como lo postuló la Fiscalía en la resolu-
ción de acusación, y contra lo dicho por la defensa, la intromisión de gru-
pos paramilitares a través del movimiento político “Por Una Urabá Grande 
Unida y en Paz” en las elecciones al Congreso de la República del año 
2002 fue una realidad incontrastable, de donde se saca que quienes obtu-
vieron puestos en la Corporación Legislativa a través de esa colectividad 
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no lo hicieron conforme las reglas de la democracia, a “voto limpio” como 
se dijo con insistencia durante la audiencia pública; esas curules estuvie-
ron contaminadas delictivamente, porque fueron conseguidas mediante un 
poder militar de facto, que despojó de derechos políticos a toda una masa 
poblacional, coartada en su libertad de elegir y ser elegidos.  
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1.2.15.	 Concierto para delinquir en la modalidad “promover 
efectivamente” un grupo armado al margen de la ley, 
inciso 3º del artículo 340 del Código Penal

Extracto No. 106

Radicado 32805 – 23 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

Para el caso del ex Senador ÁLVARO GARCÍA ROMERO, la Corte lo 
radicó en juicio criminal como autor del delito de concierto para delinquir 
agravado descrito en el inciso tercero del artículo 340 del Código Penal, 
al hallar que su conducta traspasó el umbral de simples acuerdos para la 
promoción de grupos armados al margen de la ley, reflejándose en actos 
concretos de conformación y financiamiento de ellos.

En esa dirección, acerca de las actividades de conformación de grupos arma-
dos ilegales reprochadas al ex Senador GARCÍA ROMERO, véase cómo el 
testigo Jairo Castillo Peralta259 informó haber asistido como escolta a la re-
unión llevada a cabo en una finca de propiedad de Miguel Nule Amín deno-
minada “Las Canarias”, donde Salomón Feris Chadid, Salvatore Mancuso, 
Salvador Arana Sus y el propio procesado, entre otros, diseñaron la consoli-
dación de un grupo paramilitar que tuviera presencia permanente en el centro 
y norte del Departamento de Sucre, agrupación que como ya se mencionó, 
fue denominada en un primer momento “frente Montes de María”.

Por descontado se da que una reunión de tal naturaleza permite inferir que 
el Senador GARCÍA ROMERO tenía cabal comprensión de su misión 
como gestor de grupos paramilitares, aspecto que como adelante se verá 
no constituyó una simple declaración de propósitos sino que se materializó 
mediante actos de apoyo y financiación de dichas estructuras.

El testimonio aportado por Castillo Peralta a la justicia, permite ade-
más descartar que los partícipes de aquel encuentro hubiesen concurrido 

259	 Folios 179 cuaderno anexo 35 y 197 cuaderno anexo 12.
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producto de la coacción de los actores armados ilegales; por el contrario, 
la reunión de ‘Las Canarias’, como otras realizadas con similares propósi-
tos, pueden ser calificadas de amigable tertulia entre ganaderos, políticos y 
representantes del paramilitarismo, en la cual se trazaron las directrices a 
seguir para la consolidación del movimiento armado, de donde se infiere la 
manifestación de un acuerdo a todas luces ilegal. 

Precisamente, el relato del testigo en comento acerca del propósito que 
congregó a ALVARO GARCÍA ROMERO con reconocidos jefes del pa-
ramilitarismo, fue ratificado indirectamente por el comandante paramilitar 
Édward Cobos Téllez en la declaración del 28 de febrero de 2007 rendida 
ante esta Corte, cuando, sin admitir abiertamente la concurrencia del pro-
cesado, sí destacó cómo la reunión de “Las Canarias” tuvo por objetivo 
estrechar la alianza entre los paramilitares Salvatore Mancuso y ‘Rodrigo 
Doble Cero’ con líderes políticos de Sucre, empeñados en auspiciar la con-
solidación del paramilitarismo en ese departamento.

(…)

Entonces, si a la presencia de GARCÍA ROMERO en reuniones como 
la de la finca “Las Canarias”, se agregan las gestiones que habría de 
realizar en pro de la consecución de recursos para la fundación de “La 
Mojana”, la inferencia acerca de su directa intervención en el auspi-
cio y organización de dichas organizaciones armadas ilegales se torna 
incuestionable.

(…)

1.2. Las relaciones con otras personas vinculadas a la organización 
paramilitar

Es un hecho notorio que el Senador GARCÍA ROMERO estuvo rodeado 
de personas que a la postre, pudo comprobarse, hicieron parte o tuvieron 
relaciones con los grupos armados ilegales con asiento en el departamento 
de Sucre. 

Prueba de ello son sus cercanos nexos con el ganadero Joaquín García, 
reconocido auspiciador de las autodefensas unidas de Colombia, precisa-
mente el mismo con quien conversó acerca de la incursión paramilitar a 
Macayepo, hecho que adelante tratará la Sala a espacio por constituir cargo 
independiente contra el ex Senador.
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Por ahora, baste mencionar que acerca de su estrecha relación declaró Orlan-
do Rodríguez Martínez260, antiguo líder político del grupo del acusado, quien 
dijo haber conocido a Joaquín García por intermedio del senador ÁLVARO 
GARCÍA en su propia oficina, donde el primero se ufanaba de ser financiador 
paramilitar -resalta la Sala- y pregonaba repetidamente que quien no le can-
celaba sus deudas se las tenía que ver con las AUC y con un tal ‘Cadena’. 

Expuso además cómo Joaquín García se jactaba de utilizar al Senador para 
que moviera sus influencias en la Armada Nacional, asuntos que revelan 
de nuevo la vinculación innegable de ÁLVARO GARCÍA ROMERO con 
la promoción y el respaldo a la causa paramilitar, dato además relevante en 
torno al cargo elevado contra el ex Senador por los hechos violentos cono-
cidos como “Masacre de Macayepo”, que adelante se precisarán. 

De otra parte, los diputados a la Asamblea de Sucre ÁNGEL VILLA-
RREAL, JOHNNY VILLA, NELSON STAMP y WALBERTO ESTRA-
DA, con quienes GARCÍA ROMERO había conformado una alianza po-
lítica en Sucre, fueron también procesados por concierto para delinquir 
agravado por tener vínculos con organizaciones paramilitares261, circuns-
tancia reveladora si se considera que se trata de personas con las cuales el 
procesado desarrolló su actividad política en Sucre. 

Y aunque uno de ellos, el señor Stamp Berrío, aseguró que el congresis-
ta GARCÍA ROMERO y Eric Julio Morris Taboada fueron objetivo mili-
tar del paramilitarismo, su dicho resultó completamente contraevidente y 
huérfano de cualquier respaldo en el restante material probatorio. 

Otro tanto ha de afirmarse de su estrecha relación con Salvador Arana Sus, 
ex Gobernador de Sucre, y con Eric Julio Morris Taboada, quien además de 
ocupar esa alta dignidad fue Representante a la Cámara en el periodo 2002 
y 2006, ambos condenados por la Corte precisamente por sus vínculos con 
grupos paramilitares.

Asimismo, no sobra recordar que GARCÍA ROMERO incluyó dentro de 
su fórmula a la Cámara en las cuestionadas elecciones parlamentarios de 
marzo de 2002 al señor Jorge Luis Feris Chadid, llamado a juicio como uno 
de los políticos que suscribió el “Pacto de Ralito”, quien además es herma-
no del comandante paramilitar Salomón Feris Chadid, alias “08”.

260	 Folio 205 de C12
261	 Todos condenados con ocasión de dicho cargo
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Todas estas alianzas, sin duda, revelan que GARCÍA ROMERO estaba en 
esa época rodeado de personas e intereses manifiestamente afines con la 
causa paramilitar.

(…)

1.4. Comportamiento electoral 1998-2002-2006

Como es ya de público conocimiento, la agrupación paramilitar se fijó 
como meta ingresar el mayor número de candidatos a todas las corpora-
ciones públicas262, siendo indiferentes los partidos políticos o vertientes 
representados por ellos, en tanto lo relevante era el compromiso con 
la expansión del proyecto paramilitar. Ello determinó insólitas alianzas 
entre grupos tradicionalmente opuestos ideológicamente, o entre en-
conados enemigos que representaban distintas vertientes de un mismo 
partido. 

En el que interesa a este proceso, GARCÍA ROMERO en las elecciones 
del año 2002 alcanzó 58.506 votos, mientras que en 1998 obtuvo 38.111, 
es decir, presentó una significativa diferencia de 20.000 sufragios que no 
encuentra explicación en ninguna estrategia legítima. 

Además de ese aumento, GARCÍA ROMERO conquistó más adeptos en 
lugares en que tradicionalmente había tenido una modesta votación. Refle-
jo de ello es lo sucedido en la región de la Mojana en donde, como ya se 
ha dicho, operó un grupo armado ilegal que se dice por él auspiciado. Sus 
resultados reflejan allí un notorio incremento, como pasa a verse:

Municipio 1998 2002
Majagual 1.741 3.924
Sucre 2.929 4.895
San Benito 337 2.101
Caimito 350 879
La Unión 622 951
San Marcos 3.123 5.524
Guarandá 1.302 920
Total 12.402 19.124

262	  Así lo hizo saber Salvatore Mancuso desde su propia intervención en el Congreso 
de la República y luego en sus distintas intervenciones tanto en Justicia y Paz, como 
en los procesos adelantados por la Corte con ocasión de los vínculos entre congre-
sistas y paramilitares.
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Asimismo, basta reparar como en municipios donde históricamente había 
conquistado una escasa votación, presentó incrementos representativos 
para 2002, como sucedió en el municipio de Buenavista, en donde obtuvo 
231 votos en las elecciones de 1998, sufragios que llegaron a ser 3.528 en 
el 2002 logró 3.528, lo que equivale a un aumento del 5.4% al 66.06% de 
la participación total de ciudadanos de dicha localidad.

Como lo indican claramente las variables del estudio realizado por la doc-
tora Claudia Nayibe López, tres de los cinco municipios de influencia del 
Frente La Mojana en Sucre, esto es, Sucre, Majagual y San Benito, pre-
sentaron en el promedio nacional y departamental los índices más bajos en 
Votos Nulos. En efecto, mientras a nivel nacional el promedio de votación 
nula fue de 3,44%, municipios como Majagual y Sucre no alcanzaron a 
llegar al 2%263. 

GARCÍA ROMERO dijo en la audiencia pública que no resultaba extraño 
el comportamiento del voto nulo, rescatando cómo ese factor electoral se 
encuentra estrechamente ligado al nivel sociocultural de los pueblos; sin 
embargo, basta reparar que tal porcentaje aumentó drásticamente para el 
2006, al punto que fue perceptible en el estudio de la investigadora, cuando 
ya la interferencia paramilitar había cedido notablemente en esa zona del 
país por la desmovilización de sus actores, no siendo inferior en ningún 
caso al 6% de las estadísticas relacionadas. 

No pasa desapercibido que los municipios donde el acusado obtuvo en las 
elecciones para el año 2002 la más alta votación, porcentualmente hablan-
do, superaron, doblando o hasta triplicando, los porcentajes de votación 
nula reflejados en el año 2006. 

Sobre los resultados electorales de 2002, llama poderosamente la atención 
la postura asumida en este juicio por Éder Pedraza Peña, excomandante 
alias Ramón Mojana264, que en punto a la injerencia paramilitar en los re-
sultados electorales, brindo una versión amañada y falaz. 

Tal comandante, quien dijo ser político del Frente La Mojana, sostuvo no 
haber apoyado políticamente al acusado en la región de influencia de su 

263	 Declaración de CLAUDIA NAYIBE LÓPEZ HERNÁNDEZ, analista política. c.c..
No.6 del radicado 32805. 

264	 Declaración en Juicio de EDER PEDRAZA PEÑA alias RAMÓN MOJANA, c.d. 
No.12 del minuto 1:10:00 al 2:23:22 
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frente, ni tampoco a ningún otro candidato. Tal vez su único aporte a la ver-
dad la constituyó la información que suministró sobre la consolidación del 
grupo paramilitar en los municipios en los cuales su frente operaba, tales 
como Majagual, Sucre, San Marcos y San Benito Abad, que conforman lo 
que se conoce como el cono sur o La Mojana sucreña, región donde preci-
samente el acusado obtuvo, como se mencionó, una muy buena votación 
en 2002 comparada con la de 1998.

Baste referir cómo el estudio electoral atrás aludido265 muestra que el mu-
nicipio de San Jacinto del Cauca ubicado en el departamento de Bolívar, 
donde el paramilitar afirmó que operaba el frente a su mando, reflejó para 
las elecciones 2002 un porcentaje de participación para Cámara de Repre-
sentantes que llegó casi al 90%, mientras que el de votos nulos, en blanco 
y tarjetas no marcadas no superó el 1%, al paso que el mismo voto nulo y 
en blanco para Senado no llegó siquiera al 0,4%.

Aunque es preciso aclarar que en dicho municipio bolivarense no se pre-
sentó votación a favor del señor GARCÍA ROMERO, lo allí ocurrido refle-
ja que la versión de Pedraza Peña es indigna de crédito, pues los extraños 
cambios electorales acaecidos entre los años 1998 y 2002, demuestran con 
suma representatividad que las fuerzas paramilitares no fueron tan impar-
ciales e inactivas políticamente, como él lo dijo.

Igual situación se refleja en las elecciones 2006, donde el procesado bajó 
sus cifras electorales, si bien no en la proporción de incremento reflejada 
en el periodo acabado de analizar -1998-2002-, sí en una representativa en 
tanto su caudal electoral decreció de 58.506 a 51.955 votos266. 

Acerca de estos resultados electorales, GARCÍA ROMERO trató de expli-
carlos acudiendo a una comparación entre los guarismos de las elecciones 
1998, 2002, 2006267, a fin de acreditar que en su consecución no contó 
con el concurso de aquella agrupación ilegal. Por ejemplo, hizo énfasis en 
cómo los candidatos a la Cámara de Representantes que acompañaron sus 
listas obtuvieron en el consolidado general más votos que él y que a ellos 
no se les cuestionó penalmente esa circunstancia. 

265	 Se refiere la Corte al efectuado por Claudia Nayibe López
266	 Pagina web: registradurianacionaldelestadocivil.gov.co
267	 Intervención en juicio de ALVARO GARCÍA ROMERO, cd No.51
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Evidentemente, esa situación tiene una sencilla explicación, y es que como 
a la Cámara de Representantes se aspiraba (y aún hoy ocurre) por circuns-
cripciones territoriales, normalmente los candidatos a esa corporación de-
ben obtener un importante guarismo electoral dentro del departamento para 
poder superar a los demás candidatos, cosa que no necesariamente ocurre 
en las elecciones al Senado de la República, donde debido a la existencia 
de una circunscripción nacional, el aspirante puede obtener votos válidos 
en cualquier zona del país. 

La única conclusión razonable, y que además concuerda con las demás 
pruebas analizadas, apunta a demostrar la sólida relación que tuvo GAR-
CÍA ROMERO con el grupo marginal en Sucre, la cual para el 2002 se vio 
reflejada en sus resultados electorales. 

Con base en el análisis probatorio plasmados en precedencia, encuentra 
la Corte demostrado en grado de certeza que el ex Senador ÁLVARO AL-
FONSO GARCÍA ROMERO organizó y prestó su concurso para la finan-
ciación de grupos armados al margen de la ley, razón por la cual será de-
clarado autor del delito de concierto para delinquir agravado, de que trata 
el inciso 3° del artículo 340 del Código Penal. 
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1.2.16.	 Diferencias entre el concierto para delinquir simple y 
el agravado 

Extracto No. 107

Radicado 26584 – 03 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex representante a la 
cámara Dixon Ferney Tapasco Triviño por el delito de concierto 

para delinquir agravado

En la audiencia, como también en el curso del proceso, el defensor ha cues-
tionado la tipicidad de la conducta. Con ese fin, ha dicho que el delito de 
concierto para delinquir se define como un acuerdo de voluntades para 
cometer delitos indeterminados con vocación de permanencia, propósitos 
éstos que deben estar plenamente demostrados en el proceso, pero que en 
su criterio en lo que respecta a su defendido no lo están. 

Como acaba de verse, la defensa insiste en la tesis de que los elementos 
del concierto para delinquir agravado (aparte segundo del artículo 340 
del Código Penal) se asimilan dogmáticamente al concierto para delinquir 
simple (aparte primero del texto legal citado), lo cual es inaceptable. En 
primer lugar, porque desde el punto de vista político criminal, el concierto 
para delinquir simple se dirige a enfrentar la delincuencia convencional, 
mientras que el agravado sancionar los aparatos organizados de poder. En 
segundo lugar, precisamente por lo indicado, la ultrafinalidad o el elemento 
subjetivo de los tipos penales difieren en su contenido, debido a que en el 
concierto para delinquir simple el designio es cometer delitos, cualquiera 
que ellos sean, mientras que en el agravado el concierto tiende a promover, 
armar o financiar grupos armados al margen de la ley, que es como se ma-
nifiestan los aparatos organizados de poder.

Tanta será la diferencia político criminal y dogmática, que la Sala ha resaltado 
esas distinciones denotando el nivel progresivo de afección al bien jurídico 
de la seguridad pública, distinguiendo los diferentes niveles de riesgo que se 
definen en los apartes primero, segundo y tercero del artículo 340 del Código 
Penal. Así, en la decisión del 25 de noviembre de 2008, radicado 26.942 (…).

(…) 
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Como se comprende, dada la estructura dogmática del tipo y la concreta 
imputación de que trata la acusación, no se requería probar que el doctor 
Tapasco Triviño se concertó para cometer delitos, sino que lo hizo para 
promover a un grupo armado ilegal, con lo cual la tipicidad se satisface, 
sin ofender el sentido del tipo penal y mucho menos el contenido de la 
conducta. 



386

Extracto No. 108

Radicado 26942 – 25 de noviembre de 2008
Sentencia condenatoria en contra de los ex senadores Juan 
Manuel López Cabrales y Reginaldo Montes Álvarez, por el delito 

de concierto para delinquir agravado

La Sala se ha ocupado recientemente de la dogmática del delito de concier-
to para delinquir, haciendo énfasis en las notas que diferencian el concierto 
para delinquir simple del agravado, en los siguientes términos:
 

“El artículo 340 del Código Penal define diversas formas de ata-
que al bien jurídico que denotan la manera progresiva como se 
atenta contra la seguridad pública. Así, en el inciso segundo, es 
el acuerdo de voluntades para promocionar, organizar, financiar 
o armar grupos armados al margen de la ley lo que le da sentido 
al injusto, en el contexto de una modalidad muy propia de los 
tipos de peligro; y en el tercero, desde la óptica de la efectiva le-
sión, se sanciona la conducta de armar, financiar o promocionar 
a tales grupos. Eso implica que se describen conductas secuen-
ciales en escala de menor a mayor gravedad cuya lesividad se re-
fleja precisamente en el tratamiento punitivo, como corresponde 
al principio de proporcionalidad.”

De igual manera, para lo que es de interés, señaló:

“En la escala progresiva de protección de bienes jurídicos, el 
acuerdo que da origen al concierto para organizar, promover, 
armar o financiar grupos al margen de la ley, se diferencia de 
la efectiva organización, fomento, promoción, dirección y fi-
nanciación del concierto, moldeando diferentes penas según la 
ponderación del aporte que se traduce en un mayor desvalor de 
la conducta y en un juicio de exigibilidad personal y social mu-
cho más drástico para quien efectivamente organiza, fomenta, 
promueve, arma o financia el concierto para delinquir, que para 
quien sólo lo acuerda.” 268

Ciertamente ese análisis corresponde a una lectura del tipo penal que desta-
ca la distintas maneras como el concierto puede manifestarse en la realidad, 

268	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación penal, radicado 26942, auto del 14 de 
mayo de 2007. 
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pero sin mayores referencias al bien jurídico de la seguridad pública. Mas, 
por la manera como el señor Procurador y el defensor del doctor Montes 
Álvarez afrontan la discusión, es imprescindible examinar el bien jurídico, 
no ya con el exclusivo fin de mostrar la distinción entre el concierto para 
delinquir simple y el agravado, sino para definir el sentido de la prohibi-
ción y el contenido de la conducta.

En primer lugar, aceptando que el bien jurídico es el que le confiere sentido 
a los tipos penales269, en el estado actual del arte lo menos que se puede 
tener de él es una visión estática cuya única finalidad sea la ordenación 
sistemática de conductas. Al contrario, el bien jurídico surge como la mani-
festación comunicativa de una relación social, prejurídica y dialéctica que 
por su importancia para satisfacer necesidades fundamentales el legislador 
selecciona y protege.270 

269	 En la exposición de motivos del proyecto de Código Penal presentado por 
el Doctor Alfonso Gómez Méndez, al respecto se afirmó: “En la creación 
de la norma penal, no solo debe acogerse el principio de legalidad, como 
tipicidad objetiva, sino que las conductas reputadas como punibles deben 
poseer relación directa con el bien jurídico tutelado.” 

270	 Hormazábal Malare, Hernán. Bien jurídico y Estado Social y Democrático de De-
recho. P.P.U., página 151 y ss. 
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1.2.17.	 El concierto para delinquir con fines de para-
militarismo se tiene como delito de lesa humanidad: 
marco jurídico internacional y nacional

Extracto No. 109

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

Cuando una empresa criminal se organiza con el propósito de ejecu-
tar delitos como desaparición forzada, desplazamiento forzado, tortu-
ras, homicidios por razones políticas, etc., punibles que se entienden 
comprendidos dentro de la calificación de delitos de lesa humanidad, 
dicha valoración se debe extender al denominado concierto para de-
linquir agravado en tanto el acuerdo criminal se perfeccionó con tales 
propósitos.

Destaca la Sala que el Estatuto de Roma que dio origen a la Corte Penal 
Internacional ha tenido en cuenta no sólo la conducta del autor o de los 
partícipes sino que también ha considerado en especial la existencia de 
propósitos dirigidos a cometer delitos de lesa humanidad, lo cual signifi-
ca que también deben ser castigadas en igual medida aquellas conductas 
preparatorias para la comisión de los delitos que incluyen tanto el acuerdo 
como el tomar parte en una actividad dirigida a ese fin, como ocurre con el 
concierto para delinquir agravado. 

Para llegar a considerar a los responsables de concierto para delinquir 
como autores de delitos de lesa humanidad deben estar presentes los si-
guientes elementos271:

271	 Se sigue lo expuesto por M. Cherif Bassiouni, Crimes against Humanity in Inter-
national Criminal Law, 2a. Ed, La Haya, Kluwer Law International, 1999, p. 385, 
citado por Juan Carlos Maqueda, voto particular, Corte Suprema de la Nación 
Argentina, sentencia de 24 de agosto de 2004, causa N° 259.
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(i) Que las actividades públicas de la organización incluyan al-
gunos de los crímenes contra la humanidad; 

(ii) Que sus integrantes sean voluntarios; y 

(iii) Que la mayoría de los miembros de la organización debie-
ron haber tenido conocimiento o ser concientes de la naturaleza 
criminal de la actividad de la organización,

bases a partir de las cuales varios tribunales internacionales y nacionales 
consideran que el concierto para cometer delitos de lesa humanidad tam-
bién debe ser calificado como punible de la misma naturaleza272, como lo 
determina la Corte en este momento para el caso colombiano y con todas 
las consecuencias que ello implica273.

Ha de agregarse que al ordenamiento jurídico nacional han sido incorpora-
dos diferentes tratados y convenciones, bien por anexión expresa o por vía 
del bloque de constitucionalidad (artículo 93 de la Constitución Política), 
que permiten constatar que el concierto para delinquir sí hace parte de 
los crímenes de lesa humanidad. Tal aserto se puede confirmar una vez se 
revisa el contenido de los siguientes estatutos:

(i). Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Ge-
nocidio (Colombia firmó la convención el 12 agosto de 1949 y ra-
tificó el 27 de Octubre de 1959. Ley 28 de 27 de mayo de 1959).

Art. III. Serán castigados los actos siguientes:
a) El genocidio.
b) La asociación para cometer genocidio.
c) La instigación directa y pública a cometer genocidio.
d) La tentativa de genocidio.
e) La complicidad en el genocidio.

272	 Por ejemplo: Tribunal Criminal Internacional para Ruanda, Cámara I, sentencia 
de 27 de enero de 2000, Fiscal v. Alfred Musema, Caso No. ICTR 96-13-T; Corte 
Suprema de la Nación Argentina, sentencia de 24 de agosto de 2004, causa N° 259 
y Juzgado Federal de Buenos Aires (Juez Norberto Oyarbide), auto de 26 de sep-
tiembre de 2006.

273	 Por ejemplo, la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena (Artículo VII de 
la Ley 707 de 2001, aprobatoria de la Convención Interamericana sobre Desapa-
rición Forzada de Personas y el artículo 29 de la Ley 742 de 2002, por medio de 
la cual se aprobó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Las citadas 
leyes, convención y Estatuto fueron declarados exequibles por la Corte Constitu-
cional, sentencias C-580/02 y C-578/02, respectivamente.
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(ii).	Convención contra la tortura y otros tratos  
o penas crueles, inhumanos o degradantes, adoptada en Nacio-
nes Unidas el 10 de diciembre de 1984 (Aprobada mediante Ley 
70 de 1986).

Artículo 4.
1. Todo Estado Parte velará porque todos los actos de tortura 
constituyan delitos conforme a su legislación penal. Lo mismo 
se aplicará a toda tentativa de cometer tortura y a todo acto de 
cualquier persona que constituya complicidad o participación en 
la tortura. 

(iii). Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura (Adoptada por la Asamblea General de la OEA en 
Cartagena de Indias en 1985, aprobada mediante la Ley 406 de 
1997).

Artículo 3.
Serán responsables del delito de tortura:
a. Los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese 
carácter ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan 
directamente o que, pudiendo impedirlo, no lo hagan.
b. las personas que a instigación de los funcionarios o empleados 
públicos a que se refiere el inciso a. ordenen, instiguen o induz-
can a su comisión, lo cometan directamente o sean cómplices.

(iv). Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas (Aprobada por la Ley 707 de 2001).

ARTICULO II.
Para los efectos de la presente Convención, se considera desapa-
rición forzada la privación de la libertad a una o más personas, 
cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado 
o por personas o grupos de personas que actúen con la autoriza-
ción, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de 
información o de la negativa a reconocer dicha privación de li-
bertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual 
se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías 
procesales pertinentes.

(v). Por último, en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter-
nacional, adoptado el 17 de julio de 1998 (Aprobado por medio 
del Acto Legislativo 2 de 2001 que adicionó el Artículo 93 de la 
Constitución Política y Ley 742 de 2002), se establece en el artí-
culo 25 que si bien la responsabilidad penal es de carácter indivi-
dual también responderá por los delitos de su competencia, quien 
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a) Cometa ese crimen por sí solo, con otro o por conducto de 
otro, sea éste o no penalmente responsable; 

b) Ordene, proponga o induzca la comisión de ese crimen, ya sea 
consumado o en grado de tentativa; 

c) Con el propósito de facilitar la comisión de ese crimen, sea 
cómplice o encubridor o colabore de algún modo en la comisión 
o la tentativa de comisión del crimen, incluso suministrando los 
medios para su comisión; 

d) Contribuya de algún otro modo en la comisión o tentativa 
de comisión del crimen por un grupo de personas que tengan 
una finalidad común. La contribución deberá ser intencional y 
se hará: 

i) Con el propósito de llevar a cabo la actividad o propósito de-
lictivo del grupo, cuando una u otro entrañe la comisión de un 
crimen de la competencia de la Corte; o 

ii) A sabiendas de que el grupo tiene la intención de cometer el 
crimen;

e) Respecto del crimen de genocidio, haga una instigación directa 
y pública a que se cometa; 

f) Intente cometer ese crimen mediante actos que supongan un 
paso importante para su ejecución, aunque el crimen no se con-
sume debido a circunstancias ajenas a su voluntad. Sin embargo, 
quien desista de la comisión del crimen o impida de otra forma 
que se consume no podrá ser penado de conformidad con el pre-
sente Estatuto por la tentativa si renunciare íntegra y voluntaria-
mente al propósito delictivo.

Claramente se observa que tanto la legislación nacional, como ocurre 
con la normatividad interna, ha tenido en cuenta no sólo la conducta del 
autor o de los partícipes sino que también ha considerado en especial la 
existencia de propósitos dirigidos a cometer delitos de lesa humanidad, lo 
cual significa que también deben ser sancionadas en igual medida aque-
llas conductas preparatorias para la comisión de los delitos que incluyen 
tanto el acuerdo como el tomar parte en una actividad dirigida a ese fin, 
como ocurre con el concierto para delinquir agravado y la desaparición 
forzada.
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Estas conductas punibles no se subsumen entre sí porque el ocultamiento y 
la sustracción del amparo de la autoridad al que se somete a la víctima, más 
cuando ésta debe tener el amparo especial con motivo de sus calidades, 
permiten estructurar el perfeccionamiento en forma autónoma e indepen-
diente de dichos sucesos con los propósitos ilícitos señalados.

La necesidad de una especial respuesta punitiva contra los responsables 
de los delitos de lesa humanidad ha sido considerada últimamente por el 
legislador nacional al establecer que el principio de oportunidad es posible 
aplicarlo a los desmovilizados de los grupos armados organizados al mar-
gen de la ley (Ley 1312 de 2009274, artículo 2.17, reformatorio del 324 de 
la Ley 906 de 2004), pero respetando la siguiente salvedad:

Parágrafo 3°. No se podrá aplicar el principio de oportunidad en 
investigaciones o acusaciones por hechos constitutivos de gra-
ves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, delitos 
de lesa humanidad, crímenes de guerra o genocidio, ni cuando 
tratándose de conductas dolosas la víctima sea un menor de die-
ciocho (18) años.

274	 Diario Oficial, 47405, Bogotá, Imprenta Nacional de Colombia, 9 de julio de 
2009.
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Extracto No. 110

Radicado 33118 – 13 de mayo de 2010
Auto que decide sobre la competencia de la Corte para adelantar 
la investigación y el juzgamiento del ex representante a la cámara 

César Pérez García 

Por tanto, resulta ser contrario a la jurisprudencia en cita, suponer que los 
únicos delitos que atentan contra la conciencia de la humanidad son los que 
están contenidos en los Tratados. Justamente para precisar cuáles son los 
aspectos que han de tenerse en cuenta en punto de considerar cuándo una 
conducta o conjunto de hechos punibles, son constitutivos de delitos que 
ofenden la conciencia de la humanidad y avergüenzan en género humano, 
como los señalados en el auto referido, sobrarían. 
 
Este argumento sirvió precisamente para concluir que el delito de concierto 
para delinquir agravado, que no está incluido, en nuestra legislación, en los 
instrumentos internacionales como de lesa humanidad, en tanto comparte 
las características de esta categoría delictiva, sería considerado como tal: 

“Tomando en consideración los anteriores factores relevantes, la 
Corte no duda en señalar que las graves conductas cometidas por 
los paramilitares deben enmarcarse, primordialmente, dentro del 
contexto de crímenes de lesa humanidad, pues el ataque per-
petrado contra la población civil adquirió tales dimensiones de 
generalidad y sistematicidad, que alteró de manera significativa 
el orden mismo de civilidad, implicando el desconocimiento de 
principios fundamentales del orden social imperante. 
 
Los asesinatos, torturas, masacres, desapariciones, desplaza-
mientos forzados, violaciones, y en fin las múltiples violaciones 
sistemáticas a los derechos humanos confesadas hasta el mo-
mento por los desmovilizados de esos grupos armados que han 
sido escuchados en versión libre en el trámite del procedimiento 
señalado en la ley 975 de 2005, no dejan duda que se configuran 
las características esenciales que delinean los delitos de lesa hu-
manidad, en los términos aquí analizados”. 

 
Este mismo análisis, en torno a la consideración del delito de concierto 
para delinquir o la denominación que el Estatuto Penal de cada país lo 
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identifique, ha suscitado también decisiones en casos concretos, como se 
aprecia en la sentencia proferida por la Suprema Corte de Justicia de la Re-
pública de Argentina, fallo que también será motivo de análisis posterior-
mente en torno al tema de la imprescriptibilidad de la conducta, pero por 
ahora, permite reflexionar sobre la consideración del delito de “asociación 
ilícita” como delito de lesa humanidad: 

“11) Que, estrictamente, y a partir de las propias definicio-
nes utilizadas por el a quo correspondía calificar a la conduc-
ta de Arancibia Clavel como un delito de lesa humanidad, 
pues la agrupación de la que formaba parte estaba destinada 
a perseguir a los opositores políticos de Pinochet, por medio 
de homicidios, desaparición forzada de personas y tormentos 
"sobre cuyo carácter no caben dudas" con la aquiescencia de 
funcionarios estatales. En efecto, de acuerdo con el texto del 
Estatuto de Roma que en la resolución apelada cita sólo en 
su art. 7, queda alcanzada toda forma posible de intervención 
en esta clase de hechos. Así, no sólo quedan incluidas las 
formas "tradicionales" de participación (art. 25, inc. 3, aps. 
a, b y c), sino que expresamente menciona el contribuir "de 
algún otro modo en la comisión o tentativa de comisión del 
crimen por un grupo de personas que tengan una finalidad 
común" (art. 25, inc. 3°, ap. d), cuando dicha contribuciónes 
efectuada "con el propósito de llevar a cabo la actividad o 
propósito delictivo del grupo, cuando una u otro entrañe la 
comisión de un crimen de la competencia de la Corte" (ap. 
d, supuesto i). 

12) Que, por otro lado, si lo que estaba en discusión era la im-
prescriptibilidad de una asociación ilícita cuyo objeto era la co-
misión de tales crímenes, el instrumento normativo que debía 
regir la interpretación era la "Convención sobre la Imprescrip-
tibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa 
Humanidad" (conf. ley 24.584 y decreto 579/2003), que adqui-
rió jerarquía constitucional por ley 25.778. 

13) Que en este sentido no podría sostenerse que si los homici-
dios, la tortura y los tormentos, la desaparición forzada de per-
sonas, son delitos contra la humanidad, el formar parte de una 
asociación destinada a cometerlos no lo sea, pues constituiría un 
contrasentido tal afirmación, toda vez que este último sería un 
acto preparatorio punible de los otros. 

Así, por ejemplo lo estatuyen los arts. 2, y 3 inc. b de la Con-
vención para Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, 
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que incluye dentro de los actos castigados la "asociación para 
cometer genocidio"275.

275	 Sentencia en el caso Enrique Lautaro Arancibia Clavel que confirma la impres-
criptibilidad de los crímenes contra la humanidad. Cfr: http://www.derechos.org/
nizkor/arg/doc/arancibia1.htm
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1.3.	 Desaparición forzada 

1.3.1.	 Desaparición forzada: marco jurídico internacional

Extracto No. 111

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

5.1. Resulta imperioso señalar que el Estado colombiano ha adquirido 
compromisos frente a la comunidad internacional al suscribir diferentes 
instrumentos internacionales, como la Declaración sobre la Protección de 
todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas276, aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 47/133 de 18 
de diciembre de 1992 y, en el contexto regional, la Convención Interame-
ricana sobre Desaparición Forzada de Personas, hecha en Belém do Pará, 
el 9 de junio de 1994, aprobada por el Congreso de la República mediante 
Ley 707 de 2001.

En la Convención Interamericana se destacan las obligaciones estatales 
referidas a “no practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada 
de personas, ni aún en estado de emergencia, excepción o suspensión de 
garantías individuales”, “sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los 

276	 La Resolución establece en su Artículo 1:
	 1. Todo acto de desaparición forzada constituye un ultraje a la dignidad humana. Es 

condenado como una negación de los objetivos de la Carta de las Naciones Unidas 
y como una violación grave manifiesta de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales pertinentes.

	 2. Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley 
y le causa graves sufrimientos, lo mismo que a su familia. Constituye una violación 
de las normas del derecho internacional que garantizan a todo ser humano, entre 
otras cosas, el derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a 
la libertad y a la seguridad de su persona y el derecho a no ser sometido a torturas ni 
a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, el derecho 
a la vida, o lo pone gravemente en peligro.
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autores, cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada de 
personas, así como la tentativa de comisión del mismo”277.

Estos compromisos fueron adoptados por los Estados partes bajo la consi-
deración superior de que este delito constituye una afrenta a la conciencia 
del hemisferio y una grave ofensa de naturaleza odiosa a la dignidad in-
trínseca de la persona humana, en contradicción con los fines y propósitos 
consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, y 
porque “la desaparición forzada de personas (delito de lesa humanidad) 
viola múltiples derechos esenciales de carácter inderogable, consagrados 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos”, como la vida, la libertad, la dignidad 
inherente al ser humano, el debido proceso y el acceso a la administración 
de justicia.

277	 Artículo 1º de la Convención.
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1.3.2.	 Desaparición forzada: núcleo del injusto, hechos 
constitutivos. Tipicidad

Extracto No. 112

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

5.3. De lo anterior surge evidente la configuración de las fases de la figura 
punible: i) privación de la libertad; ii) no información sobre esta situación 
de privación de la libertad, lo que conllevó a iii) sustraer a Eudaldo León 
Díaz Salgado del amparo de la ley que es una expresión del núcleo del 
injusto, elemento que se refiere a la posibilidad de acción y ejercicio de 
derechos y al efectivo funcionamiento de la administración de justicia.

5.4. Conforme a la evidencia recaudada, es claro que la desaparición forza-
da de Díaz Salgado ocurrió con ocasión de la actividad ilegal desplegada 
por el grupo armado liderado por Rodrigo Antonio Mercado Pelufo, a 
instancias de las directrices de éste e influenciado en su actuar por Sal-
vador Arana Sus. Se sustrajo al referido alcalde municipal de su entorno 
bajo el pretexto de cumplir una cita en procura de solucionarle sus incon-
venientes laborales, manteniéndolo oculto, negando dar información sobre 
su paradero, despojándolo en consecuencia del amparo de la ley para pos-
teriormente ultimarlo, fenómenos fácticos acreditados con la denuncia de 
Martha de Salgado y toda la prueba refrendada en el acápite anterior. No 
cabe duda, que el actuar delictual se enmarcó bajo un consenso criminal, 
de una parte en desaparecer al burgomaestre y en forma posterior, de otra, 
en procurar su muerte.

Está demostrado que el acusado, a través de miembros del grupo paramili-
tar dominante en la zona, logró que el 5 de abril de 2003, retuvieran a Díaz 
Salgado, Alcalde de El Roble (Sucre), y a partir de esa fecha lo ocultaran 
sin que nadie reconociera que lo habían privado de la libertad, no obstante 
el reclamo público de su familia para indicar en dónde se encontraba a 
través de Martha Libia Salgado quien era la esposa de Eudaldo León e 
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informó a las autoridades la desaparición de su cónyuge, que había salido 
de su residencia el día mencionado con el fin de cumplir una reunión a la 
que había sido citado en la finca denominada “ el caucho” o el “ palmar”, 
donde se reuniría con el comandante paramilitar Mercado Pelufo, en la 
cual eventualmente se procuraba arreglar la suspensión del cargo para el 
cual había sido electo, quien luego de denunciarse como desaparecido, se 
comprobó que el 9 del mismo mes y año se le eliminó porque su cadáver 
fue hallado el día siguiente con impactos de arma de fuego, cuyas vainillas 
también fueron halladas allí y según dictamen de médico forense su deceso 
se produjo durante las doce horas anteriores. 

Esa privación de la libertad estructura un modelo delictivo de carácter au-
tónomo, tipificado en el artículo 165 del Código Penal, que por el ingre-
diente subjetivo inmerso en la descripción normativa encierra la exclusiva 
finalidad del desaparecimiento de la persona, logrando que no se sepa nada 
de su paradero, elemento que de manera razonada lo distingue de un se-
cuestro, en la medida que éste ilícito no incluye dentro de sus finalidades la 
desaparición, cuyo tratamiento legal actual ha sido establecido de manera 
autónoma y especial278.

278	 “…Diferencia estructural del comportamiento…La retención tiene como única fina-
lidad el desaparecimiento de la persona, que no se tenga noticia sobre su situación, 
‘borrarla de la faz de la tierra’, aspecto que contribuye a identificar y diferenciar 
entre la forma delictual y el secuestro extorsivo, en el que se incrimina la retención, 
sustracción u ocultamiento con la finalidad de obtener provecho o utilidad o que 
se haga u omita algo o con finalidades publicitarias o políticas. Además el tipo 
de secuestro simple incrimina todas las finalidades diversas a las consideradas en 
la forma extorsiva razón por la cual, dentro de ellas, obviamente, no podrá ahora 
incluirse la finalidad de desaparición, pues ésta ya se encuentra incriminada de ma-
nera especial…” (Pedro Alfonso Pabón Parra, Manual de Derecho Penal, sexta 
edición, Bogotá, p. 671).



400

1.4.	 Alteración de resultados electorales

Extracto No. 113

Radicado 26470A – 01 de agosto de 2008
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Luis Eduardo 
Vives Lacouture, por los delitos de concierto para promover 
grupos armados al margen de la ley y alteración de resultados 

electorales

(…) se debe tener en cuenta que desde el punto de vista de los amplificado-
res del tipo penal, tanto comete el delito de alteración de resultados el que 
ejecuta la conducta como quien determina su realización, lo cual en el caso 
del doctor VIVES LACOUTURE, por lo que se ha visto, se logró a través 
de medios distintos al constreñimiento.

Siendo esa la situación probatoria, es imposible admitir que la votación del 
doctor VIVES LACOUTURE fuese consecuencia de los acuerdos políticos 
con líderes regionales, pues la regla general de la experiencia indica que 
esos convenios no conducen a niveles cercanos a la unanimidad, lo cual por 
demás no es un asunto que sea exclusivo de los resultados de la zona sur del 
departamento, sino que es igualmente predicable de otras regiones en don-
de fueron favorecidas otras fórmulas políticas, las que según la explicación 
del doctor VIVES serían consecuencia de pactos similares, cuando lo que 
se ha demostrado es que fueron fruto del consenso con fuerzas ilegales.
	
En consecuencia, al estar probado, como lo exige el artículo 232 del Códi-
go de Procedimiento Penal la responsabilidad del procesado, la Sala con-
denará al doctor VIVES LACOUTURE por la comisión de los delitos de 
concierto para delinquir agravado y alteración de resultados electorales.
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1.5.	 Constreñimiento al sufragante

1.5.1.	 El delito de constreñimiento al sufragante. Tipicidad. 
Bien jurídico tutelado

Extracto No. 114

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araujo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

El constreñimiento al sufragante como conducta punible que protege los 
mecanismos de participación democrática – Título XIV, Libro Segundo de 
la Ley 599 de 2000 - , se dirige a preservar el sufragio como derecho de 
aplicación inmediata y como instrumento primordial para “configurar las 
instituciones estatales, formar la voluntad política, y mantener el sistema 
democrático, a través de decisiones legítimas y vinculantes que resultan 
necesarias para su sostenimiento.”279 Por eso el voto es derecho-libertad, 
“de la misma manera que las libertades de culto, asociación, reunión, peti-
ción, elección de profesión u oficio.” 280

	
Esas expresiones que configuran el bien jurídico que se salvaguarda 
mediante el artículo 387 del Código Penal, explican la necesidad de 
proteger las instituciones estatales, que se legitiman por la libertad de 
opción política, de amenazas mediante las armas o por cualquier otro 
medio, encaminadas a obtener el apoyo ciudadano por determinado 
candidato o lista de candidatos, como lo prevé la norma con el fin 
de “garantizar que la decisión contenida en el voto sea una genuina 
expresión de la voluntad individual y no el producto del ejercicio de 
poderes sobre la persona”281que no deben manifestarse, necesariamen-
te, en el acto de votación, porque si así fuera quedarían por fuera de 
la cobertura de la figura que describe el comportamiento ilícito las 
amenazas previas a ese momento, pese a que teleológicamente están 

279	 Corte Constitucional, Sentencia T 603 de 2005.
280	 Ibidem.
281	 Corte Constitucional, sentencia C 142 de 2001.
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dirigidas a perturbar la libertad de opción que se le reconoce a todo 
ciudadano.

“La concepción del constreñimiento como figura típica es mu-
cho más amplia, pues se trata de preservar tanto el “apoyo” o la 
“votación” por determinado candidato, en el marco de una con-
ducta alternativa que se diferencia nítidamente de la destinada a 
“impedir por los mismos medios el derecho al sufragio”, que es 
una situación distinta.” 282

282	  Sentencia 16/05/2008 radicación 26.470.
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1.5.2.	 Constreñimiento al sufragante: el concurso de 
personas en la ejecución del tipo penal admite la 
determinación

Extracto No. 115

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araújo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

Ahora bien, en el ámbito de la participación el concurso de personas en la 
ejecución del tipo penal admite la determinación, condición ésta por la que 
se condenará al doctor Araújo Castro – y no como coautor, según la acusa-
ción de la Fiscalía -, por haberse probado que él no realizó materialmente 
la acción, pero sí que con ocasión del acuerdo ilegal ingresó en la esfera de 
un aparato de poder que requería consolidar su penetración de lo público, 
para lo cual resultaba indispensable garantizar que personas de algún modo 
vinculadas con la organización alcanzaran importantes cuotas de poder; 
apareciendo incontrovertible el interés del procesado en lograr esos resul-
tados, hasta el punto que de allí se puede inferir que estuvo de acuerdo y en 
ese grado de consenso determinó ese comportamiento ilegal. 
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1.5.3.	 Constreñimiento al sufragante: la abstención electoral 
no es prueba de la ausencia de responsabilidad. La 
violencia contra un único sufragante configuraría el 
tipo penal

Extracto No. 116

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araujo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

Por último, no puede admitirse, como se alega, que una abstención elec-
toral abultada, como la reflejada en los comicios examinados, descarte el 
constreñimiento al elector; pues aún si se tratara de la violencia ejercida 
contra el único sufragante de una población con muchos más habitantes ap-
tos para elegir, que se atreve a enfrentar las consecuencias anunciadas para 
quien depositara un voto que no estuviera acorde con lo señalado por una 
estructura de poder, motivo por el cual ningún otro lo hiciera, el constre-
ñimiento se configuraría. Es más, la abstención bien puede corresponder, 
precisamente, a la intimidación ejercida contra los electores. 
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1.5.4.	 Constreñimiento al sufragante: hechos que lo cons-
tituyen

Extracto No. 117

Radicado 27032 – 18 de marzo de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Araujo 
Castro por los delitos de concierto para delinquir agravado y 

constreñimiento al sufragante

Y es que demostrado que los resultados electorales del 10 de marzo de 
2002 favorables a Álvaro Araújo Castro fueron producto de acuerdos ce-
lebrados con “Jorge 40”, quien había convenido lo mismo con otros can-
didatos al Congreso, por lo que fue necesario dividir el departamento del 
Cesar, asignar zonas a los postulados para beneficiarlos, y a su vez ejercer 
la intimidación de la población dominada por el bloque norte de las AUC 
que se extendía aproximadamente al 70% de ese territorio, a fin de que se 
depositaran los votos por aquellos candidatos a quienes se había destinado 
la respectiva comarca.

Eso es lo que acreditan los testimonios citados de quienes afirman no so-
lamente la violencia física y moral a que fue sometida la comunidad im-
pidiéndosele optar libremente por la alternativa política de sus preferen-
cias, cuando dan cuenta de los asesinatos, inclusive de copartidarios del 
acusado, así como de las amenazas, desplazamientos y demás actividades 
ilegales que el grupo armado ilegal perpetró, precisamente para lograr el 
resultado electoral acordado, pues la forma en que ese organismo de poder 
actuaba era de conocimiento público en la región, y, por lo tanto, también 
del acusado, quien de acuerdo con su propia versión, tuvo la oportunidad 
de advertirlo dado el recorrido que hacía del departamento en su gestión 
pública, aún antes de desarrollar su campaña política al Senado 2002, épo-
ca ésta en la que igualmente pudo hacerlo sin contratiempo, a diferencia de 
otros aspirantes que ni siquiera se atrevían a visitar poblaciones alejadas de 
Valledupar, como lo señaló Luis Alberto Monsalvo Gnecco, y de aquellos 
que al desconocer las amenazas por ir en contravía de lo determinado por 
el grupo armado, se convirtieron en sus víctimas. 

(…)
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En conclusión, desde un punto de vista valorativo que mira más al contexto 
de la conducta y al bien jurídico protegido en los tipos penales, y no tanto 
a la expresión óntica del comportamiento que permitiría fraccionar los su-
cesos como si entre ellos hubiese una independencia absoluta, del análisis 
conjunto de la prueba surge evidente la intimidación física y moral a que 
fueron sometidos los habitantes de la región por parte del grupo armado 
ilegal con el que se concertó el acusado, tal y como se desprende, entre 
otras, de las declaraciones de Carmen Alicia Rivera Medina, Ana Emilce 
Jaimes Ardila, Parménides Alexander Salazar Arias, Martín Antonio Avi-
lez Aguilar, Julio Enrique Blanco Nobles, Jorge Luis Acosta Felizzola, los 
hermanos Víctor y Elías Ochoa Daza, Víctor Eliécer Ochoa, Juana Bautista 
Ramírez, Yenis Edith Gullo Peña y los hermanos Luis Camilo y José Luis 
Laborde, quienes además denotan los asesinatos, secuestros y demás puni-
bles cometidos con ocasión de la gesta electoral de 2002.



407

1.6.	 Peculado por apropiación: atribución de la 
responsabilidad en calidad de determinador

Extracto No. 118

Radicado 32805 – 23 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir 

agravado, homicidio agravado y peculado por apropiación

Hay que reafirmar que esa deducción de responsabilidad es procedente, así 
el congresista no haya asistido a ninguna de las reuniones que se celebra-
ron con miras a la conformación del grupo armado ilegal en La Mojana y 
específicamente a la del restaurante Carbón de Palo, pues además del seña-
lamiento que se le ha hecho como auspiciador de las autodefensas, usando 
para ello su investidura y relaciones, en este episodio concreto, la fuerza 
de los acontecimientos demostrados, se puede inferir que más allá de si se 
concretó o no en una ocasional o determinada reunión, la labor que desa-
rrolló GARCÍA ROMERO -junto con Salvador Arana y Ángel Villarreal, 
según se ha dicho- fue buscar los recursos a través del erario, y en este 
caso, fieles a tal propósito criminal, convinieron la forma, las condiciones 
y los términos en que se ejecutaría la contratación del terraplén con el fin 
de que los dineros públicos se desviaran hacia la agrupación irregular, uti-
lizando en realidad el objeto contractual como una suerte de fachada.

Si se demostró que el senador GARCÍA ROMERO fue parte del colectivo 
que determinó la creación de la cuadrilla de delincuentes -como se conclu-
yó en el primer capítulo de esta providencia- y si envió junto con Arana 
Sus $32.000.000 con esa finalidad al parqueadero Almirante Padilla -con-
forme lo sostuvo Castillo Peralta-, es claro que el acá enjuiciado formaba 
parte del acuerdo criminal y que la decisión de obtener una porción del di-
nero que se requería del contrato del terraplén lo implica penalmente como 
determinador e igual a los demás del grupo que, en presencia del alcalde de 
Sucre (Sucre), establecieron que esa sería una de las fuentes para conseguir 
los recursos necesarios que se destinarían al protervo objetivo.

No se concluye que GARCÍA ROMERO se haya apropiado de los recursos, 
pues verídico resulta que no tuvo contacto ni jamás ostentó la disposición 
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funcional con éstos. A pesar de su calidad de servidor público, frente a 
los recursos objeto de desvío era un verdadero extraneus por no existir 
relación alguna funcional entre su cargo o posición y el deber de custodia, 
tenencia, cuidado o administración de los mismos. La solución jurídica que 
se impone -como se dijo- es imputarle el peculado por apropiación a título 
de determinador, figura dogmática sobre el nivel de intervención criminal 
en un hecho que es plenamente compatible.

Esa conducta, cuya cuantía equivalía para cuando se cometió el hecho a 
84,79 salarios mínimos legales mensuales, estaba descrita en el artículo 
133 del Código Penal de 1980, vigente para la época, con la modificación 
introducida por el artículo 19 de la ley 190 de 1995 y se encontraba sancio-
nada con pena de prisión de 6 a 15 años, al igual que lo estaba en el artículo 
397 de la Ley 599 de 2000, antes del aumento general de penas dispuesto 
en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004.
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1.7.	 Cohecho impropio: el juicio de antijuridicidad 
recae sobre la imparcialidad del funcionario 
en el ejercicio de sus funciones

Extracto No. 119

Radicado 29110 – 1 de octubre de 2009
Sentencia absolutoria a favor del ex senador Luis Fernando 

Velasco Chaves

Tercero. El delito de cohecho “aparente” y el bien jurídico de la adminis-
tración pública.283

 
De acuerdo con el artículo 406 del Código Penal de 2000, incurre en el 
delito de cohecho 

“El servidor público que acepte para si o para otro, dinero u otra 
utilidad o promesa remuneratoria, directa o indirecta, por acto 
que deba ejecutar en el desempeño de sus funciones, incurrirá..

“El servidor público que reciba dinero u otra utilidad indebida 
de persona que tenga interés en asunto sometido a su conoci-
miento, incurrirá… ”

Recientemente la Sala tuvo ocasión de analizar el injusto de cohecho, seña-
lando de la mano de los profesores Bernal Pinzón y Sebastián Soler, que en 
el Código Penal de 1936 el contenido del injusto casi que se agotaba en la 
investidura del funcionario, pues lo esencial era la entrega del dinero o de 
la prebenda, y en ese sentido, resultaba indiferente la corrección o incorrec-
ción de los actos cumplidos por el servidor público. Por eso se protegía la 
“insospechabilidad” como tema ético, lo que hacía de esa conducta un apa-
rente delito de cohecho o un delito aparente, según el lenguaje de la época. 
Por supuesto que una lectura de esa disposición, como de las jurispruden-
cias y tratados de la época, debe partir de asumir que a cada modelo de 

283	 La titulación del delito de “cohecho aparente” no es afortunada pues aparente es 
lo que se asemeja a algo, sin que en realidad lo sea. Precisamente por eso la dog-
mática utiliza la expresión de concurso aparente para indicar que no hay concurso. 
Siguiendo ese ejemplo, cohecho aparente sería lo que no es cohecho.
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Estado corresponde un modelo de derecho penal y por eso la teoría de la 
defensa social muy propia de la época fundaba el injusto y la pena en el 
concepto de peligrosidad, de manera que por esa razón la sola entrega del 
dinero o de la utilidad como tema ético fundamentaba el injusto, por fuera 
de la afección al bien jurídico.
 
Ahora, por el modelo de Estado, el injusto lleva implícita no la idea de pe-
ligrosidad del sujeto, sino de la conducta. En consecuencia, tratándose del 
injusto de cohecho, debe existir una relación de imputación directa entre la 
entrega del dinero y el riesgo de que la imparcialidad en la toma de decisio-
nes se vea afectada a la hora de decidir el asunto sometido al conocimiento 
del funcionario sobre la base del respeto al interés general.

En ese sentido, debe entenderse lo expuesto por la Sala cuando en cercana 
decisión señaló que es presupuesto de la prohibición,

“Tener bajo su conocimiento y pendiente por resolver, asunto 
en el que tenga interés por sus resultados el particular que hace 
el regalo, entrega el dinero, la dádiva o cualquier otra utilidad, 
pues así expresamente no se anuncie la intención que anima a 
ofrecer de una parte y a recibir de otra, de todas maneras, el 
interés oculto de una situación favorable a los intereses parti-
culares, y la percepción pública del favoritismo, se mantienen, 
poniendo en tela de juicio la imparcialidad y transparencia con 
que debe actuar la administración en la definición de los asuntos 
a su cargo.” 284 

En esa línea de argumentación, se debe matizar la jurisprudencia para in-
dicar que la percepción pública del favoritismo no es el fundamento de la 
antijuridicidad285, sino, como con acierto lo señala la defensa, tratándose 
del delito de cohecho impropio, la imparcialidad en la toma de decisio-
nes públicas en las que está en juego la noción de interés general como 

284	  Corte Suprema de Justicia, sentencia de casación del 24 de enero de 2001, radicado 
13.155, que se reitera en la sentencia de única instancia del 6 de mayo de 2009, 
radicado 23.924.

285	 “El ius puniendi, por su naturaleza extrema, no puede disponerse para aislados que-
brantamientos de deberes profesionales o para la protección de una vaga pureza 
de la administración pública, pues ello se traduciría en una visión totalitaria de la 
actividad administrativa, sino que es preciso establecer que la conducta juzgada 
pone en riesgo concreto los procedimientos que los miembros de la sociedad tienen 
para resolver sus conflictos.” Corte Suprema de Justicia, sentencia del 15 de mayo 
de 2008, radicado 29.206 
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fundamento de un orden justo, más aún tratándose de la función legisla-
tiva que “está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad.”286

Por eso, el tipo de injusto de cohecho impropio que se describe en el segun-
do aparte del artículo 406 del Código Penal de 2000, requiere de la relación 
de imputación entre recibir el dinero y la creación de un riesgo concreto 
frente a la imparcialidad, al considerar intereses distintos del general en 
la toma de decisiones en el asunto sometido a conocimiento del servidor 
público, pues de no ser así se caería en el peligro de estructurar el injusto 
sobre el desvalor de “intención” del primer acto, cuando no en criterios 
éticos que llevarían a la fusión entre moral y derecho. 

(…)

No se puede decir, entonces, sobre todo tratándose de un delito contra la ad-
ministración pública, que la actuación del congresista carezca de importan-
cia, pues no sólo la manera como cumplió la función permite aproximarse 
al estudio de la relación de imputación entre el acto de recibir el dinero o 
la utilidad y el asunto sometido a su conocimiento, sino que a partir de allí 
se puede mensurar la credibilidad de Rocío Arias, principal artífice de una 
acusación en la que parcialmente y por momentos la acompañan Iván Ro-
berto Duque, Rodrigo Pérez Alzate y Diego Fernando Murillo Bejarano.

No se puede perder de vista que la aproximación racional a la verdad re-
quiere del análisis conjunto de los medios de prueba, porque como lo ha di-
cho Brichetti, “la relación lógica que une los datos o hechos particulares, 
los cuales representan otras tantas verdades parciales, otros tantos cono-
cimientos objetivos, vienen a constituir una sola verdad: la prueba del he-
cho que se quería demostrar.” 287 En ese sentido, resulta del mayor interés 
apreciar el testimonio de la señora Arias Hoyos en relación con las pruebas 
que informan que el doctor Velasco Chaves actuó contra los intereses del 
paramilitarismo, y no, como lo dijo ella, conforme a compromisos ilícitos, 
o agazapado, cuidando de ocultar sus simpatías por las autodefensas. 

286	 Artículo 209 de la Constitución.
287	 Brichetti, Giovanni, las pruebas en el proceso penal, editorial presencia, Bogotá, 

1974
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No está en discusión que el doctor Velasco Chaves se reunió dos veces con 
los jefes de bloques de las autodefensas unidas de Colombia y que habló 
de la necesidad de configurar una ley que regulara el proceso de paz en 
ciernes; lo que está en duda es si en esas reuniones acordó recibir dinero o 
alguna otra utilidad a cambio de interceder por una postura favorable a los 
intereses de las autodefensas. Si se asume que el doctor Velasco Chaves fue 
un crítico de los proyectos de ley que el gobierno presentó, gestionó y logró 
que se aprobaran en el Congreso con ocasión del proceso de diálogo con 
el paramilitarismo, se puede concluir que sería insensato llegar a plantear 
beneficios económicos a un grupo al que enfrentaría con persistencia.



CAPÍTULO II
Aspectos sobre la responsabilidad penal 
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2. Aspectos sobre la responsabilidad penal

2.1.	 Nivel de exigibilidad diferente en caso de 
servidores públicos

Extracto No. 120

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

4.9. Así las cosas, la sola alusión a la asistencia del procesado a reuniones con 
miembros y cabecillas de las autodefensas que operaban en forma pública en 
el ámbito territorial en que ejercía su autoridad, no puede ser bajo ninguna cir-
cunstancia causal justificante o una disculpa para quienes encarnan la autoridad 
estatal, pues las cláusulas especiales de sujeción y las concretas circunstancias 
en que actúan, obligan a analizar la conducta en un nivel de exigibilidad diferen-
te al de quienes no ostentan ninguna relación con la administración pública.

La aspiración general está dirigida a evitar el menoscabo del interés de to-
dos los ciudadanos por conseguir una administración y servidores públicos 
probos, que cumplan sus funciones y no utilicen las instancias estatales 
para beneficio propio; en fin, se protege la sociedad también castigando 
conductas que atentan contra ella, cuando servidores públicos prevalidos 
de sus cargos quebrantan la pureza de la Administración pública en gene-
ral, vulneran la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones y consiguen 
finalmente desviar los objetivos centrales que debe perseguir el ejercicio de 
la función pública en un Estado social y democrático de derecho, asegurar 
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo, mediante la exalta-
ción de la dignidad humana y la consolidación del bien común. Véase:

4.10. En el acta del Consejo de Seguridad288 celebrado el 31 julio de 2001 
y presidido por el entonces Gobernador Arana Sus, junto a las autoridades 

288	 Folio 1 C.O. N° 28.
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civiles y militares, se reconocen problemas de orden público por la acción 
de las autodefensas, la subversión y la delincuencia común que afectaban 
la zona. 

Sin embargo de esas dificultades, más que su combate, la referencia proba-
toria indica que se realizaban reuniones entre la primera autoridad departa-
mental y los grupos paramilitares, no propiamente para obtener su erradi-
cación sino para llegar a ilícitos acuerdos cuyos logros se compartirían. 

4.11. Y para contrariar el argumento defensivo de la forzosas presencia del 
Gobernador a esas citas y de su asistencia a Comités de Paz convocados 
por autoridades eclesiásticas, se argumenta que por la autoridad detentada 
bien pudo informar a los Comandantes de Policía y/o del Ejército para 
enfrentar eficazmente la irregular situación, mientras que ésta no puede 
ser excusa válida de ausencia de la región donde se dio muerte al Alcalde 
Díaz Salgado, toda vez que el acervo probatorio señala inequívocamente 
su participación eficaz en ese hecho delictivo.

4.12. Claro está en el expediente que las reuniones y convocatorias se efec-
tuaban con la asistencia de la primera autoridad civil administrativa del 
Departamento de Sucre, y correspondían a una muy elaborada estrategia 
del paramilitarismo para lograr acuerdos con la clase política e impulsar 
la expansión de sus acciones, y por eso los asistentes eran personas con 
capacidad para influir en la vida de la región, con el fin de lograr que esos 
grupos irregulares incidieran en las políticas públicas. 

Semejante acto, a no dudarlo, no podía desconocerlo la primera autoridad 
departamental. Por tanto, esos hechos debidamente probados permiten in-
ferir que la asistencia de Arana Sus fue voluntaria y de ninguna manera 
traumática como se pretendió hacer creer.

Ese episodio, por su mensaje y carga simbólica, es a juicio de la Sala muy 
ilustrativo de un acuerdo de voluntades con el grupo ilegal, del cual in-
clusive referencia probatoria se tiene, tuvo incidencia en su embrionaria 
formación.

Por supuesto, no como un hecho aislado que podría llevar a equívocos 
acerca del desvalor que representa, sino como parte de una acción mucho 
más compleja que vista en el contexto de la finalidad perseguida por las 
autodefensas, permite comprender que las reuniones llevadas a cabo inclu-
sive en sitios como la finca denominada El Caucho, eran esenciales para 
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lograr que el paramilitarismo se posicionara no sólo como fuerza militar, 
sino como una vertiente política con claros intereses en todos los ámbitos 
de la vida pública. 
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2.2.	 La determinación como forma de atribución 
de responsabilidad penal

Extracto No. 121

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

5.8. Precisamente, en calidad de determinador actuó Salvador Arana 
conforme se dedujo en el pliego acusatorio. El precedente jurisprudencial 
ha establecido que dicha condición es una forma especial de la participa-
ción, en la cual un individuo por cualquier medio incide en otro y le hace 
surgir la decisión de realizar la conducta punible. Quiere decir lo anterior 
que su conducta y su rol se limita a hacer nacer en otro la voluntad de 
delinquir289.

Así, la evidencia del acontecer delictual ahora analizado, permite esta-
blecer que Arana Sus, teniendo en cuenta además, su influencia social y 
política al desempeñarse como Gobernador Departamento de Sucre y su 
antecedente de gestor y colaborador efectivo de los grupos armados irre-
gulares, provocó, generó o infundió en su referente, que no era otro que el 
líder de esas mismas organización criminal, Rodrigo Antonio Mercado 
Pelufo, alias “cadena”, tanto la idea como la voluntad criminal de desapa-
recer y dar muerte a Eudaldo León Díaz Salgado, resultado del convenio 
de ejercer en forma conjunta el programa de continuidad, coordinación y 
fortalecimiento de sus actividades dentro del rol que a cada uno le pertene-
cía, siendo necesario y aconsejable eliminar los obstáculos que ponían en 
evidencia su trasegar delictual.

5.9. Desde la teoría del delito, bajo la cual se entiende que los itinera-
rios puramente ideativos de los comportamientos ilícitos no son puni-
bles, se comprende que los actos de Salvador Arana Sus en calidad 

289	 Coste Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 13 de abril de 
2009, radicación 30125.
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de determinador no se quedaron en la simple cooperación o solida-
ridad moral ni en sólo hacer surgir en el otro la idea o en reforzar la 
ya existente al respecto, sino que además, incidió en la génesis de la 
voluntad criminal de Mercado Pelufo, jefe de las autodefensas (indu-
cido), quien materializó y consumó la idea delictiva de desaparecer y 
eliminar físicamente a quien en forma pública, inclusive a través de 
los medios masivos de comunicación social y en presencia del Señor 
Presidente de la República, colocaba en conocimiento de la opinión 
presuntas irregularidades que tanto en forma individual como conjunta 
atentaban contra el colectivo social, principio de ejecutividad que via-
bilizó su autoría y participación en las modalidades delictivas por las 
cuales fue acusado.

La Corte, en referencia a la figura de la determinación como forma de par-
ticipación delictual, ha dicho:

Lo que sí merece una reflexión separada es el significado ju-
rídico y gramatical de la conducta determinadora. En efecto, 
“determinar a otro”, en el sentido transitivo que lo utiliza el ar-
tículo 23 del Código Penal, es hacer que alguien tome cierta 
decisión. No es simplemente hacer nacer a otro la idea criminal 
sino llevarlo o ir con él a concretar esa idea en una resolución. 
Esa firme intención de hacer algo con carácter delictivo, como 
lo sostiene la doctrina jurisprudencial y lo acepta el impugnante, 
puede lograrse por distintos modos de relación intersubjetiva: el 
mandato, la asociación, el consejo, la orden no vinculante o la 
coacción superable.

Así entonces, si una de las posibilidades conductuales para 
determinar es la asociación entendida como concurrencia de 
voluntades para la realización de un fin común, no podría cir-
cunscribirse la determinación a la sola actividad unilateral de 
impulso del determinador para sembrar la idea criminosa en el 
determinado o reforzar la que apenas se asoma en él, sobre todo 
porque, como lo señala la jurisprudencia citada, siempre se re-
quiere la presencia de una comunicación entre el determinador 
y el determinado290.

5.10. Conforme con lo anterior y el resultado que arroja el acervo probato-
rio, a no dudarlo, entre la conducta inducida proyectada en la desaparición 

290	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 27 de junio de 
2006, radicación 25068.



420

y eliminación del Alcalde Municipal, y lo que realmente se produjo, existió 
un nexo de correspondencia, patentizado, en forma previa, con el mandato 
dado por quien fungía como Gobernador y recibido por el jefe de las au-
todefensas: se debía ocultar a quien ponía en conocimiento de la opinión 
pública su trasegar delictual y de manera posterior, en el procedimiento 
y ejecución de dicha consigna, se tradujo en la muerte del mandatario 
municipal.

5.11. Dígase entonces, que fue evidente la comunicación permanente y 
efectiva entre Arana Sus y Rodrigo Mercado en pos, no solo de concertar 
sus propósitos ilícitos conforme lo declararon al unísono Libardo Duarte, 
Sadys Enrique Ríos Pérez, Jairo Antonio Castillo Peralta y Juan Pablo 
Viloria Flórez, sino de obtener los resultados esperados, que evidente-
mente se suscitaron al dar muerte, previa su desaparición, a quien ejerció 
la autoridad municipal y los revelaba como factores de perturbación y alte-
ración del devenir legal comunitario.

La Sala, enmarcando el actuar de quienes como en el presente evento eje-
cutan su accionar bajo similares y precisas circunstancias, entre otros pro-
nunciamientos ha dicho:

El determinador sabe que está llevando al determinado a la realización de 
una conducta punible y ésta actúa con conciencia de lo que está haciendo 
y de la determinación291.

5.12. Así, mediante un proceso de inferencia lógica que surge de la eviden-
cia recaudada dentro de la actuación, se tiene:

i) El procesado Salvador Arana Sus generó en Rodrigo Mercado, en su 
condición de miembro de las autodefensas que aquél patrocinaba, la defini-
tiva resolución de cometer una conducta delictual, consistente en la elimi-
nación (muerte), previa su desaparición, de Eudaldo León Díaz Salgado, 
agente social y político de la región que amenazaba el itinerario irregular y 
atentatorio contra la seguridad pública que en forma conjunta desde su rol 
cada uno ejecutaba (ovni modo facturus). 

ii) El inducido, alias “Cadena”, realizó el injusto previamente concertado, 
como quedó visto, es decir, lo consumó, ocultó y dio muerte al Alcalde en 

291	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 3 de junio de 
1983, radicación 1983.
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mención, cuya desaparición en el tiempo y el espacio fue denunciada por 
su esposa Martha Libia Salgado Rodríguez, acontecer acreditado mate-
rialmente en las diligencias.

iii) Existió, conforme se enunció, un nexo entre la acción de Arana Sus y 
el hecho principal conforme a las circunstancias anotadas, que se reveló en 
la desaparición y muerte de Eudaldo León Díaz Salgado en atención a la 
actividad inductiva desplegada por el procesado en las diversas reuniones 
convocadas para el efecto con el jefe paramilitar.

iv) Salvador Arana Sus desplegó su actividad de inductor con conciencia 
y voluntad inequívocamente dirigida a producir en Rodrigo Mercado Pe-
lufo, líder del grupo de autodefensas, la resolución de cometer el hecho y 
la ejecución del mismo (desaparición y muerte de Díaz Salgado), sin que 
hubiere sido preciso el que le hubiese señalado el cómo y el cuándo de la 
realización típica y; 

v) El procesado Arana Sus, asumiendo su participación en los hechos de-
rivada de la condición pública que ostentaba, se marginó de desplegar una 
actividad material y/o esencial en la ejecución del plan, alejándose de la 
posibilidad de ser considerado como verdadero coautor material del injusto 
típico y constituirse en lo que la jurisprudencia ha establecido como ejecu-
tor determinado292.

292	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de 13 de abril de 
2009, radicación 30125. 
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2.3.	 La autoría mediata como forma de atribución 
de la responsabilidad en los delitos cometidos 
por estructuras organizadas al margen de la 
ley. Cambio de jurisprudencia 

Extracto No. 122

Radicado 32805 – 23 de febrero de 2010
Sentencia condenatoria en contra del ex senador Álvaro Alfonso 
García Romero por los delitos de concierto para delinquir agra-

vado, homicidio agravado y peculado por apropiación

La Sala ha precisado que cuando se trata de delitos cometidos por grupos 
paramilitares la responsabilidad se determinará de acuerdo con la prueba y 
podrá declararse, 

“… a título de autor293 o de partícipe294 según las particularida-
des de cada caso295, supuestos que en todo caso no impiden la 

293	 En el proceso adelantado contra los miembros de las Juntas Militares que gober-
naron a Argentina (1976-1983), el fiscal Strassera y la Cámara Federal imputaron 
autoría mediata con instrumento fungible pero responsable (Teoría de Roxin y Ba-
cigalupo), pero la Corte Suprema de la Nación condenó por coautoría (Teoría de 
Jakobs). En Chile, se aplicó la primera teoría contra los militares y los Directores 
de la DINA, y contra Pinochet el encausamiento fue por comisión por omisión al 
tener calidad de garante. Y en Perú, se aplicó por primera vez la propuesta de Roxin 
en la causa adelantada contra la cúpula de Sendero Luminoso por los hechos de la 
masacre de Lucanamarca y más adelante -como ya se anotó- en la sentencia dictada 
contra el expresidente Alberto Fujimori.

294	 En la doctrina desarrollada por Gimbernat se considera que en los crímenes come-
tidos por una banda serán inductores quienes dan las órdenes, autores los ejecutores 
del hecho y cómplices los que transmiten el mandato.

295	F ernando Velásquez Velásquez, «La concurrencia de personas en el delito y los 
aparatos organizados de poder. A propósito de los crímenes realizados por las es-
tructuras criminales de los paramilitares colombianos», fotocopias, sin fecha, p. 35. 
Es posible que respecto de los miembros de la autoridad se edifique responsabilidad 
penal a partir de la denominada omisión impropia, como ocurrió en las masacres 
de Tibú (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación 
de 14 de noviembre de 2007, radicación 28017) y Mapiripán (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación de 26 de abril de 2007, radi-
cación 25889 y Corte Constitucional, sentencia SU-1184/01), oportunidades en las 
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imputación del concierto para delinquir y los delitos ejecutados 
en desarrollo de lo acordado.”

En la doctrina nacional se ha discutido la denominación jurídica que deben 
recibir las personas que participan de una organización criminal, como es 
el caso de las mafias de los narcotraficantes y los aparatos de poder organi-
zados y dirigidos por paramilitares y organizaciones guerrilleras. 

Los comentaristas proclaman que dichos individuos estrictamente no son 
coautores ni inductores y proponen que su responsabilidad se edifique a 
partir de la autoría mediata, teniéndose como fundamento de dicha res-
ponsabilidad el control o influencia que sobre la organización criminal 
ejercieron los superiores, de modo que los ejecutores son piezas anónimas 
y fungibles que realizan directamente la acción punible sin que siquiera 
conozcan a los jerarcas que ordenan el crimen. 

No obstante, como en la autoría mediata se entiende que el ejecutor mate-
rial es un mero instrumento y tal conceptualización no se corresponde con 
la que debería aplicarse tratándose de aparatos de poder organizados, se 
aboga por la aplicación de aquélla con instrumento responsable. 

En esa dirección, el debate doctrinal y los desarrollos de la jurisprudencia 
foránea, unidos a la mejor solución político-criminal del problema jurídico, 
llevan a la Corte a variar su jurisprudencia en punto a que la autoría media-
ta sólo se presenta, 

“… cuando una persona, sin pacto tácito o expreso, utiliza a 
otra como simple instrumento para que realice el hecho ob-
jetivamente típico. El fenómeno ocurre, entonces, cuando el 
‘hombre de atrás’ es el único responsable, porque el instru-
mentalizado no realiza conducta, o despliega conducta que no 
es típica, u obra en concurrencia de una causal de no respon-
sabilidad -excluyente de antijuridicidad o de subjetividad- o es 
inimputable”296.

que se consideró que los miembros de la Fuerza Pública tenían posición de garante 
respecto de los bienes jurídicos de la población civil y, con ello, responsabilidad 
penal en la modalidad de comisión por omisión.

296	 Por ejemplo, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de única 
instancia de 29 de septiembre de 2003, radicación 19734, reiterada en auto de única 
instancia de 10 de junio de 2008, radicación 29268.
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Ciertamente, cuando se está ante el fenómeno delincuencial derivado de 
estructuras o aparatos de poder organizados297, los delitos ejecutados son 
imputables tanto a sus dirigentes -gestores, patrocinadores, comandantes- 
a título de autores mediatos, a sus coordinadores en cuanto dominan la fun-
ción encargada -comandantes, jefes de grupo- a título de coautores; y a los 
directos ejecutores o subordinados -soldados, tropa, patrulleros, guerrille-
ros o milicianos-, pues toda la cadena actúa con verdadero conocimiento y 
dominio del hecho y mal podrían ser amparados algunos de ellos con una 
posición conceptual que conlleve la impunidad.

En estos supuestos la criminalidad puede incubarse dentro de aparatos es-
tatales -casos EICHMANN -funcionario administrativo nazi encargado de 
ubicar, perseguir, seleccionar y capturar a los judíos que posteriormente 
eran llevados a los campos de exterminio-, Juntas Militares que gober-
naron Argentina entre 1976 y 1983, y Consejo Nacional de Defensa de la 
antigua República Democrática Alemana -disparos en el muro de Berlín- o 
en estructuras propiamente delincuenciales -caso de la cúpula de Sendero 
Luminoso en la masacre de Lucanamarca -un grupo de hombres de dicha 
banda asesinó a 69 campesinos en Santiago de Lucanamarca, región de 
Ayacucho-298.

La Corte destaca que si bien GARCÍA ROMERO fue acusado como de-
terminador de los delitos de homicidio ocurridos durante la denominada 
masacre, los elementos ontológicos de la conducta desplegada, resumidos 
supra, permiten establecer que se trató de una acción desplegada dentro del 
ámbito de la autoría mediata, situación que podría llevar a que se plantee 
un debate sobre el principio de consonancia y el apego que debe tener el 
fallador respecto de los términos de la acusación. 

(…)

Recapitulando, han quedado demostrados los siguientes supuestos:

297	 También referenciada como “dominio del hecho a través de aparatos organizados 
de poder”, “autoría a través del poder de mando” y “autoría por dominio de la orga-
nización”, entre otros.

298	 Claus Roxin, impulsor de esta modalidad de autoría mediata, precisa que ella se 
puede presentar tanto en delitos cometidos por órganos del Estado como por la 
criminalidad organizada no estatal, más excluye los casos de criminalidad empresa-
rial (La autoría mediata por dominio en la organización, en Problemas actuales de 
dogmática penal, Lima, Ara Editores, 2004, p. 238.
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•	 Los grupos paramilitares denominados Frente La Mojana y Bloque Hé-
roes de los Montes de María que operaron en el Departamento de Sucre, 
constituyeron aparatos organizados de poder cuya existencia es un he-
cho notorio299.

•	 La estrategia del grupo estaba enfocada al dominio militar de territorios 
y, posteriormente, al apoderamiento del aparato estatal que les llevó a 
impulsar candidatos a las corporaciones de elección ciudadana, para 
obtener el control de las instancias del poder público. Igualmente, les 
animó la defensa de los empresarios y ganaderos de la región, tarea en 
la cual el exterminio de las personas que calificaban como “colaborado-
ras de la guerrilla” les permitía cumplir el primer propósito, actividad 
que de paso también facilitaba el apoderamiento de las tierras abando-
nadas por todos los desplazados forzosos, acosados por la situación de 
terror implantado por los paramilitares.

•	 El procesado controlaba “desde arriba” el aparato de poder, compar-
tiendo el mando con los jefes militares que ejecutaban en el terreno el 
plan de dominio. Los grupos paramilitares son estructuras organizadas 
de manera vertical en donde existe compartimentación y las jerarquías 
superiores trazan los planes generales de acción y un amplio grupo de 
subalternos está presto a cumplir dichas directrices300.

•	 La “masacre de Macayepo” fue una acción ejecutada dentro del decurso 
“normal” de actividades de la agrupación paramilitar “Bloque Héroes 
de Montes de María” que conformó, apoyó y asesoró el acusado. La 

299	 La Sala ha señalado que: “Las evidencias históricas y probatorias que ahora 
hacen parte de los hechos notorios, revelan de manera incontrastable que 
el gran alcance estaba dado en apoderarse del Estado en su conjunto me-
diante la imposición y nombramiento de candidatos a diversos cargos pú-
blicos de la más alta jerarquía, valga decir, financiar, apoyar, controlar, las 
elecciones populares en los municipios, departamentos, a nivel nacional, 
propósito que se puso a andar a través de los diferentes pactos delictuosos 
que se firmaron de manera distribuida a lo largo y ancho del territorio co-
lombiano”. Y se agregó que todo ello ocurría dentro de un plan dirigido a la 
“refundación de la patria, de destrucción y construcción de un para-estado 
mafioso”. Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de 
18 de noviembre de 2009, radicación 28540. 

300	 Los paramilitares que ejecutaron acciones delictivas en el Departamento de Sucre y 
que se acogieron al proceso de desmovilización pactado entre el Gobierno Nacional 
suman varios cientos de hombres.
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demostrada existencia de sesiones con los jefes militares de la banda y 
los diálogos cifrados son muestra de cómo se dinamiza el perfecciona-
miento de una orden dentro de las organizaciones armadas ilegales301.

•	 Los ejecutores materiales de las acciones homicidas eran miembros de 
la misma organización armada ilegal, aun sin tener relación directa ni 
inmediata con el procesado. 

301	 La jurisprudencia foránea tiene definido que las órdenes que se dan en el ámbito de 
estructuras de poder organizado no se registran en disposición o documento (Corte 
Suprema de la República de Perú, Sala Penal Especial, expediente N° AV 19-2001, 
sentencia de 7 de abril de 2009, p. 639).
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2.4.	 Los políticos responsables de promover 
grupos al margen de la ley hacen parte de la 
estructura criminal y responden penalmente 
por los delitos cometidos por la organización. 
Forma de intervención y concurrencia 
colectiva en conductas punibles característica 
en organizaciones criminales

Extracto No. 123

ADICIÓN DE VOTO

 Magistrados Yesid Ramírez Bastidas, Alfredo Gómez Quintero, María 
del Rosario González de Lemos y Augusto J. Ibáñez Guzmán 

Radicado 29640 – 16 de septiembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex Senador Ricardo Elcure 

Chacón por el delito de concierto para delinquir agravado 

 VI. Quienes tenían la calidad de congresistas y pertenecían a la organiza-
ción criminal, como ocurrió con Ricardo Elcure Chacón, si bien fungían 
como voceros de partidos u organizaciones políticas legalmente recono-
cidas, realmente hacían parte de la cúpula de los grupos paramilitares y 
en tal condición hacían parte de la caterva líder o directorio de mando 
-comandancia suprema- que diseñaba, planificaba, proyectaba, forjaba e 
impulsaba las acciones que debía desarrollar la empresa criminal en aras de 
consolidar su avance y obtener más réditos dentro del plan diseñado.

El político no se conformaba con ver triunfante su aspiración personal por-
que su condición de miembro de la organización criminal lo catapultaba 
para alcanzar más y nuevas dignidades que resultaran funcionales a la em-
presa delictiva, porque dentro de la estrategia del crimen su éxito era un 
paso más en el proceso de la toma mafiosa de todos los poderes e instancias 
de decisión del Estado.
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VII. Así las cosas, y de acuerdo con la opinión de la Sala302, el aforado 
hacía parte de una estructura criminal integrada por un número plural de 
personas articuladas de manera jerárquica y subordinada a una organiza-
ción criminal, quienes mediante división de tareas y concurrencia de apor-
tes (los cuales pueden consistir en órdenes en secuencia y descendentes) 
realizan conductas punibles, es dable comprenderlo a través de la metáfora 
de la cadena.

En este instrumento el que se constituye en un todo enlazado, los prota-
gonistas que transmiten el mandato de principio a fin se relacionan a la 
manera de los eslabones de aquella. En esa medida, puede ocurrir que entre 
el dirigente máximo quien dio la orden inicial y quien finalmente la ejecuta 
no se conozcan.

Así como se presenta en la cadeneta, el primer anillo o cabeza de mando prin-
cipal se constituye en el hombre de atrás, y su designio delictuoso lo termina 
realizando a través de un autor material que se halla articulado como subordi-
nado (con jerarquía media o sin ella) a la organización que aquél dirige.

Dada la ausencia de contacto físico, verbal y de conocimiento entre el pri-
mer cabo ordenador y el último que consuma la conducta punible, sucede 
que el mandato o propósito se traslada de manera secuencial y descendente 
a través de otros dependientes. Estos como eslabones articulados conocen 
de manera inmediata a la persona antecedente de quien escucharon la orden 
y de forma subsiguiente a quien se la trasmiten. Todos se convierten en 
anillos de una cadena en condiciones de plural coautoría. 

Esta forma de intervención y concurrencia colectiva en conductas punibles 
es característica en organizaciones criminales claramente identificadas que 
consuman el delito de concierto para delinquir con fines especiales de que 
trata el artículo 340 inciso 2º de la ley 599 de 2000 o como puede ocurrir 
en grupos armados ilegales, independientemente de los postulados ideoló-
gicos que los convoquen pues en eventos incluso pueden carecer de ellos.

(…)

Y para el caso colombiano esta teoría de “la concurrencia de personas en el 
delito y los aparatos organizados de poder”, “autoría mediata en aparatos 

302	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación de 2 de 
septiembre de 2009, radicación 29221.
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organizados de poder con instrumento fungible pero responsable” o “autor 
tras el autor”, la doctrina más atendible la viabilizó:

En primer lugar, para garantizar la prevención general como 
función de la pena, pues la sociedad reprochará en mayor medi-
da a los autores y no a los partícipes de las conductas punibles; 
segundo, porque al reprochar socialmente a la organización de-
lictiva y a las diversas formas de participación que en ella se 
presenten, se desestimula la delincuencia y el dirigente se torna 
visible ante la sociedad; tercero, porque las diferentes formas de 
responsabilidad se justifican en razón al principio de proporcio-
nalidad y a la función de retribución justa que significa recono-
cer el principio de accesoriedad, porque no es posible reprochar-
le a una persona su calidad de partícipe bien como instigador, 
determinador, cómplice o interviniente, sin haber reconocido 
previamente la identidad del autor; y, en cuarto lugar, porque en 
aras de garantizar el derecho a la verdad, sólo es posible estable-
cer las cadenas de mando bajo las cuales opera una organización 
delictiva, su estructura y su funcionamiento si se sabe quiénes 
conforman la cúpula, los mandos medios y los miembros ra-
sos de esos aparatos o grupos organizados al margen de la ley. 
Además, de contera, se garantiza el derecho a la no repetición 
y se podrá aplicar a los miembros rasos, muy seguramente, el 
principio de oportunidad condicionado, siempre y cuando sus 
conductas delictivas no estén dentro del marco de los delitos de 
lesa humanidad o contra el DIH y colaboren efectivamente, en 
el desmantelamiento de dichos grupos303,

lo cual permite avizorar que el congresista-paramilitar también debe res-
ponder penalmente por el conjunto de crímenes que se le atribuyen a los 
comandantes o jefes de los bloques, frentes o unidades que hacían parte de 
la asociación criminal.

303	 Claudia López Díaz, Imputación de crímenes de los subordinados al dirigente, el 
caso colombiano, Bogotá, Editorial Temis, 2009, p. 173.
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Extracto No. 124

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

Se observa que Salvador Arana Sus, responsable del delito de asocia-
ción para delinquir aquí identificado, se concertó con la finalidad de 
promover un grupo armado al margen de la ley, para que inclusive lo 
apoyara en sus proyectos políticos y dicho aparato organizado fue pues-
to al servicio de esa causa, con el evidente propósito de que quien ejercía 
funciones públicas ejerciera el poder que detentaba al servicio del pro-
yecto paramilitar, que es precisamente como se manifiesta el concierto 
para promover aparatos organizados de poder ilegales, categoría en la 
que tiene cabida toda clase de organización que utiliza para la comisión 
de delitos un aparato de poder que cuenta con una estructura jerárquica, 
a partir de la cual la relación que se establece entre los miembros de la 
organización es vertical y piramidal. En la cúspide de la pirámide se si-
túan los órganos o mandos directivos, desde donde se toman las decisio-
nes y se imparten órdenes. Los encargados de cumplirlas, los ejecutores, 
no toman parte en la decisión original de realizar el hecho ni tampoco 
en la planificación del mismo, aunque decidan llevar a cabo el encargo. 
En muchas ocasiones los subordinados ni siquiera conocen el plan en su 
globalidad, siendo conscientes únicamente de la parte del plan que les 
toca ejecutar304.

La banda criminal que coadyuvó a gestar e integró, diseñó y ejecutó un pro-
ceso de cooptación de las instituciones departamentales y municipales, que 
se refleja en el apoyo brindado a esa organización para alcanzar inclusive 
a enderezar todos sus movimientos oficiales en busca del favorecimiento 
directo e inmediato de la asociación criminal.

304	 Carolina Bolea Bardon, Autoría mediata en derecho penal, Valencia, Editorial 
Tirant lo Blanch, 2000, p. 337. El artículo 17 de la Ley 1312 de 2009, se refiere a 
“grupo armado organizado al margen de la ley”.
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En la actividad político-administrativa constituyó tarea esencial del man-
datario departamental favorecer el quehacer de su compañía delictiva, he-
cho que, por ejemplo, explica su continua comunicación, colaboración y 
participación con el líder del grupo paramilitar.

Los grupos paramilitares, entre cuyos miembros existían inclusive servido-
res públicos vinculados a todas las instituciones estatales como ha quedado 
establecido en el presente caso, desde el momento mismo de su creación 
tenían como propósito esencial arrasar a todos los ciudadanos u organiza-
ciones que se opusieran a sus propósitos, razón por la cual la ejecución de 
conductas calificadas como delitos de lesa humanidad -torturas, desapari-
ciones forzadas, desplazamiento forzado, secuestro, etc.- hacían parte de 
sus diligencias ordinarias.

Para los miembros de la organización no era ningún secreto que en aras de 
la consolidación de su poder facineroso se tenían que cometer toda clase de 
conductas criminales y ataques a la dignidad humana de los opositores o de 
cualquiera que se convirtiera en obstáculo al avance paramilitar.

No cabe duda que quienes fungían como voceros políticos legalmente re-
conocidos, que inclusive escalaron posición dirigente, realmente hacían 
parte de la cúpula de los grupos paramilitares y en tal condición integraban 
el directorio de mando que diseñaba, planificaba, proyectaba, forjaba e im-
pulsaba las acciones que debía desarrollar la empresa criminal en aras de 
consolidar su avance y obtener más réditos dentro del plan diseñado.

El político en su condición de miembro de la organización criminal impul-
saba no sólo a obtener la permanencia del irregular grupo sino que pretendía 
ejercer en espacios o crear los mismos en procura de resultar funcionales 
a la empresa delictiva, en pro de la estrategia del crimen constituyéndose 
en un paso más en el proceso de la toma mafiosa de todos los poderes e 
instancias de decisión del Estado.

En ese entorno se puede afirmar que en la estructura de los grupos parami-
litares se ha constatado que se dan los siguientes elementos: 

1). Existencia de una organización integrada por una pluralidad de perso-
nas sustituibles antes o durante el evento criminal las cuales mantienen una 
relación jerárquica con sus superiores. Aquellas personas pueden o no tener 
cierta predisposición a la comisión de delitos; 
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2). Control (dominio) de la organización por parte del hombre de atrás y a 
través de ella de sus integrantes sustituibles. Dicho control puede manifes-
tarse bajo distintas modalidades: a través de la creación de la organización, 
el no control del mismo pudiendo hacerlo dada su posición o a través del 
impulso sostenido de la misma con medidas dirigidas a autorizar sus actua-
ciones ilícitas. En todos estos supuestos se evidencia, por parte del hombre 
de atrás, un dominio del riesgo (que es el aparato de poder) de producción 
de actos ilícitos; y,

3). Conocimiento de la organización o aparato de poder y decisión de que 
sus miembros ejecuten o continúen ejecutando hechos ilícitos penales305.

Así las cosas, y de acuerdo con la opinión de la Sala306, el aforado hacía 
parte de una estructura criminal integrada por un número plural de perso-
nas articuladas de manera jerárquica y subordinada a una organización cri-
minal, quienes mediante división de tareas y concurrencia de aportes (los 
cuales pueden consistir en órdenes en secuencia y descendentes) realizan 
conductas punibles, fenómeno que es factible comprenderlo a través de la 
metáfora de la cadena307.

La solución que se da al fenómeno de la intervención de múltiples sujetos 
en la acción criminal se aproxima a las respuestas dadas por la Corte a 
otros asuntos conocidos con anterioridad308 y que resulta cercana a expre-

305	I ván Montoya Vivanco, «La autoría mediata por dominio de organización: a propó-
sito del caso Fujimori», http:/blog.pucp.edu.pe/item/27749 (17-11-2009). La expre-
sión teórica alemana mayoritaria demanda: (i) autoría mediata como dominio de la 
organización; (ii) la fungibilidad en el marco del dominio de la organización; (iii) la 
necesidad del apartamento del Derecho del aparato de poder; (iv) la disponibilidad 
hacia el hecho específica de la organización; (v) el poder de imposición de los hom-
bres de atrás como soporte fundamental del dominio del hecho; y, (vi) el dominio 
del resultado. Claus Roxín, La teoría del delito, Lima, Editorial Jurídica Grijley, 
2007, p. 513-534. 

306	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación de 2 de 
septiembre de 2009, radicación 29221.

307	 Ibídem.
308	 Por ejemplo, siguiendo los ejes conceptuales de Jakobs se aplicó la teoría de la 

coautoría impropia que permitió imponer similares penas a los ordenadores y eje-
cutores del hecho en los siguientes asuntos: Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, sentencias de casación de 7 de marzo de 2007, radicación 23825 
(Caso de la Masacre de Machuca); y de 12 de septiembre de 2007, radicación 24448 
(Masacre de La Gabarra).
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siones recientes de la doctrina309 y la jurisprudencia310 foráneas aplicadas a 
fenómenos similares.

Ello permite avizorar que quien así participó, inclusive valiéndose de su 
función, también debe responder penalmente por el conjunto de crímenes 
que se le atribuyen a los comandantes o jefes de los bloques, frentes o uni-
dades que hacían parte de la asociación criminal.

Entre las organizaciones criminales cabe distinguir: las de-
sarrolladas al amparo del poder político de un determinado 
Estado, como la del régimen nacional-socialista alemán del 
III Reich; y, las organizaciones criminales que operan en 
contra del poder del Estado, enfrentándose al ordenamiento 
jurídico, como bandas mafiosas, grupos terroristas, etc. En 
el primer caso hablamos de ‘aparatos organizados de poder 
estatales’, entendiendo que es el propio Estado el que opera 
al margen del Derecho. En el segundo, nos referimos a la 
denominada ‘criminalidad organizada’, término que en prin-
cipio engloba a toda organización no estatal que actúa con 
una rígida estructura jerárquica, con un mecanismo estricto 

309	 Héctor Olásolo, «Reflexiones sobre la doctrina de la empresa criminal común 
en derecho penal internacional», Barcelona, Indret - Revista para el Análisis del 
Derecho, Universidad Pompeu Fabra, julio de 2009, quien advierte que la primera 
jurisprudencia de la Corte Penal Internacional en los casos Lubanga-Katanga y 
Ngudjolo, el artículo 25 (3) del Estatuto de Roma (ER): (i) acoje la teoría del do-
minio del hecho como criterio básico de distinción entre autoría y participación; y 
(ii) configura la forma de responsabilidad individual que más parece asemejarse a la 
doctrina de la empresa criminal conjunta (ECC) de las recogidas en el art. 25 del ER 
(aquella prevista en el párrafo (3)(d) del art. 25 del ER) como una forma residual 
de complicidad. Véase también, Silvana Bacigalupo Saggese, La responsabilidad 
penal de las personas jurídicas, Barcelona, Editorial Bosch, 1998, p. 35 y ss.

310	 En la sentencia de condena proferida contra Alberto Fujimori se dijo que (i) para 
atribuir a una persona la realización de un hecho delictivo por dominio de organi-
zación no se necesita probar el dominio del hecho concreto, esto es, el control del 
curso causal del delito cometido (por ejemplo el control directo sobre el desplaza-
miento o desaparición forzada de personas), sino que se necesita demostrar el con-
trol de la fuente del riesgo, es decir, el aparato de poder; (ii) no se necesita probar la 
orden directa de cometer los delitos concretos, dado que quien está en la cabeza de 
la cadena también puede ser imputado por la omisión de controlar el aparato de po-
der pudiendo y debiendo hacerlo. Y, (iii) tampoco se necesita probar que el hombre 
de atrás quiso que los actos ilícitos se realizaran, porque basta con demostrar que el 
dirigente conocía el aparato de poder organizado y sus actividades ilícitas y decidió 
que continuara con ellas (Véase Corte Suprema de la República de Perú, Sala Penal 
Especial, expediente N° AV 19-2001, sentencia de 7 de abril de 2009, hechos de 
Barrios Altos, La Cantuta y sótanos SIE).
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de mando y cumplimiento de órdenes y con objetivos clara-
mente criminales311.

Conforme con lo anterior imperioso se ofrece compulsar copias para que 
se investigue la ocurrencia de hechos que en ejercicio del plan criminal de 
la organización a la cual pertenecía Salvador Arana Sus, éste efectuó y 
se establezca su eventual grado de responsabilidad que, de acuerdo con la 
prueba de la casuística y en el grado reclamado por el legislador312, podría 
ser a título de autor313 o de partícipe314 según las particularidades de cada 
caso315, supuestos que en todo caso no impiden la imputación del concierto 
para delinquir y los delitos ejecutados en desarrollo de lo acordado316.

311	 Carolina Bolea Bardon, Autoría mediata en derecho penal, Valencia, Editorial 
Tirant lo Blanch, 2000, p. 338.

312	 Código de Procedimiento Penal de 2000, artículo 232 (certeza de la conducta pu-
nible y de la responsabilidad del procesado) y Código de Procedimiento Penal de 
2004, artículos 7° y 381 (convencimiento de la responsabilidad penal del acusado, 
más allá de toda duda). 

313	 En el proceso adelantado contra los miembros de las Juntas Militares que gober-
naron a Argentina (1976-1983), el fiscal Trassera y la Cámara Federal imputaron 
autoría mediata con instrumento fungible pero responsable (Teoría de Roxin y Ba-
cigalupo), pero la Corte Suprema de la Nación condenó por coautoría (Teoría de 
Jakobs). En Chile, se aplicó la primera teoría contra los militares y los Directores 
de la DINA, y contra Pinochet el encausamiento fue por comisión por omisión al 
tener calidad de garante. Y en Perú, se aplicó por primera vez la propuesta de Roxin 
en la causa adelantada contra la cúpula de Sendero Luminoso por los hechos de la 
masacre de Lucanamarca y más adelante -como ya se anotó- en la sentencia dictada 
contra el expresidente Alberto Fujimori.

314	 En la doctrina desarrollada por Gimbernat se considera que en los crímenes come-
tidos por una banda serán inductores quienes dan las órdenes, autores los ejecutores 
del hecho y cómplices los que transmiten el mandato.

315	F ernando Velásquez Velásquez, «La concurrencia de personas en el delito y los 
aparatos organizados de poder. A propósito de los crímenes realizados por las es-
tructuras criminales de los paramilitares colombianos», fotocopias, sin fecha, p. 35. 
Es posible que respecto de los miembros de la autoridad se edifique responsabilidad 
penal a partir de la denominada omisión impropia, como ocurrió en las masacres 
de Tibú (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación 
de 14 de noviembre de 2007, radicación 28017) y Mapiripán (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de casación de 26 de abril de 2007, radi-
cación 25889 y Corte Constitucional, sentencia SU-1184/01), oportunidades en las 
que se consideró que los miembros de la Fuerza Pública tenían posición de garante 
respecto de los bienes jurídicos de la población civil y, con ello, responsabilidad 
penal en la modalidad de comisión por omisión.

316	 Ibídem, p. 36.
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Nota de los relatores:

El contenido de este extracto se planteó inicialmente en la Adición de voto 
de Yesid Ramírez Bastidas, Alfredo Gómez Quintero, Maria del Rosario 
González de Lemos y Augusto J. Ibáñez Guzmán, dentro del radicado 
29640 de 16 de septiembre de 2009, sentencia condenatoria en contra del 
exsenador Ricardo Elcure Chacón por el delito de concierto para delinquir 
agravado

Esta jurisprudencia se reitera en términos similares en: 

•	 Radicado 27941de 14 de diciembre de 2009, sentencia condenatoria 
contra Gonzalo García Angarita por el delito de concierto para delinquir 
agravado; 

•	 Radicado 27032 de 18 de marzo de 2010, sentencia condenatoria contra 
el ex senador Álvaro Araujo Castro por los delitos de concierto para 
delinquir agravado y constreñimiento al sufragante; 

•	 Radicado 32712 de 05 de mayo de de 2010, sentencia condenatoria 
contra el ex senador Hernando Molina Araujo por el delito de concierto 
para delinquir agravado; 

•	 Radicado 29200 de 12 de mayo de 2010, sentencia condenatoria contra 
el ex senador Jorge de Jesús Castro Pacheco por el delito de concierto 
para delinquir agravado; 

•	 Radicado 26585 de 17 de agosto de 2010, sentencia condenatoria en 
contra del ex senador Humberto de Jesús Builes Correa;

•	 Radicado 28835 de 15 de septiembre de 2010, sentencia condenatoria en 
contra del ex representante a la Cámara Miguel Ángel Rangel Sosa; y 

•	 Radicado 34653 de 27 de septiembre de 2010, sentencia condenatoria 
contra Ruben Darío Quintero por el delito de concierto para delinquir 
agravado.





CAPÍTULO III
Derechos de las víctimas
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3. Derechos de las víctimas 

Extracto No. 125

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de desaparición forzada 
agravada, homicidio agravado y concierto para promover grupos 

armados al margen de la ley

La jurisprudencia ha definido que los perjudicados con el ilícito317 tienen 
derechos fundamentales en orden a garantizar (i) la efectiva reparación por 
el agravio sufrido, a que existe una (ii) obligación estatal de buscar que 
se conozca la verdad sobre lo ocurrido, y a un (iii) acceso expedito a la 
justicia, pues así se prevé por la propia Constitución Política, la ley pe-
nal vigente y los tratados internacionales que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad318.

317	 Se sigue lo expuesto por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto 
de segunda instancia, 11 de julio de 2007, radicación 26945.

318	 Véase Corte Constitucional, sentencia C-209/07. En esta providencia se hace un re-
sumen de la forma como ha discurrido la jurisprudencia en materia de los derechos 
de las víctimas. Especial mención se efectúa de las sentencias C-580/02 (señaló 
que el derecho de las víctimas del delito de desaparición forzada de personas y la 
necesidad de garantizar los derechos a la verdad y a la justicia, permitían que el 
legislador estableciera la imprescriptibilidad de la acción penal, siempre que no se 
hubiera identificado e individualizado a los presuntos responsables); C-004/03 (ga-
rantía jurídica con que cuentan las víctimas para controvertir decisiones que sean 
adversas a sus derechos); C-979/05 (derecho de las víctimas a solicitar la revisión 
extraordinaria de las sentencias condenatorias en procesos por violaciones a dere-
chos humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, cuando 
una instancia internacional haya concluido que dicha condena es aparente o irri-
soria); C-1154/05 (derecho de las víctimas a que se les comuniquen las decisiones 
sobre el archivo de diligencias); C-370/06 (los derechos de las víctimas en procesos 
inscritos en contextos y modalidades de justicia transicional de reconciliación); y, 
C-454/06 (la garantía de comunicación a las víctimas y perjudicados con el delito 
opera desde el momento en que éstos entran en contacto con las autoridades; señala 
que los derechos a la verdad, la justicia y la reparación las autoriza a solicitudes 
probatorias en la audiencia preparatoria, en igualdad de condiciones que la defensa 
y la fiscalía).
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Tal perspectiva de la víctima solamente se puede entender cuando se acep-
ta, como tiene que ser, que ella ha quedado cubierta por un sistema de 
garantías fundado en el principio de la tutela judicial efectiva319, de amplio 
reconocimiento internacional320, y con evidente acogida constitucional a 
través de los artículos 229, 29 y 93 de la Carta. 

319	 El principio de la tutela judicial efectiva encuentra ubicación constitucional en los 
artículos 229 y 29 de la Carta, sin perjuicio de su ampliación por la vía del artículo 
93, que ha permitido el ingreso de las fuentes internacionales que consagran esta 
garantía.

320	 Artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 25 de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos.
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3.1.	 El derecho a la reparación integral del daño 
que se ha ocasionado a los perjudicados con el 
delito

Extracto No. 126

Radicado 32672 – 3 de diciembre de 2009
Sentencia condenatoria en contra del ex gobernador de Sucre 
Salvador Arana Sus por los delitos de concierto para delinquir 
agravado, desaparición forzada agravada y homicidio agravado

El derecho de reparación, conforme al derecho internacional contempo-
ráneo también presenta una dimensión individual y otra colectiva. Desde 
su dimensión individual abarca todos los daños y perjuicios sufridos por 
la víctima, y comprende la adopción de medidas individuales relativas al 
derecho de (i) restitución, (ii) indemnización, (iii) rehabilitación, (iv) sa-
tisfacción y (v) garantía de no repetición. En su dimensión colectiva, in-
volucra medidas de satisfacción de alcance general como la adopción de 
instrumentos encaminados a restaurar, indemnizar o readaptar los derechos 
de las colectividades o comunidades directamente afectadas por las viola-
ciones ocurridas321. 

A su turno, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de manera 
específica, además de referirse al carácter individual del derecho a la ver-
dad, ha reconocido que también es de índole colectivo y le pertenece a la 
sociedad, ratificando que es obligación del Estado garantizar su ejercicio.

En efecto, en el Informe N° 37/00 del 13 de abril de 2000 (caso N° 11.481, 
Romero contra El Salvador), sostuvo:

ii. El derecho a la verdad

142. El derecho a conocer la verdad con respecto a graves vio-
laciones de los derechos humanos, así como el derecho a cono-
cer la identidad de quienes participaron en ellos, constituye una 

321	 Cfr. Art. 33 del Conjunto de principios para la protección y promoción de los dere-
chos humanos mediante la lucha contra la impunidad.
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obligación que todo Estado parte en la Convención Americana 
debe satisfacer, tanto respecto a los familiares de las víctimas 
como a la sociedad en general. Tales obligaciones surgen funda-
mentalmente de lo dispuesto en los artículos 1(1), 8(1), 25 y 13 
de la Convención Americana.

143. Como se ha señalado en el presente informe, el artículo 
1(1) de la Convención Americana establece que los Estados Par-
tes se obligan a respetar los derechos consagrados en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio. Esta obligación implica, 
según la Corte Interamericana, el cumplimiento de verdaderas 
obligaciones de hacer por parte de los Estados que permitan una 
eficaz garantía de tales derechos. Como consecuencia de ello, el 
Estado salvadoreño tiene el deber jurídico de prevenir, razona-
blemente, las violaciones de los derechos humanos, investigar 
con los medios a su alcance las violaciones que se hayan come-
tido dentro del ámbito de su jurisdicción, identificar a los res-
ponsables, imponerles las sanciones pertinentes y asegurar una 
adecuada reparación a la víctima o a sus familiares.

144. La Convención Americana protege el derecho a acceder y 
a recibir información en su artículo 13.  El derecho a la verdad 
es un derecho de carácter colectivo, que permite a la sociedad 
el acceso a información esencial para el desarrollo de los siste-
mas democráticos. Al mismo tiempo, es un derecho particular 
de los familiares de las víctimas, que permite una forma de re-
paración, especialmente ante la aplicación de leyes de amnistía. 
En tal sentido, cabe recordar los términos del memorial amicus 
curiae presentado en un caso que la CIDH sometió a la Corte 
Interamericana:

El Derecho a la Verdad se encuentra íntimamente ligado a la 
obligación asumida por los Estados de hacer cumplir las obli-
gaciones estipuladas en los instrumentos convencionales de 
protección de los derechos y las libertades fundamentales a los 
cuales voluntariamente se han sometido.  Es indudable que los 
familiares de las víctimas tienen el derecho a que toda investi-
gación que se realice sea exhaustiva para que ellos conozcan la 
verdad sobre el destino de sus seres queridos y las circunstan-
cias por las que han atravesado, así como la difusión pública 
de la identidad de los responsables directos de las violaciones a 
los derechos humanos que aquellas hayan sufrido.   Asimismo, 
la verdad es imprescindible para poder efectuar una valoración 
adecuada de la compensación que engendra la responsabilidad 
por violaciones a los derechos humanos.  No obstante, la obli-
gación que tiene el Estado de garantizar el Derecho a la Verdad 
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no es sustitutiva o alternativa de las demás que le incumben en 
el marco de su Deber de Garantía, a saber, las de investigar y de 
impartir justicia.  Esta obligación existe y se mantiene indepen-
dientemente del cumplimiento o no de las demás.

145. El artículo 25 de la Convención Americana se relaciona 
igualmente con el derecho a la verdad. La presencia de impe-
dimentos fácticos o legales -como una ley de amnistía- para 
acceder a información relevante en relación con los hechos y 
circunstancias que rodearon la violación de un derecho funda-
mental, constituye en sí misma una abierta violación del artículo 
25 citado, en la medida en que impide el acceso a los recursos de 
la jurisdicción interna para la protección judicial de los derechos 
fundamentales establecidos en la Convención, la Constitución 
y las leyes.

146. Además de los familiares de las víctimas directamente afec-
tados por una violación de los derechos humanos, la sociedad en 
general también es titular del derecho a ser debidamente infor-
mada. La CIDH ha sostenido lo siguiente:

Independientemente del problema de las eventuales responsabi-
lidades -las que, en todo caso, deberán ser siempre individuales 
y establecidas después de un debido proceso por un tribunal pre-
existente que utilice para la sanción la ley existente al momento 
de la comisión del delito- toda la sociedad tiene el irrenunciable 
derecho de conocer la verdad de lo ocurrido, así  como las ra-
zones y circunstancias en las que aberrantes delitos llegaron a 
cometerse, a fin de evitar que esos hechos vuelvan a ocurrir en el 
futuro. A la vez, nada puede impedir a los familiares de las vícti-
mas conocer lo que aconteció con sus seres más cercanos (...) Tal 
acceso a la verdad, supone no coartar la libertad de expresión…

147. Por su parte, el Comité de Derechos Humanos de la ONU 
ha establecido en diversas ocasiones, y específicamente en re-
lación con la violación del derecho a la vida, que los familiares 
directos de las víctimas tienen derecho a ser compensados por 
esas violaciones debido, entre otras cosas, a que desconocen 
las circunstancias de la muerte y los responsables del delito. 
Los órganos de derechos humanos de la ONU han aclarado e 
insistido en que el deber de reparar el daño no se satisface sola-
mente por medio del ofrecimiento de una cantidad de dinero a 
los familiares de las víctimas. En primer término, debe ponerse 
fin al estado de incertidumbre e ignorancia en que éstos se en-
cuentran, es decir, otorgar el conocimiento completo y público 
de la verdad.



444

148 .El derecho que tienen toda persona y la sociedad a co-
nocer la verdad íntegra, completa y pública sobre los hechos 
ocurridos, sus circunstancias específicas y quiénes parti-
ciparon en ellos, forma parte del derecho a reparación por 
violaciones de los derechos humanos, en su modalidad de 
satisfacción y garantías de no repetición. El derecho de una 
sociedad a conocer íntegramente su pasado no sólo se erige 
como un modo de reparación y esclarecimiento de los he-
chos ocurridos, sino que tiene el objeto de prevenir futuras 
violaciones.

También el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas ha pro-
pugnado por la naturaleza colectiva del derecho a la verdad, al que también 
denomina derecho a saber. En efecto, en la 49ª sesión de la Subcomisión 
de Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías, llevada a 
cabo el 2 de octubre de 1997, consideró:

17. No se trata solamente del derecho individual que toda víc-
tima, o sus parientes o amigos, tiene a saber qué pasó en tanto 
que derecho a la verdad. El derecho de saber es también un 
derecho colectivo que tiene su origen en la historia para evitar 
que en el futuro las violaciones se reproduzcan. Por contrapar-
tida tiene, a cargo del Estado, el "deber de la memoria" a fin de 
prevenir contra las deformaciones de la historia que tienen por 
nombre el revisionismo y el negacionismo; en efecto, el conoci-
miento, para un pueblo, de la historia de su opresión pertenece 
a su patrimonio y como tal debe ser preservado. Tales son las 
finalidades principales del derecho de saber en tanto que dere-
cho colectivo.

Por su parte, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-370/06, se refirió 
al contenido mínimo del derecho de las víctimas a la verdad, indicando 
que:

protege, en primer lugar, el derecho a que los delitos más graves 
sean investigados. Esto implica que tales delitos deben ser inves-
tigados y que el Estado es responsable por acción o por omisión 
si no hay una investigación seria acorde con la normatividad 
nacional e internacional. Una de las formas de violación de este 
derecho es la inexistencia de medidas que sancionen el fraude 
a la justicia o sistemas de incentivos que no tomen seriamente 
en cuenta estos factores ni promuevan seria y decididamente la 
consecución de la verdad.
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Trató, igualmente, su dimensión colectiva, bajo el entendido de que

su contenido mínimo incluye la posibilidad de las sociedades 
de conocer su propia historia, de elaborar un relato colectivo 
relativamente fidedigno sobre los hechos que la han definido y 
de tener memoria de tales hechos. Para ello, es necesario que se 
adelanten investigaciones judiciales imparciales, integrales y sis-
temáticas, sobre los hechos criminales de los que se pretende dar 
cuenta histórica. Un sistema que no beneficie la reconstrucción 
de la verdad histórica o que establezca apenas débiles incentivos 
para ello, podría comprometer este importante derecho.

Agregando, para ambos eventos, que:

en un Estado constitucional de derecho como el colombiano, la 
protección mínima de este plexo de derechos no puede ser desco-
nocida en ninguna circunstancia. En otras palabras, los poderes 
públicos no están autorizados para desconocer estos derechos 
en nombre de otro bien o valor constitucional, pues los mismos 
constituyen el límite al poder de configuración del congreso, de 
gestión del gobierno y de interpretación judicial. Se trata, como 
se señaló en la parte anterior de esta decisión, de normas consti-
tucionalmente vinculantes para todos los poderes públicos, cuya 
eficacia no se reduce ni suspende por encontrarse el Estado en 
tiempos de excepción o en procesos de paz. En efecto, según las 
disposiciones del bloque de constitucionalidad, el ocultamiento, 
el silencio o la mentira sobre los delitos cometidos, no pueden 
ser las bases de un proceso de negociación que se ajuste a la 
Constitución. Sin embargo, el relato genuino y fidedigno de los 
hechos, acompañado de investigaciones serias y exhaustivas y 
del reconocimiento de la dignidad de las víctimas, pueden ser las 
bases de un proceso de negociación en el cual, incluso, se admi-
ta constitucionalmente la renuncia a la imposición o aplicación 
plena de las penas que el derecho penal ordinario ha establecido, 
inclusive para los delitos que la humanidad entera ha considera-
do de la mayor gravedad.

Conforme a lo anterior, considera la Sala mencionar entonces que las obli-
gaciones de reparación conllevan: (i) en primer lugar, si ello es posible, 
la plena restitución (restitutio in integrum), “la cual consiste en el resta-
blecimiento de la situación anterior a la violación”322; (ii) de no ser po-
sible lo anterior, pueden implicar otra serie de medidas que además de 

322	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, sentencia de 15 de junio de 2005.
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garantizar el respeto a los derechos conculcados, tomadas en conjunto re-
paren las consecuencias de la infracción; entre ellas cabe la indemnización 
compensatoria. 

Imperioso resulta al emitir el presente pronunciamiento, además de estable-
cer jurídicamente el contenido de su decisión, armonizarla con contenidos 
materiales de Justicia en aras de superar épocas del más rígido formalismo 
jurídico.

Dígase de manera complementaria e integral que según el artículo 56 de la 
Ley 600 de 2000, en todo proceso penal en que se haya demostrado la exis-
tencia de perjuicios provenientes de la conducta investigada, el funcionario 
condenará al responsable al pago de los daños ocasionados con el delito. 

Dicha norma también dispone que no haya lugar a condena de tal natu-
raleza cuando se establezca que el perjudicado ha promovido de manera 
independiente la acción civil. De la misma manera se señala que el fallo 
debe contener el pronunciamiento sobre las expensas, las costas judiciales 
y las agencias en derecho, si a ello hubiere lugar.

En relación con el daño derivado de la conducta punible el juez podrá seña-
lar como indemnización, una suma equivalente, en moneda nacional, hasta 
mil (1000) salarios mínimos legales mensuales.

Esta tasación se hará teniendo en cuenta factores como la naturaleza de la 
conducta y la magnitud del daño causado.

Todo daño material debe probarse en el proceso.

Sobre el tema la Corte ha dicho que:

La naturaleza de la pretensión indemnizatoria se regula de 
acuerdo con los principios generales en que se sustenta el dere-
cho privado. De ahí que el artículo 48 de la citada Ley 600 de 
2000 estatuya los presupuestos que debe contener la demanda 
de constitución de parte civil, encontrándose, entre ellas, “Los 
daños y perjuicios de orden material y moral que se le hubieren 
causado, la cuantía en que se estima la indemnización de los 
mismos…”. Dicho de otra manera, corresponde una carga para 
el accionante en materia civil establecer la pretensión indemni-
zatoria, puesto que a partir del monto que allí se fije se deter-
minará la congruencia de la condena civil, en el evento que se 
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profiera fallo declarativo de responsabilidad penal323.

Así mismo ha expresado:

Igual que con la anterior interpretación, el Código de Procedi-
miento Penal consagra el papel preponderantemente inquisitivo 
de la investigación de los daños y perjuicios ocasionados con la 
conducta punible cuando la víctima o el perjudicado no se ha 
constituido en parte civil, al prever como uno de los fines de la 
instrucción determinar los daños y perjuicios de orden moral y 
material causados con la conducta punible, y obligar al juez en 
caso de demostración de la existencia de perjuicios provenientes 
del hecho investigado, a liquidarlos de acuerdo con lo acreditado 
y a condenar en la sentencia al responsable de los daños (artícu-
los 331 y 56 del Código de Procedimiento Penal).

Y, su naturaleza dispositiva cuando existe parte civil constitui-
da, a la que le corresponde delimitar el ámbito del debate y de 
la acción del funcionario judicial determinando en el libelo de 
demanda con precisión las pretensiones, los hechos en que se 
basan y los fundamentos jurídicos… Consecuencialmente, la 
sentencia condenatoria deberá estar en concordancia con los he-
chos y pretensiones de la demanda324.

323	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia del 20 de septiembre 
de 2006, radicación 23687.

324	 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de 9 de febrero de 2006, 
radicación 20201.
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Contenido del CD
JURISPRUDENCIA DE PARAPOLÍTICA – CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

No
Institución 

que 
profiere

Identificación 
de la decisión

Clase de 
decisión Cargo Procesado Delito

1

Corte 
Suprema 
de Justicia, 
Sala de 
Casación 
Penal

Radicado 
26118 – 19 
diciembre de 
2007

Sentencia 
condenatoria

Representante 
a la Cámara

Eric Julio 
Morris 
Taboada

Concierto 
para delinquir 
agravado

2

Corte 
Suprema 
de Justicia, 
Sala de 
Casación 
Penal

Radicado 
26470 – 16 de 
mayo de 2008

Sentencia 
condenatoria Senador

Mauricio 
Pimiento 
Barrera

Concierto 
para delinquir 
agravado – 
Constreñimiento 
al sufragante

3

Corte 
Suprema 
de Justicia, 
Sala de 
Casación 
Penal

Radicado 
26470 A – 1 de 
agosto de 2008

Sentencia 
condenatoria Senador

Luis 
Eduardo 
Vives 
Lacouture

Concierto 
para delinquir 
agravado – 
Alteración 
de resultados 
electorales

4

Corte 
Suprema 
de Justicia, 
Sala de 
Casación 
Penal

Radicado 
26942 – 25 de 
noviembre de 
2008

Sentencia 
condenatoria Senadores

Reginaldo 
Montes 
Álvarez 
y Juan 
Manuel 
López 
Cabrales

Concierto 
para delinquir 
agravado

5

Corte 
Suprema 
de Justicia, 
Sala de 
Casación 
Penal

Radicado 
27195 – 19 de 
agosto de 2009

Sentencia 
condenatoria 

Representante 
a la Cámara

Karelly 
Patricia 
Lara Vence

Concierto 
para delinquir 
agravado

6
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
29640 – 16 de 
septiembre de 
2009

Sentencia 
condenatoria Senador

Ricardo 
Elcure 
Chacón

Concierto 
para delinquir 
agravado

7
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
31943 – 9 de 
septiembre de 
2009

Sentencia 
anticipada

Ex 
Gobernador

Jorge 
Eliecer 
Anaya 
Hernández

Concierto 
para delinquir 
agravado

8
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
27941 – 14 de 
diciembre de 
2009

Sentencia 
condenatoria

Ex 
Representante 
a la Cámara

Gonzalo 
García 
Angarita

Concierto 
para delinquir 
agravado
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JURISPRUDENCIA DE PARAPOLÍTICA – CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

No
Institución 

que 
profiere

Identificación 
de la decisión

Clase de 
decisión Cargo Procesado Delito

9
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
32672 – 3 de 
diciembre de 
2009

Sentencia 
condenatoria

Ex 
Gobernador 

Salvador 
Arana Sus

Concierto 
para delinquir 
agravado – 
Desaparición 
forzada agravada  
– Homicidio 
agravado

10
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
23802 – 26 de 
enero de 2010

Sentencia 
condenatoria Ex Senador Vicente 

Bled Saad

Concierto 
para delinquir 
agravado

11
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
26584 – 3 de 
febrero de 2010

Sentencia 
condenatoria

Ex 
Representante 
a la Cámara

Dixon 
Ferney 
Tapasco 
Triviño

Concierto 
para delinquir 
agravado

12
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
27032 – 18 de 
marzo de 2010

Sentencia 
condenatoria Ex Senador

Álvaro 
Araujo 
Castro

Concierto 
para delinquir 
agravado – 
Constreñimiento 
al sufragante

13 Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
29200 – 12 de 
mayo de 2010

Sentencia 
condenatoria Ex Senador

Jorge 
de Jesús 
Castro 
Pacheco

Concierto 
para delinquir 
agravado

14
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
32712 – 5 de 
mayo de 2010

Sentencia 
condenatoria

Ex 
Gobernador

Hernando 
Molina 
Araujo

Concierto 
para delinquir 
agravado

15
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
32805 – 23 de 
febrero de 2010

Sentencia 
condenatoria Ex Senador

Álvaro 
Alfonso 
García 
Romero

Concierto 
para delinquir 
agravado – 
Homicidio 
agravado – 
Homicidio simple 
– Peculado por 
apropiación

16
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
26585 – 17 de 
agosto de 2010

Sentencia 
condenatoria Ex Senador

Humberto 
de Jesús 
Builes 
Correa

Concierto 
para delinquir 
agravado

17
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
28835 – 15 de 
septiembre de 
2010

Sentencia 
condenatoria

Ex 
Representante

Miguel 
Ángel 
Rangel 
Sosa

Concierto 
para delinquir 
agravado

18
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
29632 – 29 de 
septiembre de 
2010

Sentencia 
absolutoria

Ex Senador Carlos 
García 
Orjuela

Concierto 
para delinquir 
agravado

19
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
29110 – 1 de 
octubre de 
2009

Sentencia 
absolutoria Senador

Luis 
Fernando 
Velasco 
Chaves

Cohecho 
impropio
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JURISPRUDENCIA DE PARAPOLÍTICA – CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

No
Institución 

que 
profiere

Identificación 
de la decisión

Clase de 
decisión Cargo Procesado Delito

20
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
28779 – 9 de 
diciembre de 
2009

Sentencia 
absolutoria

Ex 
Representante 
a la Cámara

Pompilio 
de Jesús 
Avendaño 
Lopera

Concierto 
para delinquir 
agravado

21
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
34653 – 27 de 
septiembre de 
2010

Sentencia 
condenatoria Ex Senador

Rubén 
Darío 
Quintero

Concierto 
para delinquir 
agravado

22
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
31653 – 1 de 
septiembre de 
2009

Auto que 
decide la 
competencia 
de la 
corte para 
investigar 
y juzgar 
aforados

Ex 
Representante 
a la Cámara

Edgar 
Eulises 
Torres 
Murillo

Concierto 
para delinquir 
agravado

23
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
33118 – 13 de 
mayo de 2010

Auto que 
decide la 
competencia 
para adelantar 
investigación 
y 
juzgamiento

Representante 
a la Cámara

Cesar Pérez 
García

Concierto 
para delinquir 
agravado – 
Homicidio 
agravado

24
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
27032 – 15 de 
septiembre de 
2009

Auto que 
decide 
reasumir la 
competencia 
y determinar 
cómo quedan 
los procesos

Ex senador
Álvaro 
Araujo 
Castro

Concierto para 
delinquir y 
constreñimiento 
al sufragante

25
Corte 
Suprema de 
Justicia

Radicado 
26585 – 17 de 
septiembre de 
2008

Salvamento 
de Voto Ex Senador

Humberto 
de Jesús 
Builes 
Correa

Concierto 
para delinquir 
agravado
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Índice temático
A

Actividad pericial: requisi-
tos.

Acuerdo de voluntades: 
basta para promover al gru-
po ilegal, siendo indiferente 
que de ello se obtengan o no 
beneficios específicos. 	

Aforados constitucionales:
•	 Competencia de la Corte 

Suprema de Justicia para 
investigarlos y juzgarlos.

•	 Procedimiento de única 
instancia para investigar-
los y juzgarlos.

•	 Procedimiento para in-
vestigarlos y juzgarlos. 	

Alteración de resultados 
electorales.	

Altos dignatarios.	

Aparatos organizados de 
poder: manifestaciones del 
concierto para “promover” 
aparatos organizados de po-
der ilegales, inciso 2 del ar-
tículo 340 del Código Penal.	

Aspectos probatorios: 
•	 Consideraciones genera-

les.
•	 Diferencias de estándar 

probatorio de acuerdo 
con la etapa procesal.

203

353

55

33

33

400

57

369

127

127

•	 Autenticidad de la prueba: 
se obtiene mediante reco-
nocimiento de sus intervi-
nientes.	

Aspectos sobre la responsa-
bilidad penal.	

Autoría mediata: como for-
ma de atribución de la res-
ponsabilidad en los delitos 
cometidos por estructuras or-
ganizadas al margen de la ley; 
cambio de jurisprudencia.	

B

Bienes jurídicos: interven-
ción penal en concierto para 
delinquir se legitima por la 
protección de los bienes ju-
rídicos. 	

C

Cambio de jurisprudencia: 
no es violatoria del debido 
proceso. 

Captación lícita e inciden-
tal de comunicaciones: por 
parte de la inteligencia esta-
tal no afecta la legalidad de 
la prueba.

Coacción como causal de ex-
clusión de la culpabilidad.

133

415

422

307

105

131

310
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Cohecho impropio: el jui-
cio de antijuridicidad recae 
sobre la imparcialidad del 
funcionario en el ejercicio 
de sus funciones.

Competencia, reasumir:
•	 Posibilidad de dictar sen-

tencia por un juez diferen-
te al reasumir la compe-
tencia.

•	 Reglas para reasumir 
competencia.

Compulsa de copias: 
•	 A los tribunales de Justicia 

y Paz: para que se estudie 
la exclusión del proceso 
de Justicia y Paz de un lí-
der paramilitar.

•	 Al autor del delito de 
concierto para delinquir 
por crímenes cometidos 
por la organización cri-
minal.

•	 Para investigar la pre-
sunta comisión del delito 
de falso testimonio.

•	 Para investigar la pre-
sunta comisión del delito 
de prevaricato.

•	 Por delitos denunciados 
en el trámite procesal.

•	 Por el delito de desplaza-
miento forzado y homici-
dio.

•	 Por los eventuales deli-
tos de lesa humanidad 
cometidos por quienes 
han sido condenados por 
parapolítica.

Concierto para delinquir:
•	 Bien jurídico tutelado: 

análisis de coacción como 
causal de exclusión de la 
culpabilidad.

•	 Concierto para delinquir 
simple: diferencia con el 
concierto para delinquir 
agravado.

•	 Crímenes cometidos por 
la organización criminal: 
compulsa de copias al au-
tor del delito

•	 Delito de carácter perma-
nente: hechos cometidos 
en 1998 están relaciona-
dos con las elecciones de 
2002 y no afectan la com-
petencia de la Corte.

•	 Delito de ejecución per-
manente: se configura aún 
después de ser elegido 
como congresista y has-
ta el cumplimiento de los 
“pactos”.

•	 Dosificación punitiva: 
concurso de conductas 
punibles (concierto para 
delinquir, desaparición 
forzada y homicidio).

•	 Formas de afectación del 
bien jurídico tutelado “se-
guridad pública”.

•	 Inferencia: probadas las 
reuniones con grupos 
armados al margen y los 
beneficios obtenidos se 
puede inferir el concierto 
para delinquir.

•	 Intervención penal se legi-
tima por la protección de 
los bienes jurídicos.

409

121

119

238

232

250

251

245

248

229

299

310

384

232

340

329

219

299

141

307
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•	 Modalidad “promover” 
grupos paramilitares, in-
ciso 2 del artículo 340 del 
Código Penal, tipicidad.

•	 Promoción ideológico–
política de grupos arma-
dos ilegales: competencia 
de la Corte para investi-
gar el concierto del fun-
cionario orientado a esta 
conducta.

•	 “Promover efectivamen-
te” un grupo armado al 
margen de la ley, inciso 3º 
del artículo 340 del Códi-
go Penal.

•	 “Promover efectivamente” 
un grupo armado al mar-
gen de la ley: diferencias 
con el concierto para “pro-
mover” una organización 
de ese tipo. No se requiere 
probar que el congresista 
efectivamente se concertó 
para cometer otros delitos, 
la distorsión de la función 
estatal, es la prueba del 
acuerdo.

•	 Promover grupos al mar-
gen de la ley, inciso 2 del 
artículo 340: núcleo de la 
prohibición del concierto 
para delinquir en la mo-
dalidad; acuerdo de vo-
luntades.

•	 Promover grupos al mar-
gen de la ley, no es de re-
sultado.

•	 Promover grupos arma-
dos al margen de la ley, 
desarrollo normativo: la 
conducta no fue despena-

lizada por la ley 1121 de 
2006.

•	 Promover grupos parami-
litares: el paramilitarismo 
se tiene como delito de 
lesa humanidad, marco 
jurídico internacional y 
nacional.

•	 Promover grupos parami-
litares: elementos objeti-
vos y subjetivos.

•	 “Promover” aparatos or-
ganizados de poder ilega-
les, inciso 2 del artículo 
340 del Código Penal, 
manifestaciones del con-
cierto.

•	 Prueba directa: la difi-
cultad para obtener prue-
ba directa del concierto 
para delinquir no impide 
que por vía de inferencia 
se dé por demostrada su 
existencia.

•	 Tipo penal pluriofensivo 
y que atenta gravemen-
te contra la democracia 
como pilar fundamental 
del Estado Social de Dere-
cho.

concurrencia colectiva en 
conductas punibles de or-
ganizaciones criminales: 
los políticos responsables de 
promover grupos al margen 
de la ley hacen parte de la 
estructura criminal y respon-
den penalmente por los deli-
tos cometidos por la organi-
zación.

343

107

377

365

351

355

356

388

350

369

137

324

427
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Conductas punibles:
•	 concurso de conductas 

punibles (concierto para 
delinquir, desaparición for-
zada y homicidio), dosifi-
cación punitiva.

•	 principales.

Congresistas, competencia 
para juzgarlos.

Constitución Política, ar-
tículo 235: 
•	 Interpretación de confor-

midad con el principio 
del juez natural, el debido 
proceso y la perpetuatio 
jurisdictionis. 

Constreñimiento al sufra-
gante:
•	 Bien jurídico tutelado, tipi-

cidad del delito.
•	 Concurso de personas en 

la ejecución del tipo penal 
admite la determinación.

•	 Hechos que lo constituyen.
•	 Responsabilidad: la abs-

tención electoral no es 
prueba de la ausencia de 
responsabilidad. La vio-
lencia contra un único 
sufragante configuraría el 
tipo penal.

Corte Suprema de Justicia: 
•	 Competencia para juz-

gar e investigar aforados 
constitucionales.

•	 Renuncia del aforado a su 
cargo, conserva su compe-
tencia.

•	 Renuncia del aforado a su 
cargo, pérdida de compe-
tencia.

Credibilidad: 
•	 Ante retractación, la re-

tractación no afecta la 
credibilidad cuando es 
provocada, determinada y 
no voluntaria.

•	 Entre dos versiones ante 
retractación, le corres-
ponde al juez confrontar 
las dos versiones. 

Crímenes de guerra, nece-
sidad de determinar si las 
conductas lo constituyen.

D

Debido proceso: 
•	 Cambio de jurisprudencia 

no es violatoria del debido 
proceso.

•	 Competencia de la Corte 
lo respeta.

•	 Imprescriptibilidad de la 
acción penal en casos de 
delitos de lesa humani-
dad: no viola el principio 
de legalidad ni el debido 
proceso y obedece al cum-
plimiento de obligaciones 
internacionales del Estado.

•	 Interpretación del artículo 
235 de la Constitución Po-
lítica de conformidad con 
el principio del juez natu-
ral, el debido proceso y la 
perpetuatio jurisdictionis.

219
257

59

113

401

403
405

404

55

82

69

195

183

257

105

63

270

113
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•	 Procedimiento de única 
instancia para investigar 
y juzgar aforados

Delitos bajo el derecho in-
ternacional.

Delitos cometidos por los 
congresistas: 

•	 Fuero.
•	 La competencia se man-

tiene después del cese en 
el cargo siempre que los 
delitos tengan relación 
con la función.

Delitos comunes: necesidad 
de determinar si las conduc-
tas los constituyen.

Delitos de lesa humanidad: 
•	 Compulsa de copias por 

los eventuales delitos de 
lesa humanidad cometi-
dos por quienes han sido 
condenados por parapo-
lítica: reconocimiento de 
las obligaciones asumidas 
por el Estado en razón al 
Estatuto de Roma.

•	 Definición: marco jurídico 
internacional y nacional.

•	 Necesidad de determinar 
si las conductas los cons-
tituyen.

•	 Pueden cometerse en 
tiempos de paz o durante 
conflictos armados.

Delitos denunciados en el 
trámite procesal: compulsa 
de copias. 

Denuncia: el cumplimiento 
del deber de denuncia no 
debe implica animadver-
sión en contra del denun-
ciado.

Derecho de defensa: proce-
dimiento de única instancia 
para investigar y juzgar afo-
rados.

Derecho internacional: de-
litos bajo el derecho interna-
cional.

Derechos de las víctimas.

Derechos humanos, viola-
ciones graves: necesidad de 
determinar si las conductas 
los constituyen.

Desaparición forzada:
•	 Dosificación punitiva: con-

curso de conductas puni-
bles (concierto para delin-
quir, desaparición forzada 
y homicidio).

•	 Marco jurídico interna-
cional.

•	 Núcleo del injusto, hechos 
constitutivos, tipicidad.

Descalificación de testigo: 
valoración positiva de un 
testigo en el proceso. 

Desmovilizado, testimonio: 
el dicho de un desmovilizado 
no está condicionado por su 
estatus. 

36

257

68

82

257

229

260

257

259

245

201

36

257

439

257

396

219

396

398

199

169
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Determinación, como forma 
de atribución de responsabi-
lidad penal.

Distorsión de la función 
estatal: es la prueba del 
acuerdo del concierto para 
delinquir.

Doble juzgamiento: rea-
sumir la competencia no 
representa un doble juzga-
miento.

Dosificación punitiva:
•	 en concurso de conductas 

punibles (concierto para 
delinquir, desaparición 
forzada y homicidio).

E

Elecciones de 2002: he-
chos cometidos en 1998 
están relacionados con las 
elecciones de 2002 y no 
afectan la competencia de 
la Corte. 

Estatuto de Roma: recono-
cimiento de las obligaciones 
asumidas por el Estado.

Exclusión del proceso de 
Justicia y Paz: compulsa 
de copias a los tribunales de 
Justicia y Paz para que se 
estudie la exclusión del pro-
ceso de justicia y paz de un 
líder paramilitar.

F

Falso testimonio: compulsa 
de copias para investigar la 
presunta comisión del delito.

Fuero: 
•	 Congresistas, garantía y 

no privilegio. 
•	 Constitucional, no perju-

dica a sus beneficiarios. 
•	 Extensión, abarca los deli-

tos cometidos por los con-
gresistas como ciudadanos 
corrientes y se extiende a 
crímenes ligados al ejerci-
cio de sus funciones.

G

Genocidio: necesidad de de-
terminar si las conductas lo 
constituyen. 

Grupo al margen de la ley: 
•	 Basta el acuerdo de vo-

luntades para promover 
al grupo ilegal, siendo 
indiferente que de ello se 
obtengan o no beneficios 
específicos.

•	 “Promover efectivamen-
te” un grupo armado al 
margen de la ley y con-
cierto para “promover” 
una organización de ese 
tipo.

•	 Se puede inferir, probadas 
las reuniones con grupos 
armados al margen y los 
beneficios obtenidos.

418

365

102

211

219

340

229

238

250

59

62

68

257

353

365

141
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H

Homicidio: dosificación pu-
nitiva, concurso de conduc-
tas punibles.

I

Imprescriptibilidad: de la 
acción penal en casos de de-
litos de lesa humanidad.

Infracción: determinar su 
naturaleza y su vinculación 
con la función desempeñada. 

Inteligencia estatal: capta-
ción lícita e incidental de co-
municaciones por parte de la 
inteligencia estatal no afecta 
la legalidad de la prueba.

Intervención penal: se legi-
tima por la protección de los 
bienes jurídicos. 

Investigaciones: derivadas 
de los procesos por parapo-
lítica (compulsa de copias).

J

Juicio de antijuridicidad: 
recae sobre la imparcialidad 
del funcionario en el ejerci-
cio de sus funciones. 

Juicio de exigibilidad: no 
puede hacerse por fuera de 
las concretas condiciones 

históricas en las que la con-
ducta se manifiesta. 

Juicios de valor: al testigo 
no le corresponde realizar-
los. 

Justicia penal internacio-
nal: relación con la justicia 
penal nacional. 

Justicia penal nacional: re-
lación con la justicia penal 
internacional. 

Juzgamiento de los congre-
sistas: procedimiento de ten-
dencia inquisitiva. 

L

Legalidad de la prueba: en 
captación lícita e incidental 
de comunicaciones por parte 
de la inteligencia estatal. 

Ley 1121 de 2006: desarrollo 
normativo, no despenalizó la 
conducta del concierto para 
delinquir con la finalidad de 
promover grupos armados al 
margen de la ley.

Ley 600: principio de in-
mediación de carácter acu-
satorio, en su procedimiento, 
inoperancia.

Libertad de configuración 
del legislador.
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N

Nivel de exigibilidad: dife-
rente en caso de servidores 
públicos.

O

Obligaciones internacio-
nales del Estado: cumpli-
miento, imprescriptibilidad 
de la acción penal en casos 
de delitos de lesa humanidad 
obedece al cumplimiento de 
obligaciones internaciona-
les del Estado. 

Otorgamiento UTL: a fa-
miliares de miembros de gru-
pos armados al margen de la 
ley es un indicio grave de la 
responsabilidad penal.

P

Parapolítica: compulsa de 
copias por los eventuales 
delitos de lesa humanidad 
cometidos por quienes han 
sido condenados por para-
política.

Peculado por apropiación: 
atribución de la responsabi-
lidad en calidad de determi-
nador.

Pena significativa: impo-
sición por la naturaleza y 
gravedad de las conductas 

cometidas por los servidores 
públicos.

Perpetuatio jurisdictionis, 
interpretación del artículo 
235 de la Constitución Po-
lítica.

Polígrafo: como medio de 
prueba, inadmisibilidad.

Postulados en Justicia y 
Paz: 
•	 Sospecha sobre su testi-

monio: no inhibe su valor 
probatorio, sólo impone 
un análisis más riguroso.

•	 Testimonio y valor probato-
rio de sus confesiones: no se 
debe presumir la falsedad 
en su testimonio debido a su 
carrera delictiva.

Prevaricato: compulsa de 
copias, para investigar la 
presunta comisión del delito.

Principio de congruencia: 
como garantía y postulado 
estructural del proceso.

Principio de inmediación 
de carácter acusatorio (en 
el procedimiento de la Ley 
600): posibilidad de dictar 
sentencia por un juez dife-
rente al reasumir la compe-
tencia, inoperancia.

Principio de investigación 
integral: racionalidad pro-
batoria no debe interpretarse 
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como violación al principio 
de investigación integral.

Principio del juez natural: 
interpretación del artículo 
235 de la Constitución Polí-
tica.

Principio lógico de no con-
tradicción.

Prisión domiciliaria: impo-
sibilidad de otorgar el bene-
ficio por incumplimiento de 
requisito objetivo.

Procedimiento de tenden-
cia inquisitiva.

Procedimiento de única 
instancia: para investigar y 
juzgar aforados no es viola-
torio del debido proceso ni 
del derecho de defensa. 

Promoción ideológico–po-
lítica de grupos armados 
ilegales: competencia de la 
Corte para investigar.

Prueba indiciaria.

Prueba técnica.

Prueba testimonial.

R

Racionalidad probatoria: 
no debe interpretarse como 
violación al principio de in-
vestigación integral.

Reasumir la competencia: 
no representa un doble juz-
gamiento. 

Renuncia del aforado a su 
cargo: 
•	 La Corte conserva compe-

tencia.
•	 La Corte pierde compe-

tencia.

Reparación integral: dere-
cho a la reparación integral 
del daño que se ha ocasiona-
do a los perjudicados con el 
delito.
Responsabilidad: un único 
testimonio puede ser rele-
vante para definir responsa-
bilidad.

Responsabilidad penal:
•	 Del procesado: la con-

frontación de los testimo-
nios con la evidencia ob-
tenida permite determinar 
la responsabilidad penal 
del procesado.

•	 Del procesado: la determi-
nación sobre la competen-
cia por parte de la Corte 
no implica un juicio sobre 
dicha responsabilidad.

•	 Indicio grave: por el otor-
gamiento de Unidades de 
Trabajo Legislativo (UTL) 
a familiares de miembros 
de grupos armados al 
margen de la ley.

•	 Nivel de exigibilidad: di-
ferente en caso de servido-
res públicos.
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Retractación de testimonio 

Necesidad de determinar el 
motivo de la retractación 
para establecer cuál de las 
dos versiones resulta aten-
dible

Revocatoria de la libertad 
provisional: incumplimiento 
de requisito objetivo. 

S

Sentencia y ejecución de la 
pena.

Subrogados penales. 

Suspensión condicional de 
la pena: imposibilidad de 
otorgar el beneficio.

T

Terrorismo: necesidad de 
determinar si las conductas 
lo constituyen.

Testigo: 
•	 Cuestionamiento: el cues-

tionamiento sobre la per-
sonalidad de un testigo 
resulta insuficiente para 
negarle valor probatorio 
a su testimonio.

•	 Idoneidad: el dicho de 
un desmovilizado no está 
condicionado por su es-
tatus. 

•	 Juicios de valor: al testigo 
no le corresponde realizar 
juicios de valor.

•	 Valoración positiva en el 
proceso: aún cuando en 
otro trámite procesal haya 
sido descalificado.

Testimonio: 
•	 Confrontación con la 

evidencia obtenida: per-
mite determinar la res-
ponsabilidad penal del 
procesado.

•	 Contradictorio: para dar 
por probado un hecho no 
deben existir contradic-
ciones de carácter sus-
tancial.

•	 Contradictorio: valor pro-
batorio de testimonios con-
tradictorios.

•	 Corrientes testimonia-
les contradictorias: ante 
una que afirma y otra que 
niega, el principio lógico 
de no contradicción esta-
blece que una de las dos 
corrientes testimoniales 
es falsa.

•	 Inexactitudes sobre cues-
tiones accesorias y no sus-
tanciales en los testimo-
nios de desmovilizados no 
restan credibilidad a los 
relatos.

•	 Relevancia: un único 
testimonio puede ser re-
levante para definir res-
ponsabilidad.

•	 Retractación: le corres-
ponde al juez confrontar 
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las dos versiones con los 
demás elementos de jui-
cio para determinar la 
que tiene mayor credibi-
lidad.

•	 Retractación: necesidad 
de determinar el motivo 
de la retractación para 
establecer cuál de las 
dos versiones resulta 
atendible.

•	 Retractación: no afecta 
la credibilidad cuando es 
provocada, determinada y 
no voluntaria.

•	 Valor probatorio: el cues-
tionamiento sobre la per-
sonalidad de un testigo 
resulta insuficiente para 
negarle valor probatorio 
a su testimonio.

V

Valor probatorio: 
•	 De las confesiones de los 

postulados en Justicia y Paz.

•	 Del testimonio de un pos-
tulado, la sospecha sobre 
el testimonio de un pos-
tulado no inhibe su valor 
probatorio, sólo impone 
un análisis más riguroso.

Valoración de la declara-
ción: bajo el contexto de la 
construcción paulatina y 
mancomunada de la verdad.

Vía de inferencia: demues-
tra el concierto para delin-
quir ante la dificultad para 
obtener prueba directa.
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